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Presentación

En este cuaderno de trabajo el Dr. 
Mario Samper nos ofrece una re-
flexión sobre el proceso de desarro-
llo rural territorial que se impulsó en 
Centro América a lo largo de más de 
una década.  Fue ese un esfuerzo am-
bicioso y relevante en una región en 
la que la equidad y la inclusión están 
entre sus principales desafíos.  

Se impulsaron acciones en los niveles 
regional, nacional y en los territorios ru-
rales, con participación de instituciones 
públicas de diversos sectores, la socie-
dad civil, academia, gobiernos locales, 
y cooperantes internacionales, promo-
viendo la articulación, la reflexión co-
lectiva, y la identificación de acciones 
para contribuir con el desarrollo de la 
región, enfocando esfuerzos especial-
mente en sus territorios y habitantes 
más rezagados.  

Esta reflexión es producto de la expe-
riencia del Dr. Samper, que, desde el 
IICA, tuvo una contribución central e 

incansable para impulsar el desarrollo 
rural territorial en la región centroa-
mericana, generando conocimientos, 
diseñando propuestas, fortaleciendo 
capacidades, animando el diálogo, 
promoviendo articulaciones, y orien-
tando a tomadores de decisión.

Este documento complementa esos es-
fuerzos, ofreciendo una reflexión inte-
gral y transparente de un proceso único 
en su tipo en el hemisferio, robusto en 
su propuesta conceptual, ampliamente 
participativo, enriquecido a través de 
su implementación con aportes de di-
versos actores, y que deja, sin duda, 
aprendizajes de gran valor, tanto en sus 
aciertos como limitaciones.  

Son precisamente esos aprendizajes 
el foco de este esfuerzo, que debe ser 
valorado en toda su dimensión por la 
profundidad en su análisis y los múlti-
ples elementos que son considerados, 
abarcando aspectos conceptuales y 
metodológicos sobre el contexto de la 
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región, sus actores y roles, las políticas 
públicas, los proceso  impulsados, etc.   

El documento es un valioso instru-
mento para todos aquellos involucrados 
con el desarrollo de los territorios ru-
rales, por la importancia del desarrollo 

rural para nuestro continente, el ex-
tenso período de tiempo que el análisis 
abarca, la riqueza de situaciones que 
considera, pero, especialmente, porque 
los aprendizajes que incluye son una 
semilla para orientar futuras estrategias 
de desarrollo rural.   

José Arze
Programa de Desarrollo Territorial 
y Agricultura Familiar
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En este Cuaderno de Trabajo sobre 
Inclusión se propone un conjunto de 
aprendizajes derivados de experien-
cias centroamericanas de gestión social 
del desarrollo territorial y de procesos 
político-institucionales relacionados 
con ellas. Para ello se retoman lec-
ciones aprendidas en los distintos te-
rritorios, en los países y en el marco 
de la Estrategia Centroamericana de 
Desarrollo Rural Territorial 2010-
2030 (ECADERT), como instrumento 
de política pública del Sistema de la 
Integración Centroamericana (SICA). 

 El propósito de este documento es pro-
poner y someter a discusión un con-
junto de aprendizajes y reflexiones a 
propósito de dichos procesos territoria-
les y político-institucionales, y contri-
buir asimismo a su contrastación con 
otras experiencias latinoamericanas, 

especialmente en Brasil y Colombia, 
sobre los cuales publicamos documen-
tos de trabajo en dos números ante-
riores de esta serie.1 Los aprendizajes  
de índole más general derivados de la 
discusión comparada de experiencias 
latinoamericanas se comparten en otro 
Cuaderno de Trabajo sobre Inclusión.2

La región del SICA, conformada actual-
mente por los siete países del istmo -desde 
Guatemala y Belice hasta Panamá- y 
República Dominicana, es la única de 
América Latina en la cual hay un avance 
sustancial -aunque dispar y con limi-
taciones importantes, dificultades cre-
cientes e incertidumbres considerables 
acerca de sus perspectivas futuras- en 
la formulación participativa y ejecución 
multi-escalar de un instrumento de polí-
tica pública regional para el desarrollo de 
los territorios rurales. La ECADERT ha 

Introducción

1 Samper, M; González, H.;. 2018 a. Experiencias político-institucionales y territoriales en Colombia. 
Cuadernos de Trabajo sobre Inclusión, No. 13. San José: IICA.

 Samper, M; González, H. 2018 b. Experiencias político-institucionales y territoriales en Brasil. Cuaderno 
de Trabajo sobre Inclusión, No. 14. San José: IICA.

2 Samper, M. 2019. Aprendizajes latinoamericanos en experiencias de gestión social del desarrollo territo-
rial. Cuaderno de Trabajo sobre Inclusión, no. 20. San José: IICA (en proceso de elaboración final).
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tenido expresiones e implicaciones en la 
región del SICA, articuladas en mayor o 
menor grado y de maneras variables con 
procesos nacionales y territoriales. En 
este sentido, tiene una analogía parcial 
con las políticas para el desarrollo rural 
con enfoque territorial en Europa, guar-
dando una serie de salvedades importan-
tes, por ser más reciente y por su escala 
considerablemente más reducida, por la 
menor cesión de soberanía de los países 
centroamericanos, por los fuertes con-
trastes entre países en cuanto al grado 
de apropiación gubernamental e involu-
cramiento de la sociedad civil, y por el 
menor volumen relativo de recursos pú-
blicos invertidos, entre otras diferencias. 

Por otra parte, con todas sus insufi-
ciencias, tanto propias como relacio-
nadas con el contexto integracionista 

regional, el proceso ECADERT mues-
tra cómo y en qué medida una política 
pública en el marco del SICA puede 
incidir de una u otra forma en las po-
líticas e institucionalidades de países 
miembros del sistema de integración. 
Esto incluye el apoyo a la incorpora-
ción del enfoque territorial y de un 
conjunto de principios, conceptos y 
orientaciones metodológicas; el forta-
lecimiento de capacidades; la facilita-
ción de intercambios de experiencias; 
la promoción del interaprendizaje y la 
gestión del conocimiento, e impulsar 
iniciativas territoriales. También mues-
tra las dificultades, limitaciones y retos 
que enfrentan estos procesos territo-
riales, nacionales y regionales, cuando 
se impulsan desde una instancia de in-
tegración regional con poca incidencia 
efectiva en el desarrollo económico y 

Fuente: CCAD, 2011, mapa 1.2, Altitudes de Centroamérica.
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social de los países. Resulta de espe-
cial interés explorar tanto las interre-
laciones y sinergias como los desfases 
o discordancias entre el proceso regio-
nal ECADERT (con mayor dinamismo 
entre 2010 y 2016 pero claramente 
venido a menos desde entonces) y los 
distintos procesos político-institucio-
nales, con sus propios ritmos y direc-
cionalidades en cada país, así como los 
tipos de territorios priorizados y sus 
dinámicas diferenciadas. Resulta es-
pecialmente esclarecedor explorar fac-
tores explicativos de la continuidad, 
descontinuación o resurgimiento de 
diversos procesos en los planos regio-
nal, nacional y territorial, así como sus 
influencias recíprocas, ocasionales in-
terferencias y múltiples sinergias. 

En los ámbitos nacional y regional, las 
políticas públicas y los programas de las 
instituciones responsables por el desarro-
llo rural han retomado elementos deriva-
dos de experiencias territoriales anteriores 
en los países de la región, como también 
fuera de ella. Y durante la vigencia inicial 
de la ECADERT se ha promovido pro-
cesos de gestión social del desarrollo en 
un creciente número de territorios foca-
les priorizados por cada país, en territo-
rios transfronterizos definidos de mutuo 
acuerdo por dos o tres países, y dos ex-
periencias, de naturaleza muy diferente y 
con distinto grado de avance, en territorios 
denominados afines por ser discontinuos, 
pero con características, problemáticas y 
potencialidades comunes. 

El balance interpretativo aquí presentado 
se basa en un amplio conjunto de publi-
caciones y otros documentos disponibles 

sobre el proceso regional y sobre algunos 
procesos nacionales y territoriales, de los 
cuales solamente se incluyen en la bi-
bliografía aquellos que han sido citados 
al comentar determinados aprendiza-
jes. También se nutre de la sistematiza-
ción y valoración de dichos procesos por 
grupos u organizaciones e institucio-
nes directamente involucradas en ellos. 
Complementariamente, se exponen cier-
tas reflexiones a partir de la participación 
del autor en algunos de ellos, y se retoman 
los resultados de intercambios de diversa 
índole con quienes los han protagonizado 
o acompañado técnicamente. 

Cabe reconocer, especialmente, los 
aportes de colegas centroamericanos y 
otras personas conocedoras del proceso 
ECADERT o de experiencias específicas 
por compartir sus vivencias y valoracio-
nes, como también por sus aportes para 
mejorar este esfuerzo de interpretación. 
El autor ha aprendido muchísimo, a lo 
largo de una década, de quienes parti-
ciparon activa y comprometidamente 
en la formulación y ejecución de ese 
instrumento de política regional, de las 
políticas o programas nacionales y de 
las estrategias y planes de desarrollo 
en territorios. Debe mucho, también, 
a quienes contribuyeron como facili-
tadores o participantes, con su conoci-
miento, experiencia y compromiso, en 
las acciones formativas regionales, na-
cionales y territoriales, como también 
en la discusión comparada sobre proce-
sos de gestión social del desarrollo y de 
las políticas públicas dentro y fuera de 
la región.  Este interaprendizaje se ha 
nutrido, especialmente, de los aportes a 
lo largo de estos años y en múltiples re-
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flexiones compartidas sobre los logros y 
dificultades, lecciones y retos, de las per-
sonas y redes, organizaciones y entida-
des vinculadas al Programa Regional de 
Formación de Capacidades (PRFC), a la 
Plataforma Regional de Apoyo Técnico 
(PRAT) y a los procesos de gestión del 
conocimiento acerca de este proceso en 
ambas instancias regionales hasta 2016. 

Más recientemente, la reflexión co-
lectiva y discusión comparada fue en-
riquecida por quienes compartieron 
su experiencia y visión en los foros de 
discusión y módulos de interaprendi-
zaje del Sistema de Gestión Estratégica 
para el Desarrollo Territorial y la 
Agricultura Familiar (SiGET). Han sido 
fundamentales, asimismo, los apor-
tes de integrantes de las plataformas 
de concertación territorial, gobiernos 
locales y organizaciones sociales en 
territorios centroamericanos; de nu-
merosos académicos y académicas de 

universidades centroamericanas, de 
la Fundación ETEA y la Universidad 
Loyola en Andalucía, y de las redes e 
instituciones académicas de Brasil y 
otros países latinoamericanos. También 
han sido relevantes los aportes al res-
pecto de la institucionalidad pública 
responsable por el desarrollo territorial 
en los distintos países y de la Secretaría 
Ejecutiva del Consejo Agropecuario 
Centroamericano; de diversas organi-
zaciones no gubernamentales y funda-
ciones privadas comprometidas con el 
desarrollo de los territorios rurales cen-
troamericanos; de las agencias de coo-
peración de España y Andalucía; de la 
Secretaría de Desarrollo Territorial de 
Brasil y de los organismos de coopera-
ción técnica internacional que hicieron 
aportes relevantes a este proceso. El au-
tor reconoce y agradece, asimismo, las 
contribuciones generales y específicas 
de José Carlos Arze y Hernán González 
a la reflexión sobre diversas facetas 

3.  En particular, se agradece la revisión, comentarios generales y sugerencias específicas, así como la validación crítica de 
determinados aspectos, por parte de Adrián Zapata, quien fue Secretario Ejecutivo del Gabinete de Desarrollo Rural 
Integrado de Guatemala; de Carmen E. Barrera, de la Subsecretaría de Desarrollo Territorial y luego Ministerio de 
Gobernación y Desarrollo Territorial de El Salvador; de Francisco Amador, de Fundación ETEA y Universidad Loyola; 
de Galileo Rivas, técnico de CATIE e IICA durante el período en cuestión, y actualmente consultor independiente; 
de José Antonio Herrera, responsable por el acompañamiento técnico del IICA al desarrollo rural en El Salvador y 
especialmente en la Zona Alta de Chalatenango; de Ileana Gómez, de Fundación PRISMA en El Salvador; de Isabel 
Gutiérrez y Felicia Ramírez, del CATIE; de Ismael Merlos, de FUNDE, quien fue representante de la sociedad civil sal-
vadoreña en la Comisión Nacional y Comisión Regional para la Ejecución de la ECADERT; de Keith Andrews, quien 
fue Representante del IICA en El Salvador y Guatemala; de María del Milagro Núñez, del INDER en Costa Rica; de 
Nelson Cuéllar, de Fundación PRISMA; de Ricardo Montero, responsable principal del Fondo Regional ECADERT 
en SE-CAC; de Roger Guillén, quien fue Secretario Ejecutivo del Consejo Agropecuario Centroamericano y principal 
impulsor de la iniciativa de formular una política centroamericana de desarrollo rural; de Sergio Bran, académico de la 
UCA de El Salvador y Secretario Ejecutivo Nacional del Plan Trifinio El Salvador; de Sergio Sepúlveda, exdirector de 
Desarrollo Rural del IICA, responsable principal del marco de referencia inicial para la formulación de la ECADERT; 
de Silvel Elías, de la Universidad de San Carlos en Guatemala; de Vicente González, quien fue Asesor Principal del 
Fondo España-SICA, y de Wilson Picado, director del posgrado en Historia Aplicada de la Universidad Nacional en 
Costa Rica. Ninguno de ellos es responsable por lo afirmado en este documento, ni por sus errores u omisiones. Ciertas 
observaciones y recomendaciones que no pudieron ser atendidas por completo en este Cuaderno de Trabajo, al igual 
que las ofrecidas por otras personas, se retomarán al elaborar una obra de mayor amplitud, cobertura y profundización.
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del proceso ECADERT, en acciones 
compartidas y diálogos sostenidos a lo 
largo de varios años, así como las va-
loraciones críticas y propositivas de un 
conjunto de personas conocedoras de 
distintas facetas del proceso, quienes 
revisaron apartados específicos,3 aun-
que los criterios aquí expresados son 
de exclusiva responsabilidad de quien 
suscribe esta síntesis interpretativa.

Finalmente, ha resultado alecciona-
dora y estimulante la perdurabilidad 
o resurgimiento de múltiples procesos 
territoriales, con sus dinámicas endó-
genas y características propias, en los 
distintos países, como también en al-
gunos territorios transfronterizos y en 
el Territorio Afín Garífuna, así como 
la evidente relevancia y pertinencia 
de la iniciativa de Territorio Afín del 
Corredor Seco Centroamericano, a 
pesar del debilitamiento de instancias 
o apoyos regionales y de los avatares 
políticos e institucionales. También ha 
sido esclarecedor y motivante cono-
cer los renovados esfuerzos de articu-
lación e intercambio de experiencias, 
por iniciativa propia y con recursos 
autogestionados, entre integrantes de 
organizaciones de gestión territorial 
de varios países del istmo, y el interés 
continuado de técnicos y responsables 

institucionales por conocer otras ex-
periencias latinoamericanas, aprender 
de ellas y compartir los aprendizajes 
propios. 

Los aprendizajes están organizados te-
máticamente, y para cada uno de ellos 
se propone un enunciado general (en 
cursiva) y una breve contextualización 
o ejemplificación centroamericana.4 
Cada sección mayor tiene al principio 
un pequeño mapa conceptual, y los 
apartados temáticos que abarcan dos 
o más aprendizajes inician con una 
representación gráfica de sus conte-
nidos principales (como hexágonos).  
Cuando un aprendizaje tiene múlti-
ples facetas o contenidos más especí-
ficos, se destacan en un diagrama los 
principales y sus interrelaciones, agru-
pando a su alrededor otros secunda-
rios o subordinados, al interior de una 
figura ovalada. 

Aprendizajes de experiencias 
centroamericanas5

En sucesivas secciones de este docu-
mento se propondrán aprendizajes de 
naturaleza general derivados de proce-
sos territoriales y político-instituciona-
les en la región del SICA; otros sobre 
determinadas facetas de la gestión par-

4. En el anexo 2, Recursos adicionales para la sistematización, se incluyen algunas referencias a los antecedentes 
y trayectorias de la sistematización de experiencias, tal como se ha desarrollado principalmente en América 
Latina, como también de la denominada “capitalización de experiencias”, mayormente anglosajona y francófo-
na, y a las propuestas metodológicas de ciertas entidades internacionales, organizaciones no gubernamentales, 
empresas e instituciones públicas.

5 En esta sección, además de reiterar el reconocimiento a los aportes de los individuos, grupos y entidades partici-
pantes en el proceso ECADERT en el plano regional y en los distintos países y territorios, el autor -único responsable 
de lo aquí afirmado- quiere reconocer los aportes de José Carlos Arze, actualmente integrante del Programa de 
Desarrollo Territorial y Agricultura Familiar del IICA, y Hernán González, co-autor de otros trabajos conjuntos, a 
un conjunto de reflexiones compartidas a lo largo del proceso. 
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ticipativa del desarrollo en territorios 
centroamericanos; algunos sobre mo-
vilización de recursos para el desarrollo 
territorial, y un conjunto de aprendiza-
jes sobre cuestiones atinentes al desa-
rrollo territorial del istmo y República 
Dominicana, con algunas referencias 
comparadas.  

A manera de contextualización, se 
ofrece seguidamente una línea del 
tiempo, desde mediados del siglo pa-
sado, en la cual se presentan procesos 
relevantes para el istmo en su conjunto 
o para determinados países.  

Los procesos político-institucionales y 
territoriales en América Central, espe-
cialmente durante los últimos cuatro 
lustros, dejan múltiples enseñanzas 
tanto para quienes impulsan el desa-
rrollo de los territorios rurales de la re-
gión como para quienes se interesan, 
desde otras latitudes, por conocer sus 

características y alcances, comprender 
sus logros y limitaciones, y reflexionar 
sobre ellas en perspectiva comparada 
o para valorar la pertinencia potencial 
de las lecciones aprendidas acerca de 
la gestión del desarrollo territorial a 
múltiples escalas. 

Algunos de estos aprendizajes se de-
rivan directamente de la sistemati-
zación participativa de experiencias 
en territorios rurales centroamerica-
nos, como también de procesos te-
rritoriales y político-institucionales 
documentados y sobre los cuales se 
ha reflexionado en diversos espacios 
y momentos. Otros provienen de su 
comparación sistemática, de la iden-
tificación de elementos comunes o 
contrastantes, y de esfuerzos de me-
ta-análisis acerca del conjunto de 
procesos en los planos local, nacional 
y regional.6

6.  Dieciocho experiencias territoriales en todos los países miembro del SICA, algunas anteriores al proceso ECA-
DERT pero continuadas durante éste, y otras gestadas durante el mismo, documentadas y sistematizadas por 
participantes en ellas con acompañamiento técnico nacional o de entidades de cooperación, y los respectivos 
contextos nacionales, procesos locales y aprendizajes específicos, así como otros de índole general, se presenta-
ron en la obra colectiva Construyendo territorios participativos (Samper y González, eds., 2013). Posteriormen-
te se realizó un ejercicio de discusión e intercambio de aprendizajes en la gestión social de siete territorios focales 
de distintos países y el Territorio Afín Garífuna en el Taller regional de sistematización de procesos territoriales 
asociados a la ejecución de la ECADERT, en setiembre de 2013. También se realizaron ejercicios de sistemati-
zación de procesos nacionales en Costa Rica, El Salvador, Honduras, Panamá y Nicaragua, con participación 
de las Comisiones Nacionales para la Ejecución de la ECADERT o entidades análogas, y posteriormente en lo 
referente a la PNDRI en Guatemala, con otra metodología y participantes. También se buscó sistematizar el 
proceso regional ECADERT, especialmente en lo referente a su formulación participativa, al Programa Regio-
nal de Formación de Capacidades, y al Fondo Regional ECADERT. Hubo, asimismo, un esfuerzo inconcluso 
-realizado por Fundación ETEA en coordinación con la SE-CAC y la PRAT- por documentar y sistematizar, en 
términos un tanto evaluativos, la ejecución inicial de la ECADERT en los planos regional, nacional y territorial.
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Seguidamente se hará referencia, de 
manera sintética, a los aprendizajes 
más generales durante la fase de ex-
periencias piloto y de los primeros 
programas o esbozos de políticas que 
buscan incorporar el enfoque territo-

rial. Se propondrán algunos aprendi-
zajes derivados del proceso ECADERT 
en su conjunto, explorando las inte-
rrelaciones, así como los desacoples, 
entre sus ámbitos regional, nacional 
y territorial. 

Aprendizajes iniciales
centroamericanos en DRT

Referentes metodológicos y
elaboraciones propias

Experiencias piloto y
ampliación de escala

1. Aprendizajes de índole general a partir de 
experiencias centroamericanas

Figura 2 Línea de tiempo:
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En las primeras políticas o programas 
y experiencias piloto con enfoque terri-
torial en la región

Referentes 
metodológicos, 
adaptación e 
innovación

Experiencias 
piloto y 

ampliación 
de escala

Aquí se propondrán ciertas lecciones 
aprendidas en procesos territoriales y 
político-institucionales pioneros en la 
región del SICA, relacionadas respec-
tivamente con la función de los refe-
rentes metodológicos internacionales, 
la innovación y elaboración metodoló-
gica necesaria en procesos político-ins-
titucionales y territoriales, y con las 
experiencias-piloto y la ampliación de 
escala a partir de procesos locales.

Referentes metodológicos, adaptación e 
innovación

Es posible obtener lecciones valiosas de ex-
periencias foráneas en desarrollo rural con 
enfoque territorial, e incorporar elementos 
medulares de su abordaje conceptual y me-
todológico en regiones o países con caracte-

rísticas y situaciones bien diferentes, pero 
es necesario valorar la pertinencia y viabi-
lidad de las metodologías propuestas bajo 
las condiciones nacionales y locales, y no 
transferirlas mecánicamente, haciendo caso 
omiso de los distintos contextos político-ins-
titucionales y territoriales. Conviene elabo-
rar orientaciones metodológicas flexibles, 
propias de cada país o región, a partir de 
sus propias experiencias, enriqueciéndolas 
con las de otras latitudes. Quienes impulsan 
iniciativas de gestión social del desarrollo en 
un territorio deberán valorar qué es posi-
ble y necesario localmente, y cómo conviene 
proceder, tomando en cuenta el marco de 
políticas públicas e institucionalidad nacio-
nal, así como las referencias metodológicas 
internacionales. Hay que dejar espacio a la 
creatividad, la innovación y la capacidad 
de aprender continuamente a través de una 
práctica reflexiva.

En algunos países centroamericanos, 
el modelo LEADER europeo tuvo una 
influencia inicial positiva en programas 
institucionales y experiencias territo-
riales tendentes a la conformación de 
Grupos de Acción Local, gracias a ca-
pacitaciones e intercambios y al pro-
yecto EXPIDER, pero la elaboración 
metodológica posterior en la región re-
quirió de la sistematización y discusión 
comparada de experiencias territoriales 
centroamericanas y su contrastación 
tanto con las españolas como con las 
otros países.

Durante la formulación y ejecución 
inicial de la ECADERT, se optó por 
tener dos referentes metodológi-
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cos externos a la región: el europeo, 
principalmente español, y el brasi-
leño. Esto permitió valorar los aspec-
tos útiles de una u otra experiencia, 
sin tratar de replicarla tal cual, sino 
de extraer aprendizajes que facilita-
ran el diseño de metodologías pro-
pias de gestión social del desarrollo 
territorial. Cuando la institucionali-
dad pública de un país centroameri-
cano asumió la tarea de generar un 
abordaje nacional enriquecido por 
la familiarización con otras maneras 
de impulsar dicho desarrollo, se lo-
gró avanzar de manera más sostenida 
que cuando en otro país de la región 
se buscó trasladar determinados as-
pectos medulares de un programa de 
desarrollo territorial que respondía a 
condiciones bien distintas.

Experiencias piloto y ampliación de escala

Las experiencias piloto de gestión del de-
sarrollo en territorios rurales, impulsadas 
localmente por la institucionalidad pública 
nacional o la cooperación internacional, 
pueden ser un campo de aprendizaje tanto 
para los actores territoriales como para 
quienes les dan acompañamiento técnico, 
pero ello no asegura que las mismas pue-
dan multiplicarse en la región respectiva 
o ampliarse al resto del país. Para ello se 
requiere de una clara voluntad política, 
de un marco normativo apropiado, de 
transformaciones importantes en la insti-
tucionalidad pública, de modalidades de 
gobernanza relacional, de competencias 
técnicas idóneas, de una efectiva apropia-
ción por parte de la sociedad civil, de recur-
sos financieros suficientes, y de condiciones 

que permitan la continuidad a mediano 
y más largo plazo de los procesos territo-
riales y político-institucionales correspon-
dientes. También es importante visualizar 
con claridad, desde un principio, cómo se 
ampliará la escala de los procesos de desa-
rrollo territorial en el país a partir de las 
experiencias piloto, tanto horizontalmente 
hacia otros territorios como verticalmente 
a través de políticas públicas o programas 
institucionales. 

Algunas experiencias piloto de gestión 
social del desarrollo en territorios cen-
troamericanos han logrado proyectarse 
en el tiempo y han generado insumos 
para las políticas públicas y programas 
institucionales, cuando la apropiación 
del proceso por parte de actores territo-
riales relevantes ha contado con apoyo 
sostenido por parte de esa instituciona-
lidad o de la cooperación internacio-
nal. Otras han languidecido o se han 
truncado, al carecer de ese apoyo con-
tinuado, con lo cual se han frustrado 
expectativas, se ha generado desmo-
tivación, y se han desaprovechado las 
lecciones aprendidas localmente. 

Las condiciones bajo las cuales se realizan 
experiencias piloto de gestión territorial, 
en términos de apoyo técnico y recursos, 
difícilmente son reproducibles para múl-
tiples procesos territoriales en una región 
o país, lo cual aunado a las diferentes si-
tuaciones locales plantea fuertes retos al 
momento de replicar o escalar horizontal-
mente dichas experiencias en los planos 
regional o nacional. Los aprendizajes de-
rivados de experiencias anteriores pueden 
facilitar procesos incipientes de gestión so-
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cial del desarrollo en otros territorios de 
un país, o eventualmente en países veci-
nos o más distantes en la medida en que se 
cuente con recursos y apoyo logístico para 
intercambios, visitas recíprocas u otras 
modalidades de interaprendizaje. Las 
experiencias piloto territoriales también 
pueden nutrir la formulación de políticas 
nacionales y programas institucionales en 
el propio país, o en otros interesados en 
aprender de ellas, e incluso la elaboración 
de estrategias de desarrollo territorial re-
gionales y herramientas metodológicas 
para su implementación. Pueden, asi-
mismo, enriquecer la cooperación técnica 
intergubernamental, multilateral o no 
gubernamental, con buenas prácticas o 
aprendizajes potencialmente útiles, siem-
pre y cuando se tomen muy en cuenta la 
diversidad de situaciones nacionales y lo-
cales. En general, las experiencias piloto 
territoriales, como también las iniciativas 
político-institucionales pioneras, pueden 
fungir como “laboratorios” para la apli-
cación y validación crítica de abordajes 
innovadores, pero no pueden derivarse de 
esas experiencias recomendaciones únicas 
ni directrices invariantes, sino que se re-
quiere de criticidad, flexibilidad y creati-
vidad al valorar las lecciones aprendidas, 
su pertinencia y aplicabilidad, e integrar 
elementos útiles, viables y apropiados en 
los procesos en marcha en cada país o te-
rritorio.   
 
En varios países centroamericanos, 
resultó difícil transitar en forma sos-
tenida desde experiencias piloto ha-

cia un número creciente de procesos 
de gestión social del desarrollo en un 
número considerablemente mayor 
de territorios. La excepción princi-
pal, hasta el momento, ha sido Costa 
Rica, donde un cambio legal e insti-
tucional significativo permitió territo-
rializar el conjunto del país, establecer 
Consejos Territoriales de Desarrollo 
Rural en todos los territorios, y avan-
zar en la elaboración de planes estra-
tégicos en cada uno de ellos, aunque 
en forma un tanto apresurada y con 
limitaciones importantes en el grado 
de apropiación social y profundidad 
del proceso de elaboración de estra-
tegias de desarrollo de los territorios. 
En algunos otros países se ha logrado 
ampliar progresivamente el número 
de territorios priorizados, sin alcanzar 
cobertura nacional.

En el plano regional, una serie de 
experiencias territoriales documen-
tadas o sistematizadas permitieron 
probar metodologías de trabajo y di-
versos arreglos institucionales en te-
rritorios principalmente de Panamá, 
Costa Rica, Honduras y El Salvador 
e identificar aprendizajes derivados 
de ellas, con participación de varias 
agencias de cooperación bilaterales o 
internacionales. Esto, a su vez, ali-
mentó la formulación de una política 
regional de desarrollo territorial y de 
programas institucionales o políticas 
nacionales en varios países de la re-
gión. 
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En el marco del proceso ECADERT en los 
planos regional, nacional y territorial

Formulación 
participativa 
de  políticas 
regionales

Sustentabilidad 
de procesos 
regionales, 

nacionales y 
locales

Coordinación 
regional de la 
cooperación 

técnica

Relaciones 
entre políticas 
regionales y 
nacionales

Los aprendizajes de índole general pro-
puestos en esta sección se enmarcan 
en el proceso ECADERT y en las inte-
rrelaciones entre sus distintos planos 
de implementación. Se refieren prin-
cipalmente a la viabilidad y relevancia 
de construir instrumentos de política 
pública en forma ampliamente partici-
pativa en el ámbito del SICA y a su re-
lación con las políticas nacionales, como 
también a las condiciones que facilitan 
u obstaculizan la perdurabilidad de pro-
cesos regionales, nacionales y locales. Y 
se comparten, asimismo, algunas leccio-
nes derivadas del establecimiento, fun-
cionamiento y posterior debilitamiento 
de un mecanismo-red de coordinación 
de la cooperación técnica regional. 

Figura 3
Países miembros del Sistema de la Integración 
Centroamericana

Fuente: Consejo Agropecuario Centroamericano
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Formulación participativa de políticas 
regionales

Es posible y conveniente formular de ma-
nera ampliamente participativa instru-
mentos regionales de política pública para 
el desarrollo de los territorios rurales en 
el marco de un sistema de integración. El 
grado de representatividad y apropiación 
efectiva del proceso de formulación de una 
política regional de este tipo por parte de 
actores sociales, privados e institucionales 
incidirá de manera importante en su legiti-
midad y viabilidad durante la fase de ejecu-
ción inicial. Sin embargo, ello no asegurará 
de manera automática su implementación 
efectiva en todos los países ni su continuidad 
a futuro, siendo condición necesaria pero no 
suficiente para ello. Se requiere de un con-
junto de condiciones propicias en cada país, 
incluyendo una clara voluntad política, una 
apertura hacia modalidades de gobernanza 
que involucran a la sociedad civil, y una ca-
pacidad efectiva de incidencia de ésta en los 
procesos político-institucionales pertinentes. 
 
La sistematización del proceso de for-
mulación de la ECADERT y las apre-
ciaciones valorativas de distintos tipos 
de actores involucrados en él destacan 
la amplitud de las consultas regiona-
les, nacionales y territoriales, como 
también a sectores, organizaciones y 
grupos de población específicos, inclu-
yendo pueblos indígenas y afrodescen-
dientes, agrupaciones de mujeres y de 
jóvenes rurales.7 Su representación no 
fue, sin embargo, tan amplia y homo-
génea como hubiese sido deseable, y la 
participación en la formulación de esa 

política regional se vio limitada geo-
gráfica y socialmente por factores de 
tiempo y recursos. Esto, a su vez, se 
reflejó posteriormente en grados dispa-
res de participación activa en su imple-
mentación. 

Las consultas iniciales y talleres nacio-
nales de validación, así como la na-
turaleza abierta y participativa de las 
mismas y la incorporación efectiva del 
grueso de las propuestas sustantivas en 
las líneas de acción por componente 
y por eje transversal de la ECADERT, 
contribuyeron -junto con varios otros 
factores- a un involucramiento activo 
de organizaciones de la sociedad civil, 
gobiernos locales, instituciones públi-
cas y sector académico en la ejecución 
inicial del instrumento regional, en la 
incidencia en políticas públicas o pro-
gramas nacionales, y en la gestación 
de iniciativas territoriales. La relativa 
ausencia en el proceso de formulación 
de la ECADERT del sector privado em-
presarial y de grupos locales con menor 
grado de organización y capacidad de 
incidencia, como los trabajadores mi-
grantes, se reflejó asimismo en su baja 
o nula participación en la fase de ejecu-
ción inicial. 

En conjunto, la ECADERT logró du-
rante sus primeros años un nivel de 
implantación e implementación con-
siderablemente mayor que el de ins-
trumentos anteriores del SICA cuya 
formulación fue mucho menos par-
ticipativa, pero ello no ha asegurado 
necesariamente la continuidad de su 

7.  RUTA (2009 a, b, c; 2010)
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ejecución como instrumento y proceso 
regional en el mediano y más largo 
plazo. Por otra parte, su debilitamiento 
progresivo en el plano regional no ha 
frenado necesariamente el avance de 
procesos nacionales y territoriales, aun 
cuando les haya restado apoyos de di-
versa índole.

La formulación participativa de una política 
regional como la ECADERT y su sistemati-
zación sugieren la viabilidad y pertinencia 
de involucrar activamente, con capacidad 
propositiva y decisoria, a los distintos actores 
territoriales, gremiales, sectoriales, políti-
co-institucionales, académicos y otros per-
tinentes en la elaboración de propuestas de 
política pública en los planos regional, na-
cional y local. La sistematización del proceso 
de formulación de ese instrumento regional 
permitió identificar por una parte posibles 
buenas prácticas que podrían ser considera-
das o emuladas, y por otra parte aspectos a 
mejorar, asuntos a tomar en cuenta y ries-
gos a evitar. 

La sistematización del proceso de for-
mulación de la ECADERT, aunada a 
la reflexión posterior al respecto por 
quienes tuvieron la responsabilidad de 
impulsarla, destaca aspectos positivos 
que podrían considerarse como bue-
nas prácticas potenciales, tales como 
la elaboración de un marco de refe-
rencia conceptual y balance evalua-
tivo de retos y potencialidades de los 
territorios en la región, como punto 
de partida para las consultas; la volun-
tad política regional de promover un 
proceso de consulta a múltiples acto-
res; la conformación de un Grupo de 

Trabajo Interinstitucional, y la fun-
ción del equipo técnico designado 
para coordinar el proceso, incorporar 
las propuestas y elaborar una versión 
preliminar del documento de política. 
También muestra la importancia de 
una metodología participativa, abierta 
y de consenso para realizar las con-
sultas; de la flexibilidad para adap-
tar esa metodología a las condiciones 
de los distintos países, sectores o te-
rritorios, y del esfuerzo por lograr la 
mayor representatividad posible en 
las consultas regionales, nacionales y 
territoriales, a pesar de las limitacio-
nes de tiempo y de recursos. Sugiere 
asimismo la conveniencia de recurrir 
complementariamente a videocon-
ferencias y espacios virtuales para 
ampliar la participación en la fase de 
consultas. Otros aspectos positivos de 
ese proceso incluyen la oportunidad 
de que los diversos sectores y actores 
convocados compartieran su visión so-
bre la problemática y el desarrollo de 
los territorios rurales, y la apertura a 
incorporar nuevos elementos surgidos 
de las consultas, como el componente 
cultural, así como de integrar el ma-
yor número posible de propuestas via-
bles como líneas de acción. Destacan 
asimismo el fortalecimiento de capa-
cidades de las personas o grupos parti-
cipantes durante el propio proceso de 
formulación de la ECADERT; la reali-
zación de talleres nacionales de vali-
dación de la versión preliminar de la 
ECADERT, y la participación en ellos 
de una mezcla de individuos, grupos 
o entidades que estuvieron o no en las 
consultas iniciales. 
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Como aspectos negativos o por mejo-
rar en futuros procesos de consulta, se 
mencionaron entre otros: el lenguaje 
excesivamente técnico del marco de 
referencia inicial y algunas presenta-
ciones, así como el uso de video en 
lugar de exposiciones presenciales del 
marco conceptual; inadecuada pre-
paración previa de algunas personas 
facilitadoras de talleres de consulta; 
cierta falta de claridad en algunos ca-
sos sobre conceptos clave como el de 
territorio; la insuficiente representa-
ción de los territorios rurales; el peso 
preponderante de funcionarios políti-
cos y técnicos en algunos talleres, y la 
ubicación frecuentemente urbana de 
los lugares de reunión. Se señaló asi-
mismo la carencia o insuficiencia de 
la información previa a los talleres de 
consulta; la presencia de personas que 
no necesariamente representaban los 
intereses de todas las organizaciones, 
y la participación activa variable por 
el mayor o menor conocimiento del 
tema. También se cuestionó la realiza-
ción de talleres de consulta en un solo 
día cuando sería preferible contar con 
varios días a fin de profundizar más en 
las cuestiones planteadas, y las carac-
terísticas disímiles de los informes de 
los talleres de consulta en cuanto a sus 
contenidos. 

Relaciones entre políticas regionales y 
nacionales

Un instrumento de política pública concer-
tado en una instancia regional o un sistema 
de integración regional para promover el de-

sarrollo de los territorios rurales puede ofre-
cer estímulos y brindar orientaciones para 
políticas o programas nacionales. Por otra 
parte, la incorporación efectiva de los prin-
cipios, conceptos y abordaje metodológico del 
enfoque territorial será variable de un país 
a otro y a lo largo del tiempo, estará sujeta 
a la voluntad política nacional e involucra-
miento de la sociedad civil, deberá alinearse 
con las prioridades del país y articularse con 
la institucionalidad pública e iniciativas te-
rritoriales en cada país, y requerirá de un 
conjunto de condiciones favorables para su 
realización efectiva y sostenida.

La concertación intergubernamental 
de una estrategia para el desarrollo 
de los territorios de una región plu-
rinacional, avalada por la Cumbre de 
Jefes de Estado y de Gobierno, por 
la Secretaría Ejecutiva del Consejo 
Agropecuario Centroamericano y por 
otras instancias sectoriales del SICA, 
como la ECADERT, cumple varias 
funciones potencialmente positivas 
para la formulación e implementa-
ción de políticas públicas nacionales, 
incluyendo el respaldo político a las 
mismas y a su continuidad entre su-
cesivas administraciones. También 
puede brindar un conjunto de orien-
taciones conceptuales y metodoló-
gicas generales para dichas políticas, 
las cuales tendrán que adaptarse a las 
condiciones, requerimientos y posibi-
lidades de cada país. Puede, asimismo, 
explicitar los principios y valores sub-
yacentes que deben permear esas po-
líticas y los programas relacionados 
con ellas, como su naturaleza nece-
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sariamente participativa e incluyente; 
el diálogo y convergencia entre socie-
dad civil y Estado en la promoción del 
desarrollo de los territorios rurales, y 
la relación de doble vía entre iniciati-
vas endógenas y políticas o programas 
nacionales. La equidad e inclusión se 
establecen como ejes fundamentales 
y la cohesión social y territorial como 
norte, a la vez que se plantea la nece-
sidad de una visión a largo plazo y de 
la orientación estratégica de las inver-
siones en los territorios. También se 
subraya la función crucial de las redes 
territoriales, tanto formales como in-
formales, y la relevancia de la inno-
vación en general, de la innovación 
institucional en particular, y de los 
sistemas de innovación territorial. Se 
ofrece, además, la posibilidad de faci-
litar la movilización de recursos téc-
nicos y financieros de la cooperación 
internacional, y de impulsar procesos 
regionales de capacitación y gestión 
del conocimiento e intercambios de 
experiencias e interaprendizaje dentro 
y fuera de la región para contrastarlas 
entre sí y valorar su mayor o menor 
adecuación a los distintos contextos 
nacionales y territoriales. Todo ello es-
tará sujeto, sin embargo, a cambios en 
la situación de cada uno de ellos. 

Las experiencias centroamerica-
nas muestran que la influencia de la 
ECADERT como instrumento de polí-
tica regional ha sido muy distinta en 
cada país del SICA, resultando signi-
ficativa en algunos de ellos y mínima 
en otros, y vinculándose de maneras 

diferentes con los procesos político-ins-
titucionales nacionales. Por otra parte, 
el debilitamiento o descontinuación 
del apoyo técnico y financiero inter-
nacional y de la disposición y recursos 
de instancias del SICA, pueden incidir 
negativamente en la continuidad, am-
pliación y profundización de procesos 
nacionales y territoriales, a menos que 
la institucionalidad pública del país 
asuma como propia la implementación, 
financiamiento y acompañamiento 
técnico de procesos de desarrollo rural 
con enfoque territorial, en concierto 
con organizaciones de la sociedad civil, 
instituciones académicas u otras enti-
dades con capacidad de incidencia dis-
puestas a continuar impulsando esos 
procesos. 

Aunque la cooperación técnica y fi-
nanciera internacional puede ser un 
factor coadyuvante y facilitar en cierta 
medida la formulación e implementa-
ción de políticas y programas nacio-
nales de desarrollo rural con enfoque 
territorial, tanto su elaboración y 
aprobación como su ejecución y con-
tinuidad dependen principalmente de 
condiciones propicias o adversas en 
cada país. Entre ellas destacan la vo-
luntad política al más alto nivel y la 
existencia de acuerdos políticos y so-
ciales al respecto; su concreción en 
instrumentos normativos, institucio-
nalidad y recursos presupuestarios, 
y la concurrencia, involucramiento 
y capacidad de incidencia de actores 
y redes relevantes de la sociedad ci-
vil, en sentido amplio. Los casos de 
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Guatemala y Costa Rica ofrecen con-
trastes pertinentes e ilustrativos al res-
pecto, en particular en lo atinente a la 
Política Nacional de Desarrollo Rural 
Integral (PNDRI), en el primer país, y 
a la transformación legal y operativa 
del Instituto de Desarrollo Agrario 
(IDA) en Instituto de Desarrollo Rural 
(INDER) en el segundo.8

Procesos e instancias regionales, en el marco 
de un sistema de integración como el cen-
troamericano, pueden aportar un marco 
orientador y un entorno habilitador para 
transformaciones político-institucionales e 
iniciativas territoriales en países en los cua-
les haya condiciones favorables, voluntad 
política de impulsarlas y disposición positiva 
por parte de actores de la sociedad civil, pero 
no pueden ni deben sustituir esa voluntad 
y disposición. La creación de condiciones 
apropiadas para esos cambios corresponde 
a las instituciones y organizaciones de cada 
país o territorio, requiere de acuerdos al res-
pecto entre actores públicos y privados, y es 
un proceso que no puede precipitarse, sino 
que tiene su dinámica y ritmo propios. No 
es posible, ni sería conveniente, generar de 
manera voluntarista o artificial las condi-
ciones requeridas. 

Las distintas trayectorias nacionales 
en lo referente a las políticas públicas 
y programas institucionales en paí-
ses de la región del SICA muestran la 
posibilidad de generar sinergias posi-
tivas entre dinámicas regionales y na-
cionales cuando hay convergencias o 

afinidades en torno al enfoque terri-
torial y sus principios fundamentales. 
Pero también evidencian la dificultad 
o imposibilidad de hacerlo cuando las 
condiciones en determinado país no 
son favorables para procesos de con-
certación entre actores político-institu-
cionales y territoriales. La experiencia 
centroamericana patentiza la futilidad 
de invertir esfuerzos y recursos sus-
tanciales de instancias integracionis-
tas o de la cooperación internacional 
cuando tales condiciones son clara-
mente adversas, aunque fuera deseable 
impulsar en la medida de lo posible la 
incorporación del enfoque territorial y 
la equidad e inclusión, así como la go-
bernanza conjunta del Estado y la so-
ciedad civil y la profundización de la 
democracia. 

Al declinar la disponibilidad de recur-
sos financieros internacionales y el 
involucramiento efectivo de la coo-
peración técnica internacional y de 
las instancias del SICA en el proceso 
regional ECADERT, se comprobó que 
las políticas y programas de la institu-
cionalidad nacional en las cuales se lo-
gró incorporar cabalmente el enfoque 
territorial, con un marco normativo 
apropiado y asignación de recursos 
públicos, pueden continuar y trascen-
der los cambios de gobierno, con los 
ajustes y replanteamientos del caso. 
Esto requiere, sin embargo, de ciertas 
condiciones favorables, incluyendo la 
continuidad de políticas públicas per-

8.  Para Guatemala, en lo referente a la PNDRI cf. Gobierno de Guatemala (2009); Zapata (2016 a, b), y para 
Costa Rica en lo atinente al INDER: Asamblea Legislativa de Costa Rica (2012); SEPSA e INDER (2015); 
INDER (2017).
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tinentes y de la institucionalidad co-
rrespondiente, y de la disposición y 
capacidad de incidencia de organiza-
ciones e instituciones, movimientos y 
redes de la sociedad civil. 

Sustentabilidad de procesos regionales, 
nacionales y locales

Una convergencia oportuna y sostenida, 
en torno a una propuesta innovadora de 
política pública regional, de una instancia 
integracionista con aportes de la coopera-
ción técnica y financiera internacional, con 
representantes de la institucionalidad pú-
blica de los países, con entidades de edu-
cación superior y centros de investigación 
e incidencia, organizaciones de sociedad 
civil con proyección regional, puede dar 
un impulso sustancial a la formulación 
y ejecución inicial de una estrategia como 
la ECADERT. Sin embargo, la amplitud, 
profundidad y perdurabilidad del proceso 
en el plano regional dependerá del grado 
de apropiación efectiva, intersectorial e in-
terinstitucional del mismo por parte de las 
instancias decisorias y ejecutivas del meca-
nismo de integración, de los Estados nacio-
nales y de formas de gobernanza relacional 
basadas en el diálogo entre sociedad civil 
y Estado, con participación activa y pro-
positiva de organizaciones y movimientos 
sociales e instituciones académicas, funda-
ciones y ONG, entre otras. Aun con apoyo 
limitado por parte del mecanismo de inte-
gración regional y de la cooperación inter-
nacional, es posible generar dinámicas de 
intercambio de experiencias y articulación 
en redes, fortalecimiento de capacidades y 
gestión del conocimiento, si las organiza-
ciones de gestión territorial y los respon-

sables técnicos y político-institucionales de 
los países asumen el reto de impulsarlas 
por sí mismos y de movilizar recursos para 
ello. La sustentabilidad a mediano y largo 
plazo de tales iniciativas en el plano regio-
nal requiere, sin embargo, de condiciones 
que permitan facilitar encuentros presen-
ciales o virtuales, una comunicación fluida 
entre quienes las promueven en los distin-
tos países y territorios, acompañamiento 
técnico y apoyo logístico. 

En la práctica, la dinámica regional del 
proceso ECADERT se mantuvo con 
cierta fuerza durante su fase de ejecu-
ción inicial gracias al apoyo financiero 
y técnico de la cooperación interna-
cional y al involucramiento activo de 
la Secretaría Ejecutiva del Consejo 
Agropecuario Centroamericano, y se 
logró involucrar de manera variable 
pero limitada a un sector de la institu-
cionalidad pública de los países en ac-
ciones regionales. No obstante, a falta 
de compromisos políticos al más alto 
nivel en cada país y de apoyo finan-
ciero centroamericano para el pro-
ceso regional ECADERT, éste decayó 
rápidamente cuando las entidades 
impulsoras internacionales redefi-
nieron sus prioridades y reorientaron 
sus recursos. 

Procesos nacionales y territoriales con 
dinámicas propias han proseguido, 
pero no ha existido un claro compro-
miso de los Estados centroamericanos 
y del SICA para dar continuidad al pro-
ceso regional, ni una presión fuerte y 
eficaz sobre la cooperación internacio-
nal para asegurar la continuidad de su 
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apoyo financiero y acompañamiento 
técnico a dicho proceso. Aun así, res-
ponsables técnicos e institucionales 
han mostrado su disposición a parti-
cipar en procesos de interaprendizaje 
e intercambio de experiencias me-
diante una plataforma virtual como la 
del SiGET, y organizaciones de gestión 
territorial de varios países se han re-
unido presencialmente por iniciativa 
propia, mantienen contactos regula-
res y han establecido una red regional 
autónoma. También han interactuado 
en forma espontánea y organizado, 
por iniciativa propia y sin apoyo ofi-
cial, encuentros presenciales de orga-
nizaciones de gestión territorial.

Desde el ámbito regional e internacional 
es posible apoyar de manera significativa 
procesos nacionales y territoriales de ges-
tión social del desarrollo territorial y de 
políticas públicas relacionadas, generando 
espacios de interlocución, intercambio e in-
teraprendizaje, fortaleciendo capacidades 
y elaborando aportes conceptuales y me-
todológicos, facilitando acompañamiento 
técnico y recursos complementarios. Sin em-
bargo, la sustentabilidad de las iniciativas 
locales, en los países y en la región requiere 
de una apropiación efectiva de dichos pro-
cesos por parte de los actores sociales, pri-
vados e institucionales en los territorios, del 
Estado y de la sociedad civil en cada país, 
y del conjunto de la institucionalidad del 
mecanismo de integración regional. Esto 
incluye su involucramiento activo en la 
toma de decisiones tanto estratégicas como 
operativas y en la implementación y segui-
miento a lo acordado, así como asumir y 

concretizar compromisos a corto, mediano 
y más largo plazo de aportar o movilizar 
los recursos humanos, financieros u otros 
que se requieran para ello. 

En el proceso regional ECADERT, du-
rante su fase inicial hubo una fuerte 
dependencia de recursos financieros 
y técnicos de la cooperación interna-
cional, sin contrapartidas equivalentes 
por parte de las instancias públicas re-
gionales, nacionales y locales. A me-
dida que menguaron esos recursos, 
se redimensionaron las acciones re-
gionales, se desplazó el énfasis hacia 
los procesos nacionales y territoriales, 
y se promovió la movilización de re-
cursos de cada país. Cuando decayó 
completamente la cooperación in-
ternacional para el proceso regional 
ECADERT, dejaron de funcionar los 
mecanismos de concertación, toma 
colegiada de decisiones e intercam-
bio entre las instancias nacionales de 
la región, como también los procesos 
formativos y de interaprendizaje en-
tre actores territoriales de los distintos 
países, así como los esfuerzos de coor-
dinación regional entre las propias en-
tidades de cooperación, instituciones 
académicas involucradas, responsa-
bles político-institucionales y organi-
zaciones de sociedad civil. Se planteó 
la necesidad de reformularlas, de ma-
nera que dichas instancias regionales 
tuviesen pertinencia y viabilidad en 
una nueva fase del proceso ECADERT, 
pero hasta el momento esto no se ha 
concretizado, y no se visualizan inicia-
tivas concretas para ello. 



19Perspectiva regional y experiencias nacionales: Aprendizajes

Varios procesos nacionales y una serie de 
dinámicas de gestión social del desarrollo 
territorial han proseguido por esfuerzos 
continuados de la institucionalidad pú-
blica, de la sociedad civil y de plataformas 
territoriales de concertación público-pri-
vada, en algunos casos con acompaña-
miento de ONG internacionales o locales, 
de universidades o centros de investiga-
ción para el desarrollo y la incidencia, o 
delegaciones de agencias de cooperación 
bilateral o multilateral en el respectivo 
país. Se han realizado algunos esfuer-
zos por valorizar internacionalmente las 
experiencias centroamericanas, y por 
dar continuidad a ciertos procesos de in-
tercambio e interaprendizaje mediante 
plataformas y redes hemisféricas. Sería 
deseable contar con mecanismos para fa-
cilitar dichas interacciones en el ámbito 
regional centroamericano; conservar 
y socializar la memoria histórica docu-
mental y viviente del proceso regional 
ECADERT; conjuntar esfuerzos e inicia-
tivas entre países y territorios, entidades 
públicas y organizaciones de gestión te-
rritorial de la región, y dar continuidad 
al fortalecimiento de capacidades, la sis-
tematización de experiencias y la gestión 
del conocimiento sobre desarrollo terri-
torial en el plano regional. 

La experiencia de ejecución inicial de la 
ECADERT estuvo imbricada con las di-
námicas propias de la región y su sistema 
de integración, de la institucionalidad 
pública y los procesos de gobernanza 

en cada país, y de iniciativas locales, al-
gunas de ellas iniciadas anteriormente 
y otras gestadas paralelamente. Su sis-
tematización participativa por quienes 
impulsaron procesos territoriales, nacio-
nales y regionales, sugiere un conjunto 
de aprendizajes, en los cuales se combi-
nan aspectos referidos propiamente a ese 
instrumento de política del SICA, con 
otras facetas de la integración regional, 
con políticas públicas o programas ins-
titucionales con enfoque territorial en 
cada país, y con problemáticas, procesos 
organizacionales e iniciativas de desarro-
llo en los distintos territorios. Para com-
prender mejor el proceso ECADERT, que 
no es un fin en sí mismo sino un me-
dio para potenciar esfuerzos y dinámicas 
regionales, nacionales y territoriales, es 
necesario centrar la atención en lo que 
acontece en Centroamérica, en cada país 
y en los distintos territorios, e identificar 
lecciones aprendidas sobre cómo promo-
ver su desarrollo.

Coordinación regional de la coopera-
ción técnica

La conformación y funcionamiento de una 
red o mecanismo regional de coordinación 
entre entidades internacionales y naciona-
les puede contribuir significativamente a la 
ejecución de una política de desarrollo de los 
territorios rurales, pero es necesario asegu-
rar su continuidad, con compromisos con-
cretos a mediano o más largo plazo y con los 
recursos necesario para su realización.

9.  Principalmente la Secretaría Técnica de la Mujer de la Comisión de Ministras de la Mujer de Centroaméri-
ca y República Dominicana del SICA (STM-COMMCA/SICA), y en el 2013, de manera más puntual, la 
Secretaría de Integración Turística Centroamericana (SITCA) y el Comité Consultivo del Sistema de la 
Integración Centroamericana (CC-SICA).
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En la ECADERT se previó el estableci-
miento de una Plataforma de Apoyo 
Técnico al Desarrollo Rural Territorial 
que facilitara el funcionamiento de las 
redes que se puedan generar. Entre las 
actividades de apoyo técnico y forma-
ción de capacidades a realizar por dicha 
plataforma se contempló un mecanismo 
de articulación técnica entre lo regional 
y lo nacional, entre las orientaciones po-
lítico-administrativas y las orientaciones 
técnico-metodológicas y entre las pro-
puestas de diversos sectores; un espacio 
de formación de formadores y de forta-
lecimiento de capacidades del sector pú-
blico, sociedad civil y gobiernos locales, 
así como un programa de intercambio 
y recuperación de conocimientos y de 
generación de métodos e instrumentos 
de trabajo. También se propuso enlazar 
a universidades y fortalecer su vincu-
lación con las comunidades, así como 
la articulación y fortalecimiento de 
centros de investigación enfocados en 
desarrollo rural. Otras funciones pre-
vistas fueron la vinculación de ONG y 
empresas locales de servicios al proceso 
ECADERT; una alianza solidaria de la 
comunidad internacional en pro de la 
región para potenciar complementarie-
dades y ganar eficiencia en sus agendas 
de cooperación, y un foro para la articu-
lación de éstas en Centroamérica. Dos 
pilares de esta plataforma debían ser la 
gestión participativa del conocimiento 
y el método de aprender haciendo, es-
timulando el pensamiento crítico para 

fortalecer la participación ciudadana en 
la planificación y ejec ución de la estra-
tegia en los planos nacional y territorial.

La construcción y coordinación de dicha 
plataforma fue encomendada al IICA, 
con participación inicial de SE-CAC, 
RUTA y las agencias de cooperación dis-
puestas a apoyar la implementación de 
la ECADERT. La Plataforma Regional de 
Apoyo Técnico (PRAT) integró a múlti-
ples agencias de cooperación, entidades 
académicas, ONG y fundaciones con 
proyección regional, impulsores de ini-
ciativas institucionales o territoriales y 
entidades interesadas en determinadas 
facetas del desarrollo territorial en la 
región. La PRAT funcionó activamente 
desde la aprobación de la ECADERT, 
en marzo de 2010, hasta mediados de 
2016, período durante el cual coordinó 
agendas e iniciativas de organismos in-
ternacionales y agencias bilaterales de 
cooperación en el marco del proceso 
ECADERT; promovió la sistematización 
e intercambio de experiencias; acopió 
y elaboró herramientas metodológicas; 
impulsó la formación de capacidades y 
facilitó la articulación técnica entre los 
planos regional y nacional.  Se realiza-
ron 50 sesiones de trabajo de su Grupo 
Coordinador con participación princi-
palmente de CATIE, FAO, Fundación 
ETEA, IICA, RUTA, PROTERRITORIOS, 
SE-CAC y en forma esporádica otras ins-
tancias del SICA9,  así como Fundación 
PRISMA y la ONG española Ayuda en 

9.  Principalmente la Secretaría Técnica de la Mujer de la Comisión de Ministras de la Mujer de Centroaméri-
ca y República Dominicana del SICA (STM-COMMCA/SICA), y en el 2013, de manera más puntual, la 
Secretaría de Integración Turística Centroamericana (SITCA) y el Comité Consultivo del Sistema de la 
Integración Centroamericana (CC-SICA).
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Acción y otras entidades socias interna-
cionales. Se establecieron y funcionaron, 
con dinámicas distintas, composición va-
riable y diversos grados de avance, varios 
Grupos de Trabajo Interinstitucionales 
(GTI) enfocados en determinadas áreas 
temáticas y potencialidades o problemá-
ticas territoriales.10  Su funcionamiento 
involucró procesos de coordinación in-
teragencial, planificación conjunta  y 
seguimiento a lo acordado. La PRAT 
dio cumplimiento a los acuerdos perti-
nentes de la Comisión Regional para la 
Ejecución de la ECADERT, le informó 
regularmente de sus planes, acciones y 
avances, y participó en la rendición de 
cuentas en el ámbito regional. 

En algunos países se buscó estable-
cer plataformas nacionales de apoyo 
técnico al DRT, aunque en la práctica 
resultó funcional que ciertas agen-
cias de cooperación, universidades y 
otras entidades participaran directa-
mente en la Comisión Nacional para 
la Ejecución de la ECADERT u otra 
instancia análoga.  En otros, el acom-
pañamiento técnico a los procesos te-
rritoriales fue asumido directamente 
por la institución pública correspon-
diente, y la PRAT le brindó coopera-
ción técnica intertemática.  

A lo largo de la fase de ejecución ini-
cial de la ECADERT, la PRAT cumplió 

una función relevante en la coordi-
nación interagencial de la coopera-
ción técnica para el DRT en la región. 
Promovió la gestión del conocimiento, 
la sistematización y el aprendizaje a 
partir de experiencias centroamerica-
nas, e impulsó iniciativas territoriales 
de alcance regional como la propuesta 
de Territorio Afín del Corredor Seco 
Centroamericano y Arco Seco de 
Panamá, aprobada por la Comisión 
Regional para la Ejecución de la 
ECADERT. Incorporó a otras entida-
des y redes ya existentes, promovió 
el establecimiento de otras, e interac-
tuó con redes internacionales y de or-
ganizaciones territoriales en Brasil y 
España. Apoyó transformaciones ins-
titucionales en países de la región y 
la construcción de una nueva institu-
cionalidad territorial, así como el for-
talecimiento de capacidades. A través 
de sus entidades miembro acompañó 
la elaboración y ejecución de proyec-
tos financiados por el Fondo Regional 
ECADERT, así como la formulación 
de estrategias de desarrollo territo-
rial. Generó un acervo de recursos 
metodológicos, preparó un conjunto 
de publicaciones y realizó múltiples 
acciones divulgativas. Diversas va-
loraciones por parte de los respon-
sables institucionales de SE-CAC y 
del Fondo España-SICA, además del 
IICA, subrayaron las contribuciones 

10.  Los GTI más activos y productivos, con participación de varias entidades miembro de la PRAT y otras 
organizaciones, instituciones y redes, fueron los de Agricultura Familiar y Desarrollo Territorial; Corre-
dor Seco Centroamericano, e Inclusión, este último con grupos y responsables específicos sobre género, 
pueblos indígenas y afrodescendientes, y juventud rural. También se asoció a la PRAT el PRFC y hubo GTI 
en Comunicación, Social; TIC y Desarrollo Territorial; Turismo Rural y Desarrollo Territorial, y Políticas, 
Presupuesto Público y Ruralidad, con menor desarrollo relativo, pocos integrantes y logros más limitados. 
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de la PRAT al proceso ECADERT en 
el ámbito regional.11 

Varios factores contribuyeron al buen 
funcionamiento de la PRAT como me-
canismo de articulación interagencial 
de la cooperación técnica al proceso 
ECADERT en el plano regional, mien-
tras que otros limitaron de alguna 
manera sus alcances, y determinados 
procesos y circunstancias confluyeron 
para que dejara de funcionar después 
de seis años de aportes y aprendizajes. 

Entre los factores coadyuvantes del 
dinamismo de la PRAT entre 2010 y 
2016 cabe mencionar la disposición 
de las entidades miembro a participar 
voluntariamente en dicha instancia de 
coordinación; su funcionamiento flexi-
ble y ágil como red interinstitucional; 
la ampliación del Grupo Coordinador 
de la PRAT para incorporar a las orga-
nizaciones e instituciones comprometi-
das con el proceso regional ECADERT; 
la participación de otras entidades y 
redes bajo modalidades acordes con su 
naturaleza y posibilidades; la confor-
mación de grupos de trabajo temáticos 
y la incorporación de otras organiza-
ciones, instituciones o redes en ellos; 
la comunicación y coordinación con 
las instancias regionales y nacionales 
del proceso ECADERT; la concertación 
anual de actividades y el seguimiento 
sistemático a lo acordado.

Algunos factores limitantes fueron las 
restricciones de recursos financieros para 

el funcionamiento y actividades de la 
PRAT, incluyendo la realización de even-
tos presenciales, parcialmente subsanada 
mediante la participación a distancia; 
cambios en las prioridades institucionales 
de sus entidades miembro; una variable 
disponibilidad de tiempo de sus repre-
sentantes en el Grupo Coordinador; una 
transición gradual e incompleta hacia la 
programación y seguimiento por resulta-
dos y una limitada incorporación de los 
planes de las entidades miembro en una 
planificación integrada de la PRAT en su 
conjunto, así como dificultades para am-
pliar la composición y dinamizar la ope-
ración de algunos GTI regionales y para 
conformar plataformas nacionales de 
acompañamiento técnico apoyadas por 
la PRAT. 

En 2016, SE-CAC propuso revisar la es-
tructura y funcionamiento de la PRAT 
para adecuarla a los requerimientos 
del proceso regional ECADERT en una 
nueva fase, para lo cual se realizaron 
consultas a sus entidades miembro y 
se establecieron las bases de una pro-
puesta de reformulación de su estruc-
tura y funciones, a la cual no se le 
dio seguimiento ni se concretizaron 
los cambios sugeridos, y un relevo de 
funciones en IICA aunado al debilita-
miento del proceso regional en su con-
junto y a cambios en las prioridades 
institucionales desembocó en la des-
continuación de la PRAT como meca-
nismo de coordinación interagencial e 
interinstitucional del acompañamiento 
técnico regional. 

11.  Cf., por ejemplo, las valoraciones del Asesor Principal del Fondo España-SICA, del Secretario Ejecutivo 
del CAC y del Director General del IICA en Samper (2014).
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En los próximos apartados se propon-
drán aprendizajes relacionados con va-
rias facetas de la gestión del desarrollo 
territorial en el contexto centroameri-
cano, en función de sus especificidades. 
En primer lugar, se hará referencia a lo 
que podemos inferir al respecto en el 
marco institucional y de políticas regio-
nales propio del SICA. Seguidamente, 
se abordarán las lecciones que es po-
sible obtener de las experiencias cen-
troamericanas en cuanto al desarrollo 
territorial y las brechas entre campo y 
ciudad, como también entre territorios 
rurales, en tiempos y espacios marca-

dos negativamente por confrontaciones 
agrarias,  conflictos armados internos 
y violencia asociada al crimen orga-
nizado, y positivamente por esfuerzos 
para generar desarrollo incluyente en 
esos territorios, construir caminos de 
paz y solidaridad humana, y fortalecer 
las capacidades de acción colectiva e 
incidencia. Luego se discutirán las im-
plicaciones para el desarrollo territorial 
del desarraigo y emigración de perso-
nas adultas, jóvenes, niños y niñas; los 
diferentes impactos de las remesas en 
los territorios rurales, y las iniciativas 
locales, nacionales e internacionales 

2. Aprendizajes sobre distintas facetas de la gestión 
social del desarrollo territorial en América Central
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para promover el desarrollo territorial y 
el arraigo. Finalmente se hará referen-
cia a la relación entre desarrollo terri-
torial y acuerdos de paz, a las agendas 
nacionales para el desarrollo rural y a 
la naturaleza de las transformaciones 
requeridas para impulsarlas efectiva y 
eficazmente, así como a los obstáculos 
para su realización. 

Acerca de la pluralidad de situaciones, 
dinámicas y experiencias al interior de 
un sistema de integración como el cen-
troamericano

La existencia de una política pública re-
gional para el desarrollo de los territorios 
rurales puede facilitar la adopción e imple-
mentación de políticas y programas nacio-
nales, pero no asegura que ello suceda de 
manera directa e inmediata, ni que su for-
mulación y ejecución tengan un derrotero y 
dinamismo similar en los distintos países. Se 
requiere de ciertas condiciones político-ins-
titucionales favorables, y en particular de 
una clara voluntad política de impulsar 
dicho desarrollo y de una apertura hacia 
modalidades de gobernanza relacional y 
gestión participativa del desarrollo, como 
también de organizaciones de la sociedad 
civil capaces de incidir en el diseño de ins-
trumentos normativos o programáticos y de 
mecanismos para el diálogo sobre políticas 
en la respectiva sociedad. 

La experiencia al respecto en el marco 
del SICA, en el cual hay una cesión li-
mitada de soberanía de los países, ha 
permitido constatar, por una parte, que 
un instrumento de política pública re-

gional como la ECADERT puede contri-
buir tanto a la formulación de políticas 
con enfoque territorial en países en los 
cuales no existían pero hay apertura y 
disposición de incorporar este abordaje 
en lo referente al desarrollo de los terri-
torios rurales, como a la realización de 
cambios normativos e institucionales 
por la convergencia de condiciones al 
interior de cada país y de la función ca-
talizadora de una estrategia avalada por 
la Cumbre de Jefes de Estado del SICA 
y por una o más instancias sectoriales 
al interior del sistema de integración. 
Por otra parte, ha resultado inviable, o 
considerablemente más difícil, limitado 
y lento, lograr avances sustanciales en 
la incorporación del enfoque territorial 
en las políticas nacionales cuando prin-
cipios básicos como la naturaleza parti-
cipativa de los procesos de gestión del 
desarrollo de los territorios rurales, la 
capacidad propositiva de los actores te-
rritoriales y la relación dialógica entre 
sociedad civil y Estado riñen o entran 
en conflicto con la naturaleza vertical 
del ejercicio del poder político y el afán 
de control a ultranza de quienes lo de-
tentan sobre los grupos y organizacio-
nes sociales. 

Sobre las brechas urbano-rurales e in-
terterritoriales y las múltiples exclusio-
nes y viejas o nuevas desigualdades en 
los países de la región

Las fuertes disparidades entre la ciudad y el 
campo, como también entre territorios ru-
rales, requieren de sólidas políticas, progra-
mas e iniciativas de desarrollo territorial a 
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mediano y más largo plazo que promuevan 
inversiones públicas y privadas orientadas 
por una visión estratégica, construida par-
ticipativamente. La persistencia de exclu-
siones históricas y el surgimiento de nuevos 
factores de exclusión tienden a perpetuar 
las desigualdades, a pesar de la reducción 
de la pobreza en algunos países y períodos, 
y se requiere de acciones concertadas, sig-
nificativas y sostenidas para abordar sus 
causas estructurales e impulsar procesos de 
desarrollo efectivamente incluyentes. La in-
corporación del enfoque territorial en pro-
gramas de la institucionalidad pública es 
necesaria pero no suficiente para generar 
tales transformaciones, indispensables para 
reducir significativamente esas disparidades 
y desigualdades, impulsar efectivamente el 
desarrollo de los territorios rurales y poten-
ciar sus contribuciones al de la sociedad en 
su conjunto.  Hay que abordar de manera 
frontal las exclusiones tanto históricas como 
emergentes y emprender transformaciones 
que atiendan a las causas profundas de las 
mayores desigualdades en la sociedad como 
un todo y en particular de las inequidades 
en el acceso a oportunidades por parte de la 
población rural. 

En Centroamérica se conjugan des-
igualdades producto de la historia de 
las relaciones de poder, de propiedad y 
de producción, de género e interétni-
cas, urbano-rurales e interterritoriales; 
fuertes inequidades en los ingresos, en 
la cobertura y calidad de la educación, 
en el acceso a servicios básicos y oportu-
nidades, derechos y posibilidades, con 
desigualdades emergentes asociadas 
a nuevas exclusiones, como la brecha 
digital en lo referente a las tecnologías 

de información y comunicación o las 
disparidades más generales en el ac-
ceso al conocimiento. Hay, asimismo, 
desigualdades y exclusiones que han 
tendido a transformarse y acentuarse, 
como la creciente informalidad e in-
certidumbre laboral; el debilitamiento 
de los sistemas de previsión social; la 
inseguridad ciudadana, social y territo-
rialmente diferenciada, o el desarraigo 
y las condiciones que obligan a emi-
grar, incluyendo las derivadas tanto de 
la violencia o la falta de oportunidades 
en el campo como del cambio climático 
y sus impactos en las agriculturas fami-
liares y la seguridad alimentaria. 

Aunque ciertas políticas sociales y 
transferencias, aunadas al crecimiento 
económico e iniciativas de desarrollo 
han permitido reducir ligeramente los 
índices de pobreza o mejorar determi-
nados indicadores en lo referente a la 
exclusión de algunos grupos en la re-
gión o en países específicos en deter-
minados períodos, la combinación de 
desigualdades persistentes, emergen-
tes y acentuadas o transmutadas, con 
la desaceleración o regresión del cre-
cimiento económico, crisis fiscales y 
disfuncionalidades estatales, hace difí-
cilmente sustentables dichas políticas, 
subsidios y mejoras en los ingresos de 
hogares en situación de pobreza. Se 
requiere, claramente, de políticas y 
procesos de desarrollo eficazmente in-
cluyentes que aborden las raíces estruc-
turales de las múltiples desigualdades y 
exclusiones, en general, y en particular 
de sus expresiones territoriales. 
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Referentes a la conflictividad rural, las 
guerras internas, el crimen organizado 
y la inseguridad ciudadana en territo-
rios rurales centroamericanos

Desarrollo 
territorial y 

conflictividad 
en el campo

Gestión 
participativa y 
tejido social en 

situaciones 
conflictivas

Problemáticas 
estructurales 
y desarrollo 
territorial

En este apartado se proponen algunos 
aprendizajes relacionados con la ges-
tión social del desarrollo de los territo-
rios rurales bajo condiciones adversas 
en cuanto al tejido social y la seguri-
dad ciudadana, como también en su 
relación con las problemáticas que han 
dado origen a fuertes conflictos en el 
campo centroamericano.

Desarrollo territorial y conflictividad 
en el campo

El desarrollo de los territorios rurales en-
frenta problemáticas históricas irresueltas 
y otras emergentes que plantean fuertes 
retos para la construcción de proyectos de 
futuro por parte de los actores territoria-
les, como también para el conjunto de la 
sociedad y para los Estados nacionales. 
Durante y después de los conflictos ar-

mados internos, el grave deterioro de las 
condiciones de seguridad ciudadana y de 
la cohesión social dificulta considerable-
mente las iniciativas de desarrollo en te-
rritorios rurales escenario de los mismos o 
de la prevalencia posterior de la violencia 
y del crimen organizado. Su superación 
requiere de esfuerzos concertados, sosteni-
dos y sustantivos por parte de la sociedad 
civil y el Estado en los planos local, subna-
cional y nacional, con iniciativas genera-
das desde los territorios y apoyadas por la 
institucionalidad pública, con el concurso 
de organizaciones no gubernamentales y 
de entidades privadas comprometidas con 
ese desarrollo, y con el respaldo de instan-
cias regionales y de la cooperación inter-
nacional.

Las exclusiones e inequidades en el 
campo centroamericano y los con-
flictos agrarios han sido un factor 
relevante, junto con otros como el 
ejercicio autoritario o dictatorial del 
poder y la convergencia entre diná-
micas políticas internas y condiciones 
geopolíticas del istmo, en confronta-
ciones político-militares al interior de 
la región, sin que fueran resueltas por 
ellas ni en décadas posteriores a la fi-
nalización de los conflictos armados. 
Hoy, esas desigualdades y exclusio-
nes adquieren nuevas expresiones y 
se acentúan a medida que el crimen 
organizado, sobre todo el asociado al 
narcotráfico, ejerce un control cre-
ciente sobre zonas rurales en el norte 
del istmo y a lo largo del litoral ca-
ribe, acentuando la inseguridad ciu-
dadana, dificultando la formulación 
e implementación de estrategias de 
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desarrollo por parte de la gente y sus 
organizaciones en los territorios, li-
mitando las oportunidades para me-
jorar la calidad de la vida en ellos, y 
convirtiéndose en un expulsor adi-
cional que incrementa el desarraigo y 
engrosa las filas o caravanas de emi-
grantes. 

Para abordar esta problemática es 
necesario conjuntar esfuerzos de los 
actores sociales, privados e institu-
cionales y gobiernos locales en los te-
rritorios, movilizar recursos técnicos 
y financieros de entidades públicas e 
inversiones privadas en el marco de 
estrategias de desarrollo territorial 
a diversas escalas. En la región del 
SICA, el proceso ECADERT ha mos-
trado tanto los avances que es posible 
lograr como las dificultades y obstácu-
los ya enfrentados, así como los retos 
que será necesario abordar mediante 
acciones concertadas en torno a una 
visión estratégica. 

Gestión participativa y tejido social en 
situaciones conflictivas

Bajo condiciones de conflictividad ru-
ral acentuada, confrontación armada 
o grave inseguridad ciudadana es posi-
ble emprender, con las precauciones del 
caso, iniciativas para abordar determi-
nadas facetas del desarrollo territorial. 
Esto incluye acciones tendentes a crear 
precondiciones para éste, fortalecer orga-
nizativamente a la sociedad civil y que 
ésta pueda protegerse en alguna medida 
de los impactos más severos de tales si-
tuaciones. Sin embargo, el desenvolvi-

miento normal de procesos de gestión 
social del desarrollo de los territorios ru-
rales requiere del fortalecimiento del te-
jido social y normas de convivencia que 
permitan la resolución no violenta de los 
conflictos en ellos, como también de un 
funcionamiento efectivo de la institucio-
nalidad pública para apoyar dichos pro-
cesos, y de una relación dialógica entre 
Estado y sociedad civil. 

En el Trifinio centroamericano, es-
cenario de confrontaciones armadas 
desde los años sesenta y luego de 
iniciativas de paz y de cooperación 
transfronteriza, conservación forestal 
y desarrollo rural, a partir de finales 
de los años ochenta del siglo pasado, 
se buscó fortalecer a la sociedad civil 
y se generaron procesos intermunici-
pales de desarrollo rural y de gestión 
territorial. Aunque persistieron viejas 
formas de violencia y surgieron otras 
nuevas, asociadas principalmente al 
narcotráfico, se logró reconstruir te-
jido social mediante la valorización 
o conformación de redes y organiza-
ciones, se crearon instancias de con-
certación territorial y se impulsaron 
iniciativas de desarrollo, con apoyo 
de la cooperación internacional y 
cierta presencia, aun insuficiente, de 
la institucionalidad pública de los tres 
países. 

Todavía no se ha logrado eliminar 
en el Trifinio problemáticas socia-
les reflejadas en bajos índices de 
desarrollo humano, educativos, de 
salud, de empleo y otros indicado-
res, pero se han generado planes de 
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desarrollo y proyectos de inversión 
con apoyo de la cooperación inter-
nacional. Integrantes de la institucio-
nalidad territorial en este territorio 
trinacional participaron en cursos del 
Programa Regional de Formación de 
Capacidades (PRFC), y el Trifinio fue 
reconocido por la Comisión Regional 
para la Ejecución de la ECADERT 
como territorio transfronterizo en 
2015. Lo fundamental, sin embargo, 
es la apuesta de los actores sociales, 
privados e institucionales de este te-
rritorio a estrategias e iniciativas de 
desarrollo propias, aunada a su ca-

pacidad de movilizar recursos técni-
cos y financieros locales, nacionales 
e internacionales; de concertar vo-
luntades y construir alianzas; de in-
cidir en las políticas públicas de los 
respectivos países, y de posicionar 
el desarrollo del Trifinio en el marco 
del SICA y de programas regionales. 
Actualmente, ello se inscribe a su vez 
en propuestas e iniciativas enfoca-
das en el denominado Triángulo del 
Norte, conformado por los tres países 
desde los cuales fluye el grueso de mi-
grantes centroamericanos por México 
y hacia Estados Unidos. 

Figura 4
Territorio transfronterizo del Trifinio
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Problemáticas estructurales y desarrollo 
territorial

El desarrollo rural con enfoque territorial 
puede contribuir al abordaje integral de 
las situaciones socioeconómicas y sociopo-
líticas que han dado origen a confronta-
ciones violentas en los territorios, y puede 
asimismo coadyuvar en la reducción de las 
disparidades inter e intraterritoriales. Pero 
a falta de cambios estructurales en la so-
ciedad como un todo, se dificulta conside-
rablemente realizar las transformaciones 
fundamentales requeridas en las relacio-
nes de poder en el campo, en el acceso a 
la tierra y a otros activos, en la generación 
de oportunidades crecientes para la pobla-
ción rural y en la creación de capacidades y 
condiciones que permitan aprovecharlas al 
máximo para mejorar significativamente 
la calidad de la vida en los territorios, re-
ducir radicalmente la violencia y frenar la 
emigración forzosa. 

Experiencias centroamericanas han mos-
trado que es posible lograr algunos avan-
ces mediante la combinación de inversión 
pública y recursos de la cooperación inter-
nacional en apoyo a procesos de gestión 
social del desarrollo territorial, pero tam-
bién que las problemáticas rurales y las 
estructuras socioeconómicas y sociopolí-
ticas excluyentes son reacias al cambio y 
que hay fuertes resistencias de grupos de 
poder anquilosados en ellas, tanto en el 
plano nacional como en el ámbito local, y 
que inciden incluso en el regional. 
Durante el proceso de formulación 
de la ECADERT, un gobierno centro-
americano vetó cualquier referencia 
explícita a la reforma agraria, por lo 

que fue necesario emplear fraseología 
referente a la democratización del ac-
ceso a los activos para la producción. 
En ese mismo país ciertos poderes fác-
ticos han impedido la aprobación de 
una ley de desarrollo rural por temor 
a que pudiera afectar la tenencia de la 
tierra, y dificultaron, demoraron y li-
mitaron la ejecución de un programa 
nacional de desarrollo rural. En otro 
país centroamericano han prevalecido 
el ejercicio vertical del poder político y 
los mecanismos de control sobre la po-
blación rural, dificultando seriamente 
la realización de iniciativas de gestión 
social, participativa y pluralista del 
desarrollo territorial, en un entorno 
sociopolítico en el cual han tendido 
a acentuarse las confrontaciones y ha 
resultado difícil avanzar hacia modali-
dades de gobernanza más relacionales, 
con participación tanto de la sociedad 
civil como del Estado.

Claramente, son necesarios cam-
bios en las relaciones de poder y en 
las formas de ejercicio de éste en 
Centroamérica, para empezar a tran-
sitar hacia modalidades de gober-
nanza relacional y a emprender las 
transformaciones sustantivas indis-
pensables para que la gestión social 
del desarrollo de los territorios rura-
les centroamericanos pueda conducir 
efectivamente conducir a un mejora-
miento significativo y perdurable de 
la calidad de la vida en ellos. Ello, au-
nado a una profundización de la de-
mocracia, a un desarrollo incluyente 
y a un abordaje integral de las causas 
de la exclusión e inequidad, permi-
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tirá lograr mayor cohesión social y 
territorial, para beneficio de toda la 
sociedad. 

Acerca de las facetas territoriales del 
desarraigo, la función de las remesas, 
el retorno y las iniciativas de desarrollo 
en territorios de fuerte emigración

El desarraigo y la emigración, especial-
mente de jóvenes y adultos jóvenes, pero 
también de niños y niñas, combina factores 
de expulsión desde territorios mayormente 
rurales en los cuales escasean las oportuni-
dades y arrecia la violencia, con factores de 
atracción relacionados con la expectativa 
de acceder a empleos mejor remunerados, 
servicios públicos y mayor seguridad en las 
ciudades, en países vecinos o en destinos 
más remotos. Ello representa una pérdida 
neta de talento humano para esos territo-
rios, aunque los emigrados suelen mandar 
remesas a sus familiares al menos durante 
los primeros años. Los dineros enviados 
por quienes emigraron generalmente per-
miten mejorar los ingresos de las familias 
en sus lugares de origen, pero no necesaria-
mente generan desarrollo, aunque podrían 
contribuir a él si una parte sustancial se 
tradujera en inversiones privadas, con con-
trapartida pública, en iniciativas, proyec-
tos o motores de desarrollo. El retorno de 
emigrantes puede tener aspectos positivos 
especialmente si durante su estadía en el ex-
terior han mantenido lazos con sus lugares 
de origen y adquirido destrezas u otros re-
cursos potencialmente útiles para realizar 
emprendimientos e iniciativas que favorez-
can el desarrollo de su territorio. Por otra 
parte, la devolución selectiva de migrantes 

vinculados a grupos delincuenciales genera 
riesgos importantes en términos de seguri-
dad ciudadana, y la expulsión masiva de 
nacionales de un país por parte de las au-
toridades de otro plantea múltiples retos 
para su reasentamiento y reincorporación, 
además de reducir drásticamente el flujo de 
remesas. 

La principal experiencia centroameri-
cana al respecto es la de una emigra-
ción masiva del Triángulo del Norte 
principalmente hacia Norteamérica, 
aunada a migraciones intrarregio-
nales durante los conflictos armados 
internos, o luego de Nicaragua hacia 
Costa Rica por razones económicas 
y, más recientemente, políticas. Ello 
ha generado despoblamiento parcial 
más acentuado en determinados te-
rritorios rurales, a la vez que un flujo 
masivo de remesas, con efectos prin-
cipalmente sobre los ingresos de las 
familias de las personas emigradas, 
más que sobre el desarrollo de sus 
territorios. En principio, es posible 
potenciar dichos ingresos en la me-
dida en que se generen oportunida-
des para su inversión productiva o en 
el mejoramiento de servicios locales. 
Por otra parte, la emigración perma-
nente o a largo plazo de jóvenes adul-
tos reduce la disponibilidad de fuerza 
de trabajo familiar en el campo, causa 
despoblamiento rural, acentúa el en-
vejecimiento de la población en los 
territorios rurales, y tiende a generar 
rupturas en las tradiciones ocupacio-
nales familiares de numerosas fami-
lias campesinas.
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Durante los últimos años, se ha tor-
nado más evidente la necesidad de 
abordar las causas del creciente éxodo 
rural, sobre todo desde Honduras, 
Guatemala y El Salvador hacia los 
Estados Unidos. Se ha reconocido la 
existencia de condiciones socioeco-
nómicas, sociopolíticas y de seguridad 
ciudadana en los territorios expulso-
res de población, y se han propuesto 
acciones e inversiones concertadas 
para atenderlas y mejorar las oportu-
nidades en ellos, promover el arraigo 
e incentivar a la juventud rural para 
participar en dicho desarrollo. La de-
bilidad de la institucionalidad pública 
en estos territorios marginalizados 
está en la base de estos procesos de 
desarraigo y emigración. Pese a las 
buenas intenciones de los acuerdos 
interestatales para abordar las pro-
blemáticas y potencialidades de un 
ámbito trinacional históricamente 
excluido, así como de la coopera-
ción internacional de apoyar estos 
procesos, los tres Estados participan-
tes no tomaron medidas institucio-
nales suficientes y oportunas para 
tener presencia efectiva con servi-
cios esenciales para la población, así 
como para generar oportunidades de 
empleo y de emprendimientos eco-
nómicos integradores e integrales, y 
asegurar mediante la administración 
de justicia, en los tres países, la solu-
ción pacífica de los conflictos propios 
de las relaciones de exclusión, explo-
tación y pobreza, acentuados por la 
desposesión, el crimen organizado y 
la violencia. 

En el actual contexto internacional, 
con caravanas de migrantes desde el 
Triángulo del Norte a través de México 
hacia los EE.UU., motivados principal-
mente por la inseguridad y falta de 
oportunidades en sus lugares de ori-
gen, así como políticas y acciones para 
frenar su ingreso a este último país y 
acuerdos para retenerlos en un “tercer 
país seguro”, que no lo es, cobran aun 
mayor relevancia y urgencia la aten-
ción de las causas del desarraigo y la 
generación de condiciones favorables 
para el retorno y la reinserción. Para 
ello es fundamental impulsar estrate-
gias e iniciativas de desarrollo territo-
rial incluyente que aborden de manera 
explícita los factores de expulsión e 
incluyan acciones sostenidas para fa-
cilitar la reincorporación productiva 
y constructiva de quienes retornan, a 
fin de transformar una problemática 
social en oportunidad de desarrollo.  
 
Relacionados con los acuerdos de paz, 
las agendas de desarrollo rural y las 
transformaciones requeridas para su 
cumplimiento

La finalización de los conflictos armados 
internos no conlleva de manera necesaria, 
directa e inmediata el establecimiento de 
condiciones de convivencia pacífica y segu-
ridad ciudadana en los territorios rurales. 
Por el contrario, puede desembocar en pe-
ríodos relativamente prolongados en los 
cuales surgen nuevas formas de violencia 
asociadas al narcotráfico y a la delincuen-
cia común, con una considerable cantidad 
de armas en circulación, e incluso a repre-
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sión y aniquilamiento selectivo de activistas 
sociales y a enfrentamientos violentos de di-
versa índole. La construcción efectiva de la 
paz en los territorios rurales es una tarea 
prolongada y permanente, que requiere de 
esfuerzos concertados y acciones sostenidas 
por parte de los distintos actores territoria-
les, de la institucionalidad pública y de la 
sociedad civil.

La negociación de acuerdos para po-
ner fin a las guerras internas y abordar 
algunas de las condiciones que dieron 
origen a cruentas confrontaciones 
político-militares en Centroamérica, 
especialmente en Guatemala y El 
Salvador, estableció las bases de 
agendas nacionales concertadas para 
realizar cambios e inversiones que 
los Estados habían sido renuentes o 
incapaces de efectuar, pero persistie-
ron hondas diferencias al respecto al 
interior de cada país, con grupos de 
intereses fuertemente arraigados y 
reacios a hacer concesiones que debi-
litaran su poder económico y político. 
Tres décadas después de los acuerdos 
de Esquipulas I y II, que establecie-
ron el procedimiento para lograr una 
Paz Firme y Duradera en la región, 
siguen pendientes tareas fundamen-
tales, persisten viejas formas de ex-

clusión y violencia, pero también han 
surgido otras nuevas, y los territorios 
rurales afectados por ellas enfrentan 
grandes retos para una gestión social 
normal de su desarrollo. Lo anterior 
pone en evidencia que la paz efectiva 
en los territorios rurales requiere un 
conjunto de condiciones políticas, so-
ciales e institucionales que van más 
allá de acuerdos centrados en la de-
jación de armas y la incorporación 
de los actores armados a la sociedad 
civil. Implica necesariamente una 
intervención pública integral capaz 
de incorporar a la población de los 
territorios afectados a las dinámicas 
económicas, sociales, culturales y po-
líticas e institucionales de la sociedad 
en su conjunto en una perspectiva 
del desarrollo incluyente y sosteni-
ble. De lo contrario, las expresiones 
del conflicto social tomarán formas 
de inseguridad ciudadana, pérdida 
de esperanza de una gran parte de la 
población y manifestaciones graves 
de desarraigo. La finalización de las 
guerras internas es, pues, condición 
necesaria pero no suficiente para el 
establecimiento efectivo de la paz y 
para generar desarrollo en los terri-
torios afectados directamente por los 
conflictos armados.
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Un conjunto de aprendizajes centro-
americanos se refiere al proceso de 
movilizar recursos en apoyo a inicia-
tivas de desarrollo en los territorios 
rurales; al financiamiento de proyec-
tos e iniciativas específicas en ellos, y 
a la experiencia del Fondo Regional 
ECADERT.

Sobre la relación entre proyectos de inver-
sión y estrategias de desarrollo territorial

Relación entre 
estrategias a largo 

plazo, planes a 
mediano plazo y 

proyectos específicos 
a financiar

Relación entre 
proyectos específicos 

y motores de 
desarrollo

Vinculación de 
proyectos productivos 
a cadenas de valor y 
conexiones en red

Relación entre proyec-
tos de diversa índole 
y desarrollo integral 

del territorio a distintas 
escalas espaciales y 

temporales

12.  Este apartado se apoya sustancialmente, aunque de manera selectiva y resumida, en el texto inédito 
“Aprendizajes generales del proceso del Fondo Regional ECADERT y la movilización de recursos para el 
desarrollo de los territorios rurales centroamericanos”, escrito por Mario Samper a partir de diálogos entre 
2015 y 2017 con el responsable principal y equipo técnico de SE-CAC a cargo del diseño e implementación 
de dicho fondo, y retoma textualmente una serie de contenidos del mismo, a la vez que introduce elemen-
tos adicionales y elaboraciones posteriores, tomando en cuenta ciertas experiencias más recientes.

3. Aprendizajes sobre movilización de recursos para 
el desarrollo territorial y financiamiento a proyectos 
en territorios centroamericanos12
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Los siguientes aprendizajes se refieren 
a las interrelaciones entre estrategias y 
planes con distintos horizontes tempo-
rales, proyectos de diversa naturaleza, 
envergadura y duración, y procesos de 
desarrollo a diferentes escalas.

En torno a la relación entre estrategias 
a largo plazo, planes a mediano plazo y 
proyectos específicos a financiar

Para que los proyectos específicos y a corto 
plazo contribuyan efectivamente al desa-
rrollo del territorio es necesario que estén 
enmarcados en procesos y planes a me-
diano plazo, orientados a su vez por una 
visión estratégica a más largo plazo. Es 
necesario trascender el horizonte temporal 
de la planificación; realizar seriamente un 
ejercicio de prospectiva territorial amplia-
mente participativa; construir un proyecto 
de futuro consensuado para el territorio y 
elaborar una estrategia de desarrollo con 
motores o ejes impulsores, a los cuales de-
berán asociarse proyectos de inversión e 
iniciativas concretas de interés para gru-
pos, redes u otros actores territoriales. Para 
ello se requiere de un involucramiento 
efectivo de los distintos actores sociales, 
privados e institucionales, redes y grupos 
relevantes del territorio, de manera que la 
prospectiva contribuya efectivamente a ge-
nerar una visión y estrategia concertadas y 
a movilizar voluntades, esfuerzos y recur-
sos para avanzar en la dirección propuesta 
y acordada.

Varias experiencias centroamerica-
nas muestran que, a falta de un claro 
proyecto de futuro y estrategia de de-

sarrollo, o cuando se deja de lado di-
cha visión prospectiva y el mapa de 
ruta para hacerla realidad, se pierde 
de vista la contribución que pueden y 
deben hacer al desarrollo del territo-
rio los diferentes tipos de proyectos, 
se diluyen esfuerzos y se desaprove-
chan los recursos invertidos, en tér-
minos de su aporte a mismo. Algunos 
ejercicios de prospectiva territorial se 
han realizado en forma un tanto apre-
surada o con participación muy limi-
tada de ciertos actores territoriales, y 
en consecuencia no se ha construido 
una visión de futuro compartida con 
la cual puedan identificarse las orga-
nizaciones sociales y redes formales e 
informales relevantes, gobiernos loca-
les e instituciones públicas, y actores 
privados, incluyendo emprendimien-
tos individuales, familiares, asocia-
tivos o corporativos comprometidos 
con el desarrollo del territorio. Otros 
ejercicios se limitan al horizonte tem-
poral a mediano plazo de la planifica-
ción estratégica, con la consecuencia 
de que se suele proponer una suerte 
de “presente modificado” en lugar de 
un futuro sustancialmente distinto 
de la situación actual en aspectos me-
dulares en los cuales se requiere de 
acciones sostenidas a más largo plazo 
para realizar las transformaciones re-
queridas.  

La realización de proyectos a pequeña 
escala que permitan obtener resultados 
en plazos relativamente cortos, aunque 
orientados estratégicamente para con-
tribuir al desarrollo del territorio, con-
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tribuye a fortalecer la motivación de los 
actores territoriales participantes y les 
permite acumular experiencia en la for-
mulación y ejecución de proyectos, a la vez 
que tiene efectos demostrativos y facilita 
la vinculación de gobiernos locales al pro-
ceso. Es deseable lograr el mayor alinea-
miento posible entre iniciativas específicas 
a más corto plazo, con resultados tangi-
bles para los actores, redes o grupos par-
ticipantes en ellos, y proyectos estratégicos 
o procesos a más largo plazo en torno a 
motores de desarrollo del territorio. 

Sin duda es necesario motivar a los 
actores sociales, privados e institucio-
nales involucrados, como también a 
redes relevantes y grupos histórica-
mente excluidos o en proceso de ex-
clusión, pero los proyectos específicos 
en función de necesidades inmediatas 
deben fortalecer capacidades de auto-
gestión, facilitar el involucramiento 
activo y propositivo de los diferentes 
actores, redes u otros grupos, y ser 
compatibles con el derrotero gene-
ral establecido para el desarrollo del 
territorio y su planeamiento a me-
diano plazo. En Centroamérica se ha 
encontrado que frecuentemente hay 
cierta disonancia entre unos y otros, 
de manera que los proyectos a corto 
plazo, vg. para obtener determinado 
financiamiento, no necesariamente 
contribuyen a avanzar en la concreti-
zación de los planes a mediano plazo 
y en la implementación de la estrate-
gia de desarrollo del territorio, a fin 
de hacer realidad la visión del futuro 
consensuada. 

En torno a la relación entre proyectos 
de diversa índole y desarrollo integral 
del territorio a distintas escalas espa-
ciales y temporales

Al priorizar y financiar proyectos específicos 
en el marco de un proceso de gestión social 
del desarrollo territorial, es necesario definir 
con claridad y valorar su contribución efec-
tiva al desarrollo sustentable e integral del 
respectivo territorio. Algunos de ellos pueden 
ser a escala local o municipal, a plazos rela-
tivamente cortos y con inversiones acotadas 
y acompañamiento técnico puntual, para 
abordar necesidades u oportunidades espe-
cíficas, pero conviene que estén alineados lo 
más posible con prioridades establecidas en 
planes de desarrollo a mediano o más largo 
plazo. Otros, a mayores escalas espaciales 
y también temporales, con financiamiento 
sustancial y apoyo técnico sostenido, pueden 
ser proyectos estratégicos asociados a priori-
dades definidas para el territorio. Y algunos, 
de alcance regional, de más largo aliento y 
con recursos financieros y técnicos conside-
rables, pueden ser proyectos estructurantes 
de las grandes líneas del desarrollo de múl-
tiples territorios a diversas escalas. En la 
práctica, suele haber procesos de desarrollo 
territorial no relacionados directamente con 
proyectos, y es posible que algunos de estos 
últimos no contribuyan efectivamente a di-
cho desarrollo, pero conviene que la relación 
entre ambos sea sinérgica y se realimenten 
mutuamente. 
 
Ciertamente es posible que un proyecto 
se enfoque primordialmente en deter-
minada faceta de dicho desarrollo, pero 
conviene considerar de manera explí-
cita cómo contribuirá a transformacio-
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nes positivas en el sistema territorial 
como un todo. Es importante valorar 
colectivamente la relación entre las ini-
ciativas a corto, mediano y largo plazo, 
esclareciendo las funciones de unas y 
otras, así como sus interrelaciones de-
seables o esperadas.    

En experiencias centroamericanas, ha 
resultado útil formular y financiar pro-
yectos que contribuyan a concretizar 
determinados aspectos de la estrategia 
y plan de desarrollo de un territorio, 
pero se ha aprendido que es impor-
tante avanzar en la construcción am-
pliamente participativa de la visión 
de futuro, orientaciones estratégicas 
y plan a mediano plazo, sin precipitar 
excesivamente la elaboración de car-
teras y perfiles de proyectos. También 
es necesario reconocer que ciertos pro-
cesos de desarrollo -por su naturaleza, 
complejidad y duración- requieren de 
programas a mediano y largo plazo, 
que trascienden los horizontes tempo-
rales usuales de proyectos con finan-
ciamiento externo al territorio. 

En torno a la relación entre proyectos 
específicos y motores de desarrollo

La vinculación de proyectos específicos a la 
estrategia y plan de desarrollo de un terri-
torio, cualquiera que sea la escala de éste, se 
facilita considerablemente si el mapa de ruta 
para impulsarlo ha identificado y priori-
zado, en forma participativa, determinados 
motores de desarrollo, y si los proyectos más 
acotados en el tiempo y en términos de re-
cursos se relacionan de manera explícita con 

dichos impulsores y se tiene claridad acerca 
de la contribución que harán a los mismos. 
En caso contrario, hay un riesgo muy real 
de que los recursos de diversa índole inverti-
dos en esos proyectos, aun cuando atiendan 
necesidades sentidas e inmediatas de la po-
blación, no promuevan efectivamente el de-
sarrollo sustentable e integral del territorio.

En Centroamérica, la combinación de 
necesidades urgentes desatendidas y 
políticas asistenciales ha generado una 
tendencia de muchas agrupaciones 
e incluso gobiernos locales y algunas 
organizaciones de gestión territorial a 
solicitar y ejecutar recursos para aten-
der dichas necesidades sin explorar o 
explicitar su relación con impulsores 
potenciales de un desarrollo integral 
y sostenido del territorio. Es necesario 
contrarrestar esta tendencia y promo-
ver una cultura organizacional e ins-
titucional que, sin desconocer dichas 
necesidades, inserte su atención en 
procesos y motores de desarrollo a me-
diano y más largo plazo y considere la 
contribución de proyectos específicos 
al logro de objetivos tanto mediatos 
como inmediatos. 

En torno a la vinculación de proyectos 
productivos a cadenas de valor y cone-
xiones en red

Al apoyar proyectos de producción primaria 
en los territorios rurales, es necesario tomar en 
consideración los encadenamientos producti-
vos, de transporte y comercialización, así como 
otras facetas de las cadenas de valor correspon-
dientes. También conviene considerar las redes 
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territoriales asociadas a los distintos eslabones, 
así como la posible existencia de articulaciones 
en el ámbito regional. Lo primero es necesario 
para que la producción local de bienes pueda 
efectivamente comercializarse bajo condiciones 
favorables y con agregación local de valor, y 
lo segundo para tomar en cuenta los relacio-
namientos sociales en sentido amplio, especial-
mente importantes en el caso de los sistemas 
territoriales de agricultura familiar.

En América Central -como en México 
y varios países sudamericanos- los sis-
temas agroalimentarios locales o SIAL, 
así como diversos emprendimientos 
asociativos y pequeñas agroindustrias 
rurales como los microbeneficios de 
café, entre muchos otros, han mostrado 
la viabilidad y pertinencia de encade-
namientos basados en las agriculturas 
familiares de territorios específicos, 
con capacidad de agregar y distribuir 
valor localmente y de establecer vin-
culaciones provechosas con mercados 
regionales, urbanos e internacionales. 
Otras modalidades, como las denomi-
naciones de origen y marcas territoria-
les, permiten valorizar rasgos propios 
del territorio y elementos identitarios, 
asociándolos a determinados produc-
tos comercializados tanto localmente 
como en centros urbanos o mercados 
de ultramar. El relacionamiento con 
agroindustrias corporativas dentro o 
fuera del territorio, como también con 
cadenas de suministros de comerciali-
zadores mayoristas o minoristas en el 
país o en otros países, puede ofrecer 
oportunidades interesantes, aunque 
plantea otros retos para los productores 
individuales o asociados, incluyendo el 

fortalecimiento de sus capacidades de 
negociación para lograr acuerdos con-
tractuales favorables y el suministro 
regular de las cantidades y calidades 
acordadas. En general, es importante 
considerar la relación entre dichos pro-
yectos productivos, con sus respectivos 
encadenamientos, y los grupos o redes 
de agricultura familiar tanto individual 
como asociativa potencialmente inte-
resados. También conviene abordar, en 
el seno de la respectiva organización de 
gestión territorial, su relación con los 
planes estratégicos e impulsores del de-
sarrollo del territorio.  

Referentes a la movilización de recur-
sos y proyectos de inversión para el de-
sarrollo de los territorios rurales

Recursos 
externos, nacio-
nales y locales 
en iniciativas 
específicas

Progresividad en la 
escala y recursos 
de los proyectos 
de inversión en el 

territorio

Asimetrías entre 
países y territorios 

en sus capacidades 
para formular y 

ejecutar propuestas 
de proyectos 

Proyectos 
estratégicos terri-

toriales y proyectos 
estructurantes 

regionales

Relaciones de 
poder en la nego-
ciación y ejecución 

de proyectos 

Bienes públicos 
y privados en el 

financiamiento para 
iniciativas de DT

En torno a los recursos externos, nacio-
nales y locales en iniciativas específicas

Los recursos de fondos concursables 
internacionales no deben sustituir a 
la inversión pública nacional ni a las 
inversiones de los gobiernos locales 
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en el cumplimiento de sus funciones. 
Pueden complementarlas y facilitar la 
realización de proyectos generados lo-
calmente por actores territoriales fuera 
del ámbito de responsabilidad de las 
instancias gubernamentales, pero los 
Estados deben realizar las inversiones 
básicas en infraestructura, educación 
pública, salud, seguridad, justicia y 
otros servicios públicos.

En distintos países centroamericanos 
hay una disponibilidad variable de fon-
dos para proyectos e iniciativas de de-
sarrollo local o territorial, con mayores 
grados de descentralización o con un 
control centralizado de los recursos y 
de los mecanismos para acceder a ellos. 
Guatemala es el país que más ha des-
centralizado hacia los municipios el 
presupuesto público, y su estructura de 
consejos de desarrollo en las entidades 
territoriales desde el plano local hasta el 
nacional, pasando por el departamen-
tal, tiene el potencial de facilitar proce-
sos de planificación y presupuestación a 
múltiples escalas. Por otra parte, Costa 
Rica, el país con menor descentraliza-
ción del presupuesto público, tiene un 
fondo de desarrollo administrado por el 
Instituto de Desarrollo Rural (INDER) 
al cual pueden acceder los Consejos 
Territoriales de Desarrollo Rural. En 
ambos países, como en aquellos que 
tienen grados intermedios de descentra-
lización de los procesos de presupues-
tación y planificación, existe el riesgo 
real de que la asignación de recursos 
para iniciativas de desarrollo se desna-
turalice debido al clientelismo político. 

Esto puede y debe contrarrestarse, tanto 
como sea posible, a través de mecanis-
mos de auditoría social, transparencia 
y rendición de cuentas, en el marco de 
procesos de gobernanza relacional, con 
participación de la institucionalidad pú-
blica y de la sociedad civil. 

En la medida en que los Estados nacio-
nales y gobiernos locales realicen las 
inversiones requeridas y acordes con 
su mandato institucional, para pro-
veer servicios básicos e infraestructura 
a la población de los territorios rurales, 
las organizaciones de gestión territo-
rial pueden abocarse a la elaboración 
de propuestas e iniciativas, proyectos y 
planes de inversión en función de sus 
prioridades estratégicas para impulsar 
el desarrollo integral del territorio a la 
escala correspondiente, y a la gestión de 
los recursos necesarios para ello. Fondos 
locales, nacionales e internacionales 
pueden complementarse en el financia-
miento de tales iniciativas o proyectos, 
bajo distintas modalidades. Estas últi-
mas pueden incluir fondos concursables 
abiertos o convocatorias delimitadas, 
así como procesos de acompañamiento 
técnico a la elaboración y ejecución de 
propuestas o planes de inversión. 

En torno a la relación entre bienes pú-
blicos y bienes privados en el financia-
miento para iniciativas de desarrollo 
territorial

Los recursos públicos nacionales e interna-
cionales en apoyo al desarrollo territorial 
deben orientarse primordialmente ha-
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cia la generación de bienes públicos o se-
mi-públicos que beneficien a la población 
y al conjunto de actividades productivas y 
emprendimientos en cada territorio. Esto 
incluye bienes públicos generales, como la 
información disponible para todos, la se-
guridad o la justicia, pero sobre todo bienes 
públicos territoriales como la infraestruc-
tura de transporte o comunicación. Hay, 
asimismo, bienes semi-públicos territoria-
les, a los cuales pueden acceder por ejemplo 
los participantes en una organización de 
gestión territorial o los integrantes de un 
emprendimiento asociativo u otra entidad 
afín. Ciertos bienes privados de uso colectivo 
pueden impulsar determinados emprendi-
mientos asociativos de interés estratégico, y 
algunos bienes privados pueden impulsar 
motores de desarrollo territorial específicos.    

En el caso de Centroamérica, el pro-
ceso integracionista puede y debe 
generar bienes públicos regionales. 
Instrumentos de política pública como 
la ECADERT pueden movilizar recur-
sos de diversa índole en apoyo a proce-
sos de desarrollo regionales, nacionales 
y territoriales. El Programa Regional de 
Formación de Capacidades (PRFC) de 
la ECADERT contribuyó, asimismo, a 
generar un acervo de recursos huma-
nos calificados, incluyendo a personas 
y grupos locales de la sociedad civil, los 
gobiernos locales y la institucionali-
dad pública presente en los territorios, 
como también equipos técnicos nacio-
nales y responsables político-institu-
cionales familiarizados con el enfoque 
territorial, con herramientas concep-
tuales y metodológicas, y con otras 
experiencias latinoamericanas. La sis-

tematización e intercambio de expe-
riencias territoriales o institucionales, 
la reflexión y discusión comparada, y 
los aprendizajes derivados de ellas, son 
asimismo bienes públicos regionales, 
que también pueden ser compartidos 
más ampliamente. 

Los bienes semi-públicos territoria-
les del tipo que aquí interesa incluyen 
recursos de uso común o libremente 
accesibles cuyo usufructo genera be-
neficios geográficamente muy con-
centrados, incluyendo determinados 
procesos de innovación tecnológica. 
Hay, asimismo, bienes denominados 
“de cuota” o bienes privados de uso 
colectivo relevantes para el desarrollo 
territorial, relacionados por ejemplo 
con los servicios que brindan coope-
rativas agroindustriales a sus asocia-
dos. Las redes formales e informales 
pueden, también, facilitar el acceso de 
sus integrantes a determinados bienes 
semi-públicos, como el conocimiento 
tecnológico local e información perti-
nente y útil para sus emprendimientos 
e iniciativas obtenida de otras fuentes. 
Y las propias organizaciones de ges-
tión territorial pueden permitir a los 
grupos y entidades que las conforman 
participar en convocatorias de fondos 
concursables u otras vías para acceder 
a recursos a fin de financiar sus pro-
yectos, obtener asesoría técnica y capa-
citación. 

La experiencia centroamericana, como 
la del resto de América Latina, en lo re-
ferente a la inversión pública para el de-
sarrollo de los territorios rurales muestra 
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la importancia de que los recursos públi-
cos se orienten principalmente hacia la 
provisión de bienes públicos o semi-pú-
blicos capaces de impulsarlo. Puede ser 
pertinente canalizar recursos públicos 
hacia emprendimientos asociativos y 
bienes semi-privados o “de cuota”, en 
áreas priorizadas para el desarrollo de 
un territorio.

Los recursos públicos nacionales e internacio-
nales pueden, complementariamente, apoyar 
inversiones que contribuyan a la generación 
de bienes privados con una clara rentabili-
dad social en los territorios rurales, priori-
zando el fortalecimiento de emprendimientos 
asociativos e iniciativas promovidas por redes 
u organizaciones, más que a empresas indi-
viduales. Estas últimas, a su vez, de acuerdo 
con sus características y la naturaleza de sus 
actividades, pueden producir mayor o menor 
rentabilidad social y contribuir en diversos 
grados o de distintas maneras al desarrollo 
del territorio. Las rentas sociales territoriales, 
resultantes de la inversión tanto pública como 
privada, generan beneficios para el conjunto 
de actores, redes y grupos, emprendimientos 
asociativos e individuales, y la colectividad 
territorial receptora de sus externalidades 
positivas. Pueden contribuir, asimismo, de 
una u otra manera, a la creación o fortale-
cimiento de bienes públicos como el mejora-
miento general de los ingresos y la seguridad 
alimentaria y nutricional en el territorio; la 
inclusión productiva y ciudadana; la susten-
tabilidad ambiental y la adaptación al cam-
bio climático o su mitigación; la gobernanza 
y la seguridad ciudadana; la cohesión social 
y la valorización del patrimonio cultural e 
identitario.      

En América Central, son relevantes 
al respecto, entre otros, los empren-
dimientos de grupos de mujeres y de 
jóvenes rurales u otros históricamente 
excluidos por factores estructurales o 
en proceso de exclusión por falta de 
oportunidades o situaciones amena-
zantes. También lo son las inversiones 
para promover el emprendedorismo a 
escala territorial y para fortalecer siste-
mas territoriales de agricultura familiar 
que contribuyan de manera significa-
tiva a la seguridad alimentaria y sean 
impulsores potenciales del desarro-
llo del territorio respectivo. Para ello 
es pertinente la inversión de recursos 
públicos y la creación de condiciones 
favorables para emprendimientos aso-
ciativos en áreas estratégicas para di-
cho desarrollo. La inversión pública 
puede asimismo favorecer -vg. me-
diante infraestructura, fortalecimiento 
de capacidades e incentivos de diversa 
índole- un entorno propicio para in-
versiones privadas capaces de generar 
significativas rentas sociales territo-
riales.  Una opción es dar facilidades 
crediticias, selectivamente, en apoyo a 
inversiones privadas capaces de impul-
sar determinados motores de desarro-
llo identificados en planes territoriales 
a mediano o más largo plazo.

Para orientar en función de objetivos 
de desarrollo integral e incluyente a las 
inversiones tanto públicas como pri-
vadas en determinado territorio, con-
viene que opere en él una organización 
de gestión territorial o plataforma de 
concertación ampliamente representa-
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tiva de los actores sociales, privados e 
institucionales, redes relevantes y gru-
pos excluidos o con menor capacidad 
de incidencia. También se requiere de 
una estrategia de desarrollo concertada 
a largo plazo; de motores de desarrollo 
claramente identificados y priorizados, 
con actores o redes directamente in-
teresados e involucrados, y planes de 
desarrollo a mediano plazo traducidos 
a su vez en proyectos, programas y ac-
ciones operativas consistentes con di-
chos objetivos, apuestas estratégicas y 
procesos de planificación participativa.  

La inversión de fondos públicos nacionales 
o internacionales en proyectos de desarrollo 
puede potenciarse con inversiones privadas 
en medios de procesamiento o transporte, 
provisión de insumos u otras que generen 
condiciones favorables para las iniciativas 
territoriales. Es necesario crear condiciones 
favorables para el tipo de inversión privada 
que puede hacer contribuciones sustanciales 
al desarrollo del territorio. Empresas coope-
rativas o emprendimientos asociativos, así 
como empresas familiares o corporativas ba-
sadas en el territorio pueden coadyuvar de 
diversas maneras en iniciativas para su de-
sarrollo. Conviene establecer mecanismos de 
diálogo entre actores institucionales, sociales 
y privados para identificar oportunidades de 
inversión por parte de estos últimos que con-
tribuyan a impulsar la estrategia y planes de 
desarrollo del territorio en aspectos de interés 
común. También cabe considerar y potenciar 
las contribuciones de empresas, empresarios 
individuales y asociaciones empresariales en 
la promoción del emprendedorismo en proce-
sos de desarrollo territorial, así como en redes 
y sistemas de innovación territoriales.

En la región del SICA hay múltiples 
ejemplos de empresas de propiedad 
familiar o corporativa basadas en de-
terminados territorios o que se abaste-
cen en ellos, procesan y comercializan 
materias primas y otros productos de 
territorios específicos, que tienen un 
claro interés en el mejoramiento de las 
condiciones locales para sus negocios 
y contribuyen de una u otra manera 
a su desarrollo. Numerosas empresas 
cooperativas y otros emprendimien-
tos asociativos, a mayor o menor es-
cala, realizan inversiones productivas 
de interés tanto para sus integrantes 
como para el desarrollo local, y algu-
nas de ellas participan activamente en 
organizaciones de gestión territorial, 
estrategias, planes y proyectos de de-
sarrollo. Ciertas iniciativas privadas sin 
fines de lucro, como la red de Grupos 
Gestores de Guatemala, promueven el 
emprendedorismo en múltiples terri-
torios rurales, aportan a su desarrollo 
y participan en intercambios de expe-
riencias con organizaciones de gestión 
territorial en el resto del istmo.   

En torno a la progresividad en la escala 
y recursos de los proyectos de inversión 
en el territorio

Un aprendizaje relevante se refiere a 
los progresivos cambios de escala tanto 
espacial como temporal y de las inver-
siones en proyectos e iniciativas de de-
sarrollo de territorios rurales.  

En procesos de gestión social del desarrollo 
territorial, conviene que los proyectos de in-
versión impulsados por las plataformas de 
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concertación o ejecutados por sus entidades 
miembro sean acordes con sus capacidades 
organizacionales, técnicas y de administra-
ción de recursos, y contribuyan a fortalecer-
las progresivamente. Para ello es necesario 
considerar dichas capacidades al formular 
proyectos, gestionar recursos y financiar 
propuestas de inversión en cada territorio, 
ajustando en consecuencia los alcances de 
las iniciativas, su cobertura espacial, dura-
ción y volumen de recursos. Puede ser per-
tinente emprender inicialmente proyectos de 
menor envergadura que permitan acumu-
lar experiencia y fortalecer capacidades de 
gestión y ejecución, e incrementar su escala 
a medida que vayan creándose condiciones 
organizacionales e institucionales que per-
mitan hacerlo exitosamente.  

En experiencias centroamericanas se ha 
encontrado que los desfases entre el vo-
lumen de recursos y las capacidades de 
ejecución pueden resultar contraprodu-
centes para las entidades participantes 
y para los procesos que buscan promo-
ver. Con cierta frecuencia, se aspira a 
gestionar recursos y ejecutar proyectos 
que desbordan las capacidades ya exis-
tentes en las organizaciones de gestión 
territorial o en aquéllas que formulan 
las propuestas y tendrán la responsabili-
dad directa por su ejecución. Los apren-
dizajes obtenidos en el Fondo Regional 
ECADERT sugieren la conveniencia de 
elaborar y ejecutar inicialmente pro-
yectos a pequeña o mediana escala, 
a plazos relativamente cortos, con un 
componente de fortalecimiento de la 
institucionalidad territorial y de las ca-
pacidades de planificación y ejecución o 

de seguimiento y auditoría social de las 
entidades participantes. Posteriormente, 
pueden realizarse proyectos, propuestas 
o procesos de mayor envergadura en 
cuanto a su cobertura espacial, duración 
y recursos.

En torno a la distinción entre proyectos 
estratégicos territoriales y proyectos es-
tructurantes regionales

A medida que avanza la implementación 
de la estrategia y plan de desarrollo de un 
territorio y se fortalecen las capacidades de 
sus organizaciones, conviene abordar pro-
yectos de mayor envergadura, escala y du-
ración, a fin de impulsar dicho desarrollo. 
Varios territorios menores de una región 
pueden participar, asimismo, en proyectos 
estructurantes de mayor complejidad, al-
cance y volumen de recursos, usualmente 
enmarcados en una estrategia de desarrollo 
regional con fuertes inversiones públicas o 
público-privadas. Para ello es necesario 
que las organizaciones territoriales puedan 
involucrarse activamente en instancias de 
planificación del desarrollo de la región 
mayor de la cual forman parte, a la vez 
que se requiere de competencias técnicas 
acordes con la envergadura de este tipo de 
proyectos. 

En Centroamérica, los programas de 
inversión pública a escala regional 
dentro de los países usualmente han 
respondido más a decisiones de nivel 
central que a procesos de concertación 
entre organizaciones de gestión terri-
torial de una región, en diálogo con la 
institucionalidad pública nacional. La 
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participación de dichas organizaciones 
en procesos de planificación y presu-
puestación de regiones conformadas 
por varios territorios menores, o en la 
formulación e implementación de pro-
yectos estructurantes regionales, puede 
ampliar la participación de represen-
tantes de la sociedad civil y gobiernos 
locales en el diseño y realización de in-
versiones públicas para el desarrollo de 
la respectiva región mayor, a la vez que 
la institucionalidad pública nacional -o 
eventualmente agencias de coopera-
ción internacional- puede facilitar los 
recursos financieros y técnicos reque-
ridos. En el caso de Costa Rica, se ha 
dado un paso inicial al integrar repre-
sentantes de los Consejos Territoriales 
de Desarrollo Rural (CTDR), impul-
sados por el INDER, en los Consejos 
Regionales de Desarrollo (COREDES), 
regentados por el Ministerio de 
Planificación Nacional, con lo cual po-
drían, en principio, incidir en la for-
mulación, ejecución y auditoría social 
de proyectos estructurantes regionales, 
aunque en la práctica los proyectos de 
los propios CTDR sometidos al Fondo 
de Desarrollo del INDER tienden a ser 
locales.  

En torno a las asimetrías entre países 
y territorios en sus capacidades para 
formular y ejecutar propuestas de pro-
yectos específicos

Al establecer fondos de apoyo a la inversión 
en los distintos territorios, conviene prever 
o establecer mecanismos para el acompa-
ñamiento técnico diferenciado que pueda 
requerirse, fortalecer capacidades de formu-

lación y ejecución de proyectos, y flexibilizar 
en la medida de lo posible los plazos y proce-
sos establecidos por las entidades nacionales 
o internacionales proveedoras de recursos 
financieros. 

En un sistema de integración como el 
centroamericano hay diferencias sus-
tanciales en las capacidades de cada 
país o entidad nacional participante 
de brindar el acompañamiento técnico 
requerido, como también de los dis-
tintos territorios u organizaciones de 
gestión territorial para elaborar y eje-
cutar propuestas pertinentes y viables. 
Ello hace necesario un tratamiento 
ajustado a las posibilidades y requeri-
mientos de cada territorio, incluyendo 
el apoyo técnico necesario, el fortale-
cimiento de capacidades específicas y 
ajustes en los tiempos y procedimien-
tos. La experiencia del Fondo Regional 
ECADERT mostró tanto la necesidad 
como las dificultades de asegurar un 
acompañamiento técnico continuo, 
desde la formulación y a lo largo de 
la ejecución de los proyectos. Por lo 
general, fue necesario complementar 
las capacidades institucionales del país 
con las de una agencia de coopera-
ción, pero esta última tampoco estaba 
siempre en condiciones de dar todo el 
apoyo técnico necesario, y aunque la 
entidad sectorial correspondiente del 
SICA dio seguimiento a la ejecución 
de los proyectos, sus competencias 
técnicas eran limitadas. Con fondos 
de desarrollo nacionales como el del 
INDER, la institucionalidad pública del 
país asume directamente la responsa-
bilidad tanto de dar seguimiento como 
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de brindar apoyo técnico, con resulta-
dos variables de un territorio a otro, 
en parte por las distintas capacidades 
locales de los CTDR y también de la 
institucionalidad pública presente en 
los territorios.  

En torno a las relaciones de poder en 
la negociación y ejecución de proyectos 

Las disparidades en la situación relativa 
y capacidad de negociación de oferentes y 
solicitantes de financiamiento para proyec-
tos e iniciativas de desarrollo a ejecutar en 
territorios rurales -que a fin de cuentas es 
una relación de poder dispar- pueden cau-
sar distorsiones en su relacionamiento e 
imposición de condiciones, así como altera-
ciones en la ruta estratégica establecida por 
las organizaciones de gestión territorial, 
e incluso desnaturalizar las propuestas 
iniciales en aras de conseguir o conservar 
determinados recursos financieros. Es ne-
cesario que dichas organizaciones puedan 
negociar iniciativas específicas en función 
de su estrategia y plan de desarrollo, para 
lo cual hay que fortalecer su capacidad 
propositiva y establecer una relación ba-
sada en respeto mutuo y cumplimiento de 
lo acordado. 

Diversas experiencias la formulación 
y ejecución de proyectos en América 
Central, como también en proce-
sos hemisféricos, muestran los efec-
tos negativos de dichas disparidades 
y distorsiones, así como la necesidad 
de relaciones horizontales basadas en 
principios, nunca en imposiciones ni 
en la aceptación pasiva, por parte de 

las organizaciones territoriales ni de 
quienes les brindan acompañamiento 
técnico, de condiciones impuestas o re-
formulaciones obligadas. Claramente 
es inapropiado y contraproducente 
que la entidad donante o ejecutora de 
un proyecto con financiamiento inter-
nacional modifique unilateral y arbi-
trariamente las condiciones acordadas 
o desconozca procesos avanzados de 
mutuo acuerdo con contrapartes loca-
les, pero la posición de relativa debi-
lidad de estas últimas y su necesidad 
de acceder a recursos externos puede 
generar una aquiescencia mayor de 
la debida. Estas y otras experiencias 
muestran la necesidad de establecer 
mecanismos y reglas del juego que 
permitan nivelar, en lo atinente a las 
relaciones de fuerza, el ámbito de in-
teracción entre quienes controlan los 
recursos financieros y quienes impul-
san proyectos e iniciativas de desarro-
llo en sus territorios.
  
Acerca de las relaciones entre institucio-
nalidad, organizaciones territoriales y 
proyectos de inversión en los territorios
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Seguidamente se proponen algunos 
aprendizajes derivados de experiencias 
centroamericanas de interacción entre la 
institucionalidad pública de los países y 
las organizaciones de gestión territorial 
en lo atinente a proyectos o procesos de 
inversión en los territorios rurales.

En torno a la vinculación de proyectos 
de desarrollo territorial con la institu-
cionalidad pertinente

Para que las iniciativas de desarrollo en los 
territorios, y los proyectos asociados a ellas, 
puedan contribuir a impulsar en forma sos-
tenida dicho desarrollo, es necesario que se 
articulen con la institucionalidad pública 
pertinente, incluyendo a los propios gobier-
nos locales, entidades sectoriales presentes 
en el territorio, y mecanismos de planifica-
ción y presupuestación nacionales o subna-
cionales. En países relativamente pequeños 
y con gobiernos unitarios, las instancias de 
planificación regional o entidades políti-
co-administrativas intermedias suelen tener 
menores grados de autonomía que en paí-
ses con gobiernos estaduales, provinciales o 
departamentales. La dificultad o imposibili-
dad de tener competencias técnicas e institu-
cionales apropiadas en múltiples territorios 
locales sugiere la necesidad de contar con 
equipos técnicos interdisciplinarios en ins-
tancias regionales o entidades subnaciona-
les para apoyar la formulación y ejecución 
de proyectos y procesos de inversión en los 
territorios supramunicipales, municipales o 
locales de cada región. Ello, a su vez, puede 
facilitar la articulación entre esos proyectos 
o procesos y una institucionalidad pública 
sectorial e intersectorial que difícilmente 
tendrá una presencia local permanente, de 

manera que los actores u organizaciones 
que impulsan iniciativas de desarrollo en 
sus territorios no tengan que recurrir siem-
pre a instancias centrales. 

En Centroamérica se ha encontrado 
que un relacionamiento débil o inexis-
tente de proyectos e iniciativas de de-
sarrollo con las entidades públicas 
apropiadas dificulta considerablemente 
la movilización de recursos adiciona-
les, la continuidad de los procesos y 
el escalamiento vertical u horizontal 
de experiencias exitosas. En algunos 
países ello obedece en buena medida 
a debilidades de la institucionalidad 
pública en su conjunto, o de la direc-
tamente responsable por el desarrollo 
rural territorial. En otros, la presencia 
permanente de esa institucionalidad 
en territorios locales es relativamente 
débil, o incluso nula, siendo más bien 
esporádica o limitada en sus alcances 
geográficos, especialmente en zonas 
históricamente marginalizadas del de-
sarrollo nacional. En varios países hay 
procesos de regionalización de planes 
o políticas de desarrollo, pero la insti-
tucionalidad subnacional correspon-
diente y las capacidades técnicas en 
esas instancias intermedias son todavía 
insuficientes, y sus articulaciones con 
procesos y proyectos en territorios más 
locales suelen ser limitadas o inexisten-
tes.  Es claramente necesario fortalecer 
espacios intermedios de concertación, 
planificación y presupuestación, coor-
dinación interinstitucional y apoyo 
técnico a procesos y proyectos de desa-
rrollo en territorios locales, municipa-
les o supramunicipales.
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En torno a la institucionalidad en su 
relación con la formulación e imple-
mentación de proyectos específicos

Entidades públicas, agencias de cooperación 
u organizaciones no gubernamentales pue-
den acompañar técnicamente la preparación 
de propuestas y la posterior ejecución de los 
proyectos, caso en el cual es preferible que no 
estén directamente involucradas en la selec-
ción de aquéllas ni en la administración de los 
recursos de éstos. Puede ser conveniente una 
división de responsabilidades entre la institu-
ción pública u ONG que apoya técnicamente 
la formulación y eventualmente la ejecución 
de un proyecto a financiar mediante un fondo 
concursable y la instancia nacional o ente in-
ternacional que evalúa las propuestas y selec-
ciona proyectos sometidos a su consideración 
en una convocatoria abierta. Otra opción, en 
el caso de convocatorias por invitación u otras 
modalidades en las cuales se preseleccionan or-
ganizaciones de gestión territorial u otras cali-
ficadas para preparar propuestas, es que se dé 
acompañamiento técnico sostenido a lo largo 
del proceso, sujeto a una valoración externa 
del proyecto presentado y de los avances en su 
ejecución. También cabe la posibilidad de que 
el financiamiento otorgado a los proyectos se-
leccionados incluya recursos para la libre con-
tratación directa, por parte de la organización 
receptora de los fondos, del acompañamiento 
técnico requerido para su ejecución.

Diversas experiencias centroame-
ricanas, incluyendo las del Fondo 
Regional ECADERT, indican la con-
veniencia de diferenciar entre las 
instituciones u organizaciones que 
brindan acompañamiento técnico en 

el diseño y ejecución de proyectos, y 
las que evalúan propuestas o acceden 
directamente al financiamiento, espe-
cialmente en convocatorias abiertas. 
Algunas experiencias dentro y fuera 
de la región sugieren que puede ser 
apropiado que sean las propias orga-
nizaciones territoriales las que con-
traten el acompañamiento técnico 
requerido para ejecutar determinados 
proyectos.  También se ha encontrado 
que las convocatorias muy abiertas 
de fondos concursables generan ex-
pectativas poco realistas entre orga-
nizaciones de los territorios y pueden 
resultar desmotivantes al ser rechaza-
das posteriormente la gran mayoría 
de las propuestas. Por otra parte, hay 
experiencias positivas como la del te-
rritorio de la Cuenca de la Bahía de 
Jiquilisco, en El Salvador, donde el 
Grupo de Acción Territorial se en-
cargó de concertar con organizacio-
nes del territorio una sola propuesta 
integrada para el Fondo Regional 
ECADERT. La evolución de sucesivas 
convocatorias regionales de este úl-
timo transitó desde una apertura con-
siderable al inicio, aunque con ciertos 
requisitos, hacia convocatorias más 
dirigidas en términos temáticos y te-
rritoriales, por la conjugación de una 
creciente restricción en los recursos 
financieros disponibles para ellas y de 
lecciones derivadas de las convocato-
rias iniciales. 

En torno a la relación entre sectoriali-
dad e intersectorialidad y la gestión de 
fondos para el desarrollo territorial
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Los entes sectoriales, tanto agropecuarios 
como de otros sectores de la institucionali-
dad pública, pueden cumplir una función 
relevante en el acompañamiento técnico 
a iniciativas de desarrollo a financiar con 
recursos concursables. No obstante, al tra-
tarse de procesos de desarrollo integral de 
los territorios rurales, se requiere de arti-
culación intersectorial, tanto al interior de 
dicha institucionalidad como entre el sector 
público y la sociedad civil. Dependiendo de 
las características del territorio, de su estra-
tegia de desarrollo y de la naturaleza de los 
proyectos y procesos específicos, el liderazgo 
técnico puede corresponder a uno u otro ente 
público, en coordinación con otros según co-
rresponda. 

Algunas experiencias en países centro-
americanos, como en otros del Cono 
Sur, muestran la viabilidad de que pro-
gramas con enfoque territorial inicia-
dos en un ente sectorial agropecuario 
puedan articularse con otros sectores 
públicos, pero también que hay lími-
tes claros en cuanto a la amplitud de 
este tipo de articulación intersectorial 
y el volumen de recursos presupuesta-
rios que permite movilizar. Otras expe-
riencias político-institucionales dentro 
y fuera de la región han establecido 
mecanismos de coordinación supra-
ministeriales bajo la Presidencia de la 
República, con la consiguiente movili-
zación de recursos de los presupuestos 
de un conjunto de entidades. Una op-
ción alternativa es que la articulación 
y coordinación interinstitucional para 
el desarrollo territorial sea conducida 
por un ente responsable por la planifi-
cación nacional, con potestad de asig-

nar recursos del presupuesto nacional 
o de incidir directamente en dicha 
asignación, y de involucrar a distintos 
sectores de la institucionalidad pública. 
Bajo una u otra modalidad, es necesa-
rio movilizar las competencias técnicas 
requeridas por los proyectos e iniciati-
vas específicas y por los procesos en los 
cuales se inscriben.

En torno al fortalecimiento institucio-
nal de las organizaciones de gestión te-
rritorial

En general, es importante considerar la ca-
pacidades y limitaciones de la instituciona-
lidad territorial responsable de formular, 
supervisar o ejecutar propuestas de proyec-
tos, y contribuir a su fortalecimiento como 
instancias de gestión de los territorios rura-
les. En particular, conviene que las propues-
tas incluyan acciones concretas y recursos 
específicos para fortalecer las capacidades de 
las instituciones, organizaciones, grupos y 
redes participantes en el proceso de gestión 
del desarrollo del territorio, como también 
de las propias plataformas de concertación. 

La experiencia del Programa Regional 
de Formación de Capacidades de la 
ECADERT al respecto fue un paso ini-
cial, útil pero insuficiente, y en durante 
la ejecución de sucesivas convocatorias 
del Fondo Regional ECADERT se reco-
noció la necesidad de apoyar el fortale-
cimiento institucional u organizacional 
en los territorios participantes. Aun 
así, persistieron debilidades al respecto, 
que afectaron tanto la ejecución de los 
proyectos como los procesos de gestión 
social del desarrollo territorial.
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Se requiere, claramente, de programas 
y acciones nacionales para fortalecer en 
forma sostenida las capacidades especí-
ficas requeridas en los territorios priori-
zados. Varios programas y procesos de 
formación por parte de instituciones pú-
blicas nacionales responsables por apo-
yar técnicamente procesos de desarrollo 
en territorios rurales se han enfocado 
inicialmente en sus propios funciona-
rios, algo ciertamente bien necesario, 
pero también es muy importante pro-
mover el fortalecimiento de capacidades 
de los actores territoriales, redes y gru-
pos locales. En algunos países, como El 
Salvador, han sido relevantes al respecto 
diplomados en gestión del desarrollo lo-
cal o territorial impartidos por universi-
dades en distintas zonas. En otros, como 
Costa Rica, la institucionalidad pública 
busca fortalecer las capacidades de los 
individuos, grupos y organizaciones 
participantes en los CTDR.

Sobre la participación e inclusión en el di-
seño, ejecución y seguimiento de proyectos 
e iniciativas de desarrollo en los territorios

Inclusión de género, 
etaria e intercultural 
en la elaboración, 

selección y ejecución 
de proyectos

Participación de 
grupos con menor 

capacidad organizati-
va y de incidencia

inclusividad en 
proyectos para perso-

nas con discapacidad u 
otras en situación de 

vulnerabilidad 

Ampliación de 
escala de procesos 

derivados

Cumplimiento 
de metas e impacto 
en el desarrollo del 

territorio

Rendición de 
cuentas, auditoría 

social y seguimiento 
a procesos 
derivados 

Inclusión ciudadana 
en la gestión de 

proyectos y 
propuestas de 

inversión 

Inclusión 
socioproductiva, equi-
dad socioeconómica y 
formulación, financia-
miento y ejecución de 

proyectos 

En este apartado se sugieren algunos 
aprendizajes derivados de experien-
cias centroamericanas, referentes a 
la inclusividad, la continuidad y otras 
facetas del ciclo de diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de proyectos 
para el desarrollo de territorios rurales. 

En torno a la inclusión de género, eta-
ria e intercultural en la elaboración, 
selección y ejecución de proyectos espe-
cíficos

La inclusividad de género, etaria e inter-
cultural, de acuerdo con las características 
de cada país y territorio, ha de asegurarse 
mediante acciones concretas en proyectos e 
iniciativas para el desarrollo territorial, 
como también en el proceso de preparación 
y selección de las propuestas, e igualmente 
durante la ejecución, seguimiento y evalua-
ción de los proyectos financiados. Esto re-
quiere de medidas afirmativas acordes con 
los tipos y factores de exclusión existentes en 
los territorios, tanto históricamente como en 
la actualidad. En particular, es necesario 
asegurar una amplia y efectiva incorpora-
ción, a lo largo de dicho proceso, de grupos 
u organizaciones de mujeres y jóvenes rura-
les, las primeras generalmente excluidas o 
subordinadas y frecuentemente víctimas de 
diversos tipos de violencia, y los segundos en 
vías de exclusión por carencia de oportuni-
dades, situaciones amenazantes y presiones 
e incentivos materiales para su involucra-
miento en actividades ilegales. También se 
debe facilitar el involucramiento activo de 
personas adultas mayores, tomando en con-
sideración tanto la experiencia y perspectiva 
que aportan como la tendencia al enveje-
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cimiento de la población rural, la ruptura 
de continuidades intergeneracionales en el 
campo y el debilitamiento de redes de pa-
rentesco y apoyo mutuo por la emigración 
de los más jóvenes. En muchos territorios 
rurales es crucial abordar las exclusiones 
pluriseculares que han afectado a pueblos 
originarios, afrodescendientes y otros grupos 
étnicamente diferenciados y sujetos a rela-
ciones económicas, sociopolíticas y culturales 
de dominación. En aquellos territorios en 
los cuales hay una clara identidad étnica 
preponderante y donde las disparidades en 
el desarrollo del territorio respecto de otros 
reflejan una segregación socio-racial espa-
cializada, o donde hay una pluralidad de 
grupos étnicos o pueblos originarios y afro-
descendientes, los proyectos y procesos de in-
versión deben ser formulados, seleccionados 
y ejecutados con participación decisoria de 
sus representantes y consensuados con las 
autoridades tradicionales y comunidades 
correspondientes. 

La propuesta metodológica de la 
ECADERT plantea la necesidad de ac-
ciones longitudinales para la inclusión 
a todo lo largo del proceso de gestión 
social del desarrollo territorial y de 
programas a mediano plazo para lo-
grar que dicho proceso sea efectiva-
mente incluyente y que el desarrollo 
territorial aborde las exclusiones tanto 
históricas como emergentes de diver-
sos grupos de población en los territo-
rios rurales. Subraya especialmente la 
inclusión, con capacidad propositiva 
y decisoria, de las mujeres y jóvenes 
rurales y de los pueblos originarios y 
afrodescendientes, aunque hace refe-
rencia asimismo a las personas mayo-

res, con discapacidades o en situación 
de especial vulnerabilidad, y de traba-
jadores migrantes u otros con menor 
grado de organización o capacidad de 
incidencia. 

Por otra parte, diversas experiencias 
centroamericanas -al igual que otras 
sudamericanas con abordajes metodo-
lógicos similares- han mostrado que 
la inclusividad propuesta no se logra 
necesariamente, o se logra sólo par-
cialmente, en procesos e iniciativas de 
gestión social del desarrollo territorial 
que tienden a priorizar la participación 
de organizaciones formalmente cons-
tituidas como interlocutoras de los 
gobiernos locales e instituciones pú-
blicas. Lo aprendido en procesos terri-
toriales de la región advierte sobre la 
escasa consideración de los diversos ti-
pos de redes relevantes en el territorio, 
y en particular de las de índole infor-
mal que enlazan a personas o grupos 
menos organizados y con limitaciones 
para incidir en la toma de decisiones 
sobre la gobernanza territorial. La me-
todología de trabajo en los territorios 
debe incluir de manera explícita a 
las redes pertinentes, cualquiera que 
sea su grado de formalización, y ello 
resulta especialmente importante al 
formular y ejecutar proyectos, para 
contribuir a que los mismos sean efec-
tivamente incluyentes.

No es infrecuente que se cumpla de-
clarativa o nominalmente con deter-
minadas cuotas de participación vg. de 
mujeres, jóvenes o personas con disca-
pacidad por cuanto ello se establece en 
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cierta normativa o es requerida por un 
donante, sin que haya una efectiva re-
presentatividad, fortalecimiento organi-
zacional e incidencia significativa en la 
toma de decisiones. También sucede que 
se aprueban algunos fondos para pro-
yectos de corto alcance focalizados en 
determinados sectores de la población 
históricamente excluidos, mientras que 
el grueso de los recursos se canaliza ha-
cia propuestas e iniciativas de inversión 
que no necesariamente son incluyentes 
en términos de género, grupos etarios 
o etnicidades. Incluso se ha observado 
que proyectos presuntamente a cargo 
de mujeres son ejecutados por varones, 
debido a la persistencia de relaciones de 
tipo patriarcal; también cabe la posibili-
dad de que proyectos dirigidos a la ju-
ventud rural sean cooptados por otros, 
y se ha observado que en un territorio 
en el cual predomina determinada etnia 
haya autoridades civiles pertenecientes 
a otra, históricamente privilegiada, lo 
cual puede incidir en la orientación de 
los proyectos e iniciativas de desarro-
llo de los gobiernos locales o sus man-
comunidades. Por otra parte, diversas 
experiencias en la región sugieren que, 
al formular, seleccionar y ejecutar pro-
yectos de inversión para el desarrollo 
territorial, no es suficiente que haya al-
gunos enfocados en grupos de mujeres 
o jóvenes, o dirigidos a determinadas 
etnias, sino que se debe asegurar una 
efectiva inclusividad de género, etaria e 
intercultural -acorde con las caracterís-
ticas del territorio- en todo el proceso, 
en todos los proyectos y en todas las ini-
ciativas de desarrollo.

En torno a la inclusión socioproductiva 
y construcción de equidad socioeconó-
mica mediante la formulación, finan-
ciamiento y ejecución de proyectos e 
iniciativas de desarrollo en territorios 
rurales

Para que el desarrollo territorial, en gene-
ral, y los proyectos e iniciativas de inversión 
para impulsarlo, en particular, sean inclu-
yentes efectiva e integralmente, es necesario 
que partan de un reconocimiento de los fac-
tores de exclusión históricos y emergentes. 
Estos están asociados a desigualdades que 
tienden a profundizarse en lugar de dis-
minuir, y a disparidades intra- e inter-te-
rritoriales que limitan el acceso de amplios 
sectores de la población rural a oportunida-
des económicas y trabajo digno, a ingresos 
apropiados que permitan no sólo satisfacer 
necesidades básicas sino mejorar sustan-
cialmente la calidad de vida, al desenvol-
vimiento pleno de sus potencialidades y de 
sus contribuciones al desarrollo tanto de su 
territorio como de su país. Ello requiere de 
políticas y programas, recursos y proyectos 
capaces de generar opciones de inserción so-
cioproductiva bajo condiciones favorables 
que mejoren efectivamente los ingresos y el 
bienestar del grueso de las familias rurales, 
y de procesos orientados a reducir en forma 
significativa y sostenida, trascendiendo el 
mero asistencialismo, las desigualdades y 
exclusiones socioeconómicas. 

Experiencias en territorios focales y 
transfronterizos, en zonas histórica-
mente marginalizadas en la creación 
de oportunidades de trabajo digno, en 
la prestación de los servicios públicos y 
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en la satisfacción de necesidades básicas, 
indican que la conformación de organi-
zaciones de gestión territorial y la for-
mulación y ejecución de proyectos para 
impulsar el desarrollo de esos territorios 
son necesarias pero no suficientes para 
asegurar una mayor inclusión sociopro-
ductiva y equidad socioeconómica, o 
incluso el mejoramiento sustancial y 
perdurable de indicadores relacionados 
con los ingresos, la salud o la educación, 
entre otros. Con demasiada frecuencia 
se tiende a tratar los síntomas o manifes-
taciones de problemáticas estructurales, 
fuertemente arraigadas en relaciones 
económicas y de poder muy dispa-
res, en lugar de abordar estas últimas. 
Bajo tales condiciones, proyectos que 
no se inscriban en esfuerzos sociales, 
políticos e institucionales por generar 
transformaciones en dichas relaciones 
y atender las raíces de las exclusiones e 
inequidades, corren el riesgo de resul-
tar ineficaces para mejorar realmente 
las condiciones de vida y el bienestar 
de la población rural. Conviene, enton-
ces, reconocer los principales factores 
de exclusión e inequidad y explicitar la 
contribución esperada de los proyectos 
y programas de desarrollo a la inclusión 
socioproductiva y a la construcción pro-
gresiva de una mayor equidad socioeco-
nómica en los territorios rurales.  

En torno a la inclusión ciudadana en la 
gestión de proyectos y propuestas de in-
versión en el marco de estrategias, pla-
nes y procesos de desarrollo territorial

La inclusividad en el desarrollo territorial 
y en su gestión por parte de los actores so-

ciales, privados e institucionales, redes y 
grupos relevantes de un territorio supone y 
conlleva transformaciones en las maneras 
de tomar decisiones y en las modalidades de 
gobernanza. Obliga, asimismo, a abordar 
cuestiones medulares atinentes a la equi-
dad y el ejercicio del poder en las propias 
organizaciones de gestión territorial y en 
los procesos de desarrollo de cada territorio, 
incluyendo la formulación y ejecución de 
proyectos e iniciativas de inversión para im-
pulsarlos estratégicamente. La participación 
de la sociedad civil en diálogo con la insti-
tucionalidad pública y las instancias de go-
bierno nacionales, subnacionales y locales, 
bajo modalidades de gobernanza relacio-
nal, debe traducirse también en su involu-
cramiento activo, de maneras apropiadas, 
en la planificación y presupuestación de los 
recursos a invertir en el desarrollo de los te-
rritorios rurales, y en la gestión de proyectos 
de inversión orientados por una visión es-
tratégica concertada.  

Lograr la plena inclusividad en los pro-
cesos de gestión social del desarrollo 
territorial, y de manera más amplia en 
el desarrollo de los territorios rurales, 
sigue siendo una tarea pendiente den-
tro y fuera de la región. Los avances 
parciales hasta el momento en proce-
sos territoriales específicos o en las po-
líticas y programas institucionales para 
apoyarlos permiten identificar buenas 
prácticas y tipos de acciones a realizar. 
Pero la persistencia de exclusiones his-
tóricas o emergentes en los territorios, 
y de prácticas excluyentes en las pro-
pias organizaciones de gestión terri-
torial, obliga a reflexionar en mayor 
profundidad al respecto y a realizar au-
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tocríticas individuales y grupales, orga-
nizacionales e institucionales. También 
hay que elaborar e implementar pro-
puestas y abordajes más eficaces para la 
inclusividad en esos proyectos e inicia-
tivas. Es necesario redoblar esfuerzos 
personales y colectivos, para avanzar 
en forma significativa y sostenida hasta 
alcanzar la inclusión cabal de los diver-
sos grupos marginalizados o minimiza-
dos en la toma de decisiones, a lo largo 
del ciclo de formulación y ejecución, 
seguimiento y evaluación de proyectos 
e iniciativas de desarrollo en los terri-
torios, y en los beneficios de éste. Pero 
ello supone cambios sustanciales en las 
formas de gobernanza y de gestión, en 
los mecanismos de participación y, fi-
nalmente, en las relaciones de poder. 

En torno a la inclusividad en proyectos 
e iniciativas de desarrollo para perso-
nas con discapacidad u otras en situa-
ción de especial vulnerabilidad 

Es importante asegurar la participación 
efectiva en el proceso de formulación y eje-
cución de proyectos e iniciativas de desarro-
llo de individuos y grupos representativos 
o responsables de personas en situación de 
especial vulnerabilidad. Esto incluye a las 
personas de edad avanzada, quienes pueden 
requerir de ciertas facilidades y de un tipo de 
atención especializada que suele estar más 
disponible en centros urbanos que en zonas 
rurales. Es necesario considerar, asimismo, 
los intereses y necesidades específicas de in-
fantes en territorios rurales, donde es menos 
común que haya centros de cuido y atención 
nutricional. También atañe a determinados 

grupos de jóvenes en riesgo social, por diver-
sas razones, para los cuales es fundamental 
contar con apoyo y oportunidades. 

Y quienes tienen capacidades diferen-
tes o determinados tipos de discapaci-
dades, dificultades o retos especiales, 
deben igualmente ser considerados al 
elaborar e implementar iniciativas de 
desarrollo, tomando en consideración 
las situaciones particulares que enfren-
tan en los territorios rurales. 

En el plano normativo hay avances 
considerables, aunque dispares, en po-
líticas y programas para la inclusión 
respecto de poblaciones con discapaci-
dad en los países de la región, y en algu-
nos de ellos hay directrices al respecto 
en lo referente a las iniciativas de desa-
rrollo, en el caso de Costa Rica refleja-
das en la reglamentación de la ley del 
INDER en cuanto a la composición de 
los Consejos Territoriales de Desarrollo 
Rural. Sin embargo, hay un riesgo real 
de que se designe a personas no nece-
sariamente representativas de grupos, 
redes u organizaciones de personas con 
discapacidad, sino más bien de la ins-
titucionalidad pública correspondiente. 
Esta última tendría que trabajar acti-
vamente en la construcción de meca-
nismos de representación apropiados y 
viables, tomando en consideración las 
particularidades de distintos grupos es-
pecíficos.

La participación de representantes de 
otros grupos en situación de vulnerabi-
lidad es menos frecuente y no suele es-
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tar normada, por lo cual se requiere de 
procesos de sensibilización al respecto, 
tanto entre quienes impulsan proyec-
tos u otras iniciativas locales como 
entre quienes dan acompañamiento 
técnico o proveen recursos financie-
ros. En general, es necesario conocer 
y comprender las situaciones particu-
lares que enfrentan dichos grupos en 
los territorios rurales, acordar los tipos 
de acciones a realizar para atenderlas, y 
valorar la forma más apropiada de con-
siderarlas en proyectos u otras iniciati-
vas de desarrollo.

En torno a la participación de grupos 
con menor capacidad organizativa y de 
incidencia

Quienes por su movilidad geográfica e ines-
tabilidad laboral tienen menor capacidad 
organizativa y de incidencia, como los tra-
bajadores y trabajadoras migrantes, suelen 
estar ausentes en las organizaciones de ges-
tión territorial y rara vez se consideran en 
los proyectos u otras iniciativas de desarro-
llo. Es importante fortalecer sus capacidades 
organizativas, de articulación en redes y de 
incidencia, a fin de que puedan participar 
eficazmente en la formulación y ejecución 
de proyectos, tanto enfocados en sus reque-
rimientos específicos como de índole general.

La población migrante centroameri-
cana en general, y la de trabajadores 
y trabajadoras estacionales en particu-
lar, suele tener bajos niveles organi-
zativos y limitada o nula capacidad de 
incidencia en la gobernanza territorial. 
Por consiguiente, tiene poca o ninguna 

participación en el diseño y ejecución 
de proyectos e iniciativas de desarro-
llo. Es necesario que puedan tomar la 
palabra, formular propuestas desde su 
perspectiva e involucrarse en la elabo-
ración de otras de índole más general. 
Se requiere de mecanismos que permi-
tan expresar sus necesidades y valorar 
sus contribuciones actuales y potencia-
les al desarrollo del territorio. Cabe for-
talecer sus capacidades organizativas y 
de incidencia, principalmente a través 
del reconocimiento y afianzamiento de 
sus redes u otros procesos asociativos 
y posibilitando su vocería en las orga-
nizaciones de gestión territorial, en la 
elaboración de propuestas estratégicas 
y en la concretización de proyectos e 
iniciativas de desarrollo territorial. 

En torno a la rendición de cuentas, au-
ditoría social y seguimiento a procesos 
derivados de proyectos de inversión 
para el desarrollo territorial

Durante la ejecución de proyectos de desa-
rrollo territorial es indispensable una ren-
dición de cuentas transparente y periódica 
al interior de la respectiva organización o 
plataforma de concertación, como también a 
los grupos de población involucrados o inte-
resados en ellos, y mecanismos o procesos de 
auditoría social para valorar sus avances, 
logros o dificultades. 

Al ejecutar proyectos de desarrollo en 
territorios rurales centroamericanos 
suele haber informes periódicos y fi-
nales a los donantes o a los entes ins-
titucionales correspondientes, pero es 
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menos frecuente que se rinda cuentas 
regularmente a los grupos, redes u or-
ganizaciones concernidos, y menos aun 
que se sometan a procesos de auditoría 
social por parte de una plataforma de 
concertación territorial u otras instan-
cias ampliamente representativas de 
los actores colectivos e institucionales 
del territorio. Es necesario promover 
la cultura organizacional correspon-
diente, generar buenas prácticas de 
auditoría participativa de proyectos e 
iniciativas de desarrollo, y normalizar-
las en la gestión social de éste.  

Es importante que las propuestas de 
proyectos y los mecanismos de acompa-
ñamiento técnico a su formulación y eje-
cución prevean el seguimiento posterior 
a su finalización, pero lograr la continui-
dad de los procesos asociados a un pro-
yecto o promovidos por él requiere de su 
integración efectiva en transformaciones 
territoriales de más largo aliento.

Aunque es común que los proyectos en 
territorios centroamericanos prevean 
acciones de seguimiento, como se hace 
también en otras latitudes, las mismas 
suelen ser de alcance limitado y usual-
mente no se proyectan hacia el mediano 
plazo. Un problema frecuente en iniciati-
vas de desarrollo en esta región, como en 
otras, es que una vez concluido un pro-
yecto se descontinúan las acciones o pro-
cesos impulsados por él, o se desconoce 
si se logró generar dinámicas autososte-
nidas. En la medida en que sea parte de 
un plan o estrategia de desarrollo, con-
viene que haya claridad sobre cómo ha 

de articularse con ellos y cómo se espera 
lograr la continuación de los cambios o 
iniciativas en cuestión. Una opción es 
que se inscriban en programas en los 
cuales haya una secuencia de proyectos 
concatenados; también pueden vincu-
larse a proyectos o procesos de mayor 
envergadura, vg. para impulsar determi-
nado motor de desarrollo territorial. 

En torno a la relación entre cumpli-
miento de metas e impacto en el desa-
rrollo del territorio

El cumplimiento de las metas establecidas 
en un proyecto no asegura necesariamente 
el logro de transformaciones sustanciales, 
que usualmente no son verificables en el 
momento de finalización del mismo, sino 
que requieren de un tiempo mayor. Es po-
sible que varios proyectos, acciones o inicia-
tivas contribuyan al logro de determinado 
impacto a mediano plazo. Es útil, pero nada 
fácil, constatar cuál fue el aporte de cada 
proyecto a dicho cambio en la situación que 
se requiere transformar. La rendición de 
cuentas a los donantes o a las instituciones 
proveedoras de fondos para proyectos tiende 
a estar enfocada en proyectos específicos y 
resultados inmediatos, mientras que los 
cambios más significativos en un territorio 
requieren de una convergencia entre múl-
tiples iniciativas en períodos relativamente 
prolongados. Puede ser conveniente recono-
cer de manera explícita dichas sinergias y 
constatar su contribución conjunta al logro 
de ciertos impactos o transformaciones.

En la región del SICA se constata la 
dificultad para trascender la verifica-
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ción del cumplimiento de metas de 
los proyectos para evaluar los impac-
tos logrados en determinadas facetas 
del desarrollo del territorio, y de es-
tablecer relaciones causales unívocas 
entre sus resultados inmediatos y me-
diatos, dado que en estos últimos sue-
len confluir otros procesos y factores. 
Ello se acentúa, en el marco del pro-
ceso ECADERT, por la discontinuidad 
en determinados apoyos financieros 
y técnicos en el plano regional, por la 
falta de claridad sobre la pertinencia y 
relevancia de este tipo de seguimiento, 
y por la interrupción del mismo en lo 
referente al Plan Regional para la eje-
cución de la ECADERT.  

La institucionalidad pública nacional 
en varios países ha asumido la tarea 
de dar seguimiento a procesos e indi-
cadores de desarrollo en los territorios 
priorizados, aun cuando no sea factible 
determinar los impactos de proyectos 
específicos en ellos. En Costa Rica, el 
INDER ha establecido un sistema de 
seguimiento y evaluación de la gestión 
del desarrollo en todos los territorios 
rurales del país, y en los demás países 
se cuenta al menos con indicadores a 
escala municipal, que pueden incor-
porarse al seguimiento de procesos de 
desarrollo en territorios supramunici-
pales. Aun cuando resulte difícil esta-
blecer una relación de causalidad entre 
un proyecto particular a corto plazo y 
determinado impacto a mediano o más 
largo plazo, cabe la posibilidad de valo-
rar el impacto agregado de un conjunto 
o secuencia de proyectos en ciertos as-
pectos del desarrollo de un territorio. 

En torno a la ampliación de escala de 
procesos derivados de proyectos e ini-
ciativas de desarrollo en territorios 
rurales

Al diseñar y ejecutar proyectos para im-
pulsar determinadas transformaciones en 
un territorio rural, es importante que se 
prevean e implementen mecanismos para 
socializar aprendizajes o buenas prácticas 
identificadas y ampliar posteriormente la 
escala de los procesos de cambio dentro y 
fuera del territorio. Además del escala-
miento horizontal, hacia otras zonas del 
territorio u otros territorios, y del escala-
miento vertical mediante políticas o pro-
gramas institucionales, cabe considerar 
desde el diseño de los proyectos su inser-
ción en dinámicas multiescalares, como 
las de redes y procesos de innovación te-
rritorial. 

La ECADERT previó la ampliación 
progresiva del número de territorios 
focales en cada país, así como la in-
corporación del enfoque territorial en 
las políticas y programas de desarrollo 
rural en los distintos países. El grado 
de avance en ambos tipos de escala-
miento ha sido muy dispar de un país 
a otro, con un incremento gradual de 
los territorios priorizados en algunos 
países y la introducción del abordaje 
territorial en ciertas políticas naciona-
les. La experiencia de Costa Rica, con 
la ley de transformación del INDER 
y la territorialización de todo el país 
después de una ampliación gradual 
del numero de territorios priorizados, 
sugiere la conveniencia de combinar 
ambos tipos de escalamiento. 
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Por otra parte, en Centroamérica hay 
varias experiencias regionales y na-
cionales en sistemas de innovación 
formalizados, enfocados en aspectos 
relacionados con el desarrollo de los 
territorios rurales, pero se ha prestado 
menos atención a las redes locales o 
territoriales de innovación, con me-
nor grado de formalización. Sería muy 
deseable y pertinente abordar la natu-
raleza multiescalar de los procesos de 
innovación territorial en la región y en 
cada país, para potenciar las relaciones 
sinérgicas entre innovaciones en loca-
lidades específicas, territorios munici-
pales o supramunicipales, regiones y el 
ámbito nacional, valorizando tanto las 
redes de intercambio de experiencias, 
vg. entre experimentadores campesi-

nos, como los sistemas de innovación 
territoriales, regionales y nacionales.

Referentes al financiamiento de 
proyectos territoriales mediante fondos 
concursables

Concepción de un 
fondo regional 

para el DT

Procedimientos 
competitivos o no 

para el financimien-
to de iniciativas 

específicas

Recursos 
reembolsables o no 

para iniciativas de DT 
a distintas escalas

Continuidad y 
ampliación de los 

procesos apoyados 
por fondos concursa-

bles en los 
territorios

Ritmos y desfases en 
procesos relaciona-

dos con fondos 
concursables para 

el DT

Financimiento de la 
operación de fondos 

concursables

Relación con 
agencias de coope-
ración en el diseño e  
implementación de 
un fondo regional

Funciones de 
un fondo 

concursable 
para el DT

Diseño y 
reglamentación de 

un fondo 
competitivo para 

el DT

Figura 5
Territorios focales priorizados durante la ejecución inicial de la 

ECADERT en la región del SICA
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Aquí se comparten varios aprendizajes 
derivados de la experiencia de sucesi-
vas convocatorias del Fondo Regional 
ECADERT. Los mismos guardan rela-
ción con su concepción, su naturaleza, 
propósito y funciones; diseño y regla-
mentación; procedimientos y financia-
miento. También atañen a su evolución 
metodológica y su relación con proce-
sos territoriales, proyectos y planes, así 
como el ritmo y la continuidad de los 
procesos, el seguimiento, la sistemati-
zación de experiencias y la evaluación 
de resultados e impactos, entre otros 
aspectos. 

En torno a la concepción de un fondo 
regional para el desarrollo territorial

La manera de concebir un fondo concursa-
ble en el marco de un sistema de integración 
o una instancia regional difiere necesaria-
mente de un fondo nacional o subnacional 
asociado a determinada institución que de-
cide optar por esta modalidad para recibir 
y valorar propuestas o proyectos que finan-
ciará con recursos propios. Si un fondo re-
gional para el desarrollo de los territorios 
rurales es propuesto o apoyado por una 
agencia de cooperación internacional, la 
concepción que al respecto tenga ella influirá 
necesariamente en su diseño e implementa-
ción, pero es importante que el mecanismo 
de integración o instancia regional tenga la 
responsabilidad y potestad de definir sus ca-
racterísticas y procedimientos en concordan-
cia con los requerimientos y posibilidades 
regionales, nacionales y territoriales. 

En el diseño original del Fondo Regional 
de la ECADERT, bajo la coordinación 

de la Secretaría Ejecutiva del Consejo 
Agropecuario Centroamericano (Se-
CAC), se combinaron algunas direc-
trices de la agencia donante inicial 
(AECID), insumos de un organismo 
internacional de cooperación técnica 
(IICA) basados en experiencias ante-
riores, y aportes hechos por integran-
tes de la Comisión Regional para la 
Ejecución de la ECADERT en un taller 
para ese propósito. En convocatorias 
posteriores con recursos de otras en-
tidades donantes (principalmente la 
cooperación taiwanesa y AACID), se 
ajustaron las prioridades temáticas y 
coberturas geográficas en concordan-
cia con los requerimientos y priorida-
des de éstas. Más allá de la función de 
SE-CAC como secretaría técnica con 
un mandato institucional al respecto, 
la articulación del Fondo Regional con 
instancias del Sistema de la Integración 
Regional (SICA) fue mínima o nula 
tanto en su diseño como en su imple-
mentación. 

Es necesario tener de una concepción 
clara, definida desde la fase inicial, so-
bre la naturaleza, propósito y funciona-
miento del fondo concursable, aunque 
la misma podrá evolucionar por la ex-
periencia de su implementación y los 
aprendizajes que ésta vaya generando, 
como también por la dinámica de los 
procesos en los cuales se inscribe o a los 
cuales pretende contribuir. 

Al aprobarse la ECADERT, se propuso 
establecer un “fondo multiagencial de 
financiamiento para la implementación 
de la ECADERT, cuyo diseño y opera-



58 Cuaderno de trabajo 19

ción será́ una de las primeras tareas 
a ejecutar de la Estrategia. Este fondo 
dará́ una especial atención a aquellas 
iniciativas surgidas desde los mismos 
territorios centroamericanos producto 
de una alianza entre la sociedad civil, 
los gobiernos locales y los gobiernos 
centrales, en las cuales los Grupos de 
Acción Territorial para el desarrollo 
rural juegan un papel muy relevante. 
Podrá́ recibir aportes tanto de agen-
cias de cooperación financiera como de 
países, y establecerá́ mecanismos con-
cursables con criterios que tomen en 
consideración la calidad, relevancia y 
viabilidad de las propuestas, así́ como 
su pertinencia y relación con los planes 
de desarrollo de los territorios prioriza-
dos.”  (CAC, 2010, p. 94)

En el diseño del Fondo Regional, se pla-
neó como objetivo general “contribuir 
a materializar el desarrollo rural terri-
torial mediante recursos y acciones de 
apoyo en líneas de acción priorizadas en 
el marco de la ECADERT, así como su 
articulación en los ámbitos territorial, 
nacional y regional.” Como objetivos 
específicos, se propuso: “i. Cofinanciar a 
nivel territorial iniciativas innovadoras 
y dinamizadoras con visión estratégica 
para impulsar y apoyar el desarrollo ru-
ral territorial, en los países miembros del 
Consejo Agropecuario Centroamericano 
(CAC). ii. Desarrollar las capacidades 
para la gestión territorial de los acto-
res claves institucionales y sociales. iii. 
Apoyar la ejecución de planes de desa-
rrollo territorial, programas y proyectos 
de inversión. iv. Complementar esfuer-

zos con programas, proyectos, fondos 
u otras iniciativas relacionadas con el 
desarrollo rural territorial con objeti-
vos similares a la ECADERT.” (SE-CAC, 
2011, p. 7)

La experiencia de sucesivas convoca-
torias del Fondo Regional y de la eje-
cución de 43 proyectos en territorios 
de los ocho países del SICA mostró 
por una parte la posibilidad de con-
tribuir en forma delimitada a los pro-
pósitos concretos planteados en ellos. 
Por otra parte, evidenció la dificultad 
de asegurar que los proyectos aporten 
efectivamente a procesos enmarcados 
en planes o estrategias de desarrollo a 
mediano o más largo plazo, en parte 
por la tendencia a priorizar localmente 
acciones e inversiones para atender 
necesidades específicas e inmediatas, 
acentuada por los reducidos montos y 
los plazos de ejecución anuales. 

Conviene conocer previamente otras expe-
riencias de fondos concursables en áreas 
afines, identificar lecciones aprendidas per-
tinentes y buenas prácticas aplicables en el 
contexto regional, y diseñar un mecanismo 
apropiado para las condiciones, requeri-
mientos y posibilidades de las entidades 
participantes. Este diseño debe ser flexible y 
ajustarse en respuesta a los aciertos, errores 
y aprendizajes en cada fase de ejecución. 

Al diseñar el Fondo Regional ECADERT, 
se tomaron en cuenta algunas expe-
riencias anteriores, tanto de la entidad 
donante inicial como de la agencia de 
cooperación técnica, no así de los paí-
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ses participantes. Esto último limitó 
la realimentación entre experiencias 
de la institucionalidad pública de los 
Estados miembro del SICA y del Fondo 
Regional. 

Después de su cada una de sus con-
vocatorias, se introdujeron ajustes en 
las bases de las mismas y en otros as-
pectos del funcionamiento del Fondo 
Regional. También fueron precisándose 
determinados requerimientos para las 
organizaciones participantes y proyec-
tos, y se revisaron procedimientos de 
aprobación, ejecución y seguimiento. 
Se transitó desde convocatorias abier-
tas hacia convocatorias por invitación, 
se flexibilizó los tipos de inversión, y 
se incorporó un elemento de fortaleci-
miento institucional u organizacional 
en los territorios. 

En el caso de un fondo concursable asociado 
a un mecanismo de integración regional, su 
continuidad a mediano y más largo plazo 
requiere de aportes de los Estados miembro 
de éste o de su instancia asociativa regional. 
Los aportes de agencias de cooperación bi-
laterales o multilaterales pueden ser deci-
sivos en la fase inicial, y podrían cumplir 
una función complementaria en fases sub-
siguientes, para dar seguimiento a determi-
nados procesos o asegurar acompañamiento 
técnico regional, pero los países y el órgano 
de integración deben asumir la responsabi-
lidad principal por su financiamiento, como 
también en su conducción. Es deseable, asi-
mismo, establecer mecanismos de coordi-
nación o enlace entre fondos concursables 
nacionales y regionales, de manera que se 
complementen para apoyar procesos de de-

sarrollo en territorios locales, transfronteri-
zos o plurinacionales.  

Aunque hubiera sido deseable, no 
se logró articular el Fondo Regional 
ECADERT con fondos de desarrollo 
o procesos de financiamiento de pro-
yectos en los países para iniciativas de 
organizaciones de gestión territorial 
en ellos. Tampoco fue posible obte-
ner aportes de los Estados miembros 
del SICA o del propio mecanismo de 
integración para el financiamiento 
sostenido del Fondo Regional, como 
estaba previsto originalmente. Las con-
vocatorias realizadas fueron posibles 
por aportes sucesivos de tres agencias 
de cooperación internacional, y en la 
práctica ha dejado de operar después 
de la cuarta, aunque se mantienen re-
laciones colaborativas con al menos 
una de ellas en territorios específicos, 
y SE-CAC continuó explorando opcio-
nes de financiamiento para proyectos y 
procesos en la región.

En torno a las funciones de un fondo 
concursable para el desarrollo territorial

Un fondo concursable puede cumplir dis-
tintas funciones en apoyo al desarrollo de 
territorios rurales, incluyendo la solución 
de necesidades específicas, preferiblemente 
priorizadas de manera participativa en 
función de un balance de situación del te-
rritorio y de los “cuellos de botella” para su 
desarrollo; el aprovechamiento de determi-
nadas oportunidades, identificadas y selec-
cionadas por su contribución potencial a ese 
desarrollo, o la consecución de recursos para 
emprender una iniciativa considerada prio-
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ritaria e impulsar un motor de desarrollo 
territorial. Otras funciones relevantes inclu-
yen el fortalecimiento de capacidades orga-
nizacionales e individuales, la motivación 
de las personas y grupos participantes en 
un proceso de gestión social del desarrollo, 
la construcción de alianzas para formular 
propuestas y ejecutar proyectos u otras ini-
ciativas de desarrollo, y la incidencia en el 
direccionamiento de la inversión pública y 
también privada en el territorio. 

Experiencias centroamericanas subra-
yan la importancia de que los fondos 
concursables incluyan componentes de 
fortalecimiento institucional u organi-
zacional.  En la fase inicial del Fondo 
Regional, los recursos debían orientarse 
primordialmente hacia inversiones 
productivas, pero las organizaciones no 
estaban necesariamente en capacidad 
de ejecutarlos eficazmente y lograr los 
beneficios esperados; en convocatorias 
posteriores se optó por incluir en los 
proyectos recursos para fortalecimiento 
organizacional y de capacidades. 

Al preparar propuestas para el Fondo 
Regional, algunos Grupos de Acción 
Territorial (GAT) realizaron invita-
ciones abiertas a todas sus organiza-
ciones miembro, e incluso a otras del 
territorio, a elaborar proyectos, con lo 
cual se generaron altas expectativas 
y múltiples propuestas, de las cua-
les sólo podría financiarse una o dos, 
usualmente puntuales y referidas a las 
necesidades de un grupo específico. La 
opción de algunos GAT de restringir el 
número de propuestas e invitar a va-

rias organizaciones a coaligarse, y en 
al menos un caso la de elaborar en el 
seno del GAT un solo proyecto, con-
tribuyó tanto a la calidad y pertinen-
cia de la propuesta al Fondo Regional 
como a reforzar convergencias y lazos 
cooperativos entre grupos u organiza-
ciones del territorio. 

Las funciones de un fondo competitivo para 
múltiples territorios han de responder, por 
una parte, a su propósito general, y por otra 
parte adecuarse a condiciones, requerimien-
tos y prioridades territorialmente diferen-
ciados. En una región plurinacional con 
situaciones locales y dinámicas territoriales 
muy diversas, los lineamientos comunes de 
un fondo concursable regional deben incor-
porar la flexibilidad necesaria para ade-
cuarse a las características, problemáticas y 
posibilidades de los territorios y de las or-
ganizaciones participantes, como también a 
las distintas situaciones nacionales.

En las convocatorias del Fondo Regional 
ECADERT se establecieron bases comu-
nes para los territorios y organizaciones 
de gestión territorial de todos los paí-
ses, así como procedimientos comunes 
de selección, ejecución y seguimiento 
de las propuestas en cada país. La gran 
diversidad de situaciones territoriales 
y de las Comisiones Nacionales para la 
Ejecución de la ECADERT o entidades 
análogas hizo que se diferenciara, en 
la práctica, la implementación de esas 
bases y procedimientos, ajustándose a 
las condiciones de los distintos Grupos 
de Acción Territorial de un mismo país 
y a las características de las Comisiones 
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Nacionales. Ello fue, a la larga y en 
términos generales, positivo para la 
identificación, selección, ejecución y 
seguimiento de los proyectos a finan-
ciar, aunque en algunos casos se des-
viasen un tanto del propósito original.   

En torno al diseño y reglamentación de 
un fondo competitivo para el desarrollo 
territorial

Al diseñar y reglamentar un fondo con-
cursable para el desarrollo territorial cabe 
tomar en consideración experiencias y 
aprendizajes anteriores dentro y fuera del 
país o región, pero no se deben trasladar 
mecánicamente modelos de fondos competi-
tivos del exterior. Es necesario que el diseño 
y normas de funcionamiento de cada fondo 
respondan a los requerimientos, caracte-
rísticas y posibilidades de la región, país o 
conjunto de territorios, y sea acorde con la 
naturaleza de las organizaciones, procesos 
e iniciativas que se busca apoyar, y consis-
tente con su propósito ulterior de impulsar 
el desarrollo integral y sustentable de los 
territorios rurales.

Durante la fase de diseño y reglamen-
tación de un fondo concursable, es 
importante realizar consultas a insti-
tuciones públicas y organizaciones de 
sociedad civil en el país o países, y si 
fuera del caso en territorios preselec-
cionados, para recabar experiencias y 
aprendizajes pertinentes, y valorar la 
pertinencia y viabilidad de una u otra 
modalidad de convocatoria. Varias 
experiencias nacionales y regionales 
centroamericanas al respecto, inclu-
yendo fondos asociados a proyectos 

internacionales o a un instrumento de 
política regional como la ECADERT, 
sugieren que es conveniente realizar 
consultas amplias y sustantivas a en-
tidades públicas, fundaciones y ONG 
que han diseñado e implementado 
mecanismos concursables, como tam-
bién a organizaciones sociales y de 
gestión territorial, y tomar muy en 
cuenta sus aprendizajes anteriores. 
También es pertinente estudiar casos 
documentados o procesos sistematiza-
dos, balances valorativos o evaluati-
vos, y otra documentación pertinente. 
Los equipos encargados del diseño ini-
cial de un fondo concursable para el 
desarrollo territorial deben ser inter-
disciplinarios, intersectoriales e inte-
rinstitucionales, con una composición 
acorde con la naturaleza y propósito 
del mismo. Su propuesta ha de ser va-
lidada críticamente mediante consul-
tas a grupos y entidades interesados 
en ella, con miras a su revisión final 
y aprobación por las instancias corres-
pondientes.

Cabe considerar la posibilidad de que 
las convocatorias no sean completa-
mente abiertas sino delimitadas y diri-
gidas en función de lo que se requiere 
y es posible hacer en distintos territo-
rios o países. Ello puede facilitar, asi-
mismo, la diferenciación de las bases 
de las convocatorias y de los procedi-
mientos de selección, ejecución y se-
guimiento de proyectos en cada país, 
e incluso entre territorios en los cuales 
haya condiciones organizacionales o 
situaciones territoriales muy distintas. 
La evolución progresiva de las convo-
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catorias del Fondo Regional ECADERT 
en esta dirección, por una conjunción 
de factores -incluyendo aprendizajes 
derivados de las primeras y una menor 
disponibilidad de recursos- mostró su 
viabilidad y pertinencia bajo las condi-
ciones dadas y para sus propósitos par-
ticulares.

La influencia de las entidades que aportan 
recursos financieros o apoyo técnico en el 
diseño de un fondo concursable puede tener 
efectos tanto positivos como negativos, por 
la mayor o menor pertinencia y viabilidad 
de los planteamientos derivados de su pro-
pia experiencia, en aspectos como las mo-
dalidades y características del mecanismo 
competitivo, los procesos y requerimientos, 
o los plazos de ejecución y la flexibilidad al 
respecto. 

Los donantes suelen tener un con-
junto de orientaciones, directrices 
y normativas sobre los fondos con-
cursables a financiar, basados en lo 
que consideran que ha funcionado 
mejor anteriormente, bajo condicio-
nes que no siempre son análogas a 
las de la región, países y territorios 
en cuestión. En el marco del SICA, 
dichos donantes suelen ser europeos 
o asiáticos, por lo cual sus referentes 
originales pueden ser experiencias 
de ultramar, aunque como agencias 
de cooperación algunas de ellas han 
acumulado aprendizajes de procesos 
anteriores en la región, o bajo condi-
ciones similares. Se requiere, en todo 
caso, de un diálogo al respecto y de 
un proceso de concertación acerca 

de la modalidad más apropiada, to-
mando en cuenta experiencias perti-
nentes y valorando la viabilidad de lo 
propuesto en el contexto correspon-
diente. 

En torno a los procedimientos compe-
titivos o no para el financiamiento de 
iniciativas específicas

Las convocatorias competitivas pueden o no 
ser la opción más apropiada para asignar 
recursos en apoyo a iniciativas de desarrollo 
de territorios rurales, de acuerdo con las ca-
racterísticas de éstos, de los procesos en curso 
en ellos y del tipo de inversión que se re-
quiere para viabilizarlas, como también de 
los propósitos de las entidades y organizacio-
nes involucradas. En el caso de fondos con-
cursables, es pertinente valorar en cada caso 
si conviene una convocatoria abierta o por 
invitación a un conjunto de organizaciones 
precalificadas. También cabe considerar la 
posibilidad de brindar algún asesoramiento 
técnico durante el proceso de elaboración de 
propuestas, en particular si algunas organi-
zaciones elegibles tienen menor experiencia 
en la formulación de proyectos y se requiere 
de fortalecimiento de capacidades específicas 
para ello.

Es posible, como se ha concluido a 
propósito de algunas experiencias cen-
troamericanas, que se requiera de una 
fase previa de fortalecimiento organi-
zacional y de capacidades de formu-
lación y ejecución de proyectos, antes 
de que las organizaciones locales pue-
dan participar efectiva y exitosamente 
en convocatorias concursables. Obviar 
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esta necesidad puede tender a cana-
lizar recursos primordialmente hacia 
determinadas organizaciones ya con-
solidadas y con experiencia anterior en 
convocatorias y proyectos de este tipo, 
en detrimento de grupos y redes rele-
vantes, pero con menor grado de for-
malización y desarrollo organizacional.

Puede ser deseable un proceso de ex-
ploración inicial y valoración de las 
organizaciones que podrían ser elegi-
bles para preparar propuestas prelimi-
nares o perfiles de proyecto, con o sin 
asesoramiento directo, para realizar 
entonces una preselección y un acom-
pañamiento técnico posterior para la 
elaboración, ejecución y seguimiento 
de proyectos a financiar por parte del 
fondo en cuestión. Este asesoramiento 
puede ser brindado por la entidad res-
ponsable de la convocatoria, por una 
entidad pública nacional, o por una 
fundación u organización no guber-
namental. Para que ello sea factible, es 
necesario considerar y prever los cos-
tos asociados, que pueden ser compar-
tidos, vg. mediante la combinación de 
recursos humanos de una institución u 
ONG y recursos financieros del propio 
fondo concursable para sufragar gastos 
de desplazamiento y estadía en el te-
rritorio. Es importante, asimismo, ase-
gurar que los proyectos de desarrollo 
territorial a financiar estén asociados a 
motores o impulsores del mismo y que 
se inserten claramente en la estrategia 
y plan de desarrollo del territorio. El 
acompañamiento técnico a las organi-
zaciones de gestión territorial durante 
la fase de identificación y elaboración 

de propuestas puede contribuir a que 
efectivamente sea así.   

La cuarta y última convocatoria del 
Fondo Regional no fue competitiva 
sino dirigida, enfocada en tres territo-
rios específicos y en proyectos concer-
tados con las organizaciones locales, la 
entidad donante y una ONG interna-
cional que brindaría acompañamiento 
técnico.  A ello contribuyeron tanto 
los aprendizajes derivados de convoca-
torias anteriores como la disminución 
de los recursos disponibles y la partici-
pación de otra agencia de cooperación 
(AACID) y una organización no guber-
namental (Ayuda en Acción, AeA) con 
capacidad y disposición de dar apoyo 
técnico sostenido en determinados te-
rritorios. Esto permitió, efectivamente, 
insertar más claramente los proyectos 
en procesos y estrategias de desarrollo 
territorial, y concertar con las organi-
zaciones de gestión territorial los pro-
yectos a financiar e impulsar.  

En torno a la relación con agencias 
de cooperación en el diseño e imple-
mentación de un fondo regional para 
el desarrollo territorial financiado por 
donantes

Cuando los recursos nacionales son insufi-
cientes o no están disponibles para financiar 
el conjunto de iniciativas para el desarro-
llo de los territorios de uno o varios países, 
las agencias de cooperación pueden cumplir 
una función complementaria y temporal, 
sin sustituir a los sistemas públicos de pre-
supuestación ni a la institucionalidad res-
ponsable por dicho desarrollo. Esto puede 
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hacerse mediante instancias regionales, pro-
yectos internacionales o cooperación bilate-
ral, durante una fase inicial, pero conviene 
impulsar desde un principio el involucra-
miento activo de dicha institucionalidad y 
promover compromisos efectivos de inversión 
pública progresiva en apoyo a iniciativas de 
desarrollo en los territorios rurales. 

Los donantes pueden facilitar fon-
dos, usualmente no reembolsables, en 
apoyo a iniciativas que no es posible fi-
nanciar con recursos del erario público, 
aunque su volumen será limitado en 
términos de cantidad y temporalidad, 
como sucedió en la región del SICA 
con los recursos del Fondo Regional. 
Este originalmente debía ser multia-
gencial, y se esperaba movilizar re-
cursos de inversión importantes, pero 
en cada convocatoria hubo una sola 
agencia donante, y no se logró involu-
crar activamente a la institucionalidad 
pública de los países participantes, a 
excepción de los integrantes de las res-
pectivas Comisiones Nacionales para la 
ejecución de la ECADERT. 

En cada país, es importante que se esta-
blezcan mecanismos para financiar inicia-
tivas de desarrollo en los territorios, pero 
en instancias o mecanismos de integración 
como el centroamericano, puede resultar 
complejo financiar con recursos de los paí-
ses un fondo regional, por lo cual ha sido 
necesario recurrir a financiamiento inter-
nacional. 

En el marco de la ECADERT no se lo-
gró que los Estados miembro del SICA 

aportaran recursos al Fondo Regional, 
los cuales de todas formas tendrían que 
haberse invertido en el país respectivo, 
pues resultaría inviable, política y legal-
mente, que fondos públicos de un país 
centroamericano se invirtieran en otro 
u otros. Por otra parte, cada país conti-
nuó realizando inversiones públicas en 
el desarrollo de sus territorios rurales, 
y en el caso de Costa Rica se estable-
ció un fondo, con recursos del INDER 
y administrado por dicha entidad, para 
apoyar iniciativas de organizaciones de 
gestión territorial. 

En la medida en que los países miem-
bro del SICA hicieran contribuciones 
sustanciales al mecanismo de integra-
ción y sus programas, cabría la posibi-
lidad de que por intermedio del SICA 
puedan financiarse iniciativas de de-
sarrollo en la región. Esto sería espe-
cialmente útil para impulsar ese tipo de 
iniciativas en múltiples territorios con 
problemáticas o potencialidades afines 
en varios países de la región, como los 
del Corredor Seco Centroamericano, o 
para territorios transfronterizos, y po-
dría complementarse con proyectos 
internacionales enfocados en ellos. En 
cambio, para territorios priorizados al 
interior de un país, en principio sería 
más viable y eficaz que cada país esta-
blezca mecanismos para financiar pro-
yectos u otras iniciativas de desarrollo 
en ellos, preferiblemente con recursos 
del presupuesto nacional, complemen-
tados en caso necesario por apoyo fi-
nanciero internacional. También es 
muy deseable, aunque poco frecuente 
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en la región, crear condiciones favo-
rables mediante incentivos, normas e 
inversión pública para orientar recur-
sos privados hacia determinados terri-
torios e inversiones conducentes a su 
desarrollo.

En torno al financiamiento de la ope-
ración de fondos concursables

Sin recursos, no se puede dar acompaña-
miento técnico y seguimiento a la formu-
lación y ejecución de proyectos, ni a los 
procesos derivados de éstos. Es conveniente 
financiar el apoyo técnico como gasto opera-
tivo de fondos concursables internacionales, 
y en el caso de los nacionales valorar si la 
institucionalidad pública correspondiente 
puede asegurar dicho acompañamiento, o si 
es necesario prever recursos para que las or-
ganizaciones ejecutoras contraten asistencia 
técnica. 

Aunque en algunos casos dicho 
acompañamiento técnico puede ser 
contratado por el ente que adminis-
tra un fondo internacional, cabe la 
posibilidad de que la contratación sea 
realizada por entidades nacionales o 
directamente por las organizaciones 
locales. En el caso del Fondo Regional 
ECADERT, algunos recursos del pro-
pio fondo se utilizaron para cubrir 
gastos de apoyo técnico y segui-
miento por parte de una agencia de 
cooperación internacional. En ciertas 
experiencias nacionales, dicho acom-
pañamiento ha sido provisto por una 
entidad pública, y en otras por parte 
de una fundación u ONG. Otra op-
ción a valorar sería que lo brinde una 

entidad competente de educación su-
perior. En el de instituciones públi-
cas, es necesario contar con recursos 
para cubrir gastos operativos, y en el 
de entidades privadas, para la contra-
tación de servicios.

En torno a los recursos reembolsables 
y no reembolsables para iniciativas de 
desarrollo territorial a distintas escalas

La provisión de recursos reembolsables bajo 
condiciones favorables, canalizados a tra-
vés de instituciones nacionales o regionales, 
puede permitir la realización de proyectos de 
mayor envergadura y de naturaleza estraté-
gica o estructural, para un territorio o con-
junto de territorios, con proyección a mediano 
plazo y mayor impacto potencial. Los recur-
sos no reembolsables para proyectos a menor 
escala y más corto plazo pueden ser especial-
mente importantes para iniciativas locales, 
preferiblemente relacionadas con estrategias 
y planes de desarrollo territorial. En todos los 
casos, es importante que haya contrapartidas 
locales, que pueden ser en especie. 

En América Central, los recursos re-
embolsables de entidades de coopera-
ción financiera multilateral o bilateral 
se entregan directamente a los Estados 
nacionales, mientras que los recur-
sos no reembolsables, usualmente por 
montos menores, se otorgan tanto a los 
países como a instancias del Sistema de 
la Integración Centroamericana. Otros 
fondos no reembolsables se canalizan 
a través de proyectos internaciona-
les, con participación de organismos 
de cooperación técnica con presencia 
en los países de la región. Sería de-
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seable explorar complementarieda-
des potenciales entre inversiones de 
mayor envergadura realizadas por la 
institucionalidad pública con fondos 
reembolsables e iniciativas territoriales 
apoyadas por fondos no reembolsables. 

Los fondos reembolsables internacionales pue-
den movilizar recursos financieros sustancia-
les a través de la institucionalidad pública de 
cada país, y un fondo competitivo puede facili-
tar la selección de propuestas de inversión via-
bles y pertinentes en los territorios, a diversas 
escalas. Dichas inversiones podrían ser públi-
cas, público-privadas, o incluso privadas. Los 
recursos provenientes de fondos reembolsables 
pueden ser facilitados a iniciativas o proyectos 
específicos bajo distintas modalidades, inclu-
yendo donaciones, fondos revolventes o crédi-
tos subsidiados en mayor o menor grado, de 
acuerdo con sus finalidades y con las caracte-
rísticas de las personas u organizaciones be-
neficiarias. Pueden, asimismo, contribuir de 
diversas maneras a la generación de bienes 
públicos, semi-públicos o privados en procesos 
de desarrollo territorial.    

En América Central, los fondos reem-
bolsables canalizados por medio de los 
Estados han financiado obras públicas 
de diverso tipo y otras inversiones pú-
blicas, con miras al desarrollo nacional, 
urbano y rural. En lo atinente al desa-
rrollo de los territorios rurales, esas in-
versiones han generado proporciones 
variables de rentas sociales y privadas, 
de acuerdo con la naturaleza de cada 
inversión, su relación con distintos ti-
pos de actores territoriales, y sus moda-
lidades. Diversos análisis han sugerido 

priorizar, en la ejecución de inversio-
nes con dichos recursos, la producción 
de bienes públicos o semi-públicos, y 
se considera preferible que los mismos 
estén enmarcados en estrategias y pla-
nes de desarrollo territorial a la escala 
correspondiente. 

En torno a los ritmos y desfases en pro-
cesos relacionados con fondos concursa-
bles para el desarrollo territorial

Los ritmos sociales y administrativos en la 
ejecución de proyectos responden a diferen-
tes lógicas y temporalidades, que han de 
tomarse en cuenta. También puede haber 
desfases con procesos institucionales nacio-
nales, que tienen sus propios ritmos y son 
afectados por ciclos políticos y cambios de 
gobierno. En las iniciativas de desarrollo te-
rritorial, incluyendo las apoyadas por fon-
dos concursables, es necesario considerar y 
conciliar, en lo posible, el tiempo social y el 
tiempo político. 

Durante la realización de proyectos del 
Fondo Regional ECADERT, se observó 
que los plazos anuales para su ejecu-
ción frecuentemente resultaban cortos, 
obligaban a apresurar procesos que por 
involucrar a actores sociales tenían sus 
dinámicas propias, y hacían necesario 
prorrogar plazos. Se consideró que po-
dría ser preferible tener períodos más 
largos, y flexibilizar los ritmos de eje-
cución técnica y financiera. Otras ex-
periencias centroamericanas sugieren, 
asimismo, que es necesario tomar en 
cuenta las diferencias entre los ritmos 
de los actores locales involucrados en 
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procesos de desarrollo, de las entidades 
públicas u otras entidades con planes 
operativos anuales, y de las agencias de 
cooperación técnica y financiera.

En torno a la continuidad y ampliación 
de los procesos apoyados por fondos 
concursables en los territorios

Es conveniente que las propuestas a fi-
nanciar incluyan previsiones acerca de la 
continuidad posterior de los procesos cuya 
realizarán se apoyará con recursos del 
fondo concursable. Para ello es fundamen-
tal la apropiación social e institucional de 
dichos procesos, y también son importantes 
las contrapartidas locales o nacionales, así 
como la movilización de recursos para am-
pliar la escala de las acciones apoyadas con 
dichos recursos. Otra opción a considerar, de 
manera complementaria, es que en sucesi-
vas convocatorias de un fondo concursable 
puedan presentarse propuestas del mismo 
territorio, o que la ejecución exitosa de un 
proyecto inicial permita acceder a recursos 
adicionales para dar continuidad a proce-
sos derivados de él. En general, es necesario 
contrarrestar la dispersión de recursos, los 
horizontes temporales excesivamente cortos, 
y la discontinuidad de los procesos que inte-
resa impulsar. 

La mayor o menor continuidad de pro-
cesos asociados a proyectos financia-
dos por el Fondo Regional ECADERT, 
como también en otras experiencias, 
ha guardado relación, entre otros fac-
tores, con el involucramiento activo 
de actores territoriales, redes u otros 
grupos relevantes del territorio en su 
ejecución, seguimiento, evaluación 

y auditoría social. Los compromisos 
asumidos y cumplidos por gobier-
nos locales o instituciones nacionales 
para aportar recursos de contrapartida 
pueden ser un paso inicial hacia con-
tribuciones financieras o en especie 
para apoyar la continuación posterior 
de procesos relacionados con dichos 
proyectos. También se ha constado la 
importancia de un acompañamiento 
técnico sostenido que prosiga tras la fi-
nalización del proyecto financiado con 
recursos externos o de un fondo con-
cursable; el mismo puede ser provisto 
por la institucionalidad pública, una 
entidad académica u organización no 
gubernamental vinculada al territorio, 
o una agencia de cooperación clara-
mente comprometida con apoyar su 
desarrollo a mediano o más largo plazo. 

La mayor o menor disponibilidad de 
recursos financieros, con el necesario 
acompañamiento técnico, para pro-
mover el desarrollo de los territorios 
rurales incide claramente en la conti-
nuidad o discontinuidad de procesos 
que requieren de inversiones públicas 
sostenidas. El que las organizaciones 
de gestión territorial o sus integrantes 
puedan o no acceder a fondos públicos 
para iniciativas específicas hace una di-
ferencia considerable al respecto. Y en 
el plano regional, el que los territorios 
pudieran financiar proyectos a través 
del Fondo Regional ECADERT, cua-
lesquiera que fueran sus limitaciones, 
permitió realizar inversiones e impulsar 
procesos, lo cual se ha dificultado con-
siderablemente desde que dicho fondo 
ha dejado de operar, en la práctica, por 



68 Cuaderno de trabajo 19

falta de recursos. Esto, a su vez, refleja 
no sólo la descontinuación del apoyo 
financiero internacional a ese fondo, 
sino principalmente la incapacidad del 
SICA y de los países de resolver la cues-
tión de la financiación de sus políticas 
regionales, lo cual frena el avance del 
propio proceso de integración.
 
Relacionados con el funcionamiento del 
Fondo Regional ECADERT

Evolución 
metodológica en 

sucesivas convoca-
torias de un fondo 

regional 

Sistematización 
y evaluación de 

proyectos financiados 
por fondos 

concursables

criterios para la 
selección de propues-
tas por procedimien-
tos competitivos para 

el desarrollo 
territorial

Procesos de 
difusión y 

mecanismos de 
selección en 
convocatorias 
competitivas

Plazos en la 
formulación, 
selección y 

ejecución de 
proyectos 

específicos 

Funciones propias 
de un fondo regional 

para el desarrollo 
territorial

Relación entre 
objetivos de 

desarrollo y fondos 
concursables

Seguidamente se propone una serie de 
aprendizajes referentes a las funciones, 
objetivos, metodología y aspectos ope-
rativos del Fondo Regional ECADERT, 
como también sobre su sistematización y 
evaluación. 

En torno a las funciones propias de un 
fondo regional para el desarrollo terri-
torial

Un fondo plurinacional para apoyar iniciati-
vas de desarrollo de territorios rurales priori-
zados por los países de una misma región, con 
un abordaje, política u orientación estratégica 

en común, puede cumplir distintas funciones, 
las cuales no han de ser estáticas, sino que 
pueden evolucionar bajo el impulso de proce-
sos regionales, nacionales y territoriales. 

En la fase inicial de una estrategia regio-
nal como la ECADERT o de un conjunto 
de estrategias nacionales de desarrollo 
territorial, resulta especialmente impor-
tante el fortalecimiento de capacidades 
organizacionales e individuales y la cons-
trucción de institucionalidad territorial, 
así como la motivación y acumulación 
de experiencia por parte de grupos lo-
cales u organizaciones de gestión terri-
torial. En fases subsiguientes, a medida 
que se avance en la elaboración e imple-
mentación de estrategias o planes terri-
toriales, se definan motores de desarrollo 
y proyectos estratégicos, es importante 
apoyar dichos mediante fondos concur-
sables o de otra índole. Y en otras fases 
más avanzadas se requiere de una articu-
lación intersectorial más eficaz, de siner-
gias entre inversión pública y privada, y 
de mayores capacidades de incidencia en 
políticas locales, subnacionales, naciona-
les e incluso internacionales. 

Un mecanismo como el Fondo Regional 
ECADERT también puede contribuir al es-
calamiento de acciones, procesos e iniciativas 
para el desarrollo de múltiples territorios o 
de ámbitos territoriales mayores, incluyendo 
los transfronterizos y plurinacionales. Puede, 
asimismo, facilitar intercambios e interapren-
dizajes entre actores u organizaciones territo-
riales de un mismo país o de distintos países, la 
documentación y sistematización de experien-
cias exitosas, y la construcción de aprendizajes 
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de índole más general. En lo referente al desa-
rrollo territorial, en general, y en particular a 
procesos de innovación tecnológica y organiza-
cional para impulsarlo, conviene incorporar 
en su abordaje por parte de un fondo plurina-
cional para inversiones en territorios rurales 
una apropiada comprensión de su naturaleza 
multiescalar y de las interacciones entre diver-
sos ámbitos de desarrollo e innovación.

Aunque el propósito inmediato de los 
proyectos financiados por el Fondo 
Regional ECADERT fue generalmente 
contribuir a la solución de una proble-
mática local o facilitar el aprovecha-
miento de una oportunidad específica 
en determinado territorio, un beneficio 
ulterior deseable de los proyectos e ini-
ciativas de desarrollo territorial suele 
ser el escalamiento horizontal y vertical 
posterior de las innovaciones, aprendi-
zajes y cambios positivos generados, a 
través de su replicación en otros lugares 
o su incorporación en políticas, progra-
mas y acciones de la institucionalidad 
pública. Algunos proyectos financiados 
por el Fondo Regional se inscribieron 
en procesos iniciados anteriormente 
y que continuarían posteriormente, 
abarcando otros territorios y aplicando 
determinadas soluciones validadas lo-
calmente; tal fue el caso, por ejemplo, 
de un proyecto de cosecha de agua en 
Nicaragua, que incorporó aprendizajes 
derivados de iniciativas afines anterio-
res en ese país (los que a su vez se apo-
yaban en experiencias de otros países) 
y su ejecución exitosa en un territorio 
específico se inscribió en un proceso 
que continuaría posteriormente en 
otros. 

En torno a la relación entre objetivos de 
desarrollo y fondos concursables

En el caso de un fondo concursable plurina-
cional para el desarrollo territorial, es desea-
ble que se enmarque en el planeamiento de las 
acciones y procesos regionales y de los países 
participantes, de manera que contribuya al 
logro de sus objetivos de desarrollo y se articule 
directamente con ellos. 

Esto puede abarcar expresiones regionales 
y nacionales de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible acordados internacionalmente, 
así como instrumentos de política y pla-
neamiento de un sistema de integración 
como el centroamericano y de los Estados 
que lo conforman. En el caso del Fondo 
Regional ECADERT, su propósito se en-
marcó en los lineamientos generales de 
este instrumento de política pública re-
gional, y se estableció como requisito que 
los Grupos de Acción Territorial u otras 
organizaciones proponentes de proyectos 
a financiar contasen con estrategias o pla-
nes de desarrollo territorial, aunque esto 
no siempre se cumplió. Menos explícita 
fue la relación con políticas, estrategias o 
planes de desarrollo de cada país.

En torno a la evolución metodológica en 
sucesivas convocatorias de un fondo re-
gional

Las bases de las convocatorias de un fondo na-
cional o plurinacional para el desarrollo terri-
torial, así como los procedimientos de selección 
de propuestas y otros aspectos relacionados, 
podrán variar por los resultados y aprendiza-
jes derivados de cada una, por nuevos requeri-
mientos de los países y territorios o sugerencias 
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de las entidades nacionales participantes, y por 
cambios en el contexto regional, nacional o lo-
cal, o en los requisitos establecidos por donantes. 

En la experiencia Fondo Regional 
ECADERT, este tipo de reflexión au-
tocrítica permitió incorporar aspectos 
obviados inicialmente, como el fortale-
cimiento organizacional e institucional, 
modificar las bases de las convocatorias 
en función de aprendizajes derivados de 
las anteriores, y replantear la naturaleza 
misma de las convocatorias. Convendría 
documentar, sistematizar y socializar ex-
periencias de fondos concursables nacio-
nales, como también de fondos asociados 
a proyectos internacionales en la región. 

En torno a los plazos en la formulación, se-
lección y ejecución de proyectos específicos

Los plazos en fondos concursables suelen ser 
definidos por entidades financiadoras y ejecu-
toras de éstos, algunas veces condicionados por 
períodos anuales de ejecución presupuestaria, 
pero es necesario flexibilizar los plazos de eje-
cución de las propuestas, y de ser posible ope-
rar con presupuestación plurianual y con la 
posibilidad de transferir la ejecución de algu-
nos recursos al siguiente ciclo presupuestario. 

Los procesos de aprobación de desembol-
sos pueden conllevar demoras en la fase 
inicial, aunados al tiempo requerido para 
completar el diseño del fondo, establecer 
las bases de cada convocatoria y elaborar 
quías administrativas. A ello se suman de-
moras internas y externas en la ejecución 
de los proyectos y recursos, la dinámica 
propia de procesos sociales y factores de 
estacionalidad o ciclo anual en terminados 

proyectos productivos. La valoración de la 
experiencia del Fondo Regional ECADERT 
sugiere la conveniencia de transitar hacia 
modalidades de presupuestación, planea-
miento y ejecución plurianuales. 

En torno a los procesos de difusión y me-
canismos de selección en convocatorias 
competitivas

La amplitud de la difusión de las convocato-
rias a fondos concursables puede ser mayor o 
menor, de acuerdo con el número de iniciati-
vas a financiar, su cobertura geográfica y otras 
consideraciones. Es importante valorar, por 
una parte, la necesidad de contar con suficien-
tes propuestas para seleccionar un número 
apropiado de proyectos pertinentes y de buena 
calidad, y por otra parte evitar la generación 
de expectativas entre un gran número de per-
sonas u organizaciones cuando serán pocas las 
iniciativas que es posible apoyar.

La realización de convocatorias abiertas a 
múltiples territorios o a múltiples actores 
u organizaciones en cada territorio pone a 
estos a competir entre sí, algo que en la ex-
periencia del Fondo Regional ECADERT 
resultó contraproducente. Una opción a 
considerar es dirigir sucesivas convoca-
torias a distintos territorios priorizados 
en cada país, y trabajar con contrapartes 
institucionales y organizaciones locales en 
ellos para realizar una difusión selectiva 
de información hacia estas últimas, a fin 
de motivarlas a elaborar prepropuestas y 
explorar la posibilidad de integrar algunas 
de ellas en un solo proyecto. 

La selección de las propuestas en convo-
catorias competitivas debe responder a 
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criterios explícitos establecidos y difun-
didos de antemano, aplicados con ob-
jetividad y transparencia por un cuerpo 
colegiado con competencia técnica desig-
nado para ello e independiente de quie-
nes han acompañado la elaboración de 
los proyectos. 

En el caso del Fondo Regional ECADERT, 
los mecanismos nacionales fueron insu-
ficientes y resultó necesario establecer 
un mecanismo regional que valorase el 
conjunto de propuestas avaladas nacio-
nalmente. Ello, a su vez, planteó cues-
tiones relacionadas con la distribución 
de fondos entre los países, el reto de 
asegurar que hubiese propuestas finan-
ciables en cada uno de ellos, y la difi-
cultad de reconciliar procedimientos de 
calificación uniformes con situaciones 
político-institucionales y criterios distin-
tos según el país.

En torno a los criterios para la selección de 
propuestas a financiar por procedimientos 
competitivos para el desarrollo territorial

Además de su viabilidad técnica y financiera, 
así como las necesidades concretas a cuya so-
lución podrán contribuir las propuestas, o las 
oportunidades que permitirán aprovechar, 
conviene valorar su pertinencia y su relevan-
cia para impulsar el desarrollo integral del 
territorio y su relación con una estrategia de 
desarrollo consensuada entre los actores terri-
toriales. Cabe considerar, asimismo, su rela-
ción con estrategias o planes de desarrollo en 
regiones conformadas por varios territorios 
y en el país como un todo. También podría 
tomarse en consideración el aporte de un 
conjunto de propuestas a la reducción de las 

disparidades interregionales e interterritoria-
les, y a la cohesión social y territorial. 

Las diferencias en el grado de avance 
de los distintos territorios priorizados en 
cada país de la región del SICA conllevó 
el que solamente algunos de ellos con-
taran efectivamente con estrategias o 
planes de desarrollo cuando se realiza-
ron las convocatorias iniciales del Fondo 
Regional. Resultó difícil establecer con 
claridad la relación entre los proyectos y 
el proceso de desarrollo de cada territo-
rio, y por la corta duración y los montos 
reducidos de los proyectos, es cuestiona-
ble que tuvieran un impacto significativo 
en la reducción de disparidades entre te-
rritorios o regiones, aunque algunos de 
ellos pueden haber aportado a procesos 
que a mediano y más largo plazo contri-
buyeran a la cohesión social y territorial.

En torno a la sistematización y evalua-
ción de proyectos financiados por fondos 
concursables

Al igual que otros procesos territoriales, los rela-
cionados con este tipo de proyectos pueden gene-
rar aprendizajes de utilidad para las personas 
y grupos participantes, para las organizaciones 
de gestión territorial y las entidades nacionales 
involucradas, y también para las agencias de 
cooperación y para el propio fondo concursable. 
Para esto es necesario documentar sistemáti-
camente los procesos, promover una cultura de 
práctica reflexiva, y facilitar la sistematización 
participativa de las experiencias. Aunque la 
sistematización puede identificar elementos va-
lorativos acerca de los procesos, sus logros y re-
tos, las soluciones innovadoras y los obstáculos 
enfrentados, no es propiamente una evaluación. 
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Esta última tiene un propósito distinto y una 
metodología propia, y debe preverse en la plani-
ficación de los proyectos y del fondo concursable. 
Conviene que sea también participativa, que sus 
conclusiones iniciales se validen críticamente con 
quienes participaron en la ejecución de cada pro-
yecto, y que haya una devolución del balance de 
resultados con las comunidades, organizaciones, 
redes o grupos interesados en el territorio. 

En cada convocatoria del Fondo Regional 
ECADERT se documentó la ejecución fi-
nanciera y técnica de los proyectos, así 
como sus productos y resultados inme-
diatos, pero no se realizó una evaluación 
integral de sus impactos en los aspectos 
pertinentes del desarrollo de cada territo-
rio. Tampoco se realizó una sistematiza-
ción participativa de cada experiencia, a 
fin de identificar aprendizajes que permi-
tieran a la organización mejorar su propia 
práctica y socializar más ampliamente las 
lecciones aprendidas. Es posible que en 
algunos territorios se hayan realizado ba-
lances valorativos, en el marco de activi-
dades de los Grupos de Acción Territorial 
o de organizaciones locales específicas, 

pero no se ha logrado acopiar dichos ba-
lances. Sería deseable recuperar, en la 
medida de lo posible, las experiencias y 
aprendizajes de proyectos exitosos o falli-
dos, explorar los factores que incidieron 
en el logro o no de sus objetivos, y cono-
cer las valoraciones de quienes participa-
ron en ellos acerca de sus contribuciones 
al desarrollo de cada territorio. También 
convendría recabar el criterio de res-
ponsables político-institucionales en los 
distintos países sobre la ejecución, resul-
tados y aprendizajes derivados del Fondo 
Regional. Para ello se propuso y acordó 
con SE-CAC una fase de sistematización 
en los países y en territorios seleccionados 
en cada uno de ellos, la cual hasta el mo-
mento no se ha realizado y por el tiempo 
transcurrido y las cambiantes prioridades 
es muy poco probable que se realice. Pero 
al emprender nuevas iniciativas y valorar 
posibles modalidades de financiamiento 
de proyectos en territorios, conviene 
considerar tanto la experiencia de dicho 
Fondo Regional como los aprendizajes 
derivados de otras experiencias en cada 
país o en la región.
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Los apartados de esta sección se enfoca-
rán en aprendizajes sobre aspectos de in-
terés común para la discusión comparada 
de las experiencias centroamericanas en-
tre sí, como también respecto de otras en 
América Latina. Estos incluyen los proce-
sos político-institucionales y modalidades 
de gobernanza territorial; la participación 
de actores y el tejido social; la equidad e in-
clusión en el desarrollo de los territorios ru-
rales; el fortalecimiento de capacidades, la 
gestión del conocimiento y el aprendizaje 
a partir de la experiencia; aspectos con-
ceptuales y metodológicos, y algunas otras 
facetas de la gestión social del desarrollo te-
rritorial. Aquí se proponen selectivamente 
algunos aprendizajes derivados de la con-
trastación de procesos territoriales y políti-
co-institucionales centroamericanos entre 

sí, que podrían ser de interés para una dis-
cusión comparada más amplia.

Sobre procesos político-institucionales 
y desarrollo territorial en la región 

del SICA

  

Legalidad y 
continuidad

Desarrollo 
territorial y 
nacional

Expresiones 
territoriales del 

proceso 
integracionista

Articulación 
interinstitucional 
e intersectorial

Relevancia y 
limitaciones de 
una estrategia 

regional

Nueva 
institucionalidad 
y concertación 

social

Voluntad 
política y 

apropiación 
social

Desarrollo 
territorial y sistemas 
de planificación y 
presupuestación

4. Aprendizajes centroamericanos en perspectiva 
comparada
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En este apartado se proponen apren-
dizajes relacionados con políticas 
públicas e institucionalidad para el de-
sarrollo territorial en América Central, 
incluyendo aspectos como los alcances 
y limitaciones de estrategias regionales 
como la ECADERT y sus contribucio-
nes a la materialización del proceso in-
tegracionista en los territorios rurales; 
la relevancia de la voluntad política na-
cional y la necesidad de una apropia-
ción efectiva de los procesos de gestión 
del desarrollo territorial por los actores 
locales para asegurar su perdurabilidad, 
y la utilidad de contar con un marco le-
gal e institucional para dar continuidad 
a los procesos político-institucionales y 
al acompañamiento a la gestión social 
del desarrollo en los territorios. Otros 
aprendizajes se refieren a la necesidad 
de lograr una comprensión clara de la 
importancia del desarrollo territorial 
para la economía y sociedad en su con-
junto; a la construcción de una nueva 
institucionalidad público-privada en 
los planos nacional y territorial, que 
facilite la concertación social de las 
políticas y de los programas institucio-
nales; a la indispensable articulación 
interinstitucional e intersectorial en los 
países y en el sistema de integración, y 
a la viabilidad y limitaciones de impul-
sar dicha articulación desde una enti-
dad sectorial.  También se comparten 
aprendizajes relacionados con el princi-
pio de subsidiariedad y las interrelacio-
nes entre distintos planos de actuación 
de la institucionalidad pública; a la im-
portancia de enlazar las iniciativas te-
rritoriales con los sistemas nacionales 

de planificación y presupuestación, y 
de establecer mecanismos de represen-
tación de las organizaciones de gestión 
territorial en las instancias de planifica-
ción regional del desarrollo.

Relevancia y limitaciones de una estrategia 
regional

Contar con un instrumento regional de polí-
tica pública puede dar mayor legitimidad a 
procesos nacionales de desarrollo rural con 
enfoque territorial, favorecer la formulación 
e implementación de políticas y programas 
nacionales consistentes con él, y respaldar su 
continuidad en sucesivas administraciones 
en cada país. Sin embargo, ésta requiere de 
voluntad política, procesos de concertación y 
acuerdos al respecto entre Estado y sociedad 
civil, y de esfuerzos sostenidos para establecer 
normativas claras, realizar las transforma-
ciones institucionales necesarias, e impulsar 
las acciones e inversiones públicas requeridas 
a corto, mediano y más largo plazo.  

Aunque en el marco del SICA la ce-
sión de soberanía es limitada y al for-
mular la ECADERT se aceptó que su 
implementación sería gradual y acorde 
con los requerimientos y posibilidades 
de los distintos países, su existencia 
como estrategia regional, en conjunto 
con el apoyo y acompañamiento de la 
cooperación internacional, dio un res-
paldo importante a los responsables 
institucionales y técnicos de las polí-
ticas nacionales para el desarrollo de 
los territorios rurales. Cuando se con-
jugaron las condiciones necesarias en 
determinado país, la ECADERT como 
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política del SICA y como proceso re-
gional facilitó los esfuerzos de sectores 
de la administración pública y de la so-
ciedad civil, con el acompañamiento 
de la cooperación internacional, para 
impulsar y dar continuidad a políticas 
y programas de DRT. En ausencia de 
tales condiciones, la estrategia regional 
y las instancias y procesos asociados a 
ella resultaron insuficientes para lograr 
dicha continuidad.

Expresiones territoriales del proceso inte-
gracionista

La concreción de acciones en apoyo a la ges-
tión social del desarrollo en los territorios 
rurales de una región plurinacional y el me-
joramiento efectivo de la calidad de la vida 
en ellos, bajo la inspiración y orientaciones 
de uno o varios instrumentos de política pú-
blica regionales asociados a la movilización 
de recursos nacionales e internacionales para 
impulsarla, permite materializar y patenti-
zar los beneficios potenciales de un proceso 
integracionista, legitimándolo en dichos te-
rritorios y en la sociedad como un todo.

En la medida en que la ECADERT fue 
durante su fase de ejecución inicial una 
política regional que generó procesos, 
inversiones y cambios positivos en un 
creciente número de territorios centro-
americanos, contribuyó a legitimar el 
proceso de integración ante la ciuda-
danía, especialmente rural. Ello se vio 
limitado, sin embargo, por las dificul-
tades para articularse con otras políti-
cas o programas del SICA, incluyendo 
los del área económica, social y cultu-
ral y coordinar acciones convergentes 

en los territorios. En años recientes se 
ha visto afectado, asimismo, por la dis-
continuidad de ciertos procesos regio-
nales asociados a la ECADERT, debido 
a limitaciones financieras y priorida-
des institucionales cambiantes. Aún 
sería factible, sin embargo, revitalizar 
y replantear determinadas acciones e 
iniciativas regionales a fin de brindar 
ciertos tipos de apoyo a iniciativas de 
desarrollo territorial, y aunar esfuerzos 
con programas de inversión y para la 
seguridad ciudadana, entre otros, así 
como contribuir en forma sostenida, 
por vías innovadoras y con recursos 
mínimos, al fortalecimiento de capa-
cidades y la gestión del conocimiento 
para el desarrollo de los territorios ru-
rales de la región del SICA. Esto for-
talecería, de alguna manera, al propio 
proceso de integración y su legitimidad 
política y social. 

Voluntad política y apropiación social

La voluntad política nacional, especial-
mente por parte del Poder Ejecutivo, es in-
dispensable e insustituible para generar 
procesos político-institucionales favorables a 
la gestión social exitosa del desarrollo de los 
territorios rurales, con apoyo sostenido de la 
institucionalidad pública y con un marco de 
políticas sectoriales, intersectoriales y de ni-
vel macro apropiado para la  articulación 
intersectorial y coordinación interinstitucio-
nal en la formulación y ejecución de estra-
tegias y planes de desarrollo territorial. Ello 
es necesario, pero no suficiente para generar 
procesos sustentables de gestión participa-
tiva del desarrollo territorial, cuya piedra 
angular es el involucramiento activo y apro-
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piación efectiva de los actores locales, cuyo 
empoderamiento, decisión de aunar esfuer-
zos y acción concertada para ese propósito 
son indispensables.   

Varias experiencias nacionales centro-
americanas muestran que el compro-
miso del gobierno central, al más alto 
nivel, es un factor de éxito en la mo-
vilización de recursos técnicos y finan-
cieros de la institucionalidad pública 
y en la promoción efectiva de proce-
sos participativos de desarrollo en los 
territorios rurales. Otras experiencias 
nacionales en esta región ponen en 
evidencia la dificultad de impulsar de 
manera sostenida la gestión social del 
desarrollo territorial, y los alcances li-
mitados -tanto en el tiempo como en 
términos de cobertura geográfica y so-
cial- de experiencias locales apoyadas 
por agencias de cooperación u ONG sin 
condiciones políticas e institucionales 
que favorezcan su continuidad y la am-
pliación de escala en términos horizon-
tales y verticales. 

Algunos factores que han limitado el 
involucramiento efectivo de gobier-
nos centroamericanos en procesos de 
desarrollo rural con enfoque territo-
rial son el interés de muchos de ellos 
en resultados a corto plazo, por en-
cima de los objetivos y políticas a me-
diano y largo plazo; la priorización de 
estrategias de crecimiento económico 
vía exportación, sobre las de desarro-
llo integral y reducción de las dispari-
dades y desigualdades; el abordaje de 
temas sociales y de la pobreza prepon-

derantemente por medio de programas 
asistenciales y subsidios, en lugar de 
atender y erradicar las causas de la ex-
clusión social, económica y política; la 
prevalencia continuada del centralismo 
y la dificultad para lograr una efectiva 
articulación intersectorial, así como la 
insuficiente claridad acerca del propó-
sito del abordaje territorial y cómo im-
plementarlo.

El grado y tipo de compromiso de los 
Estados centroamericanos con el pro-
ceso de integración en su conjunto, y 
con los instrumentos de política pública 
regional aprobados en el marco del 
SICA, es también un factor en la mayor 
o menor incorporación del enfoque te-
rritorial y de los principios u orienta-
ciones generales de la ECADERT en las 
políticas nacionales y programas insti-
tucionales.  

En ausencia de un marco y contexto 
político-institucional favorable, ha re-
sultado difícil trascender las experien-
cias puntuales de gestión social en 
determinados territorios centroameri-
canos, e inviable lograr escalamientos 
horizontales y verticales sustanciales 
y sostenidos, ampliando progresiva-
mente el número de territorios rurales 
involucrados hasta abarcar el conjunto 
del país, e incorporando cabalmente 
el enfoque territorial en políticas de 
Estado y programas institucionales só-
lidos, con financiamiento propio y con-
tinuadas durante sucesivos períodos de 
gobierno. Por otra parte, la participa-
ción proactiva de los actores sociales, 
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privados e institucionales, redes rele-
vantes y otros grupos de los territorios 
es indispensable para concertar pro-
yectos de futuro y estrategias de desa-
rrollo territorial, movilizar voluntades 
y recursos del propio territorio, y eje-
cutar sucesivos planes de desarrollo a 
mediano plazo, al margen de los vaive-
nes políticos. 

Legalidad y continuidad

Un marco legal y una institucionalidad es-
tablecida con recursos propios y el mandato 
de impulsar el desarrollo rural con enfoque 
territorial contribuyen de manera impor-
tante a la continuidad de procesos tanto de 
transformación institucional como de acom-
pañamiento a la gestión social del desarrollo 
de los territorios. El poder legislativo puede 
traducir en normas legales la voluntad polí-
tica de impulsar dicho desarrollo y construir 
un marco institucional apropiado, dándole 
asimismo mayor certeza de continuidad a lo 
largo del tiempo, durante sucesivas admi-
nistraciones y con la finalidad de impulsar 
procesos político-institucionales y territoria-
les de largo aliento. 

La experiencia costarricense, con la 
ley de transformación del Instituto 
de Desarrollo Agrario en Instituto de 
Desarrollo Rural, muestra claramente 
el efecto positivo de una legislación 
con claro enfoque territorial en la con-
tinuidad de procesos político-institu-
cionales y territoriales entre sucesivas 
administraciones de distinto signo. 
Subraya asimismo la conveniencia de 
que la institución creada por ley para 
ese propósito tenga un claro mandato y 

recursos asegurados, aunque también 
muestra las dificultades inherentes a 
la transformación de una entidad agra-
rista en otra con responsabilidad por el 
desarrollo territorial rural, las inercias 
propias de determinada cultura insti-
tucional y las resistencias internas al 
cambio, así como el riesgo de que per-
sistan o resurjan antiguas prácticas, in-
cluyendo el clientelismo político. 

La experiencia guatemalteca de los úl-
timos años, por su parte, pone en evi-
dencia tanto las posibilidades como los 
límites del ejercicio de una cierta vo-
luntad política, gestada al calor de co-
yunturas electorales y acuerdos entre 
movimientos sociales y políticos, que 
no logra traducirse en un marco legal 
e institucional.  Patentiza, también, la 
necesidad de que la sociedad civil se 
movilice en apoyo a determinadas po-
líticas y acciones institucionales para 
el desarrollo de los territorios rurales. 
Sugiere, asimismo, en el contexto po-
lítico guatemalteco y centroamericano, 
la utilidad de contar con apoyos exter-
nos, incluyendo los de la cooperación 
internacional, para facilitar la continui-
dad, entre una administración y otra, 
de elementos fundamentales del enfo-
que territorial en las políticas, estrate-
gias y programas nacionales.

Desarrollo territorial y nacional

Para que pueda generarse y mantenerse 
en el tiempo la voluntad política necesa-
ria para impulsar el desarrollo rural con 
enfoque territorial, y que esta se traduzca 
en normas legales apropiadas, políticas de 
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Estado y acciones institucionales sostenidas, 
es necesario que se comprenda que el de-
sarrollo de los territorios rurales no atañe 
solamente a sus pobladores ni únicamente 
a los gobiernos locales, como tampoco sólo 
a determinada entidad nacional responsa-
ble por promoverlo, sino que es fundamen-
tal para el desarrollo de la sociedad como 
un todo, para la economía en su conjunto, 
para el bienestar de la población tanto ur-
bana como rural, para la calidad de la vida 
y de las relaciones entre la gente y con la 
Naturaleza; para la gobernabilidad del país 
y para su proyecto de futuro. Esta compren-
sión implica la revisión de los paradigmas 
que dominan la generación y formulación 
de las políticas públicas caracterizadas por 
un énfasis centralista y sectorial que tiende 
a desconocer el valor de los territorios como 
unidades histórico-culturales con dinámi-
cas y planteamientos propositivos propios 
capaces de generar en forma endógena sus 
propias propuestas, alternativas y estrate-
gias de desarrollo. Pero a su vez, conlleva 
la necesidad de estimular y activar procesos 
sociales que tiendan a generar propuestas 
de gobernanza territorial participativa y re-
lacional, sustentadas en la organización de 
los actores, redes y grupos relevantes de estos 
territorios. Esto conlleva el necesario forta-
lecimiento de sus capacidades organizativas 
y de incidencia, de concertación y manejo 
de conflictos, de prospectiva y planificación 
estratégica, como también técnicas y opera-
tivas.

En América Central, la comprensión de 
la naturaleza estratégica del desarrollo 
de los territorios rurales para cada na-
ción y para la región en su conjunto 

es aún dispar y parcial, pero se han lo-
grado avances al respecto a partir de 
una percepción más clara, durante la 
última década, de los retos actuales y 
futuros en lo atinente a la seguridad 
alimentaria de la población rural y ur-
bana; del impacto actual y previsible 
cada vez más acentuado del cambio 
climático y de la creciente variabilidad 
climática; de las fuertes corrientes mi-
gratorias dentro del istmo y hacia el 
exterior de éste; de la inseguridad ciu-
dadana en el campo y la ciudad; de la 
violencia y problemáticas asociadas al 
narcotráfico; de los movimientos socia-
les y las demandas de transformaciones 
en el campo y en sus relaciones con el 
mundo urbano, y de las expresiones 
político-electorales del descontento y 
las disparidades interterritoriales e in-
terregionales. 

Un elemento distorsionador y gene-
rador de conflictos y confrontaciones 
algunas veces violentas en varios paí-
ses centroamericanos han sido ciertos 
megaproyectos de inversión pública 
o privada que afectan seriamente a 
determinados territorios o regiones, 
generando crecimiento sesgado y ex-
cluyente más que desarrollo integral e 
incluyente, y provocan resistencia por 
parte de sus habitantes. Su imposición 
inconsulta puede violentar derechos 
tradicionales de pueblos originarios o 
afrodescendientes, como también de 
comunidades campesinas, desconocer 
principios internacionalmente reco-
nocidos al respecto, y la conflictividad 
resultante puede llevar a los Estados a 
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criminalizar a los defensores del terri-
torio, y también provocar demoras o 
incluso truncar grandes obras públicas, 
proyectos con financiamiento inter-
nacional o inversiones privadas. En la 
medida en que se articulen efectiva-
mente estrategias de desarrollo locales, 
regionales y nacionales, con procesos 
de gobernanza dialógica entre Estado 
y sociedad civil, y mecanismos apro-
piados para el manejo, resolución o 
transformación de conflictos, es posi-
ble construir acuerdos y consensos que 
permitan avanzar en forma concertada.  

Nueva institucionalidad y concertación 
social

Hay que estimular la construcción de un 
nuevo tipo de institucionalidad público-pri-
vada en los países y territorios, con procesos 
de innovación en el relacionamiento de las 
entidades gubernamentales entre sí y con la 
sociedad civil en las diferentes escalas terri-
toriales, procesos de concertación efectiva y 
sostenida entre actores sociales e institucio-
nales para la toma de decisiones sobre prio-
ridades estratégicas e inversiones públicas, 
y mecanismos de articulación ascendente y 
descendente entre políticas nacionales, sub-
nacionales o locales e iniciativas endógenas 
para el desarrollo de cada territorio. Esto 
supone dinámicas de concertación social de 
las políticas públicas y acciones institucio-
nales, de manera que éstas respondan a de-
mandas priorizadas en función de proyectos 
de futuro, tengan reconocimiento por parte 
de los actores territoriales y la consiguiente 
legitimidad, generen acuerdos para su im-
plementación y sea factible movilizar volun-
tades y recursos para emprender y llevar a 

buen término transformaciones sustantivas 
en el mediano y más largo plazo. 

En el marco del proceso ECADERT se 
buscó construir plataformas de con-
certación en territorios usualmente 
conformados por varios municipios, 
frecuentemente interactuando con 
mancomunidades, pero se prestó poca 
atención a la institucionalidad munici-
pal y propiamente local, con sus pro-
pias dinámicas de participación social, 
relacionamiento entre actores e inter-
locución con las autoridades y la ins-
titucionalidad pública, las cuales es 
importante reconocer y valorizar. Por 
otra parte, a pesar de que el abordaje 
territorial latinoamericano tuvo una 
vertiente microrregional y por ende 
relacionada con el abordaje regional 
del desarrollo, y así se planteó origi-
nalmente en una de las entidades in-
ternacionales impulsoras del proceso 
ECADERT, en la práctica se obvió u 
obscureció, en su fase de formulación y 
ejecución inicial, el establecimiento ex-
plícito de interconexiones entre las re-
giones de planificación y los territorios 
supramunicipales, carencia que luego 
fue necesario atender mediante la ex-
ploración de modalidades de interco-
nexión entre Consejos Territoriales 
de Desarrollo u otras organizaciones 
de gestión, tanto municipal como su-
pramunicipal, y consejos regionales 
de planeamiento y articulación inte-
rinstitucional. La experiencia reciente 
de Costa Rica al respecto sugiere que 
aun cuando la ley normara el esta-
blecimiento de instancias regionales 
de coordinación y articulación para el 
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desarrollo de los territorios rurales, es 
preferible y viable incorporar represen-
tantes de las organizaciones de gestión 
territorial en los consejos regionales 
existentes bajo la conducción del ente 
responsable por la planificación en el 
país como un todo y en sus distintas re-
giones. En Centroamérica es claro que 
hay una pluralidad de escalas territo-
riales, de gobernanza y de gestión del 
desarrollo de los territorios, que no son 
exclusivamente rurales, que es necesa-
rio vincular entre sí esas distintas esca-
las, y que debemos explorar en mayor 
profundidad las implicaciones de la 
multi-escalaridad de los territorios y 
del desarrollo territorial.

En general, se requiere de transpa-
rencia en el acceso a la información 
y en la toma de decisiones sobre in-
versiones públicas en los territorios, 
como también acerca de las implica-
ciones de diversos tipos de inversión 
privada en ellos. Es necesario contar 
con mecanismos que faciliten su ar-
ticulación con las estrategias de de-
sarrollo territorial a distintas escalas, 
así como la construcción de consensos 
en torno a su conveniencia y perti-
nencia. Hay que reconocer y atender, 
asimismo, sus posibles efectos negati-
vos sobre determinadas facetas de los 
sistemas-territorio, incluyendo los im-
pactos ambientales, socioeconómicos, 
sociopolíticos y culturales. La pobla-
ción debe contar con los elementos 
necesarios, tanto de conocimiento 
como legales, para incidir efectiva-
mente en la orientación de las inver-
siones públicas y de los incentivos o 

desincentivos para determinados tipos 
de inversiones privadas, en función de 
sus contribuciones potenciales al me-
joramiento de la calidad de la vida en 
los territorios. 

La construcción de una nueva institucio-
nalidad nacional y territorial tiene su pro-
pio ritmo, de acuerdo con las condiciones 
de cada país y territorio. Es importante 
apoyar activamente esta construcción, pero 
no conviene apresurarla para cumplir con 
plazos que responden a criterios foráneos 
a la dinámica de cada país o territorio. Se 
requiere de cambios sustanciales en la cul-
tura política e institucional, algo que no 
se logra fácil ni rápidamente. Es necesa-
ria una curva de aprendizaje prolongada 
para construir de otra manera las políticas 
públicas y transformar los marcos institu-
cionales, adecuándolos a las necesidades de 
los territorios rurales, articulando entre sí 
los distintos planos de actuación de la ins-
titucionalidad, y coordinando las acciones 
de múltiples instituciones en los ámbitos 
nacional, subnacional, supramunicipal y 
local. Entre el establecimiento formal de 
un nuevo marco institucional y su opera-
ción efectiva hay un necesario proceso de 
maduración, que requiere tiempo y debe 
ser respetado. 

Una estrategia regional como la 
ECADERT puede orientar y dinami-
zar procesos nacionales y territoriales, 
pero cada uno de ellos tiene su propia 
temporalidad, y no es posible obviar 
etapas y procesos que responden a di-
námicas necesariamente endógenas. 
En el plano nacional, es posible for-
mular en plazos relativamente cortos 
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propuestas de políticas que incorpo-
ran elementos básicos del enfoque te-
rritorial, y el acompañamiento técnico 
internacional puede facilitar dicha 
formulación. Pero pueden transcu-
rrir varios años antes de que lleguen 
a aprobarse y aun más para que se 
ejecuten efectivamente, algo que no 
siempre sucede. 

Por otra parte, la experiencia centro-
americana, al igual que la brasileña, 
muestra que, si bien desde el gobierno 
central pueden emanar directrices para 
la articulación intersectorial y coordi-
nación interinstitucional, resulta mu-
cho más complejo y demorado, difícil 
o incluso inviable, lograr que un con-
junto relativamente amplio de enti-
dades públicas coordine su accionar, 
tanto entre ellas como con la sociedad 
civil, en los planos nacional, subnacio-
nal y territorial. 

Asimismo, una institución pública 
puede ser transformada por ley, en 
cuanto a sus atribuciones y funciones, 
organización interna y órganos direc-
tivos, pero cambiar la cultura institu-
cional y la manera de relacionarse con 
las organizaciones, grupos y redes en 
los territorios es considerablemente 
más complicado y lento. Y construir 
en múltiples territorios un nuevo tipo 
de institucionalidad, capaz de facilitar 
la articulación entre los distintos acto-
res territoriales y generar una visión 
estratégica consensuada y planes de 
desarrollo viables para concretarla re-
quiere, asimismo, de un lapso variable 
pero sustancial, por tratarse de un pro-

ceso social complejo que tiene su pro-
pia dinámica. 

Cuando instancias políticas superiores 
u órganos contralores presionan para 
que se constituya rápidamente deter-
minado número de consejos territoria-
les y se elabore en un plazo perentorio 
cierta cantidad de planes de desarro-
llo, es posible que se tienda a cumplir 
formalmente con los requerimientos 
pero que se recurra a procedimientos 
que contradicen el enfoque territorial, 
como la contratación de consultorías 
para elaborar los planes en lugar de 
apoyar su construcción participativa, y 
que el logro efectivo de los resultados 
buscados, en cuanto al nuevo tipo de 
institucionalidad, quede en entredicho. 
También puede suceder, como en una 
serie de territorios centroamericanos, 
que en aras de acceder a determinados 
recursos públicos o de la cooperación 
internacional se apresuren procesos 
que sería preferible realizar en forma 
más pausada para establecer bases or-
ganizacionales sólidas y construir es-
trategias y planes de desarrollo que 
reflejen acuerdos reales entre actores 
sociales, institucionales y privados, re-
des formales e informales y grupos con 
baja capacidad organizativa y de inci-
dencia, la cual es necesario fortalecer. 
Este ritmo impuesto desde las instan-
cias centrales de la institucionalidad de 
los países es la manifestación de la debi-
lidad o ausencia de procesos de descen-
tralización de la gestión pública para el 
desarrollo y a su vez, es un reflejo de la 
falta de claridad sobre la importancia, 
viabilidad y significado del desarrollo 
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territorial de los países de la región. El 
énfasis en el centralismo y en la secto-
rialización del desarrollo, se convierte 
en una de las barreras más importantes 
para que el desarrollo territorial logre 
emerger como una posibilidad del de-
sarrollo integral, equitativo y sosteni-
ble de los países.

Articulación interinstitucional e inter-
sectorial

Es necesario establecer o fortalecer mecanis-
mos de articulación interinstitucional en los 
planos nacional, subnacional, territorial 
y local para que las instituciones públicas 
puedan coordinar sus actuaciones y respon-
der de manera integral a las demandas y 

requerimientos de los territorios. Tales me-
canismos tendrán que estar acompañados 
de una fuerte y activa participación de los 
actores de la sociedad civil, en cada uno de 
los territorios, mediante instancias de go-
bernanza debidamente organizadas. Se 
requiere, asimismo, de articulación intersec-
torial en la institucionalidad de los sistemas 
de integración regional.

En Centroamérica, el desarrollo en 
territorios transfronterizos demanda 
esfuerzos eficaces de coordinación 
entre instituciones públicas de países 
vecinos, lo cual involucra necesaria-
mente a los Ministerios de Relaciones 
Exteriores, a las entidades responsables 
por el desarrollo rural territorial, a los 

Figura 6
Territorio Afín Garífuna
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entes sectoriales pertinentes en cada 
caso y procesos de interlocución con 
los actores sociales de estos territorios. 
En territorios afines geográficamente 
ubicados en varios países, como el 
Corredor Seco Centroamericano o el 
Territorio Afín Garífuna, puede reque-
rirse de coordinaciones adicionales con 
proyectos internacionales o agencias de 
cooperación, y puede ser conveniente 
o necesario elevar ciertas cuestiones 
ante la instancia correspondiente del 
Sistema de Integración. 

En la práctica, hay fuertes resisten-
cias y dificultades que obstaculizan 
una efectiva articulación interinstitu-
cional, y se requiere de incentivos y 
modalidades eficaces para promoverla 

en los diferentes ámbitos de actuación 
de la institucionalidad pública secto-
rial e intersectorial. Al respecto hay 
múltiples experiencias, algunas rela-
tivamente exitosas y muchas fallidas, 
tanto dentro como fuera de la región 
del SICA, las cuales conviene docu-
mentar, sistematizar, estudiar e inter-
cambiar para conocer los factores de 
éxito o fracaso en dicha articulación o 
coordinación. 

En el ámbito regional, las dificultades 
para la articulación intersectorial en ge-
neral y para lograr un abordaje efecti-
vamente intersectorial del desarrollo de 
los territorios rurales centroamericanos, 
han limitado los alcances y la eficacia de 
la implementación de instrumentos de 

Figura 7
Territorio Afín del Corredor Seco Centroamericano
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política pública regional, como también 
su potencial efecto positivo en la inter-
sectorialidad de las políticas y progra-
mas nacionales de desarrollo territorial. 

En la ECADERT se planteó de manera 
explícita el requerimiento de articula-
ción intersectorial e interinstitucional, y 
se logró posteriormente un acuerdo de la 
Cumbre de Jefes de Estado para promo-
ver la intersectorialidad de esta política 
en el marco del SICA y de las políticas y 
programas en cada país. No obstante, el 
logro efectivo de la intersectorialidad ha 
sido limitado, tanto en el ámbito regional 
-donde se suma a la compartimentaliza-
ción sectorial la solidez insuficiente de 
los mecanismos regionales y la falta de 
directrices claras y concretas al respecto- 
como en el plano nacional.   

Es posible impulsar desde una entidad sec-
torial agropecuaria políticas y procesos para 
el desarrollo de los territorios rurales, pero 
ello plantea retos importantes relacionados 
con la capacidad de articular, movilizar y 
coordinar efectivamente a otros entes secto-
riales pertinentes, generar acciones inter-
sectoriales e impulsar de manera integral 
dicho desarrollo. Si bien los Ministerios de 
Agricultura suelen tener la rectoría del sec-
tor agropecuario en su conjunto, y con cierta 
frecuencia también tienen viceministerios o 
programas de desarrollo rural, sus potesta-
des no permiten articular directamente a en-
tidades de otros sectores públicos, y puede ser 
necesaria una instancia supraministerial o 
una entidad con un claro mandato presi-
dencial o legal para coordinar al conjunto 
de ministerios e instituciones relacionadas 

con el desarrollo territorial y la ruralidad. Y 
al interior de una entidad regional, si bien 
es factible promover desde una instancia 
sectorial la formulación e implementación 
de una política necesariamente intersecto-
rial, la tarea de concretizar dicha intersec-
torialidad plantea retos importantes, y es 
necesario que sea asumida en forma con-
junta por varios entes sectoriales o por una  
instancia de nivel superior con capacidad de 
articularlos.  

Varias experiencias político-institu-
cionales centroamericanas transitaron 
desde instancias inicialmente sectoria-
les, en los Ministerios de Agricultura, 
hacia otras intersectoriales, y para ello 
se ensayaron diversas modalidades, in-
cluyendo mecanismos de coordinación 
desde la Presidencia de la República, 
como en Guatemala; la Secretaría 
Técnica de la Presidencia y luego el 
Ministerio de Gobernación y Desarrollo 
Territorial en El Salvador, o la creación 
de una entidad con mandato intersec-
torial reflejado en la composición de 
su Junta Directiva, como en el caso del 
INDER en Costa Rica. También se ha 
constatado en países centroamericanos 
la importancia de involucrar directa-
mente en la formulación e implemen-
tación de procesos de desarrollo rural 
territorial a las entidades públicas res-
ponsables por la planificación y por la 
presupuestación, al menos a nivel cen-
tral y de ser posible en el plano subna-
cional o regional, pues resulta difícil que 
tengan presencia técnica permanente 
en los múltiples territorios de un país. 
Pese a los hechos anteriores, los minis-
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terios de agricultura de la región no han 
logrado incorporar cabalmente el enfo-
que territorial del desarrollo rural y la 
comprensión de este como un proceso 
que integra las dimensiones sociocultu-
rales, económicas, ambientales e institu-
cionales del desarrollo, aun cuando en 
algunos casos se hayan hecho esfuerzos 
pioneros y logrado algunos avances al 
respecto.

En el marco del SICA, el impulso ini-
cial para la formulación e implemen-
tación de la ECADERT provino de la 
SE-CAC como instancia sectorial, pero 
su capacidad de movilizar recursos al 
interior del sistema de integración y 
de generar articulación intersectorial 
fue claramente insuficiente. Una li-
mitación importante fue el hecho de 
que en la Secretaría de Integración 
Económica Centroamericana (SIECA), 
como ente coordinador del Subsistema 
Económico, no se asumiera suficiente-
mente a la ECADERT como una polí-
tica intersectorial. Tampoco hubo una 
plena apropiación y eficaz promoción 
de la intersectorialidad de la ECADERT 
al interior del mecanismo de integra-
ción en su conjunto y en sus instancias 
centrales, a pesar de acuerdos al res-
pecto por parte de la Cumbre de Jefes 
de Estado del SICA. 

La articulación entre los distintos planos 
de actuación de la institucionalidad pú-
blica, desde el municipal o subnacional 
hasta el nacional o internacional, es tan 
necesaria como difícil de lograr de manera 
eficaz, integral y sostenida. Para ello con-
viene aplicar sistemáticamente el princi-

pio de subsidiariedad, a fin de diferenciar 
las competencias y esclarecer responsabi-
lidades. Hay que valorar asimismo las 
implicaciones de la multiescalaridad de 
los procesos de desarrollo territorial para 
reconocer y fortalecer las interrelaciones 
y complementariedades entre instancias 
y acciones institucionales para promover 
dicho desarrollo en los diferentes planos 
tanto de la institucionalidad como de la 
territorialidad. 

En Centroamérica ha habido rece-
los o reticencias por parte del muni-
cipalismo ante la conformación de 
territorios supramunicipales -salvo 
cuando se trata de mancomunida-
des o asociaciones intermunicipales-, 
como también ante políticas, progra-
mas o normativas legales al respecto. 
Por otra parte, los responsables políti-
cos e institucionales de unidades po-
lítico-administrativas subnacionales o 
regiones de planificación también han 
tenido dificultades para comprender 
e incorporar la función y el funcio-
namiento de entidades o territorios 
subregionales o microrregionales. A 
su vez, quienes promueven el esta-
blecimiento y reconocimiento oficial 
de territorios conformados por varios 
municipios y que son parte de una re-
gión o de una entidad territorial sub-
nacional enfrentan el reto de justificar 
claramente su existencia y esclarecer 
su relación no necesariamente com-
petitiva sino potencialmente sinérgica 
tanto con los gobiernos locales como 
con las regiones de planificación o 
las instancias político-administrativas 
subnacionales. 
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Desarrollo territorial y sistemas de pla-
nificación y presupuestación

Es importante enlazar las iniciativas impul-
sadas desde los territorios con los sistemas 
nacionales de planificación y presupuesta-
ción, lo cual requiere de un reconocimiento 
político-institucional de los territorios como 
unidades de gestión, como también del es-
clarecimiento de la relación entre éstas y las 
unidades político-administrativas locales y 
subnacionales. 

Al respecto hay diversas situaciones 
y experiencias centroamericanas, de 
las cuales se desprenden aspectos es-
pecíficos a considerar. En los casos 
en los cuales los territorios y consejos 
territoriales se asocian a municipios 
individuales, la planificación y presu-
puestación municipal, que puede ser 
menos o más participativa, tiende a 
asimilarse a la del territorio. Cuando se 
trata de mancomunidades o asociacio-
nes intermunicipales, y éstas pueden 
acceder a recursos financieros adicio-
nales a los de los municipios, cabe la 
posibilidad de que la planificación y 
presupuestación de esos conglome-
rados de municipios, complementada 
por fondos o inversiones públicas adi-
cionales, pueda facilitar la vinculación 
de la planificación y presupuestación 
territorial con los respectivos sistemas 
nacionales. Al respecto cabe consi-
derar las ventajas potenciales de una 
asociación estrecha entre dichas man-
comunidades y los territorios como 
unidades de gestión supramunicipa-
les, explorando por otra parte me-

canismos para un involucramiento 
apropiado de la sociedad civil en su 
gobernanza. 

Hay que abordar de manera clara, explí-
cita y directa la relación entre desarrollo 
territorial y desarrollo regional, para lo 
cual una opción es la participación de re-
presentantes de los consejos u otras instan-
cias de territorios conformados por varios 
municipios en los espacios de coordinación 
interinstitucional e intersectorial de las 
regiones del sistema nacional de planifi-
cación. También es conveniente que los 
planes de desarrollo regional incorporen 
elementos diferenciadores subregionales o 
microrregionales.

En Centroamérica, a pesar de sus orí-
genes parcialmente asociados a la 
planificación territorial en regiones, 
subregiones y microrregiones, los pro-
cesos de gestión del desarrollo en terri-
torios rurales usualmente han estado 
al margen de las regiones de planifica-
ción, en lugar de articularse con ellas 
y de interconectar los procesos de pla-
nificación regional y territorial. Una 
experiencia prometedora al respecto 
es la decisión de incorporar represen-
tantes de los Consejos Territoriales de 
Desarrollo Rural en los Consejos de 
Desarrollo Regional en Costa Rica. El 
resurgimiento actual de las políticas de 
desarrollo regional en Centroamérica, 
como en América del Sur, ofrece una 
oportunidad para replantear y poten-
ciar su relación con el desarrollo en 
otras escalas territoriales, tanto locales 
como supramunicipales.
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Acerca de arreglos institucionales 
y gobernanza relacional en los 
territorios centroamericanos

Concertación 
entre actores 
territoriales

Incorporación 
de actores, redes 

y otros grupos

Plataformas de 
concertación y 

manejo 
de conflictos

Modalidades de 
gobernanza

Los aprendizajes que se proponen 
aquí versan sobre los dispositivos para 
la concertación entre actores socia-
les, privados e institucionales en los 
territorios; la gobernanza relacional 
multinivel en su relación con la ges-
tión social del desarrollo territorial; el 
involucramiento activo en ella de ac-
tores, redes y grupos excluidos o en 
vías de exclusión en los territorios, re-
conociendo sus diferencias y promo-
viendo su incorporación progresiva en 
iniciativas de desarrollo. Otros apren-
dizajes atañen al manejo y transfor-
mación de los conflictos entre ellos, 
y a la función de grupos articuladores 
iniciales en los territorios.

Concertación entre actores territoriales

Las organizaciones de gestión territorial u 
otras plataformas de concertación en los te-
rritorios rurales son fundamentales para la 
construcción participativa de estrategias de 
desarrollo territorial y para la interlocución 
con entidades públicas, organizaciones no 

gubernamentales y agencias de cooperación 
en torno a las propuestas e iniciativas en-
marcadas en ellas. Es necesario que su con-
formación sea ampliamente representativa, 
incorporando a los actores sociales, privados 
e institucionales, redes y otros grupos rele-
vantes interesados en y comprometidos con 
el desarrollo del territorio. En la medida en 
que algunos de ellos no tengan capacidad 
organizativa o no estén en condiciones de 
designar representantes para participar re-
gularmente en dichas plataformas, deberán 
explorarse otras modalidades de consulta 
y de involucramiento en la formulación e 
implementación de la estrategia y planes de 
desarrollo u otras iniciativas relacionadas.

Varias experiencias centroamericanas 
muestran la importancia de que las estra-
tegias y planes de desarrollo de los terri-
torios se elaboren con el involucramiento 
más activo y amplio posible de los actores 
sociales, institucionales y privados, redes 
formales e informales relevantes y otros 
grupos pertinentes en los territorios. Ello 
puede lograrse a través de plataformas de 
concertación incluyentes, y en caso ne-
cesario mediante otros mecanismos para 
facilitar la participación de grupos menos 
organizados y redes con menor grado de 
formalización, como también de sectores 
privados que no necesariamente parti-
cipan regularmente en aquéllas. La pro-
ducción de dichas estrategias o planes 
requiere de apoyo técnico, pero quienes 
lo brindan no deben sustituir a los acto-
res territoriales en la toma de decisiones, y 
tampoco puede delegarse en consultores 
o asesores la elaboración de las propues-
tas estratégicas ni de los planes a mediano 
plazo, aunque pueden facilitar activida-
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des conducentes a ese fin. Los procesos 
de construcción de la estrategia de desa-
rrollo del territorio y el fortalecimiento 
organizacional de sus instancias de par-
ticipación, negociación y construcción de 
acuerdos se refuerzan mutuamente. 

Aunque es muy deseable que haya 
políticas de Estado y programas insti-
tucionales que apoyen en forma soste-
nida la gestión social participativa del 
desarrollo en los territorios rurales, la 
continuidad de los procesos gestados en 
éstos depende fundamentalmente de 
su apropiación efectiva por parte de los 
actores sociales y privados, gobiernos 
locales y redes, grupos o movimientos 
de base en cada territorio. Ante la vo-
latilidad de las “voluntades políticas” 
gubernamentales y la constatación de 
la reversibilidad de compromisos insti-
tucionales en varios países de la región, 
se plantea con mayor frecuencia, por 
parte de representantes de la sociedad 
civil y de quienes tuvieron responsabi-
lidades político-institucionales en ad-
ministraciones anteriores, la necesidad 
de impulsar el desarrollo territorial en 
forma endógena o ascendente. En la 
medida en que las autoridades opten 
por un ejercicio vertical del poder polí-
tico en lugar de una gobernanza efec-
tivamente relacional y participativa, 
es posible que durante determinado 
período sea necesario que las iniciati-
vas de desarrollo desde los territorios 
se desenvuelvan sin apoyo institucio-
nal, exclusivamente “desde abajo” y 
en forma completamente autónoma 
y autogestionaria, movilizando recur-

sos de diversa índole sin apoyo estatal. 
Conviene, aun así, articular entre sí di-
chas iniciativas, aunar voluntades para 
la incidencia en políticas, y promover 
transformaciones positivas en el marco 
político-institucional del país para que 
Estado y sociedad civil puedan concer-
tar acciones e integrar esfuerzos en pro 
del desarrollo de los territorios rurales. 

Modalidades de gobernanza

La gestión social del desarrollo territorial 
contribuye a la transformación de modali-
dades convencionales de toma de decisiones 
y ejecución de acciones por parte de los go-
biernos municipales y de la institucionali-
dad pública en los territorios, haciéndolas 
más participativas, concertadas e incluyen-
tes. Es necesario transitar hacia una gober-
nanza relacional basada en acuerdos entre 
las instancias de gobierno nacionales, sub-
nacionales y locales, la sociedad civil y las 
organizaciones de gestión territorial o pla-
taformas de concertación en los territorios 
rurales a la escala correspondiente. 

Los avances al respecto en los países 
centroamericanos son bien disímiles, 
con pasos progresivos hacia este tipo 
de gobernanza en algunos países, bajo 
gobiernos de signos ideológicos dife-
rentes pero comprometidos de una u 
otra manera con la ampliación y pro-
fundización de la democracia, y fuertes 
resistencias de quienes ejercen el poder 
político en forma vertical, indepen-
dientemente de la postura declarada de 
los gobernantes. Los contrastes entre 
ambos tipos de situación se traducen 
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en condiciones más favorables o ad-
versas para procesos de gestión social 
del desarrollo territorial. Esta última, a 
su vez, puede coadyuvar a la construc-
ción de modalidades de gobernanza 
más relacional en los territorios, pero 
es insuficiente para transformar las 
maneras en que ejercen el poder los 
gobernantes, lo cual requiere de accio-
nes colectivas, procesos de incidencia y 
cambios políticos e institucionales a es-
cala nacional. La gobernanza territorial 
requiere de cambios jurídicos, normati-
vos e institucionales importantes en los 
países de la región, puesto que las com-
petencias de estos organismos deberán 
estar incorporadas a la estructura de la 
gestión pública, de tal manera que se 
logre empoderar a los territorios como 
sujetos sociopolíticos e institucionales 
con competencias debidamente esta-
blecidas en los mecanismos de la plani-
ficación e inversión pública. 

Hay que fortalecer los mecanismos de go-
bernanza multinivel y estimular el em-
poderamiento de los actores territoriales, 
redes relevantes y grupos excluidos o en 
proceso de exclusión, en la toma de deci-
siones sobre el futuro de sus territorios, a 
diversas escalas. Este tipo de gobernanza 
conlleva la coordinación entre distintos ni-
veles de gobierno correspondientes a enti-
dades territoriales en los planos nacional, 
subnacional y local, como de gestión social 
de procesos de desarrollo con participación 
activa de la sociedad civil.

En los Estados unitarios centroameri-
canos, la articulación entre niveles de 
gobierno y entidades territoriales reco-

nocidas como unidades de planificación 
y presupuestación en el respectivo or-
denamiento jurídico se ha circunscrito 
principalmente a las relaciones entre 
gobierno central y gobiernos locales. Los 
niveles intermedios, carentes de auto-
nomía y de recursos propios, han sido 
fundamentalmente las regiones de plani-
ficación y las instancias político-adminis-
trativas subnacionales (departamentos 
o provincias) sin autoridades electas. 
Otros dos ámbitos intermedios son las 
mancomunidades de municipios o aso-
ciaciones intermunicipales, y los territo-
rios conformados por varios municipios, 
usualmente no reconocidos en los siste-
mas nacionales de planeamiento ni en la 
distribución del presupuesto público. La 
gobernanza multinivel requiere del for-
talecimiento de instancias intermedias y 
mecanismos de articulación entre ellos y 
los gobiernos nacionales y locales. Pero 
también es indispensable transitar desde 
maneras de gobernar convencionales 
hacia formas relacionales, involucrando 
a la sociedad civil de manera apropiada 
en cada nivel.

La apropiación y empoderamiento del 
conjunto de actores territoriales es in-
dispensable para que los procesos de 
gestión social del desarrollo de los te-
rritorios rurales sean efectivamente in-
cluyentes y para su continuidad en el 
tiempo, más allá de los vaivenes polí-
tico-institucionales y de eventuales in-
constancias en el acompañamiento de 
agencias de cooperación o en el apoyo 
de ciertas fundaciones u ONG. Dicha 
participación es fundamental para la 
legitimidad, dinámica y continuidad 
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del proceso de desarrollo rural territo-
rial en Centroamérica, como en otras 
latitudes. Para ello se requiere de me-
canismos de concertación público-pri-
vados en los ámbitos comunitario, 
municipal, supramunicipal, regional 
o subnacional, y nacional, de manera 
que sean apropiados, viables y eficaces. 

Incorporación de actores, redes y otros 
grupos

Es necesario involucrar activamente en la 
gestión del desarrollo de cada territorio rural 
a los distintos tipos de actores territoriales, re-
conociendo las diferencias entre los sociales, 
institucionales y privados, y al interior de 
cada una de estas categorías.  Hay que abor-
dar de manera explícita la participación de 
redes formales e informales relevantes y de 
grupos históricamente excluidos o que están 
siendo expulsados de los territorios por falta 
de oportunidades o por situaciones adversas 
y amenazantes, fortaleciendo sus capacidades 
organizativas y de incidencia y explorando 
opciones para su incorporación en las plata-
formas de concertación.  

En América Central, como ha sucedido 
también en Brasil, los mecanismos y 
modalidades de participación y, en algu-
nos casos, ciertas directrices de políticas 
u orientaciones implícitas en ellas, han 
tendido a facilitar la representación de 
organizaciones y redes de sociedad civil 
formalmente establecidas, sin generar 
opciones claras y acciones sistemática-
mente dirigidas a facilitar el involucra-
miento de redes y grupos informales, 
con menor capacidad organizativa y de 

incidencia, en las plataformas de concer-
tación y en la gobernanza territorial. Por 
otra parte, es necesario explorar formas 
apropiadas de participación del sector 
privado, en sentido amplio, en la formu-
lación e implementación del proyecto de 
futuro del territorio, en su estrategia a 
largo plazo y en sus planes de desarro-
llo a mediano plazo. Conviene conocer 
experiencias de participación de distintos 
tipos de actores privados en la gestión del 
desarrollo territorial, dentro y fuera de la 
región del SICA, a fin de apreciar sus lo-
gros y limitaciones, extraer lecciones y 
promover buenas prácticas al respecto.

La organización del territorio, que requiere de 
un nuevo tipo de institucionalidad territorial 
y de relacionamiento entre los actores socia-
les, privados e institucionales, es un elemento 
crucial, complejo y frecuentemente minimi-
zado o incomprendido, de la gestión social de 
su desarrollo. Para que ella pueda ser eficaz 
es indispensable una clara comprensión de 
las características e intereses, formas organi-
zativas y capacidad de incidencia de los dis-
tintos actores territoriales, como también de 
redes con diversos grados de formalización y 
grupos históricamente excluidos o en proceso 
de exclusión de la toma de decisiones al res-
pecto y de los beneficios resultantes. 

En América Central se ha encontrado 
que el apresuramiento en la confor-
mación de organizaciones de gestión 
territorial o plataformas de concerta-
ción, sin la necesaria maduración de 
los procesos e incorporación progre-
siva de actores territoriales, redes y 
grupos con intereses convergentes o 
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complementarios en torno al desarro-
llo del territorio, debilita la capacidad 
colectiva de construir un proyecto de 
futuro, elaborar e implementar una 
estrategia y sucesivos planes a me-
diano y corto plazo, de apropiarse 
efectivamente y de dar continuidad a 
dichos procesos a lo largo del tiempo. 
También se ha constatado que es ne-
cesario prestar atención a las modali-
dades de relacionamiento propias de 
redes informales que articulan a in-
dividuos, grupos u organizaciones en 
el territorio, y que se requiere de es-
fuerzos especiales y modalidades flexi-
bles para lograr el involucramiento de 
grupos históricamente excluidos de 
la gobernanza territorial o que están 
siendo expulsados actualmente del 
territorio por situaciones adversas o 
amenazantes, falta de oportunidades 
o su búsqueda fuera del mismo.

Plataformas de concertación y manejo 
de conflictos

La construcción y afianzamiento de una 
nueva institucionalidad para el desa-
rrollo territorial conlleva un proceso de 
incubación, nacimiento y afirmación 
inicial, ampliando progresivamente su 
representatividad, reconocimiento y legiti-
midad, con iniciativas, proyectos e inver-
siones acordes con sucesivos momentos o 
períodos de consolidación organizativa y 
orientación estratégica. En este proceso de 
construcción de institucionalidades terri-
toriales, es crucial reconocer y potenciar 
las identidades colectivas tanto comunes 
como diferenciadas en el territorio; su his-
toria compartida y las trayectorias de los 

distintos actores, redes y grupos territo-
riales; los referentes comunes y elementos 
contrastantes; la comprensión de las dife-
rencias y la creación de confianza. Esto no 
puede lograrse en el corto plazo, sino que 
es un proceso gradual y acumulativo, a 
mediano y más largo plazo.

La experiencia centroamericana al res-
pecto, como la brasileña y europea, in-
dica que una vez establecidas las bases 
de la organización de gestión territorial 
o plataforma de concertación, conviene 
diseñar y ejecutar inversiones dinami-
zadoras que fortalezcan tanto las capa-
cidades de gestión como la motivación 
de los actores involucrados, atendiendo 
necesidades sentidas sin perder de vista 
la direccionalidad del desarrollo terri-
torial. Seguidamente hay que generar 
e implementar proyectos estratégicos 
territoriales, de mayor envergadura y 
de más largo aliento, capaces de impul-
sar integralmente dicho desarrollo en 
función de una visión prospectiva y de 
una estrategia a largo plazo, traducida 
en sucesivos planes intermedios. 

Diversas experiencias territoriales es-
pecíficas nos advierten, asimismo, so-
bre el riesgo de perder el norte cuando 
la atención se desvía por el afán de con-
secución de recursos o la atención de 
demandas inmediatas, sin relacionar 
claramente la atención de éstas con el 
rumbo estratégico concertado. Así su-
cede, por ejemplo, cuando se elaboran 
propuestas o proyectos no conducentes 
a objetivos de desarrollo, por el afán de 
acceder a determinado financiamiento, 
o cuando se aceptan recursos de di-
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versa índole enfocados en ciertos tipos 
de actividades o acciones, sin valorar 
su pertinencia a la luz de la estrategia 
o plan de desarrollo del territorio. Por 
esta razón, se ha considerado y plan-
teado reiteradamente, en procesos de 
gestión social del desarrollo territorial, 
que es importante saber cuándo en-
tablar una negociación para ajustar lo 
propuesto por un agente externo a los 
requerimientos y posibilidades del te-
rritorio, y rechazar aquello que vaya a 
contrapelo de los objetivos trazados y 
el mapa de ruta acordado.
Por otra parte, es necesario reconocer 
los tiempos políticos de las administra-
ciones tanto en los gobiernos locales, 
con plazos usualmente cortos, como en 
los gobiernos nacionales e instancias 
subnacionales, y combinar en forma 
apropiada iniciativas y proyectos a 
corto, mediano y más largo plazo. Esto 
conlleva el reto de lograr el mayor ali-
neamiento posible entre los objetivos y 
resultados de procesos con muy distin-
tos horizontes temporales, de manera 
que los más inmediatos contribuyan al 
logro de los intermedios, y esto a su vez 
permita avanzar hacia los de más largo 
alcance.

El éxito de procesos de gestión social del 
desarrollo territorial y de la formulación e 
implementación de estrategias consensua-
das entre los actores territoriales depende 
en grado considerable de la manera en que 
se estructuran las relaciones entre ellos y 
sus interacciones con agentes externos al 
territorio. Estas pueden ser colaborativas, 
pero también son dispares, y los intereses 

de los actores sociales, privados e institu-
cionales, redes relevantes y otros grupos del 
territorio pueden ser parcialmente conver-
gentes, pero también contrapuestos o di-
vergentes en determinados aspectos. Hay 
que fortalecer capacidades tanto para la 
incidencia como para la negociación y el 
manejo del conflicto, de manera que pue-
dan expresarse las diferencias, explorar 
áreas de interés común y establecer las 
bases de agendas de desarrollo comparti-
das. Lo ideal es que, a pesar de las discre-
pancias, el territorio pueda tener una sola 
voz colectiva al relacionarse con entidades 
públicas o privadas del ámbito nacional o 
subnacional, como también al interactuar 
con agencias de cooperación interguberna-
mentales o bilaterales y con ONG interna-
cionales, centros de investigación u otras 
instituciones y organizaciones.    

La experiencia centroamericana al 
respecto, como la de otras partes de 
América Latina y Europa, evidencia la 
importancia de establecer mecanismos 
funcionales para la expresión y nego-
ciación de los intereses, agendas y pro-
puestas de dichos actores y agentes. 
Subraya, asimismo, la relevancia de la 
capacidad colectiva de observar crítica 
y propositivamente la realidad actual, 
definir y articular prioridades, y actuar 
en forma concertada para gestionar los 
recursos disponibles en función de un 
proyecto de futuro común, una estra-
tegia de desarrollo acordada entre los 
actores sociales, privados e institucio-
nales, y planes a mediano y corto plazo 
consistentes con esa visión prospectiva 
y estratégica. 
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Esto requiere, claramente, del fortaleci-
miento diferenciado de las capacidades 
de los distintos actores territoriales, re-
des y grupos. También es necesario un 
proceso de sensibilización al interior de 
la institucionalidad pública de cada país, 
de las fundaciones u ONG y de las agen-
cias de cooperación, acerca de la natura-
leza dialógica, respetuosa y coadyuvante 
que debe tener su relacionamiento con 
las plataformas de concertación territo-
rial y con los distintos actores, redes y 
grupos de los territorios. 

La construcción de plataformas de concer-
tación u organizaciones de gestión territo-
rial funcionales y representativas se facilita 
considerablemente mediante la conforma-
ción de grupos articuladores iniciales del 
territorio. En ellos cabe la participación de 
representantes de gobiernos locales y acto-
res institucionales, sociales y privados del 
territorio comprometidos con la realización 
de las acciones necesarias para construir 
dicha institucionalidad territorial y el pro-
ceso subsiguiente de formulación e imple-
mentación de una estrategia de desarrollo. 
Es importante que cuenten con el apoyo 
técnico necesario para emprender las tareas 
iniciales requeridas, y que puedan movili-
zar apoyo logístico y los recursos humanos 
o financieros necesarios para realizarlas. 

Entre las funciones de dichos gru-
pos cabe mencionar, a partir de las 
experiencias tanto centroamericanas 
como de otras latitudes, la articula-
ción entre esos actores inicialmente 
comprometidos y con agentes exter-
nos al territorio; la toma de decisiones 
relacionadas con tareas preparatorias 

y organizacionales, así como la inci-
dencia político-institucional, y otras 
funciones que puedan variar de un 
lugar a otro, y cambiar a medida que 
avanza el proceso. Un reto al cual se 
han enfrentado esos grupos articula-
dores iniciales en territorios y países 
centroamericanos es el de asegurar su 
capacidad operativa, lo cual requiere 
de apoyo técnico y financiero, com-
promisos institucionales y acompaña-
miento sostenido.

Sobre actores sociales, institucionales 
y privados en el desarrollo 

territorial

Modalidades de 
participación de 
distintos actores, 
redes y grupos

Apropiación social 
e institucional y 

perdurabilidad de 
procesos de DT

Institucionalidad 
pública nacional, 

instancias intermedias 
y autoridades locales

Sociedad civil y sector 
privado en la gestión 

social del DT

Rendición de 
cuentas y auditoría 

social

A continuación, se proponen aprendi-
zajes relacionados con la participación 
de distintos actores, redes y grupos en 
procesos de gestión social del desarro-
llo territorial, con la apropiación social 
e institucional de los mismos, y con su 
perdurabilidad. Algunos se refieren es-
pecíficamente al involucramiento de la 
sociedad civil y sector privado en esos 
procesos, otros al de la institucionalidad 
pública nacional, instancias intermedias 
y autoridades locales. También se hace 
referencia a la necesidad de rendición 
de cuentas y auditoría social en ellos. 



94 Cuaderno de trabajo 19

Modalidades de participación de dis-
tintos actores, redes y grupos

Es necesario profundizar la participación 
ciudadana e incorporar activamente a los 
distintos actores sociales, institucionales y 
privados, redes y grupos de los territorios 
en la gestión social de su desarrollo. Para 
ello, se requiere de modalidades apropia-
das y mecanismos flexibles para involucrar 
a distintos tipos de actores, redes y grupos 
en diferentes aspectos o momentos de dicho 
proceso. Las instituciones, organizaciones 
y redes formalmente constituidas pueden 
tener representantes legales o electos, y los 
alcaldes o alcaldesas participar directa-
mente o delegar en otra persona, pero los 
grupos y redes informales pueden reque-
rir de otras formas de participación en el 
proceso. Las autoridades tradicionales, por 
su parte, podrían optar por reservarse el 
derecho de autorizar o no determinadas 
iniciativas en sus territorios, y otros repre-
sentantes de pueblos originarios o afrodes-
cendientes podrían requerir de consultas a 
sus comunidades. Y algunos actores priva-
dos podrían tener poca disposición o dispo-
nibilidad para participar continuamente 
en una organización de gestión territorial, 
pero en cambio tener mucho interés en de-
terminados proyectos, en ciertos motores de 
desarrollo, o en las estrategias y planes a 
mediano y más largo plazo.

Las experiencias dentro y fuera de la 
región muestran diferencias al res-
pecto en lo atinente a la participación 
en organizaciones de gestión territo-
rial y en la elaboración de estrategias y 
planes de desarrollo de los territorios. 

Ciertas organizaciones, grupos o redes 
de la sociedad civil y determinados 
actores privados, como también los 
gobiernos locales o sus asociaciones y 
las instituciones públicas con respon-
sabilidades y competencias directas en 
el desarrollo de los territorios rurales 
pueden tener mayor interés, capaci-
dad y disposición de participar de ma-
nera regular y sostenida, a lo largo del 
tiempo, en plataformas de concerta-
ción territorial. Otros actores sociales, 
institucionales y privados podrán in-
volucrarse activamente sobre todo en 
la formulación de estrategias y planes 
de desarrollo, en la ejecución de pro-
yectos u otras iniciativas específicas, y 
en su auditoría social, seguimiento y 
evaluación. Es importante que todos 
tenga la oportunidad de involucrarse 
de la manera que les resulte viable y 
pertinente, flexibilizar las modalidades 
de representación, y facilitar efectiva-
mente la participación de los distintos 
actores, redes y grupos. 

Apropiación social e institucional y 
perdurabilidad de procesos de desarro-
llo territorial

La apropiación efectiva de los procesos, es-
trategias y planes de desarrollo por parte 
del conjunto de actores territoriales, redes 
y grupos locales es fundamental para su 
representatividad, legitimidad sociopo-
lítica y continuidad en el tiempo. Esto es 
crucial para que dichos procesos puedan 
trascender cambios en los gobiernos loca-
les, subnacionales y nacionales, como tam-
bién superar coyunturas o lapsos durante 
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los cuales se debilita o interrumpe el apoyo 
de la institucionalidad pública, así como la 
finalización de proyectos o programas que 
facilitaron su ejecución inicial; la desvincu-
lación de organizaciones no gubernamen-
tales, fundaciones o entidades privadas, 
y la salida de organismos de cooperación 
bilateral o internacional. Se requiere, asi-
mismo, de condiciones institucionales fa-
vorables, tales como la continuidad en el 
tiempo de políticas públicas pertinentes, y 
la existencia de una institucionalidad ade-
cuada con capacidad técnica para la induc-
ción y facilitación, que debe comprender 
acciones de formación de capacidades y 
gestión del conocimiento. 

Los procesos impulsados en el marco 
de la ECADERT en territorios trans-
fronterizos o afines y los realizados en 
territorios focales u otros en los países 
de la región mostraron claramente la 
importancia decisiva de la apropiación 
social e institucional en cada territorio 
para su continuidad, como también 
para la legitimidad de las instancias de 
concertación regional y para que los 
intereses, necesidades y propuestas 
de los distintos actores territoriales, 
redes y otros grupos estén represen-
tados en las estrategias y planes de 
desarrollo. El involucramiento activo 
de los gobiernos locales hace una di-
ferencia importante, sobre todo si se 
logra que los principales grupos polí-
ticos del territorio, ya sea municipal 
o supramunicipal, se comprometan a 
continuar impulsando una estrategia 
de desarrollo territorial concertada. La 
participación proactiva de las organi-

zaciones de sociedad civil, en sentido 
amplio, es absolutamente indispensa-
ble, y la estrategia de desarrollo debe 
reflejar tanto la perspectiva de los mo-
vimientos sociales como la de los ac-
tores privados comprometidos con el 
desarrollo del territorio. 

En Centroamérica, como en Brasil, se 
ha priorizado particularmente la in-
corporación de organizaciones socia-
les, y la del sector productivo se ha 
limitado algunas veces a las coopera-
tivas u otros emprendimientos aso-
ciativos. La experiencia de los Grupos 
Gestores en Guatemala y de algunos 
CTDR en Costa Rica, entre otras or-
ganizaciones de gestión territorial de 
la región, ha mostrado la pertinencia 
y valor del involucramiento tanto de 
empresarios o empresarias individua-
les genuinamente comprometidos con 
el desarrollo de los territorios en los 
cuales operan sus negocios, como de 
gremios representativos del sector pri-
vado. 

La institucionalidad pública presente 
en los territorios cumple múltiples 
funciones clave para iniciativas de 
desarrollo territorial y procesos de 
concertación. Entre ellas destacan la 
provisión de acompañamiento téc-
nico, la movilización de recursos del 
presupuesto nacional, y la facilitación 
de procesos de diálogo y negociación 
entre actores con posiciones inicial-
mente contrapuestas, como sucede 
frecuentemente con las organizacio-
nes sociales y empresariales.   
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Sociedad civil y sector privado en la 
gestión social del desarrollo territorial

La participación activa y propositiva de or-
ganizaciones de la sociedad civil, redes y gru-
pos, con capacidad efectiva de negociar sus 
agendas con otros actores territoriales e inci-
dir en la toma de decisiones, resulta esencial 
para la gestión social del desarrollo de los 
territorios rurales. Asegurar su involucra-
miento progresivo hasta lograr una amplia 
representatividad plantea retos importantes 
por la multiplicidad de actores de sociedad 
civil con diversas agendas e intereses; por 
la tendencia a favorecer la participación de 
organizaciones formalmente constituidas, e 
incluso de requerir personería jurídica, y a 
excluir por omisión a grupos y redes infor-
males; por los gastos operativos necesarios 
para facilitar su participación continuada, 
y por las dificultades para satisfacer sus al-
tas expectativas iniciales, con la consiguiente 
desmotivación, entre otros factores. 

En Centroamérica, como en otras par-
tes de América Latina, suelen tener un 
peso preponderante las organizaciones 
formales de sociedad civil, incluyendo 
algunas de tipo local o comunitario, 
grupos de jóvenes y de mujeres rurales, 
asociaciones de productores, entre otras, 
y la participación de redes informales es 
prácticamente nula. En algunos países 
se promueve o requiere la participación 
de organizaciones representativas de 
ciertos grupos anteriormente excluidos, 
como las personas con discapacidad, 
pero en general se mantiene la exclu-
sión de trabajadores y trabajadoras mi-
grantes. Su inclusión efectiva requiere 
de esfuerzos sostenidos y proactivos, 

como también de flexibilidad en cuanto 
a las modalidades de representación y 
participación. Múltiples experiencias 
territoriales han mostrado que la insis-
tencia en incorporar solamente orga-
nizaciones formalmente constituidas, 
frecuentemente con el requisito de te-
ner personería jurídica o estar inscritas 
en un registro oficial, tiende a perpetuar 
mecanismos de exclusión de otros gru-
pos, redes y sectores de la población ru-
ral, con menor capacidad organizativa y 
de incidencia.

El sector privado, en sentido amplio, tiene 
una representación e involucramiento bas-
tante limitados en las organizaciones de 
gestión territorial o plataformas de concer-
tación, lo cual es claramente inconveniente, 
con la notable excepción de ciertas cooperati-
vas u otras empresas asociativas, y de algu-
nos empresarios y empresarias individuales. 
La perspectiva de las empresas corporativas 
y de las medianas o grandes empresas de 
propiedad familiar suele estar ausente en 
las deliberaciones de dichas instancias que 
pretenden representar al conjunto de actores 
territoriales, donde sería deseable que estu-
viera representada, como también en la for-
mulación del proyecto de futuro, estrategia y 
planes de desarrollo de los territorios, siendo 
que es necesario contar con inversiones pri-
vadas para impulsarlos. 

En Centroamérica, como también su-
cede en otras latitudes, se tiende a mi-
nimizar tácitamente o por omisión las 
contribuciones potenciales del sector 
privado al desarrollo de los territorios 
rurales. Al realizar el mapeo de actores 
no es usual que se realice un análisis 
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diferenciado de la posición, agendas e 
intereses de distintos tipos de empresas 
del territorio en lo atinente a su desa-
rrollo sustentable e integral. La expe-
riencia centroamericana al respecto 
muestra que empresarios y empresa-
rias individuales y ciertas agrupaciones 
gremiales de sectores específicos, como 
los ligados al turismo local, pueden in-
tegrarse y aportar significativamente 
en plataformas u organizaciones de 
gestión territorial. Para ampliar la par-
ticipación a otras empresas privadas ob-
jetivamente interesadas en el desarrollo 
del territorio en el cual están basadas y 
que podrían convertirse en aliadas es-
tratégicas, se requiere de mecanismos 
apropiados, apertura a sus contribucio-
nes y estímulos para incentivarlas. Si 
bien es poco probable que sus repre-
sentantes participen regularmente en 
sesiones de los consejos territoriales o 
plataformas análogas, es indispensable 
y factible integrar a empresas cuyas es-
trategias de negocios sean compatibles 
con dicho desarrollo en la construcción 
de proyectos de futuro y planes a me-
diano plazo y en coaliciones amplias 
para impulsarlo.

Institucionalidad pública nacional, 
instancias intermedias y autoridades 
locales

El involucramiento de la institucionalidad 
pública nacional pertinente es necesario 
por los servicios y recursos que puede pro-
veer en apoyo al proceso de gestión territo-
rial y a iniciativas de desarrollo específicas, 
pero también por sus diversas funciones.  
Compete al Estado elaborar e implementar 

políticas para el desarrollo de los territorios 
rurales, territorializar políticas de índole 
general o transversal y adecuar los progra-
mas y acciones institucionales a los reque-
rimientos de los territorios. Es importante, 
asimismo, contar con mecanismos eficaces 
de coordinación interinstitucional en el te-
rritorio. Otra función relevante que puede 
cumplir la institucionalidad pública en los 
territorios es la facilitación de procesos de 
diálogo y negociación entre actores con posi-
ciones inicialmente contrapuestas, como su-
cede frecuentemente con las organizaciones 
sociales y empresariales.  

Las experiencias centroamericanas su-
gieren la necesidad de que la entidad 
responsable por el desarrollo de los te-
rritorios rurales tenga la capacidad y el 
mandato de movilizar a otras institu-
ciones, incluyendo las sectoriales, con 
funciones relacionadas con dicho desa-
rrollo. También muestra las dificultades 
para lograr la participación sostenida 
de algunas de ellas, y las limitaciones 
derivadas de la escasa o nula presencia 
efectiva de ciertas entidades públicas 
en los territorios. 

Una opción a considerar es la de inte-
grar recursos, capacidades técnicas y 
esfuerzos institucionales en el ámbito 
regional, y establecer mecanismos que 
permitan a las plataformas de concer-
tación u organizaciones locales acceder 
a ellos para apoyar procesos de gestión 
social del desarrollo territorial.

El desarrollo territorial a múltiples esca-
las, incluyendo la regional o subnacional, 
requiere de instancias gubernamentales in-
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termedias dotadas de recursos, capacidades 
técnicas, competencias y el grado de autono-
mía requerido para impulsar el desarrollo 
regional y territorial. En Estados unitarios 
en los cuales las políticas y programas, pla-
nificación y presupuestación se realizan en 
forma centralizada, sin gobiernos subnacio-
nales a excepción de los locales, cabe fortale-
cer procesos de regionalización que articulen 
esfuerzos institucionales e inversiones públi-
cas en cada región y en los territorios subre-
gionales o microrregionales al interior de 
ellas. 

En lo referente a las relaciones entre 
regiones de planificación y entidades 
territoriales a distintas escalas, cua-
tro ejemplos a considerar son los de 
Honduras, Costa Rica, Guatemala y El 
Salvador:

El proceso de regionalización en 
Honduras se enmarcó en la aprobación 
legislativa de la Visión de País 2010-
2038 y el Plan de Nación 2010-2022, 
que establece las regiones y posibles 
subregiones así como un proceso de 
planeación del desarrollo en función 
de un conjunto de objetivos naciona-
les y metas de prioridad nacional.13 
Las dificultades políticas y debilidades 
institucionales pueden haber limitado 
la implementación efectiva de los pro-
cesos requeridos para concretizar e 
implementar los planes regionales, lo 
cual subraya que un marco normativo 
apropiado, que sin duda representa un 
avance considerable, es insuficiente 

por sí sólo para asegurar la realiza-
ción de lo establecido en él. El proceso 
de conformación y reconocimiento 
de territorios focales por parte de la 
Comisión Nacional para la Ejecución 
de la ECADERT en Honduras no se ha 
relacionado con la regionalización de 
ese país, en la cual prevaleció el criterio 
de cuencas hidrográficas.

En Costa Rica, la existencia de múlti-
ples regionalizaciones y zonificaciones 
por parte de distintas instituciones, a 
pesar de la existencia de regiones de 
planificación oficialmente estableci-
das, ha sido un factor limitante, en 
un contexto en el cual las provincias, 
como unidades político-administrati-
vas subnacionales, son anacrónicas e 
inoperantes para los fines y procesos 
de desarrollo. El proyecto de ley de 
desarrollo regional, dictaminado en 
comisión legislativa, representaría un 
avance considerable una vez que se 
apruebe e implemente.14 Además de 
unificar y hacer vinculante la regio-
nalización definida por el MIDEPLAN, 
se propone regular el proceso y sub-
sistema de planificación regional, con 
los instrumentos correspondientes, 
mecanismos de participación ciuda-
dana y financiamiento para la gober-
nanza regional. Incorpora los CTDR 
a los COREDES, junto con los go-
biernos locales de cada región, insti-
tuciones públicas, academia, sector 
privado y organizaciones de sociedad 
civil. Establece mecanismos de con-

13.  Cf. Poder Legislativo, República de Honduras (2010).
14.  Cf. Asamblea Legislativa de Costa Rica (2018).
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certación entre actores y de coordi-
nación interinstitucional; Mesas de 
Acuerdo para el Desarrollo Regional 
y Comités Intersectoriales Regionales; 
un Consejo Consultivo Nacional 
de Desarrollo Regional y un Fondo 
Nacional para el Desarrollo Regional, 
e identifica recursos presupuestarios 
para éste, complementarios a las in-
versiones de la institucionalidad pú-
blica en cada región. 

En Guatemala, el Sistema Nacional 
de Consejos de Desarrollo (SISCODE) 
incorpora procesos multiescalares de 
planificación y presupuestación por 

parte de las distintas entidades terri-
toriales, hasta el plano local. Por otra 
parte la planificación del desarrollo 
regional, enfocada en determinadas 
regiones y subregiones prioritarias, in-
cluye diagnósticos territoriales y planes 
de desarrollo integral  a 2032, enmar-
cados a su vez en el Plan Nacional de 
Desarrollo K’atun, con ese mismo hori-
zonte temporal;  una Política Nacional 
de Desarrollo Rural (PNDRI) en eje-
cución desde 2013, y la Agenda Rural 
2016-2020 para operativizarla en el 
gobierno siguiente, en un nuevo con-
texto sociopolítico.15 En el marco del 
proceso ECADERT se establecieron 

Figura 8
Regiones de desarrollo de Honduras

Figura 5, Regiones y subregiones de desarrollo del país, en Indicadores 2012, Sector Agua y Saneamiento en Honduras
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inicialmente varios territorios focales, 
en el de la PNDRI se priorizaron luego 
trece mancomunidades de municipios 
para la primera fase de ejecución de di-
cha política, y en la Agenda Rural se 
priorizaron intervenciones en depar-
tamentos en los cuales convergían la 
PNDRI y otras estrategias o planes. Por 
diversas vías y en distintos momentos 
se ha procurado articular programas 
para el desarrollo de los territorios ru-
rales priorizados entre sí, territorializar 
las inversiones de la institucionalidad 
pública pertinente en el marco las es-
trategias o planes, y vincularlas con el 
SISCODE.

En El Salvador, la particularidad de ser 
un país pequeño, pero densamente po-
blado y con 262 municipios ha dado 
especial relevancia a la asociatividad 
intermunicipal, que en 2017 ya cu-
bría casi todo el país. La división polí-
tico-administrativa incluye, asimismo, 
14 departamentos, sin autonomía por 
cuanto se trata de un Estado unitario 
sin instancias de gobierno intermedias 
entre la central y las locales. Se ha pro-
puesto regionalizar el Sistema Nacional 
de Planificación, con un abordaje in-
tersectorial y multiescalar que incluye 
escalas regionales de planificación (las 
regiones central, occidental, oriental y 

Figura 9
Territorios rurales y regiones de planificación en Costa Rica

15.  Cf. Conadur/Segeplán (2014) y Gobierno de Guatemala (2009, 2014 y 2016).



101Perspectiva regional y experiencias nacionales: Aprendizajes

norte); múltiples microrregiones o re-
giones mancomunadas correspondien-
tes a la escala de proyecto de territorios, 
y varias áreas estratégicas de desarro-
llo, definidas por el Estado, incluyendo 
ciudades asociadas a puertos o aero-
puertos, y región transfronteriza.16 

La contrastación de estas cuatro experien-
cias centroamericanas de planificación 
territorial muestra la diversidad de situa-
ciones y vías en lo referente a la regiona-
lización y la conformación de subregiones 
o microrregiones y su relación con los 
municipios, asociaciones intermunicipa-
les y territorios supramunicipales, como 

también en cuanto a su vinculación con 
la división político-administrativa y su re-
lación con las instancias de gobierno en 
Estados unitarios con características bien 
diferentes en cuanto a su extensión, po-
blamiento, diferenciación económica 
interna y estructuración socioespacial, 
organización política nacional, subnacio-
nal y local, grados de descentralización y 
sistemas de planificación y ordenamiento 
territorial. Aun tratándose de países re-
lativamente pequeños, con gobiernos 
centrales, una historia común y pertene-
cientes a un sistema de integración, está 
claro que no hay una sola manera apro-
piada y viable de regionalizar y territoria-

Figura 10
Territorios priorizados para la ejecución de la 

PNDRI en Guatemala

16. Cf. Consejo Nacional para la Gestión Asociada de los Territorios (2017) y SETEPLAN (2017).
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lizar las políticas públicas y los procesos de 
planificación y presupuestación y de arti-
cular entre sí las distintas entidades secto-
riales y territoriales.

El papel de los gobiernos locales y autori-
dades tradicionales de los territorios varía 
de un país y territorio a otro, pero en tér-
minos generales se requiere de su involu-
cramiento o anuencia -diferenciando entre 
la naturaleza y atribuciones de aquéllos 
y éstas- para dar mayor viabilidad y sus-
tentabilidad a procesos de gestión social 
del desarrollo territorial. Las autoridades 
tanto civiles como tradicionales pueden 
contribuir a dinamizar dicho proceso, pero 
también pueden obstaculizarlo.  Es nece-
sario respetar sus atribuciones propias a 
la vez que se transita hacia formas de go-

bernanza territorial más participativas y 
relacionales, que conllevan cambios en las 
formas de ejercicio de las potestades de las 
autoridades electas en comicios o designa-
das por mecanismos propios de las comuni-
dades, como también en las relaciones del 
poder en el territorio. 

En territorios centroamericanos, al-
gunos gobiernos locales han liderado 
Consejos de Desarrollo Territorial, 
otros han participado más o menos 
activamente en ellos o en plataformas 
de concertación análogas, y en ciertos 
casos han estado relativa o totalmente 
ausentes en dichas instancias. En deter-
minados territorios las autoridades tra-
dicionales indígenas se han abstenido 
de participar en esas instancias, pero 

Figura 11
Asociaciones intermunicipales en El Salvador

Fuente: tomado de STPP (2015), portada.
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se han reservado el derecho de avalar 
o vetar las iniciativas que involucran 
a sus comunidades; en otros territo-
rios, se han mantenido al margen en 
términos de involucramiento directo 
pero han dado su anuencia a los pro-
cesos y a la participación de grupos u 
organizaciones de sus comunidades, y 
sólo excepcionalmente han tenido una 
intervención más activa en consejos o 
plataformas de gestión territorial. 

En términos generales, conviene consul-
tar y ofrecer espacios de participación en 
ellas tanto a los gobiernos locales como a 
las autoridades tradicionales, por su legi-
timidad política o social. En el caso de los 
alcaldes o corporaciones municipales, tie-
nen un claro mandato para la conducción 
del desarrollo local y una cobertura mul-
tisectorial, mientras que las autoridades 
tradicionales tienen un hondo arraigo so-
ciocultural y pueden contribuir a la cons-
trucción de consensos comunitarios en 
torno a iniciativas para el mejoramiento 
de la calidad de la vida en sus territorios. 

La experiencia centroamericana su-
giere que es pertinente y positivo in-
corporar a los gobiernos locales desde 
la fase inicial de la formulación de ini-
ciativas de desarrollo territorial, como 
también trabajar con las mancomuni-
dades o asociaciones de municipios en 
los territorios donde existen, y apoyar 
su conformación donde todavía no se 
hayan establecido. En ciertas instan-
cias territoriales, como el Centro de 
Gestión Local de Darién y Comarcas, 
en Panamá, se han mantenido relacio-
nes respetuosas y constructivas con las 

autoridades tradicionales de comunida-
des tanto indígenas como afrodescen-
dientes, reconociendo sus mecanismos 
propios de gobernanza basados en cos-
tumbres y derechos de dichas comu-
nidades, a la vez que miembros de las 
mismas, especialmente jóvenes, se han 
incorporado activamente en el proceso 
de gestión social del desarrollo territo-
rial, al lado de personas mestizas o “in-
terioranas” y con el acompañamiento 
de un equipo técnico pluridisciplinario 
y multiétnico, modalidad que ha mos-
trado ser viable ya en el mediano plazo.

Rendición de cuentas y auditoría social

La metodología de gestión social del desarro-
llo de los territorios rurales debe contemplar 
procesos de rendición de cuentas por parte 
de la institucionalidad pública y de quienes 
coordinan instancias de concertación, pro-
yectos o procesos relacionados, así como una 
efectiva auditoría social de los mismos por 
parte de los actores territoriales. 

La transparencia y la contraloría social 
fortalecen las relaciones colaborativas 
entre Estado y sociedad civil para impul-
sar las estrategias y planes de desarro-
llo en los territorios. En Centroamérica 
hay algunos avances en la rendición de 
cuentas por parte de gobiernos locales, 
pero es necesario ampliar sus alcances 
en las organizaciones de gestión terri-
torial y en los proyectos o programas 
que se ejecutan en los territorios rura-
les. El control social de dichas instan-
cias y procesos es todavía incipiente, 
pero puede fortalecerse mediante su 
incorporación explícita en el abordaje 
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metodológico y el fortalecimiento de 
capacidades para la auditoría social.

Referentes al tejido social, redes y 
desarrollo territorial en experiencias 

centroamericanas

Tejido social y de-
sarrollo participa-
tivo en territorios 

rurales

Redes sociales 
y acción
colectiva 

Movilización de 
actores y apuestas 

estratégicas

Articulación 
interterritorial 
e interescalar 

mediante redes

 
Redes de 
mujeres y 

jóvenes rurales

Fortalecimiento 
de capacidades 
y tejido social

Varios aprendizajes guardan relación con 
el tejido social de los territorios rurales, y 
en particular con la función de distintos 
tipos de redes en la gestión social del de-
sarrollo territorial. Algunos se refieren a 
las funciones articuladoras y movilizado-
ras de redes formales e informales en esos 
territorios. Otros aprendizajes se refieren 
específicamente a las redes que enlazan 
a grupos relevantes de jóvenes y muje-
res rurales, o al fortalecimiento del tejido 
social y de las capacidades organizativas 
y de incidencia de quienes participan en 
procesos de desarrollo territorial.

Tejido social y desarrollo participativo 
en territorios rurales

El tejido social de los territorios rurales, 
basado en redes con diversos grados de 

formalización, relaciones de confianza, re-
ciprocidad y apoyo mutuo, parentesco y ve-
cindad, sociabilidad y colaboración entre 
grupos e individuos del lugar, es fundamen-
tal para la gestión territorial participativa 
y concertada. El deterioro o fortalecimiento 
del tejido social de un territorio puede difi-
cultar o favorecer la gestión de su desarrollo, 
la conformación de plataformas de concer-
tación y la elaboración e implementación de 
estrategias, planes y proyectos u otras ini-
ciativas. El debilitamiento o afianzamiento 
de la solidaridad y de las relaciones colabo-
rativas genera condiciones adversas o favo-
rables para la movilización de voluntades y 
recursos en torno a un proyecto de futuro 
compartido para el territorio, y debe to-
marse en cuenta y abordarse al emprender 
procesos de gestión social de su desarrollo. 
La transformación de conflictos, los acuer-
dos entre actores territoriales y las acciones 
para atender las raíces, expresiones y con-
secuencias de la violencia en los territorios 
rurales son, asimismo, un aspecto medular 
de dicha gestión. 

En buena parte de Centroamérica, 
como en muchos territorios colombia-
nos, la guerra y sus secuelas, así como 
el crimen organizado y su influencia 
en ellos, son facetas ineludibles de las 
dinámicas territoriales y plantean la 
necesidad de atender en forma prio-
ritaria sus implicaciones y explorar 
formas innovadoras de incidir positi-
vamente en la recuperación y enrique-
cimiento del tejido social. Al respecto 
hay valiosas experiencias territoriales 
por grupos de base, ONG e institucio-
nes de la sociedad civil, en zonas del 
norte de Centroamérica y también en 
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diversas partes de Colombia afectadas 
por la violencia, que es importante do-
cumentar, sistematizar e intercambiar. 
Visitas recíprocas y encuentros presen-
ciales de bajo perfil entre territorios de 
ambos países han permitido y pueden 
facilitar en el futuro oportunidades de 
interaprendizaje entre quienes impul-
san o dan acompañamiento a procesos 
de gestión social bajo condiciones ad-
versas en cuanto al tejido social y la se-
guridad ciudadana.

La gestión social del desarrollo en los territo-
rios rurales requiere de la acción colectiva de 
su población, a través de grupos organizados 
y redes, participando en la toma de decisio-
nes en procesos de diálogo y negociación con 
otros actores territoriales y agentes externos 
al territorio, en plataformas de concertación, 
lo cual a su vez fortalece las relaciones de so-
lidaridad, el desarrollo organizacional y la 
capacidad de incidencia de la sociedad civil 
en la gobernanza territorial. Cuando el te-
jido social se encuentra muy debilitado por 
conflictos prolongados o si el poblamiento 
de un lugar se realizó bajo condiciones que 
dificultaron la construcción de lazos inter-
personales sólidos e identidades colectivas 
cohesionadas, el fortalecimiento de aquél es 
crucial para la construcción de un proyecto 
de futuro compartido y las acciones concer-
tadas necesarias para hacerlo realidad.  

Diversas experiencias centroamerica-
nas muestran la existencia de siner-
gias entre relaciones de solidaridad, 
acción colectiva, fortalecimiento orga-
nizacional e incidencia en procesos de 

gestión social del desarrollo territorial. 
Los éxitos o avances en algunos terri-
torios, y las dificultades o experiencias 
fallidas en otros, resaltan la impor-
tancia del enriquecimiento del tejido 
social en general; de la formación de 
capital humano, social y relacional en 
particular, y de forjar prácticas organi-
zacionales y liderazgos democráticos e 
incluyentes. 

En los escenarios de conflictos armados 
en Centroamérica, desde Guatemala 
hasta Nicaragua, precedidos por largos 
períodos de exclusión asociada a pro-
blemáticas estructurales, violencia sis-
témica y formas verticales de ejercicio 
del poder, algunas de ellas persistentes, 
se generaron fuertes tensiones y con-
frontaciones, con un marcado debilita-
miento del tejido social en muchas de 
ellas. Tras la finalización de las guerras 
internas, en algunos casos mediante 
acuerdos de paz, ha sido necesario un 
largo período de reconstrucción pau-
latina y parcial del mismo, incluyendo 
en ciertas zonas el reasentamiento de 
excombatientes de los bandos enfren-
tados. A ello se ha sumado, en déca-
das recientes, la violencia e inseguridad 
ciudadanas asociadas al narcotráfico y a 
la operación de grupos al margen de la 
ley pero conectados con estructuras de 
poder, especialmente en el Triángulo 
del Norte.17     

Durante los procesos de poblamiento 
de la frontera agrícola en Costa Rica se 
generaron situaciones claramente di-

17.  Cf. Fundación Heinrich Böll-México Centroamérica y El Caribe (2016).
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ferenciadas en cuanto al tejido social, 
entre aquéllas de colonización espon-
tánea en las cuales grupos de vecinos 
frecuentemente emparentados se esta-
blecieron en determinadas zonas, con 
mayor intensidad hasta mediados del 
siglo XX, y otras en las cuales se for-
maron asentamientos campesinos bajo 
tutela estatal en la periferia del país, du-
rante las décadas siguientes, reuniendo 
en un mismo lugar a personas prove-
nientes de distintas regiones. En las 
primeras usualmente se mantuvieron 
vínculos interpersonales e interfami-
liares del lugar de origen y fueron ge-
nerándose otros nuevos, dando lugar a 
tejidos sociales cohesivos y facilitando 
iniciativas concertadas para el desarro-
llo del territorio respectivo. En buena 
parte de los segundos, por el contra-
rio, se generaron relaciones marcadas, 
incluso décadas después, por la des-
confianza entre vecinos y relaciones 
frecuentemente confrontacionales.18 
Ciertas acciones colectivas, como las 
luchas por la tierra o por determinadas 
reivindicaciones antes el Estado, han 
estado asociadas a la conformación de 
organizaciones campesinas combati-
vas, pero la construcción de tejido so-
cial comunitario y territorial bajo tales 
condiciones es un proceso complejo, 
gradual y prolongado.

Redes sociales y acción colectiva 

El papel de las redes formales e informales 
es decisivo para involucrar a los distintos ac-
tores y grupos del territorio y para las accio-

nes colectivas que impulsan del proceso de 
gestión social de su desarrollo. Ciertas redes, 
con mayor grado de formalización, son fá-
cilmente identificables y su función movili-
zadora y articuladora es evidente. Las redes 
informales, basadas en interacciones rei-
teradas entre grupos e individuos durante 
períodos prolongados, son cruciales aunque 
pueden pasar inadvertidas; quienes partici-
pan en ellas las conocen bien, pero suelen 
ser menos visibles para observadores exter-
nos y es necesario identificar e involucrar a 
las más relevantes en plataformas de concer-
tación e iniciativas de desarrollo territorial.

En América Central, como en otras 
partes de América Latina, suele pres-
tarse mayor atención a las organizacio-
nes formalmente constituidas y a las 
redes con alto grado de formalización 
y visibilidad -estructuradas de manera 
explícita e intencionada, reglamenta-
das y con procedimientos para adqui-
rir membresía- mientras que las redes 
informales -que enlazan a personas 
conocidas o emparentadas, basadas en 
la confianza y reciprocidad, por afini-
dades o intereses compartidos, y sin 
estructura explícita- tienden a pasar 
desapercibidas o a ser poco visibles 
para agentes externos al territorio, y 
rara vez son consideradas al conformar 
plataformas de concertación u organi-
zaciones de gestión territorial. Unas y 
otras son fundamentales para la movi-
lización de voluntades y esfuerzos en 
pro del desarrollo del territorio, siendo 
las redes formales especialmente im-
portantes en lo referente a los actores 

18.  Cf. Samper (2007).
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territoriales organizados y con capa-
cidad de incidencia, mientras que las 
informales tienen el potencial de arti-
cular e integrar al proceso de gestión 
social a quienes no cuentan con orga-
nizaciones representativas y a grupos 
históricamente excluidos. Redes con 
diversos grados de formalización son 
relevantes para la participación de mu-
jeres y de jóvenes rurales en iniciativas 
de desarrollo, emprendimientos asocia-
tivos y procesos de incidencia. Y en ge-
neral, las redes facilitan el surgimiento 
y expresión de liderazgos emergentes, 
voces anteriormente acalladas, y pro-
puestas innovadoras.

La metodología de gestión social 
del DRT elaborada en el marco del 
Programa Regional de Formación de la 
ECADERT y de procesos de gestión del 
conocimiento, sistematización y discu-
sión comparada de experiencias territo-
riales incorporó de manera explícita el 
mapeo de redes formales e informales y 
subrayó la importancia de incorporar a 
las más relevantes, pero en las organi-
zaciones de gestión territorial de la re-
gión siguen prevaleciendo fuertemente 
las organizaciones y redes formalmente 
constituidas, incluso con personería ju-
rídica, como interlocutoras de la ins-
titucionalidad pública participante y 
de los gobiernos locales involucrados. 
Aunque algunas redes informales, con 
lazos más fuertes y con mayor capaci-
dad de incidencia, están presentes de 
hecho en ciertas instancias o platafor-
mas de concertación, y en la práctica 
son cruciales para articular y movilizar 
a otras redes más formalizadas y a las 

propias organizaciones, instituciones y 
autoridades locales, siguen siendo ma-
yormente invisibles y suelen carecer 
de un mecanismo de representación 
en los consejos territoriales. Otras, con 
vínculos más débiles, aunque de mayor 
cobertura social y geográfica, enlazan a 
grupos que siguen estando excluidos la 
gobernanza local o débilmente repre-
sentados en ella, y de la construcción 
y realización de proyectos de futuro en 
sus territorios. El reconocimiento de 
este tipo de redes es fundamental para 
que la gestión del desarrollo territorial 
sea efectivamente incluyente, con la 
amplitud que se requiere para concer-
tar e implementar estrategias, planes 
e iniciativas específicas. Son determi-
nantes, en particular, para la inclusión 
socioproductiva y ciudadana de mu-
jeres y jóvenes rurales, como también 
de grupos étnicos y sociales histórica-
mente marginalizados en procesos de 
desarrollo. 

Movilización de actores y apuestas es-
tratégicas

Las redes que agrupan y movilizan a quie-
nes comparten determinados intereses 
son fundamentales para la identificación, 
priorización y promoción de determinadas 
“apuestas estratégicas”, motores de desarro-
llo y proyectos o procesos a mediano plazo 
asociados a ellos. Esto, a su vez, es determi-
nante para la conformación organizativa de 
las plataformas de concertación territorial, 
para la elaboración e implementación de los 
planes a mediano plazo, y para impulsar 
iniciativas concretas relacionadas con dichos 
motores y redes. 
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En varias experiencias centroameri-
canas, y en algunas de otros países la-
tinoamericanos, se han conformado 
mesas temáticas al interior de organiza-
ciones de gestión territorial, agrupando 
en ellas a grupos e individuos con inte-
reses afines, frecuentemente articula-
dos mediante redes con diversos grados 
de formalización y asociados, en ciertos 
casos, a motores de desarrollo actuales 
o potenciales del territorio. En la me-
dida en que un análisis sistémico del te-
rritorio permita identificar subsistemas 
territoriales que son o podrían conver-
tirse en impulsores de ese desarrollo 
-por ejemplo, determinados sistemas 
territoriales de agricultura familiar con 
potencial a futuro- y que el análisis de 
actores y redes pueda relacionarse con 
dichos subsistemas, se estará dando un 
paso adicional hacia la movilización de 
dichas redes en torno a esos motores y 
proyectos estratégicos.

Articulación interterritorial e interes-
calar mediante redes

Conviene articular en red a las organiza-
ciones de gestión territorial de cada región 
y país, como también en territorios trans-
fronterizos o afines y en ámbitos regionales. 
Dichas redes pueden facilitar la articulación 
entre las escalas local o municipal, inter-
municipal, regional y nacional, así como 
la interlocución entre actores y la gober-
nanza relacional a distintas esas escalas. 
En zonas de frontera entre dos o más países, 
como también en territorios discontinuos 
situados en varios países, con identidades, 
problemáticas y potencialidades comunes, 

tanto las redes existentes como otras que 
puedan construirse pueden expresar dichas 
afinidades e intereses y promover iniciati-
vas de desarrollo que respondan a dinámi-
cas transfronterizas o transnacionales. En 
procesos o mecanismos de integración entre 
varios Estados, pueden contribuir a que 
los mismos tengan expresiones territoriales 
claras y concretas para personas y grupos, 
organizaciones e instituciones en múltiples 
territorios, hermanándolos entre sí y for-
jando nuevas identidades y ciudadanías.

El proceso regional ECADERT facilitó 
iniciativas territoriales transfronterizas 
en el sur del istmo, reconoció y apoyó 
las iniciativas en curso desde antes en 
el Trifinio, y se exploró tentativamente, 
sin concretizarlas, opciones de trabajo 
colaborativo en otras zonas de frontera 
entre países miembros del Sistema de 
la Integración Centroamericana. En 
el marco de la ECADERT se dio un 
apoyo sustancial a mecanismos de ar-
ticulación e iniciativas conjuntas de 
territorios garífunas en el litoral ca-
ribe de cuatro países, y se promovió y 
aprobó en principio -sin que llegara a 
concretizarse plenamente- una inicia-
tiva todavía muy pertinente y necesa-
ria para conformar un territorio afín 
del Corredor Seco Centroamericano. 
Sucesivos encuentros regionales e in-
tercambios de diversa índole contri-
buyeron asimismo al intercambio de 
experiencias entre Grupos de Acción 
Territorial o afines dentro de la región, 
como también con experiencias terri-
toriales en otras latitudes. El SICA, a su 
vez, reconoció en principio la potencia-
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lidad de la ECADERT para aportar a la 
concretización del proceso integracio-
nista en territorios de toda la región, 
aunque no se logró articular las diver-
sas iniciativas sectoriales de alcance re-
gional con expresiones territoriales. 

El reconocimiento o conformación de 
territorios transfronterizos o afines, así 
como la articulación en red de organi-
zaciones de gestión territorial de distin-
tos países, es fundamental para facilitar 
el intercambio de experiencias y la 
articulación de esfuerzos entre dichas 
organizaciones e incrementar su capa-
cidad de incidencia, para que puedan 
tener representación efectiva en ins-
tancias nacionales de formulación de 
políticas y programas para el desarrollo 
territorial o de toma de decisiones al 
respecto, para que puedan dialogar con 
las instancias de planificación y presu-
puestación, como también de coope-
ración técnica o financiera, y para que 
puedan impulsar propuestas de interés 
común en su región, país o ámbito plu-
rinacional.

Redes de mujeres y jóvenes rurales

Es importante reconocer, apoyar y fortalecer 
a redes de jóvenes y de mujeres de los distin-
tos territorios rurales, con sus diversos gra-
dos de formalización. Además de incorporar 
a los grupos ya constituidos u organizacio-
nes con personería jurídica, que representan 
a subconjuntos específicos de la juventud o 
de las mujeres rurales, es necesario cono-
cer las redes más amplias e informales por 
medio de las cuales interactúan entre sí. Es 
muy deseable articular a las más relevantes 

de una u otra manera con los procesos de 
gestión social e iniciativas de desarrollo te-
rritorial en sus áreas de interés, a partir de 
una comprensión de sus características, mo-
dalidades de relacionamiento y capacidades 
de movilización.

En muchos territorios centroamerica-
nos hay grupos de jóvenes de ambos 
sexos o de mujeres rurales, algunos de 
los cuales participan en plataformas 
de concertación o impulsan iniciati-
vas específicas, incluyendo emprendi-
mientos grupales o asociativos. Estos 
grupos, que pueden conformar or-
ganizaciones formales y legalmente 
constituidas, son importantes por su 
proactividad y su capacidad de inci-
dencia. También pueden dar voz indi-
rectamente, en mayor o menor grado, 
a otros jóvenes o mujeres rurales con 
menor nivel organizativo y sin me-
canismos de representación en las 
organizaciones de gestión territorial. 
Por otra parte, cabe reconocer que el 
grueso de la juventud rural o de las 
mujeres del territorio pueden tener 
menores niveles organizativos y estar 
débilmente articulados a través de re-
des informales, o incluso desarticula-
dos, lo cual plantea el reto de cómo 
facilitar su participación e incidencia. 

En caso de que no existan organiza-
ciones o redes representativas de la 
juventud o las mujeres del territorio, 
en su conjunto, hay que facilitar la 
conformación de grupos o redes con-
solidadas que les permitan impulsar 
iniciativas propias, estar representa-
dos en las plataformas de concertación 
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u organizaciones de gestión territorial, 
y participar activamente en la formu-
lación, ejecución y auditoría social de 
estrategia y planes de desarrollo en su 
territorio, como también de proyectos 
para el mejoramiento de sus oportu-
nidades y para el fortalecimiento de 
sus capacidades. Es igualmente im-
portante promover intercambios y 
apoyar la formación de redes inter-
territoriales de mujeres y de jóvenes 
rurales al interior de cada país e in-
terrelaciones entre ellas en territorios 
transfronterizos o afines y en espacios 
regionales como el SICA. Al respecto 
hubo experiencias innovadoras en el 
marco del Programa Agroambiental 
Mesoamericano (MAP), del CATIE, 
para la inclusión de jóvenes y muje-
res rurales en empresas asociativas y 
cadenas de valor, como también en 
formación empresarial territorial con 
perspectiva de género en el Trifinio y 
en Nicaragua.

Fortalecimiento de capacidades y tejido 
social

El trabajo con todos los actores, redes y 
grupos que configuran el tejido social de 
los territorios rurales, visto en términos 
dinámicos y siempre bajo una perspectiva 
de crecimiento y fortalecimiento, requiere 
de una importante formación y experien-
cia de los gestores del desarrollo rural te-
rritorial, principalmente en los métodos 
y técnicas de animación, de negociación 
colaborativa y de organización social. 
También se requiere de formación integral 
en los procesos de inclusión social, produc-

tiva y ciudadana, movilización de redes, 
acción colectiva e incidencia. Ello plantea 
la necesidad de la ejecución de programas 
y proyectos de formación de capacidades y 
gestión del conocimiento, que no pueden 
ser meramente puntuales sino procesos 
asociados a los de gestión participativa del 
desarrollo territorial y al fortalecimiento 
progresivo del tejido social en los territo-
rios rurales.

El fortalecimiento de capacidades me-
diante los cursos regionales o subregio-
nales en el marco del PRFC estableció 
bases conceptuales y metodológicas 
comunes, pero se requiere de accio-
nes formativas nacionales y territo-
riales enfocadas en las habilidades y 
destrezas necesarias para contribuir al 
fortalecimiento del tejido social en los 
territorios rurales. En algunos países 
de la región éstas fueron asumidos por 
determinada institución pública, enfo-
cada inicialmente en sus propios fun-
cionarios técnicos o mandos medios, 
y proyectándose algunas veces hacia 
otros participantes en la gestión del 
desarrollo territorial. En ciertos países 
ello quedó principalmente en manos 
de la academia, fundaciones u ONG 
nacionales, en colaboración con go-
biernos locales, organizaciones de ges-
tión territorial o entidades públicas. 
En algunos fue asumida temporal-
mente por entidades de cooperación 
u ONG internacionales, pero ello no 
ha permitido asegurar su continuidad 
a mediano y más largo plazo. Al de-
bilitarse y finalmente desaparecer por 
falta de recursos financieros el PRFC, 
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integrantes de su equipo regional 
apoyaron directamente las acciones 
formativas de entidades nacionales, 
y posteriormente se apoyó en forma 
complementaria, por medios virtua-
les, el intercambio de experiencias e 
interaprendizaje entre responsables 
institucionales, técnicos y territoriales 
de esta región y con otros países del 
hemisferio, a través del SiGET. La ex-
periencia mostró que ello es útil, y es 
posible mantener intercambios soste-
nidos durante sucesivos módulos y fo-
ros, pero los encuentros presenciales 
son insustituibles, pero puede com-
binarse con modalidades semi-pre-
senciales, incluyendo la participación 
periódica de grupos reunidos local-
mente en secuencias de eventos for-
mativos virtuales. 

Sobre equidad e inclusión en procesos 
territoriales en la región del SICA

Retos 
metodológicos 
de la equidad e 

inclusión en pro-
cesos territoriales

Acciones 
afirmativas 

para la equidad y 
la inclusión

Exclusión e 
inclusión en la 

gestión del 
desarrollo 
territorial

Aquí se comparten algunos aprendiza-
jes que se derivan principalmente de 
procesos relacionados con el eje trans-
versal de equidad e inclusión en la 

ECADERT, en sus expresiones territo-
riales y político-institucionales. Por su 
naturaleza transversal, la cuestión de 
la equidad e inclusión en la ECADERT 
abarca aspectos relacionados con to-
dos sus componentes temáticos, y en 
la propuesta metodológica derivada del 
PRFC y de la gestión del conocimiento 
asociada a dicho programa, se plantea-
ron acciones a realizar a lo largo del 
proceso de gestión social del desarrollo 
territorial. Por consiguiente, varias fa-
cetas de esta cuestión se han mencio-
nado ya por su relevancia en temas y 
aprendizajes abordados anteriormente, 
y en el apartado sobre aprendizajes 
metodológicos se hará referencia a las 
acciones longitudinales. Aquí única-
mente se hará referencia a dos aspectos 
relacionados, respectivamente, con la 
inequidad y la exclusión en los territo-
rios rurales; con los retos metodológi-
cos y con los tipos generales de acciones 
que se requieren para revertirlas. 

Exclusión e inclusión en la gestión del 
desarrollo territorial

El propósito medular de la gestión social del 
desarrollo territorial es lograr mayor cohesión 
social y territorial, abordar las exclusiones y 
desigualdades existentes y generar procesos 
efectivamente incluyentes y un desarrollo con-
ducente a mayor bienestar y equidad para 
el conjunto de la población de cada territo-
rio, y reducir fuertemente las disparidades 
interterritoriales y rural-urbanas. Para ello 
es necesario reconocer y atender las causas 
estructurales e históricas de las relaciones de 
poder y dinámicas socioeconómicas, sociopo-
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líticas, socioculturales y socioambientales 
que han generado y tienden a perpetuar la 
exclusión e inequidad en el campo. Hay que 
identificar, asimismo, las transformaciones 
fundamentales que es necesario impulsar 
para revertir o reorientar dichos procesos y ge-
nerar nuevas dinámicas territoriales que con-
tribuyan a la inclusión socioproductiva y a un 
acceso más equitativo a los acervos naturales y 
oportunidades económicas en el territorio. Es 
indispensable facilitar la participación activa, 
propositiva y con capacidad decisoria de quie-
nes han estado excluidos de la gobernanza, así 
como el reconocimiento del valor de sus cono-
cimientos y de sus contribuciones a la identi-
dad cultural del territorio. La cuestión de la 
equidad e inclusión ha de estar presente, de 
manera clara, concreta y significativa, en los 
procesos organizacionales, en la estrategia y 
planes de desarrollo, y en los proyectos especí-
ficos y tareas operativas cotidianas. 

En procesos de gestión territorial cen-
troamericanos que buscan ser inclu-
yentes se ha llegado a reconocer que 
en la práctica lo han sido sólo parcial-
mente, que la metodología aplicada no 
ha bastado para contrarrestar las dispa-
ridades y exclusiones existentes, y que 
se requiere de cambios más sustantivos 
para redefinir las relaciones de poder 
tanto en los territorios como en la so-
ciedad como un todo. Es indispensa-
ble que la gente pueda efectivamente 
empoderarse y, en cierto sentido, apo-
derarse de los procesos de gestión te-
rritorial e incidir decisivamente en su 
gobernanza, y que la acción colectiva 
trascienda el ámbito local para influir 
en la orientación general de las políti-
cas públicas e inversiones para el desa-

rrollo de los territorios rurales, a fin de 
que este sea cada vez más incluyente, 
que contribuya a lograr mayor equi-
dad, y que puedan irse transformando 
las relaciones de poder y modalidades 
de ejercicio de éste en los planos na-
cional y subnacional, territorial y local. 

En el marco del proceso regional 
ECADERT y de programas nacionales 
relacionados se desarrollaron expe-
riencias de inclusión y gestión parti-
cipativa del desarrollo territorial por 
parte de grupos históricamente ex-
cluidos y marginalizados. Además de 
los procesos con jóvenes y mujeres 
rurales, destacan los relacionados con 
la agricultura familiar y con grupos 
étnicos. Entre estos últimos, destacan 
las iniciativas de desarrollo en terri-
torios de pueblos originarios espe-
cialmente de Honduras y Guatemala, 
y la del Territorio Afín Garífuna en 
el litoral caribe desde Belice hasta 
Nicaragua.

Retos metodológicos de la equidad e in-
clusión en procesos territoriales

Las metodologías de gestión social del desa-
rrollo territorial deben enmarcarse en una 
clara comprensión de la naturaleza de las 
desigualdades y exclusiones en la sociedad 
rural e incorporar acciones afirmativas y 
transformadoras asociadas a las distintas 
tareas a lo largo de dicho proceso, para re-
vertir tendencias excluyentes y dinámicas que 
acentúan la inequidad. Es necesario generar 
proactivamente las condiciones requeridas 
para que los actores, redes y otros grupos de 
la sociedad civil con menor capacidad de in-
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cidencia actual puedan involucrarse eficaz-
mente en la gobernanza territorial y en la 
gestión del desarrollo de su territorio, incor-
porando sus requerimientos, planteamientos 
propositivos y contribuciones en las estrate-
gias y planes, proyectos e iniciativas. No basta 
con postular la relevancia de la equidad e in-
clusión para abordar eficazmente las exclu-
siones y desigualdades, tanto históricas como 
emergentes, en procesos de gestión social del 
desarrollo territorial, y es necesario reconocer 
que ella misma puede resultar parcialmente 
excluyente, en la medida en que no incorpore 
efectivamente a todos los actores, redes socia-
les y grupos relevantes. 

En Centroamérica, como en otras par-
tes de América Latina, esto pasa por un 
reconocimiento claro de las relaciones 
de poder muy dispares desde el plano 
nacional hasta el local, como también 
de los mecanismos y dinámicas que 
tienden a perpetuar dichas disparida-
des. Se requiere, asimismo, de propues-
tas estratégicas y acciones coherentes 
con ellas para revertir esas exclusiones 
y reducir de manera sostenida las vie-
jas y nuevas desigualdades, abordando 
las condiciones que las generan o re-
crean en múltiples planos de interac-
ción: en el acceso y uso de los recursos 
naturales; en las relaciones socioeco-
nómicas; en la organización social; en 
la política y la institucionalidad, y en 
la propia cultura. Se trata, claramente, 
de hondas transformaciones sistémicas 
que sólo pueden resultar de acciones 
colectivas sostenidas, coaliciones am-

plias e incidencia política eficaz en los 
ámbitos local, municipal e intermuni-
cipal, regional y nacional. Se requiere, 
para ello, de liderazgos democráticos 
e incluyentes, innovadores y transfor-
madores, capaces de concertar acuer-
dos entre actores territoriales, redes y 
otros grupos relevantes, de movilizar-
los en forma sostenida en función de 
objetivos compartidos, y de incidir en 
la toma de decisiones sobre el desarro-
llo territorial. 

Acciones afirmativas para la equidad y 
la inclusión

La inclusión progresiva de quienes han sido 
excluidos históricamente y el logro de un ma-
yor equidad en los territorios rurales y en 
la sociedad requieren de procesos sostenidos 
para generar oportunidades y fortalecer la 
capacidad de los individuos y grupos, redes 
y organizaciones para aprovecharlas, crear 
nuevos emprendimientos e iniciativas, actuar 
colectivamente e incidir en la toma de deci-
siones, elaborar propuestas acordes con sus 
necesidades e intereses y negociarlas con otros 
actores, afirmar su propia identidad y parti-
cipar en la construcción de un proyecto de fu-
turo en el cual tengan cabida sus necesidades 
e intereses, propuestas y esperanzas.19 

En América Central se encontró que 
no era suficiente, aunque sí necesa-
rio, colocar la equidad e inclusión en el 
centro de los instrumentos de política 
pública, como la ECADERT o las políti-
cas nacionales relacionadas, sino que la 

19.  Este aspecto medular de la inclusión solamente se enuncia aquí, para desarrollarlo con amplitud en el 
apartado siguiente sobre fortalecimiento de capacidades.
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composición de las plataformas de con-
certación territorial y su metodología 
de trabajo debía incorporar de manera 
explícita acciones sostenidas con esa fi-
nalidad a lo largo del proceso de gestión 
social del desarrollo de los territorios. 
Se requiere de una clara comprensión, 
compartida por un conjunto de acto-
res territoriales y de las entidades que 
apoyan dicho desarrollo, de las raíces 
estructurales de la desigualdad y de 
las exclusiones tanto históricas como 
emergentes, como paso inicial para 
abordarlas mediante acciones trans-
formadoras para lograr mayor equidad 
e inclusión en esos territorios, y en la 
respectiva sociedad como un todo. 

Diversas experiencias centroamericanas 
muestran tanto la viabilidad como la 
complejidad de procesos que respondan 
a las exclusiones históricas y emergen-
tes, incorporando proactivamente a gru-
pos, redes y organizaciones de mujeres 
y jóvenes rurales, de pueblos originarios 
y afrodescendientes, y de la agricultura 
familiar. Señalan, asimismo, tareas pen-
dientes como la de generar mecanismos 
de representación y participación de 
grupos con baja visibilidad, capacidad 
organizativa y posibilidad de incidencia, 
como los trabajadores y trabajadoras mi-
grantes, que contribuyen a diversas ac-
tividades productivas en los territorios 
rurales y forman parte de su tejido social. 

Acerca del fortalecimiento de capacida-
des de actores territoriales y responsa-
bles político-institucionales y técnicos

Formación de 
capacidades como 
factor crucial en la 

gestión participativa 
del DT

Acciones 
sostenidas para el 
fortalecimiento de 

capacidades

Acciones formativas 
con actores 
territoriales

Función relevante 
de la academia en 

procesos formativos 
para el DT

Fortalecimiento de 
capacidades de 
responsables 

político-instituciona-
les y técnicos

Los aprendizajes compartidos en esta 
sección fueron generados en procesos de 
formación de capacidades en la región 
del SICA, incluyendo cursos regionales 
y subregionales, nacionales y locales en 
gestión del desarrollo territorial, y en re-
flexiones grupales e individuales en torno 
a experiencias formativas de diversa ín-
dole.20 Varios de estos aprendizajes se re-
fieren a la relevancia del fortalecimiento 
de capacidades para la gestión social del 
desarrollo territorial, y a la necesidad de 
procesos formativos sostenidos y directa-
mente asociados a ella. Otros se enfocan 
en las acciones formativas con actores 
territoriales y con responsables políti-

20.  Aunque el autor tuvo a su cargo la conducción del PRFC y es responsable tanto por lo afirmado aquí como 
por cualquier omisión en lo referente a los aprendizajes derivados del mismo y de otros procesos de fortalec-
imiento de capacidades en la región, sus conclusiones al respecto se apoyan sustancialmente en reflexiones de 
la coordinación colegiada de dicho programa a lo largo de su ejecución y después de cada acción formativa, 
como también en los aportes de participantes en cursos o talleres, y de los formadores y formadoras del sec-
tor académico y la institucionalidad pública, especialmente en el simposio internacional “Aprendizajes sobre 
gestión del conocimiento y formación en procesos de desarrollo territorial”, realizado del 3 al 5 de diciembre de 
2013 en San José, Costa Rica.
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co-institucionales y técnicos. También se 
proponen aprendizajes sobre la función 
de la academia en procesos formativos 
para el desarrollo territorial. 

Formación de capacidades como factor 
crucial en la gestión participativa del 
desarrollo territorial

El fortalecimiento de capacidades de las or-
ganizaciones y grupos de la sociedad civil, 
como también de los gobiernos locales, es 
un factor determinante en procesos de ges-
tión social del desarrollo territorial. Sin él, 
no es posible avanzar en la construcción de 
plataformas de concertación entre actores te-
rritoriales ni en la formulación y ejecución 
participativas de estrategias, planes e inicia-
tivas de desarrollo. 

La experiencia del Programa Regional 
de Formación de Capacidades de la 
ECADERT y de una serie de cursos y 
talleres nacionales mostró cuánto es 
posible lograr en el desarrollo de ca-
pacidades a través de acciones for-
mativas directamente asociadas a la 
gestión territorial, así como el efecto 
multiplicador que puede lograrse en el 
fortalecimiento de capacidades e inte-
raprendizaje en cada país y en territo-
rios específicos. Los cursos regionales 
y subregionales del PRFC dirigidos a 
técnicos, autoridades locales y dirigen-
cias de base, así como los talleres de 
actualización e intercambio de expe-
riencias con responsables político-ins-
titucionales nacionales, a lo largo de 
varios años, contribuyeron a la forma-
ción de un conglomerado de actores 
territoriales y de la institucionalidad 

pública. En varios países y diversos te-
rritorios estas personas, grupos y enti-
dades impulsaron procesos de gestión 
social y fortalecimiento de capacida-
des, algunos de los cuales han conti-
nuado hasta la fecha.

Para que el desarrollo territorial sea efec-
tivamente incluyente y que los distintos 
actores territoriales, redes y otros grupos 
puedan conducirlo realmente, resulta 
esencial fortalecer en forma amplia y sos-
tenida sus capacidades, diferenciando en-
tre los requerimientos de unos y otros, a 
la vez que se establece una base común en 
torno a determinados principios, conceptos 
y orientaciones generales. Al identificar y 
atender las necesidades de formación de los 
distintos actores sociales, privados e insti-
tucionales y gobiernos locales, como tam-
bién de las redes formales e informales y 
de grupos históricamente excluidos o en 
proceso de exclusión, bajo las condiciones 
de cada territorio, se facilita la partici-
pación activa y propositiva de todos en la 
construcción de un proyecto de futuro, es-
trategia y planes de desarrollo, proyectos e 
iniciativas concretas. Por otra parte, una 
comprensión común del proceso de gestión 
territorial, de los mecanismos de concerta-
ción y de la importancia de la acción colec-
tiva para impulsar el desarrollo incluyente 
del territorio, contribuirá a los procesos de 
diálogo, negociación y toma de decisiones 
al respecto. 

El proceso regional ECADERT y el 
PRFC contribuyeron a la conformación 
y socialización de bases conceptuales y 
abordajes metodológicos compartidos 
por técnicos y mandos medios, como 
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también por actores territoriales, pero 
en cambio no se logró diferenciar cla-
ramente las acciones formativas en 
función de las necesidades específicas 
de los distintos países y territorios, en-
tidades u organizaciones y tipos de par-
ticipantes. 

Los programas nacionales de forma-
ción y fortalecimiento de capacidades, 
impulsados por la institucionalidad pú-
blica o por la academia se han ajustado 
en mayor medida a los requerimientos 
y posibilidades de cada país. En terri-
torios específicos, ciertas fundaciones 
u ONG han realizado acciones formati-
vas más diferenciadas en función de las 
características, necesidades y potencia-
lidades de cada uno de ellos. Algunos 
programas o proyectos enfocados en 
grupos de población específicos han 
fortalecido determinadas capacidades 
de sus integrantes o representantes, 
aunque no necesariamente con un en-
foque territorial. 

El fortalecimiento de capacidades es un im-
pulsor necesario y significativo para promo-
ver y efectuar cambios político-institucionales 
y en la gestión territorial, aunque por sí sólo 
no asegura su realización efectiva y exitosa. Se 
requiere de una convergencia de voluntades, 
esfuerzos y acciones por parte de los responsa-
bles de la formulación e implementación de las 
políticas públicas, de liderar transformaciones 
en la institucionalidad correspondiente, y de 
generar y apoyar procesos de gestión social del 
desarrollo de los territorios rurales. 

En Centroamérica, el PRFC y acciones 
formativas nacionales apoyadas por 

éste, especialmente en Costa Rica y 
Guatemala, dieron a dichos responsa-
bles bases conceptuales y herramientas 
metodológicas, que incidieron en los 
cambios en las políticas públicas, en 
la institucionalidad y en el acompaña-
miento técnico a procesos de gestión te-
rritorial. Hubo, sin embargo, retrocesos 
por la volatilidad o inconstancia de la 
voluntad política de nivel central, por 
reticencias de un funcionariado acos-
tumbrado a otra modalidad de trabajo, 
y principalmente por la tendencia a re-
producir el clientelismo en las relacio-
nes entre la institucionalidad pública y 
las organizaciones, grupos e individuos 
de la sociedad civil en los territorios.  

Acciones sostenidas para el fortaleci-
miento de capacidades

La continuidad de los procesos de gestión 
social del desarrollo territorial en los pla-
nos nacional y territorial, más allá del 
apoyo temporal que puedan recibir de ins-
tancias o procesos regionales y de la coo-
peración internacional, depende en parte 
de la incorporación efectiva del enfoque te-
rritorial, sus principios y valores, así como 
de bases conceptuales y metodológicas co-
munes, en el marco de una apropiación 
efectiva de dichos procesos por parte de la 
institucionalidad pública nacional y de los 
actores territoriales. 

La experiencia centroamericana mues-
tra tanto lo que es posible lograr 
mediante un programa regional de for-
talecimiento de capacidades nacionales 
y locales, como también las implicacio-
nes de su debilitamiento o desaparición, 
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en el marco de la ejecución continuada 
o descontinuada de un instrumento 
de política pública regional con múl-
tiples variantes político-institucionales 
entre países y dinámicas altamente di-
ferenciadas entre territorios. Por otra 
parte, la continuidad de procesos po-
lítico-institucionales para promover el 
desarrollo de los territorios rurales con 
un enfoque territorial, así como la de 
una serie de instancias y dinámicas de 
gestión social del mismo, sugieren su 
pertinencia en dichos países y territo-
rios, así como cierto grado de apropia-
ción de esos procesos por parte de esa 
institucionalidad pública y de algunos 
actores territoriales. 

Es necesario invertir de manera sostenida 
en el acompañamiento y capacitación a las 
organizaciones para que puedan formular 
proyectos viables y acordes con una estra-
tegia de desarrollo territorial, gestionar y 
ejecutar recursos eficazmente para su rea-
lización, y dar continuidad a los procesos 
y transformaciones que se busca impulsar 
con ellos. No es suficiente dar un impulso 
inicial para luego dejar que cada territo-
rio corra su suerte, sino que es importante 
asumir compromisos a mediano y más 
largo plazo. Por otra parte, hay que evi-
tar el riesgo muy real de generar relaciones 
de dependencia financiera, como también 
técnica e institucional, promoviendo acti-
vamente distintos tipos de inversiones por 
parte de los actores territoriales. 

La experiencia del Fondo Regional 
ECADERT y del PRFC puso en evi-
dencia la importancia del acompaña-
miento técnico y el fortalecimiento de 

capacidades de las organizaciones, así 
como el riesgo de que en aras de ac-
ceder a una oferta de recursos finan-
cieros en el corto plazo se obvie o se 
realice en forma apresurada y super-
ficial la construcción participativa de 
la estrategia de desarrollo de cada te-
rritorio, que debe orientar las inver-
siones a realizar para avanzar en la 
dirección consensuada entre los acto-
res territoriales.

La adaptación del programa Rural-
Invest para incorporar elementos del 
enfoque territorial y su realización 
en territorios específicos de la región 
permitió fortalecer capacidades en 
formulación de proyectos de inver-
sión por parte de actores territoriales. 
Desafortunadamente dicho proceso no 
tuvo continuidad a mediano plazo y 
tampoco fue posible realizar un segui-
miento de las personas participantes a 
lo largo del tiempo.

Ciertas acciones formativas institu-
cionales, académicas o de fundaciones 
y ONG apoyaron la formulación de 
proyectos locales, vg. para participar 
en convocatorias de fondos concursa-
bles o para acceder a otras fuentes de 
recursos. Este tipo de capacitación ha 
sido usualmente puntual, en función 
de un propósito específico y a corto 
plazo.

Los esfuerzos por promover inversio-
nes locales en el desarrollo de cada te-
rritorio se han dirigido principalmente 
a los municipios, con fondos propios 
o transferidos por el gobierno central. 
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Han sido menos claros y consistentes 
en la región, con algunas excepciones, 
los enfocados en movilizar recursos 
privados del territorio para iniciativas 
de desarrollo territorial, aunque poten-
cialmente podrían ser relevantes para 
impulsar determinados motores de de-
sarrollo.

El fortalecimiento continuo de capacidades, 
en todos los niveles, es indispensable por la 
naturaleza de los cambios que requiere y 
conlleva el desarrollo rural con enfoque terri-
torial, tanto en lo atinente a las políticas pú-
blicas y la institucionalidad correspondientes 
como en la gestión social del desarrollo en los 
territorios. Es necesario que todos los involu-
crados comprendan que se trata de abordar 
las cuestiones estructurales que frenan dicho 
desarrollo; de establecer una nueva modali-
dad de gobernanza y de gestionar tanto las 
políticas como el quehacer institucional, de 
manera articulada y territorialmente dife-
renciada, en diálogo con los actores territo-
riales, para la toma de decisiones concertadas 
entre éstos acerca de su proyecto de futuro 
para el territorio y la estrategia, planes e ini-
ciativas para impulsarlo. 

En Centroamérica, los esfuerzos ini-
ciales de fortalecimiento de capacida-
des en el marco de la ECADERT y del 
PRFC se enfocaron en los responsables 
político-institucionales y cuadros técni-
cos, pero fue necesario y resultó funda-
mental formar capacidades de grupos 
representativos de los gobiernos locales 
y actores sociales e institucionales de los 
territorios. Por su parte, la Coordinadora 

Regional Garífuna y el PRFC formaron 
facilitadores y facilitadoras de procesos 
de gestión social del desarrollo en varios 
territorios de la región. 

Las acciones formativas impulsadas por 
la institucionalidad pública nacional se 
enfocaron principal pero no exclusi-
vamente en sus propios cuadros técni-
cos, y en algunos países las Comisiones 
Nacionales para la Ejecución de la 
ECADERT o instancias análogas promo-
vieron el fortalecimiento de capacida-
des de actores territoriales. En Panamá, 
el MIDA y la Comisión Nacional rea-
lizaron varios cursos con participan-
tes de entidades públicas y territorios, 
con apoyo del PRFC, y en Honduras 
la Comisión Nacional en conjunto con 
la cooperación técnica internacional 
realizó asimismo talleres de formación 
tanto para sus propios integrantes como 
en algunos territorios. En Guatemala 
y Costa Rica los procesos formativos 
fueron liderados por las entidades e 
instancias públicas responsables por 
el desarrollo de los territorios rurales, 
en talleres y diplomados, con acompa-
ñamiento técnico inicial del PRFC; el 
INDER estableció posteriormente, en el 
segundo país, mecanismos institucio-
nales de formación primero de su fun-
cionariado y más recientemente para 
los CTDR.21 En El Salvador, el liderazgo 
formativo fue asumido principalmente 
por la Universidad Centroamericana 
“José Simeón Cañas”, en coordinación 
con entidades públicas y gobiernos lo-
cales. En Nicaragua, la formación en el 

21.   Cf. la propuesta de acompañamiento técnico y capacitación de los comités directivos de Consejos Territo-
riales de Desarrollo Rural (INDER, 2019).
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territorio priorizado inicialmente es-
tuvo a cargo de una ONG, Agrónomos 
y Veterinarios sin Fronteras, con 
colaboración de la Universidad 
Centroamericana y el PRFC. En Belice, 
el Ministerio de Desarrollo Rural or-
ganizó talleres de capacitación en de-
sarrollo territorial, con apoyo puntual 
del PRFC. En República Dominicana, 
los responsables institucionales del 
desarrollo rural organizaron capaci-
taciones, apoyadas por el PRFC du-
rante la fase de ejecución inicial de la 
ECADERT.

Conviene que la formación de capacidades 
sea un proceso sostenido y asociado directa-
mente a la gestión del desarrollo territorial, 
tanto en los territorios como en el ámbito po-
lítico-institucional nacional, subnacional y 
local. Puede realizarse en forma periódica, 
alternando eventos formativos presenciales 
con períodos de aplicación de los conceptos y 
herramientas metodológicas en procesos te-
rritoriales o en la formulación e implemen-
tación de políticas públicas y programas o 
acciones institucionales. Es importante que 
haya seguimiento posterior, acciones for-
mativas complementarias, y espacios de in-
tercambio e interaprendizaje presencial o 
virtual.  

En el marco de la ECADERT se cues-
tionó la realización reiterativa de ac-
ciones formativas puntuales y se optó 
más bien por procesos de formación 
de mayor duración que alternaron 
encuentros presenciales, períodos de 
trabajo en los territorios y momentos 
posteriores de reflexión e intercambio 
en torno a las acciones realizadas y sus 

resultados. El seguimiento a distancia 
durante dichos períodos fue difícil de 
concretizar, y el acceso a medios vir-
tuales para ese propósito fue bastante 
limitado, por lo cual se concluyó que 
sería deseable un seguimiento más pre-
sencial al trabajo en los territorios.

Acciones formativas con actores terri-
toriales

El fortalecimiento de capacidades de los 
individuos, grupos, redes, organizaciones 
e instituciones en los territorios rurales es 
fundamental a todo lo largo del proceso 
de gestión social del desarrollo territorial, 
desde las actividades preparatorias, durante 
la conformación de plataformas de concerta-
ción y la elaboración de estrategias, planes 
y proyectos para impulsar motores de desa-
rrollo, hasta las tareas propiamente opera-
tivas. 

El PRFC dio un paso en esa dirección 
al enfocar cursos regionales y subregio-
nales en grupos iniciales conformados 
por representantes de gobiernos loca-
les, de la sociedad civil y de la insti-
tucionalidad pública presente en cada 
territorio y desarrollar acciones forma-
tivas de mediana duración que incluían 
la elaboración y ejecución de planes de 
trabajo para realizar acciones prepara-
torias, organizativas y estratégicas en 
los territorios, las cuales debían ser do-
cumentadas y sistematizadas. Algunos 
procesos formativos nacionales, lidera-
dos por las entidades responsables por 
el desarrollo de los territorios rurales 
y apoyados por el PRFC, tendieron a 
enfocarse en los equipos técnicos de 
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la institucionalidad pública, sin incor-
porar desde el principio a representan-
tes de la sociedad civil o de gobiernos 
locales, pero los contenidos de dicha 
formación han abarcado el proceso de 
gestión territorial en su conjunto.

Fortalecimiento de capacidades de respon-
sables político-institucionales y técnicos

Con los cuadros técnicos de la instituciona-
lidad pública, la formación de capacidades 
debe combinar el fortalecimiento de bases 
conceptuales y metodológicas para la eje-
cución de políticas, programas y planes de 
desarrollo rural con enfoque territorial. 
Ello involucra la comprensión de los prin-
cipios y valores de este enfoque y la cons-
trucción de actitudes y destrezas requeridas 
para un relacionamiento diferente con los 
actores territoriales, redes y grupos en los te-
rritorios. Este tipo de formación se requiere 
para incorporar una manera distinta de 
brindar asistencia técnica; para un cambio 
sustancial en los procesos de toma de deci-
siones acerca de las acciones a realizar; para 
el manejo de conflictos de diversa índole, y 
para un reconocimiento mutuo de distintos 
tipos de conocimiento, prioridades y objeti-
vos en procesos de gestión social del desarro-
llo territorial. 

En varios países centroamericanos, los 
y las extensionistas agrícolas pasaron a 
cumplir nuevas funciones que requi-
rieron de acciones formativas y cam-
bios actitudinales, y quienes laboraban 
en un marco institucional agrarista 
han tenido que incorporar un abor-
daje distinto en su trabajo con las co-

munidades y organizaciones sociales 
de los territorios. El fortalecimiento de 
capacidades de los cuadros técnicos en 
la región transitó desde los cursos cor-
tos e intercambios para conocer otras 
experiencias y maneras de abordar el 
desarrollo rural, hacia procesos for-
mativos más prolongados con diversos 
grados de formalización académica, in-
cluyendo cursos centroamericanos o 
nacionales, diplomados y capacitación 
intra-institucional. 
 
Con los responsables político-instituciona-
les, se requiere de procesos diferenciados de 
fortalecimiento de capacidades, bajo moda-
lidades apropiadas para el perfil, disponibi-
lidad de tiempo y expectativas de los jerarcas 
de las entidades públicas, como también de 
quienes ocupan cargos de jefatura interme-
dia en ellas y supervisan la labor del perso-
nal técnico. 

Tanto en acciones formativas iniciales 
de la Cooperación Española como en 
el PRFC de la ECADERT, fue necesa-
rio organizar cursos e intercambios 
dirigidos específicamente a quienes 
coordinaban programas de desarrollo 
rural en la institucionalidad pública, y 
esto facilitó la incorporación del enfo-
que territorial en ellos. En el marco de 
la ECADERT también se organizaron 
sucesivos encuentros anuales de ac-
tualización e intercambio entre direc-
tores de las instituciones responsables 
por el desarrollo rural en los países 
de la región, con resultados positi-
vos. Lamentablemente han sido des-
continuados por carencia de recursos 
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financieros y por el debilitamiento o 
desaparición de las instancias regiona-
les del proceso ECADERT.

Es esencial la conformación y preparación 
de equipos de trabajo con los conocimientos 
multidisciplinarios y las habilidades necesa-
rias para facilitar procesos de gestión social 
del desarrollo en los territorios. Estos deben 
combinar capacidades técnicas apropiadas; 
disposición a trabajar en equipo y a promo-
ver la participación; manejo de grupos y del 
conflicto; diálogo y escucha; creación de con-
fianza y empatía; interacción respetuosa con 
los distintos actores, redes y grupos; recono-
cimiento del valor de distintos saberes, expe-
riencias y perspectivas, como también de las 
complementariedades y sinergias entre ellas. 

En las condiciones de Centroamérica, 
con territorios usualmente formados 
por unos pocos municipios relativa-
mente pequeños y algunas veces por 
municipios individuales, no resulta 
viable contar con equipos interdisci-
plinarios en todos ellos que reúnan 
las capacidades y habilidades requeri-
das, sino que usualmente se tiene una 
persona profesional, o a lo sumo dos 
o tres, que dan apoyo técnico directo 
en cada territorio. Conviene entonces 
contar con equipos técnicos regionales 
o subnacionales que apoyen al perso-
nal técnico destacado en los territorios, 
así como equipos nacionales e inter-
nacionales que brinden formación y 
asesoría a todos ellos. El Programa 
Regional de Formación de Capacidades 
de la ECADERT conformó un equipo 
centroamericano de facilitadores y fa-
cilitadoras que apoyó la preparación 

de grupos técnicos nacionales y terri-
toriales, y en algunos países se genera-
ron procesos sostenidos o periódicos de 
fortalecimiento de capacidades para la 
facilitación de la gestión social del de-
sarrollo territorial.

Función relevante de la academia en 
procesos formativos para el desarrollo 
territorial

Las universidades y otros centros de educa-
ción superior cumplen una función muy 
relevante e insustituible en la formación de 
capacidades profesionales para la gestión del 
desarrollo en los territorios rurales y de las 
políticas públicas relacionadas, tanto a tra-
vés de posgrados con sucesivas promociones y 
estrechas vinculaciones con la investigación, 
como por medio de diplomados con diseños y 
requisitos flexibles en función de los requeri-
mientos y posibilidades tanto de la institucio-
nalidad pública como de gobiernos locales y 
organizaciones de gestión territorial. 

En Centroamérica, las universidades pú-
blicas nacionales y sus sedes regionales, 
así como ciertas universidades privadas, 
en especial las vinculadas con la orden 
de los jesuitas, han impartido múltiples 
maestrías y algunos doctorados en temá-
ticas pertinentes, formando generaciones 
de funcionarios públicos y profesionales 
relacionados con organizaciones de socie-
dad civil. Varios de estos posgrados han 
sido conjuntos, y con frecuencia han con-
tado con apoyo académico internacional, 
y algunas veces con apoyo directo de la 
cooperación internacional. Los numero-
sos diplomados nacionales o enfocados 
en determinadas regiones o territorios de 
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cada país han abarcado una amplia gama 
de temas y atendido muy diversas de-
mandas institucionales y territoriales. 

La contribución de las universidades y centros 
de educación superior al desarrollo territo-
rial de cada país y de una región como la del 
Sistema de la Integración Centroamericana 
puede potenciarse en la medida en que se ar-
ticule a estrategias de desarrollo regionales, 
nacionales y territoriales, a procesos políti-
co-institucionales y de gestión social del desa-
rrollo de los territorios rurales, a mecanismos 
de concertación entre actores en los planos lo-
cal y nacional, a instancias de coordinación en 
el marco de un sistema de integración, y a re-
des de colaboración académica internacional. 

En la región del SICA, el Programa 
Regional de Formación de Capacidades 
de la ECADERT mostró tanto la relevan-
cia de las contribuciones de la academia 
a acciones formativas sostenidas para la 
gestión del desarrollo territorial, como 
la necesidad de que éstas sean asumidas 
cada vez más por la institucionalidad na-
cional correspondiente, involucrando en 
ellas a los centros de educación superior 
mediante alianzas estratégicas y acuerdos 
específicos. En varios países de la región, 
docentes individuales o grupos vincula-
dos a posgrados y unidades académicas 
de universidades públicas y privadas se 
vincularon al proceso regional ECADERT 
como también a procesos nacionales y te-
rritoriales, realizando acciones formativas 
e investigaciones y construyendo vincu-
laciones universidad-territorio. Ciertas 
instituciones públicas responsables por 
el desarrollo de los territorios rurales han 

establecido relaciones colaborativas con 
posgrados y generado espacios de interlo-
cución con las universidades, pero a dife-
rencia de Brasil, donde el Estado canalizó 
recursos financieros en forma sostenida 
hacia estudios y otras acciones relaciona-
das con el DRT, en Centroamérica han 
sido relativamente pocos los recursos así 
orientados.

Si bien la formación académica y el apoyo de 
las universidades al fortalecimiento de capa-
cidades para la gestión social del desarrollo 
territorial son muy necesarios y pueden cons-
tituir una contribución relevante a procesos 
institucionales e iniciativas en los territorios 
rurales, son insuficientes, por sí mismos, para 
impulsarlos en forma sostenida, pues se re-
quiere de condiciones sociopolíticas propicias 
que permitan avanzar hacia formas de gober-
nanza más participativas en los planos nacio-
nal, subnacional y local. Cuando los grupos 
que ejercen el poder priorizan el control po-
lítico de la población sobre la participación 
democrática en la gestión del desarrollo, tien-
den a reaccionar defensiva y negativamente 
contra modalidades de gestión y gobernanza 
que conllevan una profundización efectiva de 
la democracia, y pueden percibir a quienes 
apoyan iniciativas participativas y endógenas 
como una amenaza a sus intereses. Bajo tales 
circunstancias, el aporte de la academia, su ca-
pacidad de incidencia en las políticas públicas 
y la viabilidad de sus contribuciones a procesos 
territoriales pueden verse severamente circuns-
critos, a la vez que se acrecienta su relevancia 
potencial para apoyar ese tipo de iniciativas, 
así como la pertinencia de su capacidad crítica 
y propositiva, en conjunción con otros actores 
de la sociedad civil.
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En el marco del proceso ECADERT, 
hubo considerables dificultades para 
incorporar efectivamente el enfo-
que territorial en políticas públicas y 
programas institucionales cuando el 
requerimiento de relación dialógica 
entre sociedad civil y Estado en las 
distintas escalas de la gestión social 
del desarrollo territorial fue percibido 
como una amenaza al control social y 
político de grupos enquistados en el 
poder. Bajo tales condiciones, pueden 
ser necesarias transformaciones de la 
sociedad en su conjunto, y en particu-
lar de las modalidades de interacción 
sociopolítica y maneras de gobernar, 
para que pueda avanzarse hacia una 
gobernanza más relacional y una ma-
yor profundización de la democracia, 
e impulsar cabalmente el desarrollo 
rural territorial.

Sobre gestión del conocimiento, 
institucionalidad y e investigación 

en América Central
 

Gestión del 
conocimiento en 
procesos de DT

Institucionalidad 
pública y gestión 
del conocimiento

Academia y gestión 
del conocimiento

Inter/trans-
disciplinariedad

Bases de datos y 
observatorios

Cooperación 
internacional y 

gestión del 
conocimiento

Investigación,
 políticas públicas 

y DT

En este apartado se proponen apren-
dizajes relacionados de manera gene-
ral con la gestión del conocimiento en 
procesos de desarrollo territorial, con 
referencia especial a los derivados de 
experiencias territoriales y político-ins-
titucionales en la región. Algunas lec-
ciones aprendidas se refieren a los 
aportes cognoscitivos de entidades aca-
démicas y no gubernamentales, como 
también de la institucionalidad pública 
y de la cooperación internacional. Otros 
atañen al diálogo de saberes, los inter-
cambios e interaprendizajes. También 
los hay referidos a la documentación de 
procesos, la memoria social e institu-
cional, y los mecanismos de evaluación 
y auditoría social. Ciertos aprendizajes 
se refieren a los observatorios y otros 
mecanismos de gestión de la informa-
ción, algunos al pensamiento estratégi-
co-prospectivo, y otros a los sistemas y 
redes de innovación para el desarrollo 
de los territorios rurales.

Gestión del conocimiento en procesos de 
desarrollo territorial

La generación, acopio, socialización y uso 
sistemático del conocimiento para los pro-
pósitos de las organizaciones o instituciones 
involucradas, individualmente o articula-
das en red, son fundamentales en la ges-
tión social del desarrollo territorial y en los 
procesos de fortalecimiento de sus propias 
capacidades y mejoramiento de sus prácti-
cas. Se trata de un construcción social e in-
teractiva, comunicacional y progresiva de 
conocimiento, que permite a los individuos y 
agrupaciones participantes en procesos polí-
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tico-institucionales y territoriales contar con 
un acervo creciente de aprendizajes deriva-
dos de experiencias propias y ajenas, inter-
cambiadas y contrastadas entre sí y con los 
requerimientos y posibilidades de cada lu-
gar y entorno. La apropiación crítica de esos 
conocimientos por parte de quienes se invo-
lucran activamente en la gestión territorial 
es un factor de éxito en iniciativas de desa-
rrollo en los territorios rurales. Aprender 
de las propias experiencias grupales, como 
también de otras afines o pertinentes, per-
mite mejorar la práctica social y la acción 
colectiva, y aprehender los significados de 
esos aprendizajes para la construcción del 
proyecto de futuro y estrategia de desarrollo 
del territorio.    

Durante la ejecución inicial de la 
ECADERT fueron desarrollándose di-
versos procesos de gestión del cono-
cimiento, sólo algunos de los cuales 
tuvieron expresamente esa finalidad. 
En conjunto, ayudaron a socializar, 
sopesar y en algunos casos adoptar o 
adaptar aprendizajes de otras expe-
riencias de gestión territorial, tanto 
de experiencias piloto anteriores en la 
región como fuera de ella.  También 
se buscó documentar y contrastar ex-
periencias territoriales impulsadas o 
inspiradas por ese instrumento de po-
lítica regional o por políticas públicas 
y programas nacionales relacionados, 
y mediante reflexiones colegiadas al 
respecto. Tanto en el marco del PRFC 
como en determinados países de la 
región del SICA se produjeron elabo-
raciones metodológicas acerca de la 
gestión social del desarrollo territorial, 
las cuales se enriquecieron asimismo 

con las de otras partes de América 
Latina. 

Cabe cuestionar, por otra parte, si la 
contrastación inicial de experiencias 
territoriales y político-institucionales 
europeas y latinoamericanas, durante 
la formulación y ejecución inicial de la 
ECADERT y de políticas o programas 
nacionales fue suficientemente amplia 
y sistemática, de manera que permi-
tiera identificar claramente elementos 
conceptuales y metodológicos de va-
lidez general, así como referentes de 
política pública e institucionalidad que 
pudieran sustentar orientaciones váli-
das y viables en el contexto centroame-
ricano. Por otra parte, aunque se partió 
de un marco de referencia conceptual 
y fueron estableciéndose las bases de 
un abordaje metodológico centroa-
mericano de la gestión social del desa-
rrollo territorial, la heterogeneidad de 
situaciones en los países y territorios 
de la región hacía necesario flexibili-
zar considerablemente los supuestos y 
orientaciones de la estrategia centroa-
mericana.

Institucionalidad pública y gestión del 
conocimiento

La existencia de una institucionalidad pú-
blica con un claro mandato por el desarrollo 
rural con enfoque territorial, con la respon-
sabilidad de implementar las políticas y di-
rectrices al respecto, contribuye a que ella 
asuma la operacionalización del abordaje 
conceptual y el diseño de metodologías de 
trabajo en los territorios para impulsar su 
desarrollo y dar apoyo técnico a las organi-
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zaciones de gestión territorial. Esto, a su vez, 
requiere de la valoración crítica de plantea-
mientos teórico-metodológicos, experiencias 
y aprendizajes tanto del propio país como de 
otros dentro y fuera de la región. 

En Centroamérica, algunas entidades 
sectoriales responsables por el desarro-
llo rural realizaron esfuerzos por aplicar 
conceptos y metodologías inicialmente 
derivadas de experiencias españolas y 
luego principalmente brasileñas, con 
distintos grados de criticidad y reflexi-
vidad en cuanto a su pertinencia y 
adaptación a las condiciones de cada 
país y territorio. En el marco del pro-
yecto EXPIDER se transfirió principal-
mente a Costa Rica, por intermedio del 
Programa de Desarrollo Rural del MAG, 
el abordaje conceptual y metodológico 
de los Grupos de Acción Local españo-
les y del programa LEADER europeo; 
ello permitió que los responsables téc-
nicos se familiarizaran con el enfoque 
territorial y la sistematización posterior 
de las experiencias piloto en este país 
contribuyó aprendizajes para la formu-
lación de la ECADERT y su propuesta 
metodológica,  como también para la 
transformación del IDA en INDER. En 
El Salvador, el programa Territorios de 
Progreso transfirió a ese país el abor-
daje conceptual y metodológico ela-
borado por la Secretaría de Desarrollo 
Territorial y el Programa Territorios de 
la Ciudadanía en Brasil, con una adap-
tación sólo parcial a las condiciones sal-
vadoreñas,  lo cual se ha señalado como 

un factor limitante en dicha experien-
cia, posteriormente descontinuada.22 
En el marco de la ECADERT, se optó 
por tener como referentes tanto las ex-
periencias territoriales y político-insti-
tucionales anteriores en la región como 
las de España y Brasil, contrastándolas 
entre sí y valorando su pertinencia y 
adecuación a las particularidades de 
la región, de los distintos países y de 
los diferentes territorios. El proyecto 
PIDERAL, de la Cooperación Española, 
generó experiencias y aprendizajes en 
República Dominicana y Costa Rica, 
orientadas hacia la formulación de po-
líticas y estrategias nacionales de DRT, 
aunadas a procesos territoriales, con 
mayor grado de institucionalización 
efectiva en el segundo país. La princi-
pal experiencia institucional de gestión 
del conocimiento sobre desarrollo rural 
con enfoque territorial en países de la 
región del SICA ha sido la del INDER 
en Costa Rica, facilitada por su marco 
legal y normativo, personal técnico y 
recursos presupuestarios propios.  

Bases de datos y observatorios

Los observatorios regionales y nacionales 
cumplen una función importante en la ges-
tión de información y conocimiento sobre 
el desarrollo de los territorios rurales y las 
estrategias o políticas públicas regionales 
o nacionales y la ejecución de programas 
institucionales e inversiones públicas, como 
también de proyectos e iniciativas territoria-
les y de la evolución de indicadores acerca 

22. Cf. Valencia (2018).
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de las distintas facetas de dicho desarro-
llo. Sin embargo, la proliferación desorde-
nada y desarticulada de observatorios de 
muy diversa índole y la descontinuación 
de aquéllos asociados a proyectos o sin un 
claro respaldo institucional, limitan su efi-
cacia y la potenciación de sus aportes a la 
gestión del conocimiento sobre desarrollo 
territorial. Es importante que los datos que 
dan sustento a sus informes o resultados es-
tén públicamente disponibles, y que haya 
mecanismos que permitan cruzar la infor-
mación generada por distintos observato-
rios a fin de estudiar interrelaciones entre 
distintas variables o aspectos del desarrollo 
territorial o de las políticas, programas, pro-
yectos e inversiones. Conviene asegurar su 
complementariedad y evitar duplicación de 
esfuerzos, así como la comparabilidad de los 
datos entre países y a lo largo del tiempo. 
Es importante alojar las bases de datos en 
sitios seguros, con respaldos externos y con 
procedimientos de consulta asequibles para 
investigadores y otras personas interesadas 
en la información.  

En el plano regional, la existen-
cia del Sistema de la Integración 
Centroamericana ha facilitado el 
surgimiento de observatorios u otros 
sistemas análogos de gestión del co-
nocimiento y la información sec-
torial en varias de sus Secretarías, 
usualmente con apoyo de proyectos 
o programas regionales y algunas 
veces de agencias de cooperación in-
ternacional. Los observatorios aso-
ciados al SICA han tenido mayor 
perdurabilidad que algunos observa-
torios centroamericanos relaciona-
dos con mecanismos internacionales 

de observación o con iniciativas no 
gubernamentales, y la Secretaría 
General del SICA ha impulsado un 
área de gestión del conocimiento, 
incluyendo un sistema integrado de 
información estadística y algunos 
observatorios, sin que estos últimos 
hayan logrado articularse entre sí ni 
con otros de la región.

Diversos proyectos regionales como 
SICTA, PRESICA y PRIICA buscaron 
generar innovaciones tecnológicas, que 
tendrían que ser inventariadas, acopia-
das e incorporadas a un Observatorio 
Centroamericano de Tecnologías, inte-
grando varios mecanismos de observa-
ción y redes por rubro. Se propuso que 
éste fuera sería asumido por el Consejo 
Agropecuario Centroamericano. Además 
de constatar la conservación y uso ac-
tuales de dicho acervo, sería importante 
explorar en qué medida ha contribuido 
efectivamente al mejoramiento de la 
producción alimentaria y al desarrollo de 
territorios rurales de la región.  

Una iniciativa reciente apoyada por el 
Gobierno de México para el Triángulo 
del Norte ha establecido el Observatorio 
de Derechos Humanos del Plan de 
Desarrollo Integral de El Salvador-
Guatemala- Honduras-México, y algu-
nos observatorios mesoamericanos o 
latinoamericanos incorporan a los paí-
ses de la región del SICA. 

Varios observatorios nacionales están 
asociados a universidades públicas, 
como el de Ambiente y Ordenamiento 
Territorial, de la Universidad de 
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Panamá; el de Ordenamiento 
Territorial, de la UNAH en Honduras, 
y el Observatorio del Desarrollo, de la 
Universidad de Costa Rica. Las inicia-
tivas de observatorios en instituciones 
estatales han tenido discontinuidades 
por cambios en las políticas y priorida-
des gubernamentales, aunque la insti-
tucionalidad pública genera el grueso 
de la información estadística disponible 
en cada país. 

Una limitación importante reside en las 
diversas (y en ocasiones contradictorias) 
metodologías de recolección, análisis y 
repositorio de los datos aplicadas por 
distintos observatorios, tanto regionales 
como nacionales o territoriales. Esto im-
pide comparar directamente sus datos, 
resultados e informes, y limita severa-
mente la posibilidad de hacer análisis a 
mayores escalas a partir de las informa-
ciones que generan. Sería muy deseable 
emprender un proceso de compatibili-
zación progresiva de criterios y métodos 
en el marco del SICA y con proyectos e 
iniciativas de cobertura regional, como 
también entre países y entre observato-
rios territoriales.

Un reto considerable en esta región 
es el de asegurar la perdurabilidad de 
los observatorios mismos, de su segui-
miento a determinados procesos, y de 
la información que generan. A la vez 
que se crean nuevos observatorios, 
otros establecidos anteriormente de-
jan de funcionar, y con demasiada fre-
cuencia se pierde el acervo de datos y 
conocimientos acopiados o generados 
por ellos. 

Los Sistemas de Información Territorial 
tienen un gran potencial para apoyar 
procesos de gestión del conocimiento e ini-
ciativas de desarrollo de los territorios ru-
rales, en la medida en que respondan a 
las necesidades de éstos, a las demandas 
de los actores sociales, privados e institu-
cionales, y faciliten su acceso a informa-
ción pertinente para sus emprendimientos 
y proyectos, para la auditoría social de su 
ejecución y resultados, y para monitorear 
los avances y dificultades en la realización 
estrategias y planes de desarrollo.  Para 
ello, es necesario trascender concepcio-
nes limitantes y enfoques circunscritos a 
registros catastrales y planes de ordena-
miento territorial, útiles pero insuficientes 
para una gestión participativa del cono-
cimiento y la información en función de 
objetivos de desarrollo.

Además de los sistemas nacionales 
de información atinentes al ordena-
miento territorial, se han establecido 
sistemas institucionales de segui-
miento y evaluación de impactos de 
iniciativas de desarrollo, como el del 
INDER en Costa Rica, u otros temá-
ticamente especializados, vg. en as-
pectos climáticos como el INETER en 
Nicaragua. En territorios transfronte-
rizos, el avance principal, de mayor 
amplitud temática y más sostenido 
es el del Sistema de Información 
Territorial Trinacional (SINTET) en 
el Trifinio. En los territorios deno-
minados afines en el marco de la 
ECADERT, el que cuenta con mayor 
riqueza de información y de sistemas 
para acceder a ella es el Corredor Seco 
Centroamericano. 
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La apropiación efectiva de los actores 
locales en la concepción, implementa-
ción y uso de sistemas de información 
territorial (SIT) es muy variable según 
el tipo de actor. Los gobiernos locales 
y la institucionalidad pública presente 
en el territorio suelen tener mayor 
injerencia en ellos, mientras que la 
sociedad civil, y en particular las orga-
nizaciones y redes sociales, tienen por 
lo general una participación conside-
rablemente menor, e incluso nula en 
algunos casos. Para que los SIT sean 
efectivamente herramientas de gestión 
participativa del conocimiento y la in-
formación para el desarrollo territorial, 
es necesario lograr un involucramiento 
activo, decisorio y eficaz de los actores 
sociales, redes y otros grupos relevan-
tes de cada territorio, en diálogo con 
los demás actores territoriales. Por esta 
vía, cabe la posibilidad de avanzar asi-
mismo hacia la construcción de una 
suerte de “ciencia ciudadana territo-
rial”, entendida como un esfuerzo co-
laborativo entre científicos, técnicos y 
organizaciones e instituciones, grupos 
e individuos de los territorios rurales, 
para construir conocimiento en forma 
participativa sobre cuestiones atinentes 
a su desarrollo.

Academia y gestión del conocimiento

Una de las contribuciones principales de la 
academia al desarrollo territorial es su ca-
pacidad de evaluación crítica y propositiva 
de las políticas, estrategias, programas y 
procesos de gestión social del desarrollo de 
los territorios rurales. Su criticidad algunas 
veces puede resultar incómoda para quie-

nes ejercen poder político, tienen responsa-
bilidades directivas en la institucionalidad 
pública o brindan cooperación técnica y fi-
nanciera, como también para las propias 
organizaciones de gestión territorial, pero 
es necesaria para cuestionar abordajes con-
ceptuales o metodológicos inapropiados, se-
ñalar limitaciones o fallas en la ejecución e 
insuficiencias en los resultados e impactos, 
identificar riesgos y proponer alternativas. 
La crítica académica puede, asimismo, pro-
mover la discusión valorativa sobre bases 
sólidas, la reflexión grupal constructiva, la 
búsqueda de soluciones innovadoras y la 
toma de decisiones apoyadas por el conoci-
miento e información por parte de quienes 
impulsan procesos de gestión social del desa-
rrollo en los territorios

Grupos académicos de algunas univer-
sidades centroamericanas, tanto públi-
cas como asociadas a la Compañía de 
Jesús, contribuyeron a la reflexión en 
torno al enfoque territorial y las polí-
ticas de desarrollo rural a través de sus 
posgrados, en trabajos investigativos y 
en experiencias de vinculación univer-
sidad-territorio antes de la formulación 
de la ECADERT, y aportaron valiosos 
insumos para esta estrategia regional y 
de las políticas o estrategias relaciona-
das en el respectivo país. Durante las 
consultas y el trabajo de equipo para 
formular la ECADERT, participantes de 
varios posgrados, programas de inves-
tigación y otras entidades académicas 
de cinco países centroamericanos y de 
España contribuyeron a la reflexión co-
lectiva sobre gestión del conocimiento 
para el DRT, abordajes conceptuales y 
planteamientos propositivos sobre el 
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enfoque y contenidos de ese instru-
mento de política pública regional. 
 
El papel de la academia en el proceso 
ECADERT fue especialmente relevante 
en el marco del PRFC, incluyendo ela-
boraciones conceptuales y metodoló-
gicas en apoyo a la gestión social del 
desarrollo territorial, como también 
en determinados países en los cuales 
hubo representantes de las universi-
dades en Comisiones Nacionales para 
la Ejecución de la ECADERT o enti-
dades análogas. Por otra parte, en el 
marco de la Maestría en Integración 
Centroamericana y Desarrollo se reali-
zaron tesis que evaluaron determina-
dos aspectos de la implementación de 
la ECADERT, individualmente consi-
derada o en su relación con otras po-
líticas regionales.  Quizás en parte por 
el grado de compromiso e involucra-
miento de académicos con el proceso 
ECADERT, algunos balances de su eje-
cución inicial fueron bastante favora-
bles, sin ahondar necesariamente en 
las dificultades y riesgos que fueron 
aflorando; una perspectiva equilibra-
damente crítica fue aportada por inves-
tigadores externos a la región pero muy 
conocedores del proceso ECADERT.23  

Entidades académicas y centros de in-
vestigación dentro y fuera de la región 
han estudiado diversas facetas del pro-
ceso ECADERT en los planos regional, 
nacional o territorial e incorporado 
referencias a él en múltiples publica-
ciones. Han contribuido, asimismo, a 

su conocimiento por parte de quienes 
impulsan políticas e iniciativas de desa-
rrollo de los territorios rurales en otras 
partes de América Latina. Hay, además, 
un interés creciente en la discusión y 
reflexión comparada de las experien-
cias centroamericanas, entre sí y res-
pecto de otras en América Latina. 

Inter/transdisciplinariedad

Se requiere de abordajes inter y transdis-
ciplinarios, sistémicos e integrados de las 
problemáticas y procesos de desarrollo en 
los territorios rurales, explorando conver-
gencias y complementariedades, entre los 
abordajes de las ciencias sociales y naturales 
pertinentes, como también de ciertas disci-
plinas humanistas. Los trabajos interdisci-
plinarios deben ser más que una sumatoria 
de estudios disciplinarios sobre distintas 
facetas de dichas problemáticas y procesos, 
pudiendo ser integrados en torno a un eje 
investigativo principal, con preguntas co-
munes o complementarias y respuestas que 
incorporan aportes de las distintas perspec-
tivas disciplinarias y exploran sus interre-
laciones. En la medida en que haya bases 
epistemológicas comunes, un marco concep-
tual compartido, una estrategia cognitiva 
holística y un ámbito de acción que tras-
cienda las distintas disciplinas, es posible 
y deseable, aunque difícil y poco frecuente, 
avanzar hacia abordajes transdisciplina-
rios. En particular, interesa integrar apor-
tes y perspectivas de las ciencias sociales y 
naturales, en torno a un objeto de estudio 
común, el de los sistemas territoriales y sus 
procesos de desarrollo. Esto invita a incor-

23.   Dos aportes en el marco de la Maestría en Integración Regional fueron los de Mata (2017) y Mora (2017); 
dos balances valorativos externos a la región fueron aportados por Fernández y Santos (2015); Santos y 
Fernández (2018) 
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porar de manera explícita el pensamiento 
sistémico acerca de los territorios rurales y 
sus transformaciones.   

En América Central hay una larga tra-
dición de abordajes multidisciplinarios, 
y algunas veces interdisciplinarios, en 
el estudio de zonas o territorios rurales 
y del desarrollo rural o territorial. Entre 
las entidades académicas de proyección 
regional cabe mencionar los trabajos 
del centro del IICA en Turrialba desde 
años 50, continuados por el CATIE, así 
como algunos de la Escuela Agrícola 
Panamericano Zamorano y más reciente-
mente de la Escuela Agrícola del Trópico 
Húmedo y Seco EARTH.  La incorpora-
ción de la agroeconomía y la agroecolo-
gía en pregrados, grados y posgrados de 
universidades nacionales ha contribuido 
asimismo a perspectivas interdisciplina-
rias u holísticas, tanto en la formación 
como en la investigación. La perspectiva 
territorial y el abordaje sistémico de la 
producción agropecuaria misma y de los 
procesos agrarios y rurales en los cuales 
se inscribe han facilitado, asimismo, una 
comprensión interdisciplinaria e inte-
grada de los sistemas en cuestión a múl-
tiples escalas, desde la parcela y la finca 
hasta el sistema agrario regional. 

La construcción de abordajes transdis-
ciplinarios del desarrollo territorial es 
en buena medida una tarea por reali-
zar en la región, aun cuando por la na-
turaleza de las cuestiones a estudiar es 
claramente una necesidad. Sobre bases 
conceptuales comunes y valorizando la 
complementariedad metodológica en-

tre las ciencias sociales y naturales per-
tinentes, es posible avanzar hacia una 
comprensión más integral de procesos 
territoriales y político-institucionales. 
También cabe valorizar el diálogo de 
saberes entre el conocimiento cientí-
fico-técnico y el conocimiento tecno-
lógico local, y de manera más general 
entre conocimiento formal y conoci-
miento tácito. 

Cabe considerar la posibilidad de que las 
dificultades en la construcción de abor-
dajes efectivamente transdisciplinarios 
de la territorialidad y el desarrollo te-
rritorial guarden alguna relación con 
la complejidad de la tarea de integrar 
múltiples perspectivas acerca del terri-
torio, no sólo de distintos campos del 
saber sino de las diferentes maneras de 
comprenderlo, a partir de su práctica vi-
vencial y sus conocimientos ancestrales, 
por parte de colectividades sociales con 
distintas identidades y cosmovisiones. 

Investigación, políticas públicas y desa-
rrollo territorial

Los centros de investigación para el desarro-
llo, programas de investigación académicos y 
posgrados en desarrollo local, rural o terri-
torial y en áreas afines cumplen una fun-
ción relevante en la gestión del conocimiento, 
tanto sobre políticas públicas para el desarro-
llo territorial como sobre los territorios mis-
mos y sus procesos de desarrollo, a distintas 
escalas. La naturaleza de sus contribuciones 
varía, con énfasis respectivamente en la pro-
ducción de conocimiento para la incidencia, 
o para un campo de saber, o como aspecto de 
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un proceso formativo, pero tienen en común 
el interés por la gestión social del desarrollo 
territorial y por las políticas y programas 
para impulsarlo. Unos y otros son socios rele-
vantes para la institucionalidad pública, las 
agencias de cooperación y las organizaciones 
de gestión territorial, por lo que deben ser 
tomados muy en cuenta y apoyados a fin de 
orientar sus investigaciones hacia propósitos 
compartidos.  

En América Central los centros de in-
vestigación para el desarrollo suelen 
tener independencia política y pueden 
generar insumos para procesos de in-
cidencia, aunque dependen de la con-
secución de fondos internacionales, 
privados o estatales para la realización 
de estudios en profundidad o de amplia 
cobertura geográfica. Algunos de pro-
yección regional que han hecho con-
tribuciones relevantes son PRISMA, el 
Instituto Centroamericano de Estudios 
Fiscales (ICEFI) y el Centro de Estudios 
Rurales (CDR). Hay asimismo otros na-
cionales en varios países de la región. 

Los programas académicos de inves-
tigación o posgrado en universidades 
públicas están usualmente cobija-
dos por la autonomía de éstas, y su 
compromiso fundamental es con la 
sociedad más que con determinado go-
bierno, por lo cual tienen, en general, 
la independencia requerida al gestio-
nar acuerdos con la institucionalidad 
pública. La Universidad de San Carlos 
en Guatemala (USAC) y la Universidad 
de El Salvador (UES) han hecho con-
tribuciones relevantes a la gestión del 
conocimiento sobre desarrollo territo-

rial, así como las principales universi-
dades nacionales en otros países de la 
región. Algunas sedes universitarias 
regionales, como la UNAN Matagalpa, 
han impulsado asimismo la gestión del 
conocimiento sobre DRT en la región 
subnacional respectiva. 

El programa de posgrado en Práctica 
del Desarrollo y la Conservación, del 
CATIE, ha hecho contribuciones re-
levantes tanto en formación como 
en producción de conocimiento y 
acompañamiento a procesos territo-
riales, incluyendo la realización de 
diagnósticos y formulación de estrate-
gias de desarrollo. La Escuela Agrícola 
Panamericana El Zamorano (EAP) y la 
Universidad EARTH también han con-
tribuido mediante acciones formativas, 
investigación y acciones de proyección 
en zonas rurales.  

En las universidades privadas hay una 
gama de situaciones al respecto, pero 
las que cuentan con posgrados y pro-
gramas de investigación en desarrollo 
local, rural o territorial. Ejemplos re-
levantes son los de las Universidades 
Centroamericanas (UCA) en Nicaragua 
y El Salvador, así como la Universidad 
Rafael Landívar (URL) y otras universi-
dades privadas en Guatemala. 

Cooperación internacional y gestión del 
conocimiento

Conviene valorizar e integrar sistemática-
mente a procesos de gestión del conocimiento 
sobre el DRT en los planos regional, nacional 
y local los aportes de organismos internacio-



132 Cuaderno de trabajo 19

nales, agencias de cooperación bilateral y cen-
tros de investigación internacionales.  Tanto 
por su consistencia conceptual y metodoló-
gica como por su cobertura frecuentemente 
regional, pueden facilitar la realización de 
estudios y análisis comparados y generar 
conocimientos basados en múltiples procesos 
dentro de la región, así como su contrastación 
con otros fuera de ésta. Su capacidad de mo-
vilizar recursos de diversa índole, incluyendo 
los de la institucionalidad pública de varios 
países, y su perdurabilidad, que usualmente 
trasciende los períodos de gobierno, pueden 
contribuir asimismo a la continuidad de 
determinadas acciones de recopilación o ac-
tualización de datos, procesamiento de in-
formación e interpretación de resultados, 
comparables de un territorio o país a otro, y a 
lo largo del tiempo. Por otra parte, es necesa-
rio que sus agendas de investigación no sean 
definidas unilateralmente, ni exclusivamente 
en función de sus propias prioridades u obje-
tivos, sino que sean consultadas, negociadas y 
acordadas con la institucionalidad nacional, 
en la medida en que se refieran a políticas 
públicas o programas del país, o con las or-
ganizaciones de gestión territorial u otras de 
cada territorio en estudios más locales.  

En la región del SICA algunas agencias de 
cooperación bilateral de países europeos, 
como GTZ/GIZ, o centros de investiga-
ción y cooperación internacional como 
CIRAD, han realizado contribuciones re-
levantes, en conjunto con contrapartes 
nacionales o regionales, al conocimiento 
sobre problemáticas y procesos agrarios 
o rurales, como también a su abordaje 
conceptual y metodológico. 

Diversos organismos internaciona-
les, especialmente del sistema de las 
Naciones Unidas, han contribuido asi-
mismo a la gestión del conocimiento 
sobre aspectos pertinentes de la ru-
ralidad y el desarrollo territorial en 
Centroamérica. Cabe mencionar, entre 
otros, los aportes del PNUD, CEPAL y 
FAO.  En el ámbito interamericano, el 
IICA ha contribuido activamente a la 
generación de abordajes conceptuales 
y metodológicos del desarrollo territo-
rial y de la agricultura familiar, como 
también de sus interrelaciones, y a la 
construcción de aprendizajes de índole 
general a partir de múltiples experien-
cias territoriales. El CATIE, por su parte, 
ha documentado procesos relaciona-
dos con proyectos en territorios como 
el Trifinio o en países específicos de la 
región, o asociados a cuencas, bosques 
modelo y corredores biológicos.

Diversos tipos de investigaciones realizadas 
por universidades o entidades no académi-
cas pueden aportar conocimientos valiosos 
para la gestión social de su desarrollo y para 
las políticas o programas que buscan impul-
sarlo. Es deseable y útil que entre ellas haya 
ciertos denominadores comunes, o que algu-
nas se realicen de manera concertada, con 
interrogantes similares y abordajes afines, 
a fin de facilitar la comparación sistemática 
de situaciones y procesos territoriales. 

En América Central se cuenta con nu-
merosos estudios específicos, con diver-
sidad de enfoques temáticos, referentes 
conceptuales y abordajes metodológicos, 
realizados por tesiarias e investigadores, 
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vinculados tanto a universidades como a 
ONG y fundaciones, proyectos interna-
cionales y agencias de cooperación, prin-
cipalmente en Guatemala, El Salvador, 
Nicaragua y Costa Rica. En otros países 
de la región del SICA se han realizados 
algunos estudios territoriales, cualitati-
vamente importantes, pero su número 
y cobertura ha sido menor, en parte por 
el diferente desarrollo relativo de los sis-
temas de educación superior y en parti-
cular de centros de investigación tanto 
académica como para el desarrollo y la 
incidencia. También hay trabajos sobre 
territorios transfronterizos, otros sobre el 
Corredor Seco Centroamericano, y sobre 
comunidades garífunas del litoral Caribe. 

La heterogeneidad temática y teóri-
co-metodológica de dichos estudios 
ofrece una gama de abordajes e inter-
pretaciones, pero dificulta su compa-
ración sistemática y, por consiguiente, 
la construcción de caracterizaciones 
e interpretaciones de índole general. 
En particular, sería necesario contar 
con un conjunto de investigaciones 
de campo con preguntas comunes, un 
marco teórico compartido y metodo-
logías similares, así como una profun-
didad temporal semejante, con miras 
a la construcción de una tipología 
dinámica de territorios rurales cen-
troamericanos. Para ciertos países y 
territorios, son pertinentes al respecto 
algunos estudios territoriales com-
parables realizados por iniciativa de 
RIMISP en la región, en el marco de 
los programas Dinámicas Territoriales 
Rurales y Transformando Territorios, 
este último enfocado en territorios 

“funcionales”, con participación de 
grupos de investigación de algunos 
países centroamericanos, como tam-
bién de otras partes de América Latina.

Atinentes a los sistemas y redes de 
innovación

La innovación tecnológica y productiva, or-
ganizacional y social es crucial para el desa-
rrollo de los territorios rurales, y para ello 
son fundamentales las redes y sistemas de 
innovación territorial, a múltiples escalas. 
Las redes, con diversos grados de formali-
zación, alcances socioespaciales y dinámicas 
propias, articulan a quienes experimentan e 
innovan al interior de un territorio o región, 
y con algún apoyo logístico pueden facilitar 
intercambios entre distintos territorios, re-
giones o países. Los sistemas de innovación 
territorial, de índole más formal y de na-
turaleza más institucional, suelen integrar 
esfuerzos de entidades públicas y privadas, 
universidades y empresas, organizaciones 
y otros actores que buscan generar innova-
ciones en determinado territorio. Las redes 
y sistemas de innovación territorial pueden 
complementarse, reforzarse mutuamente y 
potenciar los procesos tanto de innovación 
como de desarrollo territorial. El logro ca-
bal de tales sinergias requiere de un recono-
cimiento mutuo, relaciones colaborativas y 
objetivos compartidos enmarcados en orien-
taciones estratégicas para el desarrollo del 
respectivo territorio.

En América Central se ha encontrado 
que las redes informales que enlazan a 
experimentadores y experimentadoras 
campesinas entre sí funcionan bastante 
bien en el ámbito local, y con el apoyo 
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de organizaciones de base pueden am-
pliarse los intercambios para abarcar 
varios territorios en una misma región. 
La realización de visitas recíprocas y 
otros intercambios presenciales entre 
agricultores y agricultoras que experi-
mentan en distintas regiones de un país 
pueden facilitarse considerablemente 
con el apoyo de organizaciones cam-
pesinas, ONG o instituciones naciona-
les. Los intercambios de este tipo entre 
países pueden requerir de recursos 
y apoyo logístico de agencias de coo-
peración, ONG internacionales o una 
institucionalidad regional. En general, 
es importante que las organizaciones e 
instituciones involucradas conozcan y 
reconozcan la función de las redes in-
formales en los territorios, a fin de que 
su relación pueda ser sinérgica, y evi-
tar interferencias o efectos contrapro-
ducentes, como los generados por la 
sustitución temporal o debilitamiento 
de una red informal de comunicación 
entre personas o familias experimenta-
doras por el afán de establecer una red 
formal u organización que asuma sus 
funciones comunicacionales.  

El establecimiento de sistemas nacio-
nales y territoriales de innovación en 
países centroamericanos, generalmente 
con altos grados de formalización e ins-
titucionalización, ha incorporado usual-
mente a entidades o empresas del sector 
privado empresarial o cooperativo, y 
algunas veces a organizaciones campe-
sinas relevantes o redes formales, pero 
casi nunca ha tomado en cuenta e in-
corporado a las redes informales que 
enlazan localmente a quienes realizan 

ensayos de diversa índole en sus peque-
ñas o medianas explotaciones. 

Ciertos proyectos de alcance centroa-
mericano, como el Programa Regional 
de Investigación e Innovación por 
Cadenas de Valor (PRIICA), han 
buscado establecer Plataformas de 
Innovación como espacios de interac-
ción colaborativa entre grupos inte-
resados en un producto o sistema de 
producción específico, o Consorcios 
Locales de Investigación e Innovación 
Agrícola (CLIITA) con participación 
de pequeños agricultores o sus orga-
nizaciones, para acceder al respectivo 
mercado bajo condiciones favorables. 
El Programa MIP-CATIE, el Programa 
Campesino a Campesino y las Escuelas 
de Campo promovidas por varios or-
ganismos internacionales en la región 
han facilitado diversas modalidades de 
intercambio de conocimientos entre 
científicos, técnicos y experimentado-
res campesinos o campesinas. 

Por su parte, el Programa Diálogo 
Regional Rural (PDRR), con participa-
ción de organizaciones campesinas y 
apoyo de ONG y agencias de coopera-
ción, ha planteado claramente la nece-
sidad de fortalecer sistemas locales de 
innovación ampliamente participativos, 
incluyentes y enfocados en la agricul-
tura familiar, como también las redes 
de innovación y su función generadora 
de conocimiento innovador. El PDRR 
ha abordado, asimismo, la cuestión del 
escalamiento de ideas innovadoras y la 
gestión del conocimiento entre los ac-
tores involucrados, integrando los enfo-
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ques territorial y de cadenas, con una 
perspectiva sistema e integral. (PDRR, 
2017) Convendría vincular este tipo de 
propuestas con los sistemas territoria-
les de agricultura familiar, con los de-
nominados Sistemas Agroalimentarios 
Localizados (SIAL) y con diversos tipos 
de cadenas de valor basadas en determi-
nados territorios rurales. 

Redes de gestión del conocimiento, a diversas 
escalas y con distintos grados de formaliza-
ción, pueden cumplir una función relevante 
tanto en el aprendizaje a partir de experien-
cias de gestión social del desarrollo territorial 
en los planos local, subnacional, nacional e 
internacional, como en la elaboración con-
ceptual y metodológica al respecto, en el diá-
logo de saberes y en el cambio de escala en 
procesos de transformación de los territorios 
rurales. La multiescalaridad de éstos y de 
sus procesos de desarrollo genera imbrica-
ciones efectivas y sinergias potenciales entre 
los distintos planos de la gestión del conoci-
miento sobre desarrollo territorial, y las re-
des tanto formales como informales facilitan 
las interacciones entre individuos y grupos, 
organizaciones e instituciones, instancias de 
gobierno y emprendimientos privados o aso-
ciativos en distintos ámbitos territoriales.

Experiencias pioneras en la conforma-
ción de centros locales de gestión del co-
nocimiento en el marco de procesos de 
gestión social del desarrollo territorial, 
como la de la Zona Alta de Chalatenango 
en El Salvador, y procesos de gestión del 
conocimiento y aprendizaje a partir de 
la práctica al interior de organizaciones 
territoriales, plataformas de concertación 
u otros espacios de interacción entre ac-

tores sociales, privados e institucionales, 
pueden articularse localmente con redes 
de experimentación e innovación y re-
lacionarse con otras del mismo territorio 
o territorios circunvecinos. Redes nacio-
nales de Grupos de Acción Territorial 
o entidades análogas han facilitado la 
comunicación e intercambio de expe-
riencias entre ellas en varios países cen-
troamericanos, aunque sin establecer 
mecanismos permanentes de gestión 
del conocimiento, para lo cual puede 
ser necesario apoyo institucional o de 
otra índole. La Red de Grupos de Acción 
Territorial de Centroamérica y República 
Dominicana intentó enlazar durante al-
gunos años a representantes de redes 
nacionales, y generó algunos intercam-
bios dentro y fuera de la reunión en el 
marco de encuentros presenciales, pero 
no logró ser perdurable ni generar diná-
micas sostenidas de gestión del conoci-
miento entre organizaciones de gestión 
territorial de la región del SICA en su 
conjunto. Más recientemente, encuen-
tros organizados por iniciativa propia de 
CTDT de Costa Rica, Grupos Gestores 
de Guatemala y GAT de Honduras han 
abierto la posibilidad de intercambios e 
interaprendizajes entre ellos. 

Diversos programas de investigación-ex-
tensión e investigación-desarrollo en 
la región, desde el MIP-CATIE hasta el 
CCAFS del CIAT, han explorado moda-
lidades de interacción entre científicos, 
extensionistas y agricultores o agricul-
toras familiares, y en algunos casos la 
co-construcción de conocimientos y 
prácticas innovadoras, para una gama 
de cuestiones desde el manejo integrado 
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de plagas hasta la adaptación al cambio 
climático. Rara vez se han articulado en 
forma directa con procesos de gestión 
social del desarrollo territorial, aunque 
pueden haber contribuido a ellos. 

Muchas redes académicas u otras que 
enlazan a quienes realizan investigación 
científica tanto agronómica o agroecoló-
gica como social nacen de manera relati-
vamente espontánea, en función de áreas 
de interés común. Algunas experiencias 
centroamericanas, incluyendo la del 
Grupo de Estudios Rurales basada en el 
Instituto de Investigaciones Sociales de la 
Universidad de Costa Rica y dos intentos 
de formalización de los lazos entre gru-
pos académicos de la región en el marco 
de la ECADERT, sugieren que el estable-
cimiento formal de una red no asegura 
la continuidad y fluidez de los intercam-
bios, e incluso puede resultar contrapro-
ducente si su coordinación se delega en 
una persona o entidad sin participación 
efectiva del conjunto de integrantes de la 
red en la definición de sus prioridades, 
planes y actividades, quedando sujeta a 
la presencia continuada y proactividad 
del coordinador o coordinadora y a que 
ejerza un liderazgo democrático e in-
cluyente. Por otra parte, si una entidad 
asume y mantiene el compromiso de de-
dicar recursos humanos y financieros al 
funcionamiento y proyección de una red 
internacional, e incorpora efectivamente 
a otros grupos e individuos en la toma de 
decisiones y en la realización de iniciati-
vas articuladas mediante ella, puede con-
tribuir a su sustentabilidad en el tiempo. 
Ciertas redes promovidas por la institu-

cionalidad pública en determinados paí-
ses de la región han buscado articular a 
distintos sectores y actores en torno al de-
sarrollo territorial, incorporando aspectos 
relacionados con la gestión del conoci-
miento, entre otros. Una experiencia in-
teresante es la de la Red Interinstitucional 
para el Desarrollo Territorial (Red DT) en 
El Salvador, creada en 2016, que reunió 
al Grupo Diálogo Rural de El Salvador, 
a la Red de Cooperación Descentralizada 
e integrantes salvadoreños de la de 
Conocimiento para el Desarrollo 
Territorial en Centroamérica y República 
Dominicana  (Red CODET), original-
mente centroamericana, así como la Red 
de Mancomunidades y la Red Nacional 
de Grupos de Acción Territorial, ONG e 
instituciones públicas.  

Sobre el aprendizaje social e institu-
cional en el proceso ECADERT

Aprendizaje a 
partir de la 
experiencia

Intercambios e 
interaprendizajes

Diálogo de saberes
Memorias sociales e 

institucionales

Documentación 
de procesos, 
evaluación y 

auditoría social
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Aquí se hará referencia al aprendizaje 
por parte de las organizaciones e institu-
ciones, redes y grupos participantes en 
el proceso ECADERT, a partir de su pro-
pio quehacer, de su práctica reflexiva y 
de las interacciones e intercambios en-
tre distintos actores, territorios y países. 
También se comentarán ciertas leccio-
nes relacionadas con la memoria social 
e institucional y con la documentación, 
evaluación y auditoría participativa en 
la gestión del desarrollo territorial.

Aprendizaje a partir de la experiencia

Un aspecto relevante de la gestión del cono-
cimiento en el desarrollo de los territorios 
rurales es el aprendizaje a partir de la ex-
periencia, a lo largo del proceso de creación 
de condiciones iniciales, construcción de 
plataformas de concertación, elaboración 
participativa de estrategias de desarrollo, 
planes intermedios y acciones operativas 
para impulsar iniciativas concretas orienta-
das por esas visiones estratégicas. La siste-
matización colectiva de procesos vivenciados 
en la gestión social del desarrollo territorial, 
la discusión comparada de los aprendizajes 
derivados de ellos y la discusión metodoló-
gica sobre dichos procesos fortalecen las ca-
pacidades de los individuos, grupos, redes, 
organizaciones e instituciones participantes, 
realimentando y enriqueciendo su práctica 
grupal u organizacional y permitiéndoles 
reorientar, en caso necesario, sus acciones 
a la luz de la experiencia. Los aprendizajes 
vivenciales se decantan con la reflexión gru-
pal, y se complementan con interaprendiza-

jes entre grupos de base u organizaciones de 
distintos territorios. Pueden, asimismo, afi-
narse o ampliarse mediante diálogos entre 
integrantes de esos grupos, técnicas e investi-
gadores, conjuntando saberes y perspectivas. 

En América Central han sido relevan-
tes tanto las experiencias externas a 
la región como las experiencias piloto 
anteriores a la ECADERT que fueron 
documentadas o sistematizadas y de las 
cuales se derivaron aprendizajes para 
la formulación y ejecución de este ins-
trumento de política pública regional, 
y otras posteriores en territorios foca-
les, transfronterizos y afines. 

Las primeras experiencias territoriales 
sistematizadas para este propósito fueron 
las de Darién en Panamá; Sur-Sur, Norte-
Norte y cuenca del Aranjuez en Costa 
Rica; Belén Gualcho en Honduras, y Zona 
Alta de Chalatenango en El Salvador.24  
Con algunas variantes metodológicas 
pero también con ciertos denominadores 
comunes, esas sistematizaciones iniciales 
fueron realizadas por integrantes de pla-
taformas de concertación u organizacio-
nes de gestión territorial, con apoyo de 
equipos técnicos. Posteriormente, varios 
grupos territoriales participantes en cur-
sos del PRFC documentaron y sistemati-
zaron los procesos que impulsaron en los 
territorios respectivos.

La sistematización y discusión com-
parada de esas y otras experiencias 
contribuyó a la elaboración de una 

24.  Cf. CEGEL y PNUD (2006); CEGEL (2009); Bran y Escoto (2007); Calles y Mejía (2010); Fortín (2011); 
Samper y González (2013).
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propuesta metodológica regional de la 
ECADERT, con variantes nacionales, 
para la gestión social del desarrollo te-
rritorial. Esta fue compartida y enrique-
cida en los Cursos Centroamericanos 
del PRFC, como también en cursos 
subregionales y nacionales, y en otras 
acciones formativas institucionales y 
territoriales. 
 
Intercambios e interaprendizajes

Diversos tipos de espacios y procesos de diá-
logo e intercambio de experiencias, discusión 
comparada e interaprendizaje permiten 
extraer lecciones de índole más general, 
generar nuevos conocimientos y compren-
siones sobre la gestión social del desarrollo 
territorial y las políticas públicas y acciones 
institucionales para apoyarla, e identificar 
prácticas prometedoras o posibles buenas 
prácticas territoriales y político-institucio-
nales, sujetas siempre a la valoración crítica 
y validación práctica de su pertinencia o no 
en distintos contextos y situaciones locales o 
nacionales. Cuando sea factible, es ideal que 
haya encuentros presenciales, visitas recí-
procas o participación de personas de otros 
territorios, organizaciones e instituciones 
en eventos, talleres u otras actividades, ya 
sea en el mismo país o en otros países, para 
compartir sus vivencias y aprendizajes, dis-
cutir los retos y dificultades enfrentadas, y 
aportar opciones innovadoras para abor-
darlas. Cuando los recursos, la logística, la 
disponibilidad de tiempo o restricciones im-
puestas impiden realizar sistemáticamente 
encuentros presenciales, pueden combinarse 
con otros semi-presenciales, y complemen-
tarse en caso necesario con intercambios 
virtuales. Inevitablemente se pierden, a dis-

tancia, aspectos invaluables e insustituibles 
de la comunicación interpersonal directa, 
pero en cambio puede lograrse mayores co-
berturas espaciales, números de participan-
tes, diversidad de experiencias y opciones de 
contrastarlas entre sí y ampliar la gama de 
referentes territoriales o político-institucio-
nales para la reflexión colectiva.  

La discusión comparada de experien-
cias centroamericanas entre sí y res-
pecto de otros países latinoamericanos, 
en el marco de la ECADERT, se realizó 
mediante eventos presenciales den-
tro y fuera de la región, intercambios 
semi-presenciales y foros u otras mo-
dalidades de interacción en espacios 
virtuales. Inicialmente se priorizó las 
visitas para conocer experiencias te-
rritoriales y político-institucionales en 
España, Brasil y otros países, y poste-
riormente los encuentros regionales de 
organizaciones de gestión territorial y 
otros actores territoriales; de alcaldes y 
alcaldesas; de técnicos y técnicas o de 
responsables político-institucionales, de 
académicos y académicas, así como las 
Semanas de Desarrollo Territorial que 
reunieron a participantes de múltiples 
territorios y países, con diversos perfi-
les y experiencias. Frecuentemente se 
contó, asimismo, con la participación 
de personas con amplia experiencia 
territorial o institucional en Europa o 
América del Sur. Con el apoyo princi-
palmente de la Cooperación Española, 
estos y otros encuentros pudieron 
realizarse por lo general anualmente 
durante el primer quinquenio de eje-
cución de la ECADERT, lo cual permitió 
un intercambio periódico de perspecti-
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vas y aprendizajes, así como la co-cons-
trucción de comprensiones y abordajes 
centroamericanos al respecto.

Los intercambios presenciales entre in-
tegrantes de organizaciones de gestión 
territorial de la región del SICA, Brasil 
y España facilitaron el conocimiento 
de las metodologías de trabajo, logros 
y dificultades enfrentadas en la gestión 
social del desarrollo de territorios rura-
les, y fue posible asimismo realizar en-
cuentros de los responsables de Grupos 
de Acción Territorial u otras plata-
formas de concertación centroame-
ricanas cuyas experiencias ya habían 
sido documentadas y sistematizadas, 
para contrastarlas entre sí e identifi-
car aprendizajes organizacionales y 
metodológicos de índole más general. 
Otros intercambios presenciales entre 
responsables político-institucionales 
de los países de la región del SICA, en 
torno a sus procesos de formulación e 
implementación de políticas y progra-
mas, construcción de institucionalidad 
y articulación intersectorial para el de-
sarrollo de los territorios rurales.

Cuando la decreciente disponibilidad 
de recursos financieros dificultó la 
realización continuada de encuentros 
presenciales, se optó por modalidades 
semi-presenciales y se exploró la op-
ción de foros y otros eventos virtuales. 
Esto permitió, durante algún tiempo, 
mantener lazos de comunicación e 

intercambios a distancia, y facilitó la 
ampliación de su cobertura para in-
cluir personas y grupos de otros países 
del hemisferio, desde México hasta el 
Cono Sur y de países andinos. Ello con-
tribuyó a una ampliación considerable 
de la discusión comparada y a la identi-
ficación de aprendizajes de índole aún 
más general.25 Sin embargo, la dife-
rente calidad e intensidad de este tipo 
de comunicación limitó la profundidad 
y permanencia de los intercambios, a 
lo cual se sumaron determinados cam-
bios institucionales, y actualmente se 
exploran otras vías y modalidades me-
nos dependientes de las variables prio-
ridades de las agencias de cooperación 
internacional.26  

Diálogo de saberes

Reconocer la complementariedad entre dis-
tintos tipos de conocimiento, valorizar tanto 
el conocimiento local como el científico-técnico 
y promover activamente el diálogo de sabe-
res, facilita el enriquecimiento mutuo entre 
ellos en la gestión social del desarrollo de los 
territorios rurales. Si bien estos tipos de cono-
cimiento circulan usualmente por vías dife-
rentes, es factible y provechoso interconectar 
redes o grupos de investigadores y de expe-
rimentadores o experimentadoras campesi-
nas para contrastar sus conocimientos sobre 
determinados aspectos de la agricultura o el 
medio rural. También es viable y pertinente 
para el desarrollo de los territorios rurales 
facilitar intercambios en torno a temas o pro-

25.  Cf., al respecto, la experiencia del Sistema de Gestión Estratégica para el Desarrollo Territorial y la Agricul-
tura Familiar (SiGET); http://www.portalsiget.net. 

26.  V.g. el Centro de Recursos Territorios y Desarrollos, en el portal http://www.territoriosydesarrollos.net, en 
construcción. 

http://www.portalsiget.net
http://www.territoriosydesarrollos.net
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blemáticas de interés común entre personas 
con formación profesional en ciencias natu-
rales o sociales y quienes combinan conoci-
mientos ancestrales con los derivados de su 
experiencia y práctica cotidiana.  

Centroamérica tiene múltiples expe-
riencias de intercambio dialógico entre 
investigadores, extensionistas, facilita-
dores de procesos de innovación y expe-
rimentadores campesinos y campesinas, 
apoyados por ONG o entidades acadé-
micas y de investigación-desarrollo. 

No obstante, en la práctica de los equi-
pos técnicos institucionales del sector 
público frecuentemente perviven rasgos 
persistentes de esquemas convenciona-
les de investigación-transferencia de 
tecnología, así como cierta desvaloriza-
ción del conocimiento técnico local. Por 
otra parte, la región es rica en apren-
dizajes provenientes de intercambios 
Campesino a Campesino, bajo diversas 
modalidades, en los cuales se valoriza 
dicho conocimiento a la vez que se enri-
quece con elementos del conocimiento 
científico-técnico, vg. agroecológico, 
cuya pertinencia y viabilidad bajo condi-
ciones locales se han validado en fincas 
campesinas. Las lecciones aprendidas 
al respecto podrían ser de considerable 
utilidad en un sentido más amplio en 
las interacciones entre el conocimiento 
experto de personas ampliamente co-
nocedoras de su territorio y los equipos 
técnicos de apoyo a procesos de gestión 
social del desarrollo territorial.  
En lo atinente a la agricultura fami-
liar operan mecanismos informales 
de comunicación e intercambio, otros 

promovidos por organizaciones campe-
sinas u ONG, y redes de conocimiento 
local y diálogo de saberes apoyadas 
por científicos y técnicos. El Programa 
MAP del CATIE en el Trifinio combinó 
procesos de creación de capacidades, 
mediados por ciclos de aprendizaje 
agroecológicos y Escuelas de Campo. 
En ese proceso se generaron sinergias 
entre gestión de conocimiento e inno-
vación tecnológica y se forjaron alian-
zas con mancomunidades de gobiernos 
locales y redes de productores o pro-
ductoras, con la finalidad de impulsar 
una agricultura climáticamente inteli-
gente en esa región.

Memorias sociales e institucionales

La construcción, conservación y recupera-
ción de la memoria social e institucional de 
los procesos de gestión social del desarrollo 
territorial es necesaria para fundamentar 
sus proyectos de futuro y sustentar las accio-
nes colectivas y esfuerzos concertados que se 
requieren para impulsar estrategias, planes 
e iniciativas de desarrollo a mediano y más 
largo plazo. La reflexión conjunta en torno 
a las experiencias grupales y organizaciona-
les es clave para aprender de ellas e incorpo-
rar los aprendizajes al quehacer de las redes 
y grupos, organizaciones e instituciones que 
trabajan por el desarrollo de cada territorio, 
como también por el de un país o el de una 
región supranacional. La pérdida o desvalo-
rización de dicha memoria reflexiva debilita 
a las plataformas de concertación u orga-
nizaciones de gestión territorial, como tam-
bién a la institucionalidad pública nacional 
e internacional responsable por el diseño e 
implementación de políticas o programas y 
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por brindar apoyo o acompañamiento a ta-
les plataformas u organizaciones.  

Para la formulación de la ECADERT 
se logró recuperar una serie de expe-
riencias territoriales documentadas o 
sistematizadas, como también obtener 
y revisar documentación sobre políti-
cas y programas de desarrollo rural en 
los países de la región. Esto aportó in-
sumos valiosos para la elaboración de 
dicho instrumento de política pública 
regional y para su implementación, 
tanto en lo atinente a las instancias 
territoriales, nacionales y regionales 
como a la metodología de gestión social 
del desarrollo territorial y el fortaleci-
miento de capacidades locales y en las 
instituciones públicas pertinentes. 

Al formular participativamente este 
instrumento de política pública regio-
nal se tomaron en cuenta experiencias 
anteriores de elaboración de políticas 
en el marco del SICA, y se establecie-
ron relaciones explícitas con varias de 
ellas, especialmente la Política Agrícola 
Centroamericana y la Estrategia 
Regional Agroambiental y de Salud 
(ERAS).  La primera era preponde-
rantemente sectorial, pero abordaba 
determinados aspectos relacionados 
con desarrollo rural, incluyendo lo re-
ferente a las agroindustrias rurales y a 
un tipo específico de agricultura fami-
liar fuertemente vinculada a los mer-
cados. La segunda era intersectorial e 
incorporaba ciertos elementos de un 
abordaje territorial, y en la ECADERT 
se asumió integralmente sus ejes estra-
tégicos.

Durante la ejecución inicial de la 
ECADERT en los planos regional, 
nacional y territorial se realizaron 
esfuerzos sostenidos, otros periódi-
cos y algunos más esporádicos para 
documentar procesos y construir 
memoria social e institucional. Los 
más sistemáticos se realizaron en el 
marco del PRFC y del área de gestión 
del conocimiento en la Plataforma 
Regional de Apoyo Técnico (PRAT). 
Además de acopiar información do-
cumental y testimonial, se procuró 
incorporar en las acciones formativas 
y procesos de gestión del desarrollo 
territorial una cultura de práctica 
reflexiva a partir de la experiencia. 
Esto se logró en grados muy distintos 
en diferentes territorios, organiza-
ciones e instituciones, países e ins-
tancias regionales. 

El debilitamiento del proceso regional 
ECADERT en años recientes, asociado 
al cambio de prioridades de las agencias 
de cooperación comprometidas a apo-
yarla y de la instancia sectorial del SICA 
responsable por su implementación, 
ha incidido en una pérdida progresiva 
tanto del impulso de dicho proceso en 
el plano suprarregional como de la ges-
tión del conocimiento y el aprendizaje 
a partir de la experiencia. Esto, a su 
vez, se ha traducido en el deterioro o 
desaparición de reservorios institucio-
nales de documentación digital, con lo 
cual la conservación o recuperación de 
ésta ha quedado sujeta a la existencia 
y disponibilidad de respaldos extra-ins-
titucionales. La desaparición del portal 
Territorios Centroamericanos, al no 
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renovar el dominio correspondiente, 
eliminó el principal medio de acceso 
público a un valioso acervo digital.27

Documentación de procesos, evaluación 
y auditoría social

Una adecuada y continua documentación 
de procesos territoriales e institucionales 
es fundamental para su seguimiento, eva-
luación y auditoría social, como también 
para que los grupos y redes, organizacio-
nes e instituciones participantes en ellas 
puedan aprender de su propia experiencia 
y compartirla con otros dentro y fuera del 
respectivo país. Además de los documentos 
escritos, conviene contar con registros foto-
gráficos, audiovisuales y testimoniales. Estos 
últimos, en particular, dan voz a las perso-
nas y sus vivencias, percepciones y aprecia-
ciones acerca de dichos procesos. 

En Centroamérica, la institucionalidad 
pública suele priorizar la producción de 
documentos escritos, incluyendo los de 
proyecto, diagnósticos, planes e infor-
mes. Algunas agencias de cooperación 
suelen generar además fotografías y 
videos, mientras ciertas ONG y diver-
sas organizaciones de gestión territorial 
dan especial importancia a los testi-
monios orales, grabados y circulados 
por diversos medios. Ello responde, en 
parte, a sus distintos objetivos y cultu-
ras institucionales u organizacionales, 
pero convendría generar los tres tipos 
de registros en todos los procesos de 
gestión social del desarrollo territorial. 

En lo atinente a las políticas públicas, 
el sesgo hacia la documentación escrita 
es particularmente fuerte, pero sería 
deseable producir asimismo registros 
fotográficos, audiovisuales y testimo-
niales, entre otras razones para dar un 
rostro humano y concreción territorial 
a su seguimiento y evaluación, tanto 
de resultados como de impactos.

Referentes a proyectos de futuro y 
estrategias de desarrollo territorial

Prospectiva y 
planificación 

estratégica territorial

Estrategias y 
planes de desarrollo 
territorial a múltiples 

escalas

Prospectiva y 
pensamiento 
estratégico

Varios aprendizajes relevantes del pro-
ceso ECADERT, de las experiencias 
territoriales en el istmo y República 
Dominicana, y de los programas 
institucionales para impulsar el desa-
rrollo de los territorios rurales en esta 
región atañen a la construcción parti-
cipativa de visiones compartidas del fu-
turo y de las estrategias y planes para 
concretizarlas.

27.  Actualmente se realiza un esfuerzo, a título personal, por recuperar una parte sustancial de dicho acervo, 
y la documentación digital que sea posible acopiar se pondrá a disposición de las personas interesadas en 
un nuevo espacio virtual, actualmente en construcción.
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Prospectiva y pensamiento estratégico

El desarrollo territorial requiere de pensa-
miento estratégico-prospectivo en los pla-
nos local, subnacional/regional, nacional 
e internacional. Tanto la academia como 
los centros de investigación independien-
tes y grupos de trabajo en pensamiento 
estratégico y prospectivo pueden cumplir 
funciones relevantes en apoyo a la insti-
tucionalidad pública que diseña e imple-
menta estrategias a mediano y largo plazo 
para el país en su conjunto o sus regiones, 
a las plataformas de concertación u orga-
nizaciones de gestión que elaboran e im-
pulsan estrategias y planes de desarrollo, 
y a los procesos de diálogo y gobernanza 
con participación de la sociedad civil y del 
Estado. También pueden apoyar a las ins-
tancias de integración que promueven el 
desarrollo de una región supranacional en 
su conjunto, de los países que la conforman 
y de territorios transfronterizos u otros ubi-
cados en varios de ellos.

En la región del SICA, los ejercicios 
de reflexión prospectiva y las visiones 
de futuro generadas tienden a ser sec-
toriales y a traducirse en estrategias 
o políticas enfocadas en determina-
dos aspectos del desarrollo regional 
centroamericano, con débiles o nu-
las articulaciones entre ellas. Por otra 
parte, algunos Estados de esta región 
han definido visiones de futuro a me-
diano-largo plazo, con metas y planes 
intermedios, usualmente al margen 
de las perspectivas estratégicas de la 
región en su conjunto. Los planes de 
desarrollo nacionales suelen tener 
expresiones subnacionales, ya sea en 

regiones de planificación o por enti-
dades departamentales o provinciales. 
Las estrategias o planes de desarrollo 
locales, ya sean municipales o supra-
municipales, atienden necesariamente 
a las problemáticas y potencialidades 
del lugar; sus horizontes tempora-
les tienden a ser de mediano plazo, y 
cuando se proponen visiones a más 
largo plazo, suelen ser de índole gene-
ral y declarativa. 

La incorporación todavía incipiente 
de la prospectiva en el quehacer de la 
institucionalidad pública centroame-
ricana responsable por el desarrollo 
de los territorios rurales puede re-
forzarse y ampliarse con el aporte de 
prospectivistas académicos o de otros 
sectores, y de centros de pensamiento 
estratégico en los planos regional o 
nacional. Estos pueden, asimismo, 
aportar a la prospectiva territorial a 
distintas escalas, y a la búsqueda de 
coherencia, alineamiento o comple-
mentariedad entre visiones prospec-
tivas y estrategias a largo plazo en los 
territorios, los países y el Sistema de 
la Integración Centroamericana en su 
conjunto. 

La prospectiva territorial centroame-
ricana podría beneficiarse considera-
blemente de los avances al respecto 
en otros países latinoamericanos y 
europeos, como también de recursos 
tecnológicos bien conocidos en la re-
gión como los sistemas de información 
geográfica y otros emergentes como la 
inteligencia artificial. 
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Prospectiva y planificación estratégica 
territorial

Es necesario diferenciar claramente la pros-
pectiva territorial de la planificación estra-
tégica, por su distinta naturaleza y función, 
aun cuando puedan y deban complemen-
tarse en procesos de gestión territorial. En 
general, la prospectiva territorial busca 
construir de manera ampliamente parti-
cipativa una visión integral alternativa a 
largo plazo, un “proyecto de futuro” con-
sensuado entre los actores sociales, privados 
e institucionales, redes y grupos relevantes 
del territorio, contrastando posibles escena-
rios, y definiendo las grandes líneas del de-
rrotero por el cual se propone transitar. Por 
su parte, la planificación estratégica territo-
rial, con un horizonte temporal a mediano 
plazo, se enfoca en el conjunto de cambios 
que es necesario y posible realizar en deter-
minado período para avanzar en la direc-
ción propuesta, traducidos en planes con las 
correspondientes acciones, responsables y re-
cursos requeridos. La prospectiva territorial 
es condición necesaria para la elaboración 
de planes estratégicos, en el marco de pro-
cesos de gestión social del desarrollo de los 
territorios.

En procesos territoriales centroame-
ricanos, ha habido cierta renuencia o 
falta de claridad de quienes dan acom-
pañamiento técnico a las organizacio-
nes de gestión territorial, en cuanto a 
la importancia de dedicar el tiempo y 
los recursos necesarios a construir de 
una manera ampliamente participa-
tiva -mediante la reflexión colectiva, 
la elaboración y confrontación de pro-

puestas y un proceso de concertación- 
una visión relativamente detallada del 
futuro propuesto para el territorio, 
como también de la hoja de ruta o 
estrategia para avanzar en esa direc-
ción hasta hacerlo realidad. Algunas 
veces se realizan ejercicios prospec-
tivos bastante limitados en cuanto al 
involucramiento efectivo de los distin-
tos actores territoriales, redes y otros 
grupos, como también en cuanto a 
sus alcances, o se precipita la elabo-
ración de una visión de futuro, en-
comendándola incluso a consultores. 
Y con demasiada frecuencia se obvia 
por completo la construcción partici-
pativa de esa propuesta de futuro y de 
una estrategia a largo plazo, para de-
finir en cambio una visión a mediano 
plazo y un planeamiento estratégico 
para ese mismo horizonte temporal. 
Ello refleja tanto la premura autoim-
puesta o por presiones institucionales, 
como una falta de claridad conceptual 
acerca de la naturaleza y función, re-
levancia y pertinencia de la prospec-
tiva territorial. 

Los tiempos políticos y administrativos de 
las instancias nacionales y gobiernos lo-
cales dificultan internalizar agendas que 
requieren períodos de maduración más 
largos. Este dilema, generado por la dis-
crepancia entre la lógica eficientista de la 
administración pública y la naturaleza y 
ritmo de los procesos de desarrollo terri-
torial, plantea retos importantes.  Surge, 
al respecto, la cuestión de cómo com-
patibilizar los tiempos políticos y plazos 
administrativos de la institucionalidad 
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pública y de las alcaldías con los métodos 
y duraciones que requiere la prospectiva 
territorial participativa. Seguramente se 
requiere de alguna flexibilización de am-
bas partes, y de una mejor comprensión 
de sus necesidades y posibilidades.

Estrategias y planes de desarrollo te-
rritorial a múltiples escalas espaciales 
y temporales

El desarrollo territorial, por su naturaleza 
multiescalar, requiere de procesos coor-
dinados de prospectiva estratégica, pla-
nificación y presupuestación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de procesos loca-
les, subnacionales y nacionales, como tam-
bién en regiones mayores conformadas por 
un conjunto de países. Al interior de cada 
uno de éstos, es importante contar con un 
sistema integral de planificación en el cual 
se elaboren y gestionen estrategias y pla-
nes de desarrollo complementarios y con-
sistentes entre sí en los distintos ámbitos, 
instancias o entidades territoriales. Las re-
giones de planificación cumplen funciones 
relevantes para el desarrollo territorial, 
incluyendo la convergencia entre políticas 
nacionales o programas regionalizados e 
iniciativas generadas desde los gobiernos 
locales o territorios supramunicipales. Si 
determinado tipo de territorio rural no 
está articulado a dicho sistema de plani-
ficación, es necesario explicitar su relación 
con el mismo y establecer mecanismos de 
coordinación y concertación para decisio-
nes estratégicas y operativas. Esto incluyen 
la priorización de inversiones públicas en 
función de proyectos de futuro y para aten-
der requerimientos mediatos e inmediatos 
de esos territorios.

Algunos países centroamericanos tie-
nen sistemas de planificación y pre-
supuestación anuales o plurianuales 
que involucran a las entidades terri-
toriales con instancias de gobierno o 
de coordinación y concertación, tanto 
locales como subnacionales, y algu-
nas cuentan con sistemas de plani-
ficación regional. La articulación de 
territorios supramunicipales con di-
chos sistemas plantea retos complejos, 
por lo general irresueltos, aunque en 
algunos casos se exploran modalida-
des de planeamiento y vinculación de 
mancomunidades u otras asociaciones 
intermunicipales, donde éstas son. re-
levantes. En otros se ensayan meca-
nismos de representación de consejos 
territoriales que engloban varios mu-
nicipios en consejos regionales de pla-
nificación. En el plano supranacional, 
prevalece la desconexión entre estra-
tegias y planes de instancias del SICA 
y los procesos de planificación nacio-
nales, como también subnacionales y 
locales. 

Los horizontes temporales de los pro-
cesos de planificación del desarrollo 
territorial a distintas escalas suelen 
ser discordantes, con estrategias a 
más largo plazo en el ámbito regional 
centroamericano y en ciertos países, 
mientras que los planes locales y sub-
nacionales tienden a ser de mediano 
o más corto plazo. Se requiere, cla-
ramente, de visiones prospectivas y 
estrategias de desarrollo con multies-
calares, tanto en términos espaciales 
como de la sus alcances y proyección 
en el tiempo. 
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Sobre aspectos conceptuales del desa-
rrollo territorial en la región del SICA

Abordajes 
centroamericanos de 
cuestiones debatidas 

en América Latina

Abordaje sistémico 
e integral 

Aspectos con-
ceptuales de 

problemáticas 
centroamericanas

Conceptos básicos

Al igual que en la sección sobre gestión 
del conocimiento en torno al desarrollo 
rural territorial en Centroamérica, los 
aprendizajes sobre aspectos propiamente 
conceptuales se agrupan aquí de manera 
que se facilite su contrastación con los 
de otras experiencias latinoamericanas. 
Para ello se hace referencia en primer 
lugar al abordaje sistémico e integral del 
desarrollo territorial y seguidamente a 
ciertos conceptos básicos de interés gene-
ral. Luego se presentan algunos aprendi-
zajes sobre cuestiones que son comunes 
a varias experiencias latinoamericanas, 
pero tienen determinadas particulari-
dades en esta región, por sus caracte-
rísticas o por la manera de entenderlas 
en esta región. Finalmente se proponen 
otros aprendizajes referidos a cuestiones 
que son propiamente centroamericanas. 
Hay, sin embargo, traslapes y vasos co-
municantes entre estas categorías, y en 
todas ellas se hace referencia a experien-
cias regionales, nacionales o territoriales 
en América Central.

Interesan, en particular, los elemen-
tos conceptuales relacionados con el 
proceso ECADERT, desde el marco de 
referencia para su formulación y los 
conceptos incorporados en este instru-
mento de política pública regional, y las 
revisiones o elaboraciones posteriores. 
Algunas de ellas estuvieron asociadas al 
PRFC, a la gestión del conocimiento en 
el marco de la PRAT y a las bases con-
ceptuales de una propuesta metodoló-
gica centroamericana para la gestión 
social del desarrollo territorial. Hubo, 
por supuesto, referentes teóricos de 
índole general para todo este proceso, 
y se tomaron elementos conceptuales 
tanto del abordaje europeo del desarro-
llo territorial, en su versión española, 
como de abordajes latinoamericanos 
asociados principalmente al Grupo 
Interagencial de Desarrollo Rural para 
América Latina y el Caribe (GIADR) 
y a las conceptualizaciones brasileñas, 
tanto de la academia como de la pro-
pia Secretaría de Desarrollo Territorial 
(SDT) del Ministerio de Desarrollo 
Agrario. También son pertinentes las 
conceptualizaciones adoptadas o ela-
boradas en la institucionalidad pública 
centroamericana, antes de la formula-
ción de la ECADERT, o paralelamente 
a su aprobación e implementación.

Con los referentes teóricos generales 
y otros propiamente europeos o lati-
noamericanos, el proceso que condujo 
a la formulación de la ECADERT tuvo 
como punto de partida un plantea-
miento conceptual básico en torno al 
desarrollo de los territorios rurales. El 
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mismo buscaba orientar y enmarcar 
la discusión sobre este instrumento de 
política pública regional, sin conver-
tirse en “camisa de fuerza”. Se trataba, 
más bien, de un abordaje preliminar, 
necesariamente flexible, que debía 
ajustarse y afinarse progresivamente, 
confrontando los principios generales y 
conceptos iniciales con los procesos te-
rritoriales y político-institucionales en 
la región. En lo que sigue, se prestará 
especial atención a conceptos operati-
vos y categorías intermedias, más que 
a planteamientos teóricos de índole ge-
neral. No se pretende en modo algún 
presentar aquí un abordaje conceptual 
sistemático ni una elaboración original, 
sino más bien comentar ciertas cuestio-
nes que fueron surgiendo, discutién-
dose y decantándose en los procesos de 
DRT en la región.

Abordaje sistémico e integral 

Las ideas y aprendizajes al respecto en 
esta sección no pretenden ser origina-
les, puesto que este abordaje del desa-
rrollo territorial tiene hondas raíces y 
ámbitos de elaboración que trascien-
den ampliamente el centroamericano. 
Más bien, se trata de compartir algu-
nas lecciones aprendidas en la región 
acerca del proceso de incorporar efec-
tivamente la perspectiva sistémica en 
la comprensión de los territorios rura-
les y sus procesos de desarrollo, como 
también en la práctica de su trans-
formación. El punto de partida para 
ello es, necesariamente, un reconoci-
miento franco de las limitaciones de 
partida para aprehender e interiorizar 

cabalmente esa perspectiva y de las 
dificultades iniciales para elaborar un 
planteamiento conceptual y metodoló-
gico consecuente con ella. Los avances 
progresivos y los diálogos con quienes 
tienen una comprensión holística de su 
entorno territorial fueron, asimismo, 
fuente de aprendizajes sobre los terri-
torios en cuanto sistemas y de su desa-
rrollo como transformación sistémica.

Un abordaje integral de la territorialidad 
y del desarrollo territorial requiere de una 
perspectiva holística y sistémica, para com-
prender a los territorios como totalidades 
complejas, resultantes de la interacción entre 
las personas y con su entorno a lo largo del 
tiempo, con múltiples facetas entrelazadas o 
subsistemas que se influyen recíprocamente. 
Sus interacciones, aunadas al intercambio 
de información y energía con su entorno, 
impulsan cambios en el funcionamiento del 
sistema territorial como un todo. 

Aunque el enfoque territorial tiende, 
por su naturaleza, a ser holístico e incor-
pora aspectos medulares de una com-
prensión sistémica del territorio y de su 
desarrollo, la persistencia de formas de 
pensamiento que tienden a segregar las 
partes de un objeto de estudio dificulta 
una visión integral de su funciona-
miento y de los procesos conducentes 
a su transformación integral. La desa-
gregación analítica del todo en deter-
minado número de “dimensiones”, sin 
una clara comprensión de sus imbrica-
ciones e influencias recíprocas ni del 
funcionamiento integral del territorio 
como sistema, puede conducir a una 
compartimentalización de la realidad 
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territorial y a una fragmentación de los 
esfuerzos por impulsar su desarrollo. 
La experiencia centroamericana, en el 
marco de la ECADERT, muestra la dis-
tancia considerable que puede existir, 
inicialmente, entre la afirmación decla-
rativa de una perspectiva sistémica y su 
incorporación efectiva en la compren-
sión de las dinámicas territoriales y en 
las acciones colectivas e institucionales 
para incidir en ellas y en el desarrollo 
integral de los territorios rurales. Esto 
no sucede de manera espontánea, sino 
que requiere de esfuerzos conscientes 
y de un proceso de reflexión autocrí-
tica y propositiva al respecto. 

Tanto en acciones formativas y orientacio-
nes metodológicas como en iniciativas de de-
sarrollo territorial y en el acompañamiento 
técnico a las mismas, es necesario incorpo-
rar cabalmente un abordaje integral y una 
perspectiva sistémica. Las experiencias terri-
toriales, debidamente sistematizadas, puede 
contribuir a una mejor comprensión del 
territorio como totalidad compleja y de la 
gestión social de su desarrollo como trans-
formación sistémica. Y la progresiva incor-
poración de pensamiento sistémico y de una 
comprensión holística de la territorialidad y 
del desarrollo, puede aportar bases concep-
tuales y metodológicas más sólidas para su 
implementación.    

En el marco del Programa Regional 
de Formación de la ECADERT y du-
rante la elaboración de un conjunto 
de orientaciones metodológicas para la 
gestión social del desarrollo territorial 
en la región del SICA, fue necesario ex-
plorar la naturaleza e implicaciones de 

un abordaje sistémico del desarrollo te-
rritorial, cuestionar nuestra tendencia 
a segregar analíticamente, y generar 
insumos conceptuales y metodológicos 
para una comprensión más integral de 
los territorios, en cuanto sistemas, y de 
su desarrollo como proceso sistémico. 
La práctica social e institucional, por su 
parte, facilitó esa comprensión.

Una perspectiva holística de los territorios 
y de su desarrollo integral en cuanto siste-
mas puede enriquecerse considerablemente 
mediante la convergencia entre perspectivas 
sistémicas complementarias, tanto viven-
ciales como intelectuales.  En particular, la 
comprensión de las interrelaciones dinámi-
cas y sinérgicas entre múltiples facetas del 
territorio por parte de quienes lo conocen 
mejor por su propia experiencia, puede rea-
limentarse en forma sinérgica con el pensa-
miento sistémico incorporado al quehacer de 
investigadores y técnicos que estudian los te-
rritorios o apoyan procesos de gestión social 
del desarrollo territorial.

Las entrevistas a informantes clave de 
los territorios, el relacionamiento sos-
tenido con grupos impulsores de ini-
ciativas de desarrollo territorial y el 
acompañamiento técnico a éstas en el 
istmo han permitido a técnicos e in-
vestigadores académicos conocer y 
comprender mejor la visión integral 
del territorio y de los procesos territo-
riales que tienen quienes viven y tra-
bajan ahí, conocen diversas facetas y 
comprenden intuitivamente, a través 
de su propia experiencia, muchas de 
sus interrelaciones. Profesionales fami-
liarizados con el abordaje sistémico del 
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desarrollo territorial pueden, a su vez, 
aportarles herramientas conceptuales 
y metodológicas, enriqueciéndose mu-
tuamente. 

Una comprensión sistémica de la territoria-
lidad y de sus transformaciones ha de ser 
necesariamente multiescalar, por cuanto in-
volucra múltiples planos, sistemas y subsis-
temas interconectados, desde los biofísicos y 
socioculturales en ámbitos locales, en varios 
planos intermedios, incluyendo los sistemas 
regionales, hasta el plano nacional e inter-
nacional. Los territorios son sistemas socio-
naturales complejos, abiertos y dinámicos, en 
continua transformación, a diversas escalas.  

Las experiencias piloto de gestión so-
cial del desarrollo territorial en varios 
países centroamericanos se realizaron 
a escalas variables, algunas veces mu-
nicipales, otras veces abarcando varios 
municipios o partes de ellos, y excepcio-
nalmente una provincia y dos comar-
cas indígenas. Al formular la ECADERT 
se propuso que los territorios focales en 
cada país fueran conformados por un 
conjunto de municipios, respetando los 
límites político-administrativos, con lo 
cual se establecían como instancia te-
rritorial intermedia entre los gobier-
nos locales y las entidades territoriales 
subnacionales (provincias o departa-
mentos). Esta modalidad se siguió en 
Costa Rica, cuando el INDER propuso 
una territorialización de todo el país, 
salvo el área metropolitana, y primó 
también en Guatemala, especialmente 
con las mancomunidades intermuni-
cipales, en partes de Honduras y de 
República Dominicana, al igual que en 

la Cuenca de la Bahía de Jiquilisco en 
El Salvador. En el resto del istmo, hubo 
territorios asociados a municipios espe-
cíficos. Los territorios transfronterizos 
abarcaron cada uno varios municipios, 
y el Territorio Afín Garífuna combinó 
varios ámbitos territoriales, tanto loca-
les como en el plano regional. 

La tendencia, en Centroamérica como 
en Brasil, fue a definir un plano terri-
torial principal, usualmente asociado a 
un grupo de municipios algunas veces 
mancomunados, aunque se reconocía 
la existencia y pertinencia de ámbitos 
locales y regionales. La articulación ex-
plícita con ellos ha sido, sin embargo, 
más la excepción que la regla.

Una comprensión creciente de la natu-
raleza multiescalar de los procesos de 
desarrollo territorial, y de la territoria-
lidad misma, sugiere la conveniencia 
de relativizar la definición de un plano 
territorial determinado, único o princi-
pal. Conviene explicitar y potencia la 
relación entre los territorios supramu-
nicipales ya conformados y las regiones 
de las cuales forman parte, al interior 
de las cuales pueden considerarse mi-
crorregiones. Y también es importante 
asumir y valorizar las múltiples inte-
rrelaciones entre desarrollo local, tanto 
comunitario como municipal, e inicia-
tivas o procesos de desarrollo en ámbi-
tos supramunicipales. 

Las interconexiones al interior de los sis-
temas territoriales generan fenómenos o 
propiedades emergentes, por los cuales la 
totalidad es más que la mera suma de sus 
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partes, y se transforma por las interacciones 
entre los componentes o subsistemas y con su 
entorno. El desarrollo territorial surge jus-
tamente de esas dinámicas interactivas, y al 
impulsar cambios en determinada faceta de 
un sistema-territorio es necesario compren-
der su imbricación con otras facetas y sus 
implicaciones para el funcionamiento del 
sistema territorial en su conjunto.  

Diversas experiencias territoriales cen-
troamericanas muestran los alcances 
limitados de iniciativas de desarrollo 
enfocadas en un solo aspecto o faceta 
de éste, sin una clara comprensión de 
sus interrelaciones con otras, y de cómo 
podrían potenciarse mutuamente o in-
terferirse. La conformación de mesas 
temáticas desvinculadas de una estra-
tegia integral, en la cual se visualice la 
contribución de varios impulsores en-
trelazados al desarrollo del territorio 
en su conjunto, tiene alcances nece-
sariamente limitadas y puede resultar 
incluso contraproducente. Es necesario 

identificar motores de desarrollo capa-
ces de impulsar el desarrollo integral 
del territorio. Aunque éstos pueden 
ser primordialmente socioambientales, 
socioeconómicos, sociopolíticos o so-
cioculturales, sus interacciones deben 
generar sinergias o dinámicas que va-
yan más allá de la mera suma de sus 
aportes individualmente considerados.

En este apartado se abordarán princi-
palmente las maneras de concebir el 
territorio; su pluralidad de escalas y su 
multidimensionalidad; los elementos 
identitarios; la territorialidad, los te-
rritorios-zona y los  territorios-red; la 
función del desarrollo de los territorios 
rurales para las sociedades nacionales; 
la gestión social del desarrollo territo-
rial; las plataformas de concertación u 
organizaciones de gestión territorial; 
las redes sociales territoriales; la go-
bernanza relacional; la prospectiva y la 
planificación estratégica, y las relacio-
nes de poder en el desarrollo territorial.

Algunos conceptos básicos
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Territorio

Es necesario partir de un concepto general 
sistémico de territorio para incorporar sus 
contenidos básicos en instrumentos de polí-
tica pública y acciones formativas, pero esa 
comprensión teórica ha de irse precisando 
y adecuando a las condiciones locales, en 
diálogo con actores territoriales. También es 
necesario cuestionar o problematizar la de-
finición inicial en las políticas regionales o 
nacionales para reconocer la diversidad de 
tipos de territorios que resultan de coevolu-
ciones específicas entre sociedad y naturaleza 
en distintos lugares. Hay que aprehender 
su naturaleza dinámica y cambiante; su 
complejidad sistémica; su pluralidad de 
escalas tanto espaciales como temporales; 
su relación variable con las entidades te-
rritoriales oficialmente reconocidas, y las 
diversas interacciones entre demarcaciones 
físico-geográficas y entrelazamientos de múl-
tiples redes. 

En Centroamérica se había elaborado 
desde principios de siglo un concepto 
de territorio, nutrido por reflexiones 
latinoamericanas de años anteriores 
y un planteamiento que se consideró 
pertinente para la región, como espa-
cio socialmente construido a partir de 
su apropiación social, con identidades 
e institucionalidades asociadas a las re-
laciones entre actores y la distribución 
y uso de sus recursos, con tejido social 
y sentido de pertenencia. Al formular 
la ECADERT se adoptó una definición 
de territorio sustancialmente basada 
en la conceptualización preponderante 
en América Latina, y especialmente en 
Brasil, la cual posteriormente hubo de 

confrontarse con los conceptos de terri-
torio de distintos actores territoriales, y 
fue necesario flexibilizar su definición. 
La categorización en territorios focales, 
transfronterizos y afines, en el marco 
de la ECADERT, fue útil para diferen-
ciar las acciones en territorios prioriza-
dos por cada país, o de interés común 
para dos o tres países, y otros disconti-
nuos, pero con afinidades culturales e 
identitarias, o en términos de sus pro-
blemáticas y potencialidades, pero en 
la práctica estas categorías no eran ne-
cesariamente excluyentes entre sí, y al 
interior de cada una había situaciones 
muy diferentes. 

A manera de ejemplo, el concepto de 
territorio local del pueblo garífuna, 
culturalmente afrodescendiente con 
elementos indígenas, abarca tanto 
un área terrestre como el mar adya-
cente en el cual realizan actividades 
de pesca y extracción, asociadas a sus 
modos y medios de vida, pero tam-
bién se extiende más allá del área po-
blada por grupos de habla garífuna en 
el litoral caribe de Belice, Guatemala, 
Honduras o Nicaragua, al relacionarse 
con la identidad de los garinagu como 
nación y su cosmovisión, con sus re-
des de parentesco que trascienden el 
ámbito centroamericano por la diás-
pora reciente y mantienen asimismo 
una relación especial de comunica-
ción y comunicación con sus ances-
tros comunes, presentes en su vida 
espiritual, comunitaria y personal. Tal 
como se indica en un planteamiento 
propositivo, este territorio discontinuo 
se constituye en el vínculo primordial 
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del pueblo garífuna en las presentes y 
futuras generaciones. Todo ello se ha 
incorporado de alguna manera al con-
cepto de Territorio Afín Garífuna en el 
marco de la ECADERT, con un ámbito 
local asociados a las comunidades ga-
rífunas, otro nacional relacionado con 
sus agrupamientos en cada país, un 
ámbito regional discontinuo articulado 
por una instancia coordinadora, y la-
zos de parentesco e identidad cultural 
ancestral con miembros de familias y 
comunidades garífunas que forman 
parte de una nueva diáspora fuera de 
la región. 

La vitalidad continuada de esta inicia-
tiva territorial pese a la desarticulación 
de instancias regionales del proceso 
ECADERT contrasta con un ensayo 
hasta ahora infructuoso de construc-
ción de un Territorio Afín del Corredor 
Seco Centroamericano, con claras afi-
nidades en términos de problemáti-
cas actuales y previsibles y con una 
propuesta de actuación en las esca-
las regional, transfronteriza, nacional 
y local, avalada por varios organis-
mos internacionales y aprobada por 
la Comisión Regional ECADERT, pero 
sin sólidos elementos identitarios ni 
vínculos efectivos capaces de articular 
y movilizar a actores territoriales más 
allá del ámbito local o de ciertas políti-
cas nacionales, pese a la existencia de 
múltiples proyectos y considerables re-
cursos, como también de la necesidad 
apremiante de enfrentar a múltiples 
escalas los impactos actuales y futuros 
del cambio climático en esta región del 

Pacífico centroamericano. Ello también 
ha generado aprendizajes sobre el ne-
cesario involucramiento proactivo de 
actores sociales, privados e institucio-
nales en el proceso de construcción de 
este territorio afín, que plantea retos 
particulares por su heterogeneidad cul-
tural e identitaria.   

Otro ejemplo pertinente en la región es 
el de territorio indígena ancestral, fun-
damento de medios y modos de vida 
propios de los pueblos originarios, aso-
ciado a procesos identitarios de larga 
data y a una relación coevolutiva con 
determinado entorno natural, incorpo-
rada a su vez a la propia cosmovisión. 
Sin demarcación precisa e inmutable, 
con ocasionales traslapes y variaciones 
en el tiempo, este tipo de territoriali-
dad establece vínculos hondamente 
significativos con determinados luga-
res por su significado cultural y espiri-
tual, y da origen a derechos colectivos 
amenazados en tiempos recientes por 
megaproyectos de diversa índole, aca-
paramiento de tierras y desposesión al-
gunas veces violenta. 

Al contrastar estos y otros procesos 
en territorios con sólidos elementos 
identitarios y cohesión cultural, con 
propuestas como la del Corredor Seco 
Centroamericano donde su definición 
y demarcación responde a criterios 
biofísicos y a problemáticas ambien-
tales compartidas, surgen interrogan-
tes acerca de los factores que facilitan 
u obstaculizan la gestión social de 
su desarrollo. Cabe reflexionar, por 
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ejemplo, sobre la función de las iden-
tidades étnicas y socioculturales en la 
movilización de acciones colectivas 
para la defensa del territorio y para 
la construcción de un proyecto de fu-
turo consistente con sus valores cultu-
rales y su concepción de la vida y del 
bienestar.  Por otra parte, se plantea la 
cuestión de las distintas modalidades 
de relación sociedad-naturaleza en 
distintos territorios rurales, a diversas 
escalas, y la posible pertinencia de una 
suerte de “ecología política territorial” 
para abordar las transformaciones en 
esa relación. 

Escalas del desarrollo territorial

Aunque en las políticas públicas se definan 
los territorios como espacios conformados 
por un conjunto de municipios, o en ciertos 
casos por un solo municipio, los territorios 
son en realidad multiescalares, y el concepto 
de territorio es aplicable a distintos ámbi-
tos, desde el comunitario y local hasta el re-
gional o subnacional y, a espacios sociales 
transfronterizos como también, con varian-
tes en su sentido, al plano nacional e inter-
nacional. 

La definición de territorios-zona a una 
determinada escala, usualmente como 
agregado de municipios, tanto en la 
ECADERT como en las políticas públi-
cas de varios países centroamericanos, 
por razones relacionadas en parte con 
la territorialización de las acciones ins-
titucionales y con la conformación de 
unidades de gestión, centró la atención 
en ese plano y obscureció la naturaleza 
multiescalar de los territorios. Por otra 

parte, ha resultado difícil esclarecer su 
relación con las entidades territoriales 
del sistema político-institucional, de 
planificación y de presupuestación de 
los Estados nacionales.  La existencia o 
conformación de mancomunidades o 
asociaciones intermunicipales ha sol-
ventado en parte esa dificultad, cuando 
han estado asociadas a territorios con 
identidad ambiental, económica, so-
cial, político-institucional y cultural, 
pero esas instancias supramunicipales 
usualmente han estado conformadas 
por alcaldes, sin participación efectiva, 
con capacidad propositiva y decisoria, 
de la sociedad civil.   

En perspectiva comparada, tanto 
los municipios centroamericanos 
como las mancomunidades inter-
municipales y los territorios confor-
mados por varios municipios, son 
mucho más pequeños, físicamente y 
en cuanto población, que los muni-
cipios, mancomunidades y territorios 
supramunicipales de muchos países 
latinoamericanos, y en particular los 
de Brasil. Aunque la conformación 
histórica o actual de territorios-zona 
que engloban varios municipios en 
países relativamente pequeños cum-
ple una función análoga al agrupa-
miento de municipalidades en países 
de mediana o gran extensión, la co-
bertura físico-geográfica y la pobla-
ción son bien diferentes. Esto tiene 
implicaciones en cuanto a las modali-
dades de gestión social del desarrollo 
territorial, las estrategias y planes de 
desarrollo, y otras cuestiones relacio-
nadas.
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Multidimensionalidad e interrela-
ciones sistémicas

La comprensión de la multidimensionalidad 
de los territorios trasciende la afirmación de 
que éstos tienen determinado número de 
dimensiones que es necesario caracterizar y 
tomar en cuenta al impulsar iniciativas de 
desarrollo. El número en sí es un tanto ar-
bitrario, y puede variar según lo consideren 
quienes promueven dichas iniciativas y las 
dinámicas propias de cada territorio, pero lo 
fundamental es comprender su imbricación 
e interacción sistémica. La territorialidad se 
construye y se transforma bajo el influjo de 
las cambiantes interrelaciones e influencias 
recíprocas entre las distintas facetas del sis-
tema-territorio. 

En el marco de referencia original para 
la formulación de la ECADERT, como 
en algunos abordajes anteriores de esa 
multidimensionalidad, se planteó ori-
ginalmente que los territorios tienen 
cuatro dimensiones: ambiental, econó-
mica, social y política. Las consultas a 
pueblos indígenas, principalmente, lle-
varon a incorporar de manera explícita 
en la propuesta de instrumento regio-
nal y en su versión final una dimensión 
cultural, anteriormente subsumida en 
la social. Ello permitió enriquecer con-
siderablemente el abordaje integral de 
los territorios y el desarrollo territo-
rial, tanto conceptualmente como en 
la aplicación posterior de las categorías 
correspondientes en la caracterización 
de aquéllos y en el diseño de estrate-
gias y planes para éste.  Por otra parte, 
la experiencia regional en cuanto a la 

manera de comprender y abordar la 
multidimensionalidad en las acciones 
formativas y al caracterizar territorios o 
generar propuestas estratégicas para su 
desarrollo puso en evidencia el riesgo 
de segregación analítica y posterior yu-
xtaposición de dichas dimensiones, y la 
necesidad de una comprensión sisté-
mica de sus interrelaciones.    

Identidad territorial

La función de los elementos identitarios en 
la construcción histórico-social de los terri-
torios, como también en la de plataformas 
de concertación u organizaciones de gestión 
territorial, es sin duda muy relevante, pero 
también resulta compleja por la plurali-
dad de tipos de identidad que intervienen 
en su conformación, y por el hecho de que 
quienes participan suelen tener identidades 
plurales. Por otra parte, la identidad cultu-
ral de un territorio está estrechamente en-
trelazada con la relación coevolutiva entre 
sociedad y medio ambiente en él, y con sus 
dinámicas económicas, sociales y políticas. Y 
las identidades se construyen o fortalecen, y 
se debilitan o deconstruyen, en dinámicas 
territoriales en las cuales intervienen las 
modalidades de ejercicio del poder por parte 
de distintos actores y sus interacciones; su 
visión de mundo y su proyecto de futuro, y 
procesos externos al territorio que inciden en 
su cohesión y tejido social.    

Aunque se ha referenciado especial-
mente la identidad cultural de los te-
rritorios, ella es inseparable de los 
procesos de transformación mutua 
derivados de las relaciones interacti-
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vas entre pobladores y medioambiente 
natural a lo largo del tiempo. Tampoco 
puede separarse de las formas de orga-
nización técnica y social de la produc-
ción y el intercambio en cada territorio; 
del tejido social que va generándose, y 
algunas veces debilitándose o incluso 
desgarrándose, y que es fundamental 
para las capacidades de acción colectiva 
y de concertación, de las relaciones de 
poder y formas de gobernanza en cada 
escala territorial. 

Por otra parte, los individuos y gru-
pos usualmente tienen varios tipos de 
identidad, vg. en los planos individual, 
familiar, comunitario, regional o na-
cional, como también en términos ocu-
pacionales, asociativos, de creencias o 
cosmovisiones, de filiaciones políticas, 
etc. Sobre todo, pueden tener un sen-
tido de pertenencia plural en lugar de 
singular, asociado a distintas facetas de 
su vida y a diferentes escalas. Así, por 
ejemplo, en Darién, Panamá, los pue-
blos wounaa y emberá, algunos de los 
cuales migraron desde Colombia hace 
un tiempo y reestablecieron a orillas de 
los ríos sus modos de vida y de terri-
torialidad, participan junto con las co-
munidades afrodarienitas, resultantes 
del cimarronaje en período colonial y 
de una larga y rica trayectoria cultural 
propia desde entonces, y con campe-
sinos mestizos venidos del interior del 
país, en una identidad darienita, que 
se vive con intensidad a la vez que en-
cierra contradicciones, que establece 
una clara diferencia respecto del resto 
de Panamá, y que permitió conformar 
una organización de gestión territorial 

darienita (CEGEL Darién), que desde 
hace varios lustros impulsa iniciativas 
de desarrollo en Darién, con el acom-
pañamiento técnico continuo de la 
Asociación de Profesionales Darienitas, 
en la cual participan afrodescendien-
tes, indígenas y mestizos. 

Estas y otras experiencias centroa-
mericanas reafirman que la noción 
de territorio no única ni estática, sino 
que obedece a dinámicas propias de 
la evolución histórica en distintos lu-
gares y espacios culturales. Esas diná-
micas están condicionadas por factores 
endógenos y exógenos al territorio, y 
son determinados por la realidad cam-
biante del contexto nacional y regional. 
Los territorios son diversos y se trans-
forman permanentemente, y su com-
prensión conceptual debe ajustarse en 
concordancia.

Territorios-zona y territorios-red

Las expresiones espaciales o espacializadas 
de las identidades étnicas y territoriales no 
son necesariamente únicas ni unívocas, y 
tampoco son necesariamente excluyentes en-
tre sí, sino que puede haber múltiples super-
posiciones que hacen más complejo, algunas 
veces inviable o contraproducente, establecer 
“recortes” espaciales para delimitar territo-
rios asociados a una determinada identidad 
étnica. Conviene repensar conceptualmente, 
y también en términos metodológicos, la 
espacialidad de los territorios, y transitar 
desde la identificación y demarcación de te-
rritorios-zona con límites geográficamente 
ubicados y diferenciados, hacia el recono-
cimiento de territorios-red con múltiples 
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superposiciones. También es importante 
considerar la variabilidad tendencial o cí-
clica en la espacialidad de las identidades 
étnicas y territoriales en el tiempo. 

Como se comprobó al mapear terri-
torialidades de pueblos indígenas en 
Nicaragua, para tratar de esclarecer 
los alcances espaciales de sus derechos 
territoriales ancestrales, lejos de con-
formar territorios netamente diferen-
ciados y mutuamente excluyentes, sus 
diversas formas de ocupación, apropia-
ción y aprovechamiento de los recursos 
naturales, a lo largo del tiempo y para 
distintos propósitos, conforman territo-
rialidades fluidas y parcialmente super-
puestas. En general, a medida que se 
reconoce la naturaleza reticular de los 
territorios y la pluralidad de redes en 
las cuales participa la gente, se hace ne-
cesario reconocer asimismo que las ex-
presiones espaciales de las identidades 
territoriales son dinámicas, plurales y 
pueden traslaparse. En Centroamérica 
hay cierta tensión entre la necesidad 
o tendencia a identificar y demarcar 
territorios-zona excluyentes entre sí, 
para propósitos de política pública y 
territorialización de programas institu-
cionales, mayormente sectoriales, y el 
reconocimiento de que los territorios e 
identidades territoriales son de natura-
leza relacional, y se generan a partir de 
un conjunto de redes de diversa índole 
en varias de las cuales puede participar 
una misma persona, familia o grupo.

El concepto que se tenga de la ruralidad, de 
su relación con lo urbano y de su función en 

la sociedad es de crucial importancia en la 
formulación e implementación de políticas 
públicas para el desarrollo de los territo-
rios rurales y de otras políticas y programas 
que inciden directa o indirectamente en él. 
Los desfases entre la concepción y definición 
oficiales de lo rural, por una parte, y sus 
cambiantes características y dinámicas, por 
otra, generan discordancias, ineficiencias y 
efectos negativos que afectan la calidad de 
la vida en el campo, el arraigo de la pobla-
ción rural y su contribución al desarrollo 
del país. La persistencia de una concepción 
dicotómica que contrapone absolutamente 
lo rural y lo urbano riñe con la realidad de 
una creciente imbricación campo-ciudad y 
de un continuum rural-urbano en el cual 
hay múltiples intercambios e influencias 
recíprocas entre territorios predominante-
mente rurales, donde hay también espacios 
urbanos y relaciones de variada índole con 
la vida citadina, y las grandes, medianas y 
pequeñas ciudades. Una comprensión insu-
ficiente o errónea de los diversos tipos de ser-
vicios brindados a la sociedad tanto por la 
agricultura como por los territorios rurales, 
limita su plena incorporación en políticas y 
programas para el desarrollo regional y na-
cional. La dificultad para reconocer y consi-
derar los flujos e interacciones al interior de 
los territorios rurales, con las regiones ma-
yores de las cuales forman parte y con las 
ciudades, empobrece la caracterización de 
los espacios rurales e impide visualizar cla-
ramente su relevancia. Y la frecuente sub-
estimación estadística de la población rural 
incide directamente en el diseño y ejecución 
de políticas públicas y programas institu-
cionales, tiende a reducir desproporcional-
mente la inversión pública en zonas rurales, 
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y reduce considerablemente la eficacia de las 
acciones para reducir brechas y disparida-
des al interior de la sociedad.    

La ruralidad centroamericana ha su-
frido hondas transformaciones, di-
versificándose considerablemente en 
términos productivos y socio-ocupa-
cionales, con una ampliación sustancial 
de los tipos de actividades económicas 
y fuentes de ingresos de la población 
rural. Las migraciones estacionales o 
permanentes, así como la movilidad 
cotidiana o semanal para fines labora-
les, ha conllevado cambios demográ-
ficos y culturales relevantes. También 
han surgido nuevas problemáticas, 
asociadas a fenómenos transnacionales 
como el narcotráfico o a despojos de 
tierras, violencia e inseguridad ciuda-
dana, más acentuadas en determina-
das zonas rurales. Hay, asimismo, una 
creciente interacción económica, so-
ciopolítica y cultural entre el campo y 
la ciudad, con gradaciones en función 
de la proximidad, las vías de transporte 
y la penetración de medios de comu-
nicación convencionales y TIC, entre 
otros factores. La ruralidad en el istmo 
es plural, diversa y cambiante.

Las definiciones usuales de lo rural 
en contraposición a lo urbano se ven 
desbordadas por sus entrelazamientos 
y transformaciones. Los criterios cen-
sales prevalecientes hace unas décadas 
ya no son aplicables, y los institutos na-
cionales de estadística y censos buscan 
actualizarlas. Diversos estudios han 
subrayado la heterogeneidad del medio 
rural centroamericano y han sugerido 

la conveniencia de trascender la dico-
tomía absoluta mediante una gradiente 
rural-urbana, combinando las variables 
usuales referidas a la densidad local de 
población y los patrones de asenta-
miento con otras relacionadas con las 
ocupaciones y actividades económicas. 
También se han realizado ejercicios 
de desagregación local y de agrega-
ción distrital y cantonal. Actualmente 
se exploran otras opciones y variables, 
desde una perspectiva territorial. En 
ambos casos, interesa incidir en políti-
cas públicas nacionales y locales para el 
desarrollo de los territorios rurales.  

Territorialidades

Las distintas maneras de concebir la terri-
torialidad por parte de la institucionalidad 
pública y los gobiernos nacionales, subna-
cionales o locales, y por parte de diversos 
sectores de la sociedad civil, incluyendo los 
pueblos originarios y comunidades afrodes-
cendientes, movimientos u organizaciones 
sociales, redes relevantes y grupos excluidos 
o en vías de exclusión, y los distintos actores 
privados, plantean retos significativos para 
la gestión social del desarrollo territorial por 
sus marcados contrastes y contraposiciones. 

Aunque la reflexión y discusión aca-
démica en torno al concepto de terri-
torialidad han sido más limitadas en 
la región del SICA que en América del 
Sur, distintos actores y sectores tienen 
sus propias maneras de entenderla, con 
implicaciones tanto para los procesos 
de gestión social del desarrollo territo-
rial como para las políticas públicas y 
programas institucionales, el trabajo de 
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ONG y fundaciones, o la cooperación 
internacional en América Central. Las 
cosmovisiones de pueblos originarios y 
afrodescendientes, como también del 
campesinado mestizo y grupos de inmi-
grantes, conllevan determinadas com-
prensiones de su territorialidad, que por 
lo general difieren de las de la institu-
cionalidad pública y de las entidades de 
cooperación, y algunas veces se con-
traponen sustantivamente. El principio 
que debe prevalecer, entonces, es el res-
peto de quienes dan acompañamiento 
técnico al concepto de territorialidad 
propio de la gente, los grupos, las redes 
y las organizaciones de cada territorio.  

Desarrollo territorial y desarrollo 
nacional

La función del desarrollo de los territorios 
rurales para las sociedades nacionales se 
concibe de maneras distintas allí donde hay 
una segregación espacial socioétnica que en 
los países en los cuales hay un mayor grado 
de integración y mestizaje. Por otra parte, el 
concepto mismo de desarrollo tiene diferen-
tes significados y connotaciones en territorios 
étnicamente diferenciados, en los cuales hay 
una relación con la naturaleza y una cos-
movisión distinta de las prevalecientes en el 
resto del país. Y en una región conformada 
por varios Estados nacionales y con múlti-
ples territorios cuya identidad cultural está 
asociada a determinada etnicidad, es poco 
viable tener una comprensión única acerca 
del desarrollo territorial. 

En Centroamérica hay un claro con-
traste entre la comprensión acerca del 

desarrollo rural y su contribución al 
desarrollo del país entre Guatemala, 
con amplias regiones indígenas históri-
camente marginalizadas, y otros países 
de la región en los cuales los territorios 
étnicamente diferenciados son meno-
res. Al mismo tiempo, se constata que 
diferentes pueblos indígenas, comuni-
dades afrodescendientes y pobladores 
mestizos tiene cosmovisiones propias, 
asociadas a sus modos de vida y a sus 
valores, que contrastan con la com-
prensión por parte de la instituciona-
lidad pública acerca de la función del 
desarrollo de los territorios rurales. Y 
en la región del SICA, como un todo, 
la aprobación de instrumentos de po-
lítica con determinada concepción del 
desarrollo territorial y de su función 
en Centroamérica no refleja ni con-
lleva la diversidad en las maneras de 
entender el desarrollo y el papel que 
puede cumplir. 

Gestión social del desarrollo territorial

Las maneras de concebir la gestión del de-
sarrollo territorial son plurales, diversas y 
cambiantes, tanto por parte de la institu-
cionalidad pública y las agencias de coope-
ración como por parte de quienes impulsan 
iniciativas desde los territorios. Aunque 
tiene un sustrato común, propio del enfoque 
territorial del desarrollo territorial y de in-
fluencias internacionales, el concepto de ges-
tión social del mismo difundido en América 
Latina adquiere significados y connotacio-
nes específicas en cada contexto nacional, 
con variantes de un territorio a otro por sus 
dinámicas propias.  
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En el proceso de formulación de la 
ECADERT, la comprensión de gestión 
social del desarrollo territorial se apoyó 
sustancialmente en las elaboraciones 
conceptuales brasileñas al respecto, y 
se incorporó como objetivo general, 
incluyendo las políticas públicas y los 
procesos endógenos en territorios rura-
les para construir proyectos de futuro. 
La institucionalidad pública de cada 
país, e incluso distintas entidades en 
un mismo Estado, adoptaron concep-
tos y abordajes un tanto distintos, de 
acuerdo con el contexto nacional y es-
pecialmente del respectivo marco polí-
tico-institucional. 

En el marco del Programa Regional de 
Formación de la ECADERT y de las ela-
boraciones conceptuales y metodológi-
cas asociadas a él se generaron algunas 
orientaciones generales sobre procesos 
de gestión social del desarrollo terri-
torial. Su aplicación en distintos paí-
ses y territorios estableció relaciones 
variables entre esos conceptos, princi-
pios o sugerencias metodológicas y las 
condiciones locales, las trayectorias y 
experiencias organizativas de cada te-
rritorio, y la situación en cada país.

En las políticas institucionales del 
INDER, en Costa Rica, la gestión so-
cial del desarrollo territorial se adoptó 
como uno de sus cinco ejes, y se asoció 
a la planificación participativa estipu-
lada en la ley y correspondiente y su 
reglamentación, en particular en lo re-
ferente a los Consejos Territoriales de 
Desarrollo Rural. Dos aspectos relacio-
nados en dichas políticas son el apoyo a 

la elaboración y ejecución de los Planes 
de Desarrollo Rural Territorial por 
parte de los CTDR, y la aplicación de 
un modelo de gestión territorial basado 
en el conjunto de interrelaciones entre 
el INDER y los actores sociales del te-
rritorio. 

Organizaciones de gestión territorial

Las plataformas de concertación u organi-
zaciones de gestión territorial pueden tener 
muy diversas características y funciones, 
composición y estructuración, grados de re-
conocimiento y representatividad, legitimi-
dad y personería, coberturas geográficas y 
escalas, pero es importante que sean amplia-
mente inclusivas, idealmente incorporando 
a los principales actores sociales, privados e 
institucionales, redes formales e informales, 
y grupos históricamente excluidos o en vías 
de exclusión por falta de oportunidades o si-
tuaciones adversas y amenazantes. 

Centroamérica ofrece una amplia 
gama de modalidades y experiencias 
en lo referente a la institucionalidad 
territorial, incluyendo Centros de 
Gestión Local con características dis-
tintas al interior de un mismo país; 
Grupos de Acción Local a imagen y 
semejanza de los GAL españoles; di-
versos tipos de Consejos de Desarrollo 
Territorial asociados a municipios o 
agrupaciones de éstos, cuencas y zo-
nas montañosas, y áreas con identidad 
cultural homogénea o heterogénea, y 
Grupos de Acción Territorial en terri-
torios focales de distintos países, con 
formas de organización y normativas 
bien diferentes. En términos gene-



160 Cuaderno de trabajo 19

rales, tienden a incorporar a actores 
sociales e institucionales relevantes 
en el territorio, y frecuentemente a 
los alcaldes o alcaldesas, que algunas 
veces los presiden. La participación 
del sector privado, en sentido am-
plio, suele limitarse principalmente a 
cooperativas y emprendimientos aso-
ciativos, mientras que las empresas 
agroindustriales de propiedad fami-
liar o corporativa rara vez tienen re-
presentación en cuanto tales, si bien 
algunos empresarios y empresarias 
pueden participar a título individual. 
Usualmente hay representantes de or-
ganizaciones de productores y produc-
toras agrícolas, y en ciertos territorios 
hay representación de la cámara local 
de turismo o algún otro gremio.  En 
general, hay una mayor presencia de 
instituciones y de organizaciones for-
malmente constituidas, como también 
de algunos grupos de jóvenes, mujeres 
rurales u otros. En cambio, no suele 
haber mecanismos para articular redes 
informales ni para facilitar la partici-
pación de representantes de grupos de 
población relevantes, pero con bajo 
nivel organizativo y capacidad de inci-
dencia, como los trabajadores migran-
tes. Es necesario plantear claramente 
la necesidad de que las plataformas 
de concertación u organizaciones de 
gestión territorial sean más inclusivas 
respecto de estos tipos de redes y gru-
pos, y diseñar acciones y mecanismos 
para asegurar una mayor inclusividad 
y potenciar sus contribuciones al desa-
rrollo de cada territorio. 

Redes sociales territoriales

Las redes sociales, con diversos grados de 
formalización, son fundamentales tanto en 
la conformación de los territorios y las te-
rritorialidades como en las articulaciones 
económicas, el tejido social y la acción colec-
tiva, y resultan fundamentales al construir 
organizaciones de gestión territorial, iden-
tificar motores de crecimiento actuales o po-
tenciales, concertar estrategias y planes de 
desarrollo, y movilizar energías y recursos 
para impulsarlos. Tal como sucede en gene-
ral con el denominado “capital social”, que 
puede cumplir funciones positivas o no para 
la sociedad en su conjunto, diversos tipos de 
redes sociales en los territorios rurales pue-
den contribuir a la articulación de esfuer-
zos en pro de su desarrollo, y es importante 
reconocer y fomentarlas, pero otras, como 
las vinculadas al crimen organizado o a la 
violencia contra dirigentes locales o comuni-
dades enteras, son claramente negativas y es 
necesario identificar y neutralizarlas. 

En el marco del proceso de 
ECADERT, de su Programa Regional 
de Formación de Capacidades y de los 
procesos de gestión de conocimiento 
y elaboración conceptual y metodoló-
gica, se visualizó la función relevante 
de distintos tipos de redes sociales en 
iniciativas de desarrollo territorial, se 
exploró su relación con las organiza-
ciones e instituciones participantes, y 
se generó un planteamiento proposi-
tivo para su caracterización e involu-
cramiento activo en la gestión social 
de dicho desarrollo.
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En un creciente número de territo-
rios centroamericanos, especial pero 
no exclusivamente en el Triángulo 
del Norte y a lo largo del litoral ca-
ribe, operan amplias redes vinculadas 
al narcotráfico, así como otras ligadas 
a la extorsión, el robo u otras activi-
dades criminales, o a la persecución a 
líderes de movimientos sociales y a la 
apropiación violenta de tierras de co-
munidades con derechos ancestrales. 
Y un riesgo importante que enfrenta 
la juventud rural en esos territorios es 
el reclutamiento voluntario o forzoso, 
mediante incentivos o amenazas, para 
participar en dichas redes y activida-
des. Para que sea viable una gestión 
social participativa bajo condiciones de 
normalidad, convivencia y resolución 
no violenta de conflictos, es necesario 
debilitar ese tipo de redes y reducir su 
influencia local.  

Gobernanza relacional y desarrollo 
territorial

La gobernanza relacional, a diversas esca-
las, con mecanismos formales e informa-
les, facilita la realización, formalización 
y ejecución de acuerdos entre instituciones 
públicas, gobiernos locales y sociedad civil 
para impulsar iniciativas de desarrollo, 
efectuar las inversiones públicas requeri-
das y orientar estratégicamente las inver-
siones privadas. Se complementa y refuerza 
con procesos, mecanismos e instancias de 
gestión social del desarrollo de los territo-
rios, mediante plataformas de concerta-
ción entre los distintos actores territoriales, 
redes y grupos históricamente excluidos 
de la toma de decisiones, para construir 

participativamente una visión de futuro 
consensuada, generar y ejecutar estrategias 
y planes de desarrollo, promover iniciati-
vas para avanzar en la dirección propuesta 
e impulsar motores de desarrollo. Tanto la 
gobernanza relacional como la gestión so-
cial del desarrollo territorial requieren del 
involucramiento activo de la sociedad y la 
institucionalidad pública, como también 
de seguimiento y evaluación participativos, 
rendición de cuentas y auditoría social. En 
conjunto, pueden contribuir asimismo a 
una profundización de la democracia en 
diferentes ámbitos territoriales.  

En Centroamérica, los esfuerzos toda-
vía insuficientes para que los gobier-
nos locales consulten efectivamente a 
organizaciones de sociedad civil y ela-
boren sus presupuestos en forma par-
ticipativa son un paso inicial en esa 
dirección. Aun es necesario ampliar 
considerablemente la participación 
de los distintos actores territoriales, y 
mejorar sus capacidades propositivas y 
de incidencia. También es pertinente. 
la conformación de asociaciones loca-
les para que las comunidades puedan 
involucrarse activamente en la ges-
tión de servicios públicos, como las 
asociaciones para la administración de 
acueductos rurales, los comités de sa-
lud y las juntas de educación. Por otra 
parte, la conformación de Consejos de 
Desarrollo Territorial u organizaciones 
afines y la incorporación de sus repre-
sentantes en Consejos Regionales de 
Planificación, en el caso de Costa Rica, 
contribuyen también a la convergencia 
entre gestión social del desarrollo terri-
torial y gobernanza relacional. 



162 Cuaderno de trabajo 19

Relaciones de poder y cambio social 

La cuestión de las relaciones de poder ad-
quiere mayor relevancia a medida que se 
comprende mejor la necesidad de reali-
zar transformaciones agrarias profundas 
y cambios sustantivos en las políticas pú-
blicas y modos de gobernanza, ampliando 
y profundizando la democracia tanto en 
los territorios rurales como en la socie-
dad como un todo. La fuerte resistencia 
de élites nacionales y locales busca frenar 
avances asociados al empoderamiento de 
grupos subalternos, la movilización so-
cial, la acción colectiva y la incidencia en 
políticas y legislación, programas institu-
cionales y procesos de gestión participa-
tiva del desarrollo en territorios rurales. 
En la medida en que ésta tiende a ge-
nerar otras modalidades de gobernanza, 
con participación activa de la sociedad 
civil en diálogo con el Estado, cuestiona 
la hegemonía de poderes fácticos, pro-
voca reacciones y se inscribe en debates y 
transformaciones de mayor alcance en la 
respectiva sociedad.

Algunas experiencias nacionales y te-
rritoriales en la región del SICA mues-
tran, por una parte, la contraposición 
entre procesos de desarrollo basados en 
la participación activa y propositiva de 
actores territoriales y el afán de control 
político-institucional y político-parti-
dista, que genera resistencia al cam-
bio en las formas de gobernanza y de 
gestión tanto de las políticas públicas 
como del desarrollo en los territorios. 
Por otra parte, ciertas experiencias es-
pecíficas, delimitadas en el tiempo y en 
sus alcances, sugieren la posibilidad de 
avanzar hasta cierto punto en la ges-
tión social de dicho desarrollo aún bajo 
condiciones adversas en cuanto a las 
relaciones de fuerza en las estructu-
ras de poder nacionales y locales, en el 
marco de coaliciones o convergencias 
algunas veces coyunturales, otras ve-
ces de más largo aliento. Pero la reali-
zación de transformaciones sustantivas 
y perdurables, tanto territoriales como 
político-institucionales, requiere de 
cambios que democraticen efectiva-

Abordajes centroamericanos de cuestiones debatidas ampliamente 
en América Latina
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mente el ejercicio del poder en la so-
ciedad y den lugar a modalidades de 
gobernanza más relacionales y partici-
pativas. 

Ciertas cuestiones conceptuales am-
pliamente debatidas en ámbitos acadé-
micos en Brasil y en alguna medida en 
Colombia u otros países latinoameri-
canos no figuran de manera relevante 
en las discusiones sobre territorios, 
territorialidad y desarrollo territorial 
en Centroamérica, en lo referente a la 
ECADERT o a las políticas nacionales 
y procesos territoriales. Tal es el caso, 
en particular, de la desterritorializa-
ción y reterritorialización, las múlti-
ples territorialidades y la transición de 
territorios-zona a territorios-red. En 
Centroamérica hay, por otra parte, un 
conjunto de aprendizajes en torno a 
categorías de interés general pero que 
adquieren ciertas especificidades en el 
ámbito centroamericano. Más que de 
elaboraciones propiamente teóricas, 
se trata de conceptos de nivel inter-
medio o de maneras particulares de 
entender y aplicarlos en los procesos 
político-institucionales y territoriales 
en América Central. 

Desarrollo territorial y regional

El desarrollo territorial, por su naturaleza 
multiescalar, puede y debe potenciar las 
interrelaciones entre desarrollo local y de-
sarrollo regional en cada país, en lugar de 
contraponerlos o ignorarse mutuamente. 
Las iniciativas endógenas, generadas desde 
las comunidades, municipios o territorios 
supramunicipales, han de inscribirse nece-

sariamente en procesos de desarrollo sub-
nacionales o regionales, enmarcados a su 
vez en estrategias generales para el desa-
rrollo territorial del país. La convergencia 
entre procesos locales y regionales se faci-
litará considerablemente en la medida en 
que en unos y otros haya involucramiento 
activo tanto de la institucionalidad pública 
e instancias de gobierno correspondientes 
como de la sociedad civil en sentido amplio. 
También se requiere de mecanismos claros 
de articulación entre las distintas escalas, 
partiendo del principio de subsidiariedad 
para diferenciar las competencias locales, 
regionales y nacionales. 

En Centroamérica, aun cuando hubiese 
un referente microrregional, el énfasis 
tanto en la ECADERT como en algu-
nas políticas o programas nacionales 
en territorios conformados por varios 
municipios tendió a disociarse de los 
procesos de planificación regional, a la 
vez que se tomaba cierta distancia del 
desarrollo municipal. Posteriormente 
se ha comprendido mejor sus interre-
laciones, y se han hecho esfuerzos por 
lograr una mayor articulación entre 
las distintas escalas territoriales, pero 
queda mucho por hacer al respecto.

Las políticas, normas y procesos de or-
denamiento territorial en los países de 
esta región suelen enfocarse en los go-
biernos locales y gestionarse en forma 
tecnocrática, circunscribiéndose a de-
terminadas atribuciones de éstos en lo 
atinente al uso del suelo en los muni-
cipios. Se requiere, claramente, de una 
concepción más amplia y un abordaje 
participativo e innovador del ordena-
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miento territorial, a múltiples escalas, 
asociándolo más estrechamente a la 
gestión social del desarrollo de los te-
rritorios rurales.  

Desarrollo económico territorial

Las experiencias de desarrollo económico 
local y de desarrollo territorial a escala mu-
nicipal deben valorizarse en procesos de 
desarrollo a escala supramunicipal, inclu-
yendo los impulsados por mancomunidades 
de municipios o por plataformas de concer-
tación en territorios conformados por varios 
municipios. Y los procesos a escala supramu-
nicipal deben tomar muy en cuenta las ini-
ciativas de desarrollo más locales y apoyarlos 
activamente. Lejos de ser antagónicos o mu-
tuamente excluyentes, el desarrollo en las 
comunidades o municipios y el de territorios 
más amplios son claramente complementa-
rios, y pueden potenciarse recíprocamente. 

El enfoque de Desarrollo Económico 
Local (DEL), enfocado originalmente 
en los municipios, ha evolucionado 
hacia un abordaje más territorial, pero 
en Centroamérica el concepto de terri-
torio en el DEL usualmente se ha equi-
parado al de municipio. En el marco 
del proceso ECADERT y de varios pro-
gramas nacionales de desarrollo rural 
se optó preferencialmente por territo-
rios-zona conformados por varios mu-
nicipios, y una comprensión limitada 
de la multiescalaridad del desarrollo 
territorial impidió reconocer y valori-
zar, en forma apropiada, la pertinencia 
y validez del abordaje municipal del 
DEL, como ámbito local inserto en una 
pluralidad de escalas territoriales.

Por otra parte, el concepto de territo-
rio supramunicipal ha sido de difícil 
comprensión y aceptación por un mu-
nicipalismo preocupado por una hipo-
tética pérdida potencial de funciones y 
recursos en el marco de los procesos de 
descentralización en América Central. 
Esto, a su vez, ha limitado su articula-
ción con el desarrollo territorial en ám-
bitos subnacionales. 

En diversas instituciones públicas na-
cionales, incluyendo las relacionadas 
con ordenamiento territorial, planifi-
cación y presupuestación, ha habido 
reticencias en relación con la confor-
mación de territorios que no corres-
pondan a las entidades territoriales 
oficialmente reconocidas y sus delimi-
taciones administrativas. 

En varios países centroamericanos hay 
una tensión, de magnitud variable, 
entre iniciativas centradas en el desa-
rrollo local, en ámbitos municipales, 
y políticas o programas enfocados en 
territorios conformados por varios mu-
nicipios, y también en regiones sub-
nacionales. Es necesario reconocer y 
atender los factores que generan esa 
tirantez, lo cual requiere de un claro 
deslinde entre las competencias de los 
gobiernos locales en el desarrollo mu-
nicipal y las funciones de plataformas 
de concertación u organizaciones de 
gestión territorial en ámbitos supra-
municipales, como también de los con-
sejos de planificación regional.  Para 
esto, son fundamentales el principio de 
subsidiariedad y complementariedad 
entre unos y otros, y el reconocimiento 
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y fortalecimiento de mancomunidades 
u otras asociaciones intermunicipales. 
Conviene, asimismo, explicitar la natu-
raleza multiescalar del desarrollo de los 
territorios rurales y valorizar las siner-
gias entre los distintos planos del desa-
rrollo territorial.

Políticas públicas para el desarrollo 
territorial

La creación de condiciones favorables para 
la gestión social del desarrollo en múltiples 
territorios rurales de un país, en forma sos-
tenida, con apoyo institucional y acceso a 
recursos de inversión, requiere de una apro-
piado marco nacional de políticas públicas, 
incluyendo una normativa legal o una po-
lítica específica y estrategia nacional para el 
desarrollo territorial, políticas transversales 
para abordar aspectos relevantes de dicho 
desarrollo, y directrices o mecanismos eficaces 
para la territorialización coordinada y arti-
culación de políticas sectoriales pertinentes. 

En América Central, el proceso de for-
mulación de políticas nacionales para el 
desarrollo de los territorios rurales ha 
sido lento y dispar, y sólo en un país se 
cuenta con una clara normativa legal al 
respecto; en algunos otros hay progra-
mas o planes nacionales, vigentes o en 
proceso de elaboración y aprobación, 
y en ciertos casos prevalece todavía el 
abordaje sectorial.

Una dificultad patente y persistente en 
programas y procesos de desarrollo te-
rritorial en la región es la insuficiente 
articulación intersectorial y coordi-
nación interinstitucional del sector 

público.  Dicha articulación y coordina-
ción es necesaria para ejecutar exitosa-
mente programas, políticas y proyectos 
de desarrollo rural con enfoque territo-
rial en el ámbito nacional. Esa vincu-
lación es vital para integrar esfuerzos 
y acciones institucionales que atañen a 
diversas dimensiones del desarrollo, y 
para responder de manera integral a las 
demandas que plantea el desarrollo de 
los territorios rurales.
 
Centralismo y descentralización

La tensión entre centralismo y descentrali-
zación adquiere características y connota-
ciones particulares en países relativamente 
pequeños, en los cuales las instancias sub-
nacionales de gobierno -con ciertas excepcio-
nes- tienen una muy limitada autonomía 
decisoria, presupuestaria y político-insti-
tucional, y en los cuales se impulsan pro-
cesos de descentralización de competencias, 
funciones y recursos primordialmente hacia 
los gobiernos locales, con grados variables 
de transferencia de éstos y de eficiencia y efi-
cacia en su ejecución. En dicho contexto, la 
conformación de territorios constituidos por 
varios municipios puede ser percibida por 
los gobiernos locales como una competencia 
potencial por atribuciones y recursos, a la 
vez que se carece de instancias gubernamen-
tales intermedias en las cuales se pueda ac-
ceder a ellos para iniciativas e inversiones 
en territorios supramunicipales. 

En América Central, las entidades te-
rritoriales subnacionales suelen estar 
a cargo de representantes políticos del 
gobierno central y gozan de poca auto-
nomía, a excepción de ciertas comarcas 
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indígenas, principalmente en Panamá, 
y de las dos regiones autónomas del 
Caribe nicaragüense. Por otra parte, la 
descentralización hacia los municipios 
ha transferido mayores competencias 
y recursos en los países del norte del 
istmo, especialmente en Guatemala, 
que en Costa Rica. En términos gene-
rales, el proceso de fortalecimiento de 
capacidades locales de planificación y 
ejecución presupuestaria ha sido gra-
dual y es todavía insuficiente. En este 
contexto, ha sido complejo identificar 
con claridad la relación de territorios 
supramunicipales con el conjunto de 
entidades territoriales y su función en 
los sistemas nacionales de planificación 
y presupuestación. 

En la medida en que se conciba el 
desarrollo territorial solamente a de-
terminada escala, intermedia entre 
los municipios y las regiones de pla-
nificación o entidades subnacionales, 
resulta difícil sustentar y operativizar 
una asignación permanente de re-
cursos del presupuesto nacional a 
territorios conformados por varios 
municipios, sin que sean reconocidos 
como entidades territoriales por la ad-
ministración pública. En cambio, si se 
asume cabalmente la multiescalaridad 
del desarrollo territorial y se aplica 
consecuentemente el principio de 
subsidiariedad, estas instancias terri-
toriales intermedias pueden cumplir 
la doble función de facilitar la realiza-
ción de obras e inversiones, proyectos 
y procesos de desarrollo que superan 
las capacidades y competencias de 
municipios individuales, y también de 

contribuir a la ejecución, diferenciada 
por microrregiones, de planes y recur-
sos para el desarrollo de las entidades 
político-administrativas subnacionales 
o de las regiones de planificación de 
un país.

Entidades territoriales y unidades 
de gestión

Las entidades territoriales reconocidas cons-
titucionalmente o por la institucionalidad 
pública y reflejadas en la división políti-
co-administrativa de cada país guardan 
relaciones diversas con las unidades de ges-
tión, planificación y presupuestación sub-
nacionales. La conformación de territorios 
rurales que no se ajustan a dichas defini-
ciones oficiales plantea retos importantes en 
la interlocución con las autoridades guber-
namentales y en el acceso a recursos públi-
cos. En cada país es necesario abordar de 
manera apropiada la relación entre los te-
rritorios como ámbitos de gestión social del 
desarrollo y las entidades territoriales ofi-
cialmente establecidas para efectos de plani-
ficación y presupuestación.

Algunos países centroamericanos 
tienen sistemas de planificación y 
gestión territorial claramente estable-
cidos, mientras que en otros hay cier-
tas discordancias y disfuncionalidades 
al respecto. En Guatemala, el Sistema 
Nacional de Consejos de Desarrollo 
abarca los planos nacional, departa-
mental, municipal y comunitario, y 
en el marco de la PNDRI guatemal-
teco se optó por establecer instancias 
intermedias asociadas a mancomuni-
dades intermunicipales en territorios 
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priorizados para impulsar su desarro-
llo. En Costa Rica, las provincias no 
funcionan propiamente como entida-
des territoriales y las regiones de pla-
nificación aún no tienen una norma 
legal que establezca claramente sus 
funciones e involucre efectivamente 
a toda la institucionalidad pública, 
mientras que el INDER ha territoria-
lizado casi todo el país, y en el plano 
local hay consejos municipales y dis-
tritales electos.   

Una comprensión integral de la naturaleza 
multiescalar de los procesos de innovación 
permite replantear la cuestión del escala-
miento horizontal o vertical de procesos loca-
les, de manera que se aborde la innovación 
misma en múltiples escalas interconectadas 
e interactuantes, en lugar de focalizarse ini-
cialmente a nivel micro para luego tratar 
de difundir lecciones aprendidas hacia otros 
lugares o incorporarlas en políticas públicas 
y programas institucionales. En la medida 
en que la gestión social del desarrollo terri-
torial es, en sí mismo, un proceso de inno-
vación, cabe considerar las interrelaciones 
entre la gestión del desarrollo comunitario, 
local, regional y nacional e incluso interna-
cional. La existencia de múltiples dinámicas 
a diferentes escalas, que se influyen mutua-
mente por su interdependencia, puede gene-
rar tanto sinergias como interferencias, y la 
gestión territorial busca potenciar las pri-
meras y minimizar las segundas para im-
pulsar cambios positivos que se realimenten 
en diferentes planos.   

En Centroamérica, convendría con-
siderar las interconexiones entre 
procesos de innovación tecnológica 

y social, como también los de gestión 
social del desarrollo territorial, en sus 
varias escalas interactuantes. Esto, a 
su vez, podría llevar a sopesar tanto 
la utilidad como las limitaciones del 
abordaje, propuesto en la ECADERT 
y en algunas políticas nacionales, de 
enfocar esfuerzos inicialmente en 
determinados territorios, para luego 
incorporar lo aprendido en progra-
mas de mayor alcance geográfico y 
social.  

Esto conllevaría un replanteamiento 
sustancial de las maneras de concebir 
y abordar el desarrollo de los territo-
rios rurales en la región, a partir de una 
comprensión clara de la multiescalari-
dad territorial y de los procesos de de-
sarrollo e innovación. Sería necesario, 
para ello, un marco conceptual y me-
todológico apropiado, acuerdos básicos 
al respecto entre actores territoriales 
e institucionalidad pública nacional, y 
acciones formativas con este abordaje 
en instancias tanto públicas como pri-
vadas.

Cambio climático, agricultura fa-
miliar y desarrollo territorial

Para enfrentar al cambio climático en 
territorios rurales, conviene combinar 
la adaptación al mismo con su mitiga-
ción a varias escalas y articular ambas 
con las estrategias de desarrollo territo-
rial. Allí donde tiene un peso preponde-
rante la agricultura campesina, indígena 
o afrodescendiente, hay que valorizar la 
agrobiodiversidad y la resiliencia de de-
terminados sistemas territoriales de agri-
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cultura familiar y facilitar su adaptación 
innovadora a la creciente variabilidad 
climática en el corto plazo, así como a los 
cambios tendenciales a mediano y más 
largo plazo. Para mitigar los efectos del 
cambio climático es necesario ampliar la 
escala e incorporar otros tipos de agricul-
tura, ganadería y explotación forestal.  

A principios de siglo, el programa 
MIP-CATIE favoreció prácticas agro-
ecológicas y de manejo integrado de 
plagas que contribuyeron a la resi-
liencia en explotaciones familiares, a 
la vez que se buscó promover a tra-
vés de otros programas cambios en 
sistemas pecuarios, silvopastoriles y 
agrosilvopastoriles en extensiones 
mayores que pudiesen tener un efecto 
mitigador. El Programa Campesino a 
Campesino y otros procesos de in-
tercambio entre experimentadores 
campesinos y campesinas también 
aportaron a la circulación de conoci-

mientos tecnológicos locales, varieda-
des criollas e introducidas y prácticas 
resilientes. Más recientemente, el 
centro de investigación y desarrollo 
PRISMA ha impulsado un abordaje 
integrador de mitigación a través de 
la adaptación, con énfasis en la agri-
cultura familiar. En el Corredor Seco 
Centroamericano es evidente la nece-
sidad de innovar para la adaptación al 
cambio climático en diversos tipos de 
unidades productivas a escala local, 
así como la posibilidad de contribuir 
a su mitigación a escala regional. El 
istmo, con su relieve pronunciado y 
su heterogeneidad agroclimática, es 
y será afectado de maneras espacial-
mente muy diversas por el cambio 
climático, y además de los impactos 
negativos de éste, cabe considerar 
asimismo ciertas oportunidades que 
tienden a generarse, vg. para intro-
ducir determinados cultivos en nue-
vos pisos altitudinales.

Aspectos conceptuales de problemáticas centroamericanas
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Finalmente, algunas cuestiones propia-
mente centroamericanas tienen aristas 
conceptuales, y en torno a ellas pue-
den proponerse algunos aprendizajes. 
Entre ellas cabe mencionar las relacio-
nadas con el proceso de integración y 
las políticas regionales; los conflictos 
armados y procesos de paz; emigración 
y desarraigo, retorno y reasentamiento. 

Integración regional y desarrollo 
territorial

Los procesos de integración regional pueden 
fortalecerse en la medida en que tengan ex-
presiones concretas en ámbitos territoriales y 
contribuyan directamente al mejoramiento 
de la calidad de la vida y al bienestar de 
la población rural en territorios específicos, 
como también a iniciativas de desarrollo en 
zonas transfronterizas. Por otra parte, si la 
instancia o mecanismo de integración tiene 
debilidades importantes en términos de 
institucionales y recursos insuficientes, ello 
puede limitar la capacidad de acción en el 
plano local. En términos generales, es de-
seable y factible un proceso de reforzamiento 
mutuo entre integración y desarrollo terri-
torial, que, si bien puede apoyarse inicial-
mente en recursos técnicos y financieros de 
la cooperación internacional, debe generar 
capacidades propias y movilizar recursos 
propios de la región.  

La relación entre el proceso integra-
cionista centroamericano y el desarro-
llo de territorios en cada país, como 
también en el Trifinio y en espacios 
transfronterizos binacionales, combina 
planteamientos propositivos atinados, 
decisiones e iniciativas para avanzar 

en la construcción de un abordaje in-
tersectorial del desarrollo rural y es-
fuerzos por concretizar en territorios 
específicos determinadas políticas o 
programas, con dificultades para im-
plementar efectiva y eficazmente lo 
propuesto, para articular las diferentes 
Secretarías del SICA y sus programas, y 
para coordinar esfuerzos en territorios 
priorizados por los países o en espacios 
transfronterizos, con la excepción prin-
cipal del Trifinio. 

Políticas públicas de desarrollo te-
rritorial a múltiples escalas

La existencia de una política regional para el 
desarrollo rural con enfoque territorial puede 
ser un factor coadyuvante de procesos en los 
países y territorios, pero no sustituye la ne-
cesidad de normativas, políticas y estrategias 
nacionales. En la medida en que haya au-
tonomía decisoria en entidades territoriales 
subnacionales o una regionalización efectiva 
y operativa, asociada a procesos de planifi-
cación del desarrollo y recursos presupuesta-
rios, puede ser necesario y viable contar con 
políticas o estrategias de nivel intermedio 
para impulsar el desarrollo de los territorios 
rurales. En el plano local, de acuerdo con sus 
atribuciones propias, capacidades de planifi-
cación y recursos financieros en el marco de 
procesos de descentralización, los gobiernos 
locales, individualmente o en forma manco-
munada, pueden asimismo formular e im-
plementar políticas y estrategias específicas 
para el desarrollo local.  

La ECADERT ha brindado un marco 
orientador regional y ha favorecido la 
formulación e implementación de polí-
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ticas nacionales en aquellos países en los 
cuales hay condiciones favorables para 
ello, pero no puede ni debe sustituir las 
decisiones nacionales al respecto. Por la 
naturaleza centralizada de los Estados 
centroamericanos, las entidades territo-
riales intermedias difícilmente podrían 
formular políticas propias, pero las ins-
tancias regionales de planificación y 
presupuestación pueden cumplir una 
función relevante para la elaboración 
y ejecución de estrategias y programas 
subnacionales para el desarrollo territo-
rial. La existencia de numerosas manco-
munidades, federaciones o asociaciones 
intermunicipales ofrece la posibilidad de 
diseñar estrategias y acciones, aunque 
por lo general tienen poco acceso directo 
a recursos del presupuesto nacional.  Los 
municipios, en cambio, tienen atribu-
ciones propias y otras delegadas por el 
Estado nacional mediante procesos de 
descentralización, así como recursos y 
capacidades variables de un país a otro, 
con los cuales pueden abordar determi-
nados aspectos del desarrollo local y par-
ticipar en iniciativas mancomunadas.

La muy limitada cesión de soberanía 
por parte de los Estados centroamerica-
nos al SICA ha hecho que esta instan-
cia de integración y sus instrumentos 
de política regional no sean propia-
mente supranacionales, y los gobiernos 
centrales no asumen necesariamente 
como suyas las políticas o estrategias 
que aprueban para la región en su con-
junto. En el caso de la ECADERT, esto 
ha limitado su capacidad efectiva de 
orientar los planes de gobierno en lo 
atinente al desarrollo de los territorios 

rurales, salvo en los casos y momentos 
en los cuales ha habido una clara con-
vergencia con procesos político-institu-
cionales propios del país. 

Tejido social, guerra y postconflicto 

La conjugación de varios conflictos armados 
internos en una misma región como el istmo 
centroamericano con prolongados y complejos 
procesos posteriores para implementar acuer-
dos de paz, consolidar regímenes democráticos, 
enfrentar nuevos tipos de inseguridad ciuda-
dana asociados a bandas criminales o al nar-
cotráfico y abordar las graves problemáticas 
de los territorios rurales, genera condiciones 
difíciles para la gestión social del desarrollo de 
éstos. Bajo tales circunstancias, es fundamen-
tal restaurar el tejido social, construir institu-
cionalidad territorial y asegurar condiciones 
básicas de seguridad para quienes impulsan 
iniciativas de transformación territorial, tran-
sitar desde formas verticales y autoritarias de 
ejercicio del poder político hacia modalidades 
de gobernanza más relacionales, y facilitar 
la participación ciudadana en la toma de de-
cisiones en sus territorios, en la formulación 
e implementación de estrategias y planes de 
desarrollo, y en el seguimiento, evaluación y 
auditoría social de su ejecución.  

La transición de la guerra al poscon-
flicto en América Central ha sido larga 
y difícil, con nuevas problemáticas 
sumadas a las anteriores irresueltas, 
y es necesario crear condiciones para 
asegurar la seguridad y participación 
ciudadanas, afianzar y profundizar la 
democracia, y viabilizar una gestión 
social normal del desarrollo en los te-
rritorios rurales.
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Arraigo y desarraigo territorial

La emigración masiva de jóvenes y per-
sonas adultas jóvenes de los territorios 
rurales hacia las ciudades o el exterior re-
presenta una pérdida neta de talento hu-
mano, fuerza de trabajo y contribuciones 
innovadoras potenciales, mientras que el 
envío de remesas por parte de quienes emi-
graron tiende a complementar los ingresos 
de sus familiares en el lugar de origen sin 
traducirse necesariamente en inversiones 
para el desarrollo de sus territorios. Es 
necesario abordar las causas mediatas e 
inmediatas de la emigración y generar con-
diciones apropiadas y oportunidades para 
el arraigo de los jóvenes en sus territorios, 
a la vez que promover la inversión produc-
tiva de las remesas y el retorno y reinser-
ción de quienes emigraron. La progresiva 
exclusión de un creciente número de jóve-
nes de sus territorios de origen, por situa-
ciones adversas o falta de oportunidades, 
es un claro factor de desterritorialización. 
Por otra parte, en la medida en que se esta-
blecen en otros lugares, y también cuando 

retornan al territorio del cual habían emi-
grado, se plantea para ellos la cuestión de 
la reterritorialización. 

En Centroamérica, la creciente emi-
gración desde territorios rurales ge-
nera rupturas intergeneracionales en 
el campo, y la repatriación forzosa de 
jóvenes adultos con aprendizajes po-
sitivos y negativos durante su estadía 
en el exterior plantea retos importan-
tes para su reincorporación exitosa y 
constructiva en los lugares de origen. 
Se requiere, claramente, de programas 
específicos para facilitar dicho proceso. 
La movilidad geográfica de grupos pro-
venientes de determinadas comunida-
des o territorios rurales, que se radican 
en otras regiones o países, pero mantie-
nen lazos de diversa índole con sus lu-
gares de origen, hace necesario abordar 
esta faceta de las desterritorialización y 
reterritorialización. También plantea 
asuntos sobre los cuales conviene re-
flexionar, como la pertenencia simul-
tánea a dos o más ámbitos territoriales, 

Acerca del abordaje metodológico general del desarrollo territorial centroamericano
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y las cuestiones asociadas de la multite-
rritorialidad y transterritorialidad. 

En este apartado se presenta un con-
junto de aprendizajes metodológicos 
de índole general derivados prin-
cipalmente de procesos de gestión 
social del desarrollo en territorios 
centroamericanos y acciones institu-
cionales para apoyarlos, incluyendo 
algunas que fueron sistematizadas en 
forma participativa en el período pre-
vio a la formulación de la ECADERT 
o durante la fase de ejecución inicial 
de este instrumento de política pú-
blica regional y de las políticas o pro-
gramas nacionales en la región del 
SICA. Al mismo tiempo, se conocie-
ron experiencias de otras latitudes, y 
la contrastación con ellas enriqueció 
considerablemente la reflexión acerca 
de las centroamericanas. 

Construcción metodológica a partir de 
la experiencia 

A partir de experiencias locales documenta-
das y sistematizadas, reflexiones comparadas 
y elaboraciones propias asociadas a acciones 
formativas, es posible construir progresiva-
mente y validar en diferentes situaciones 
territoriales y nacionales un abordaje meto-
dológico general, con variantes y opciones a 
valorar en cada lugar, que puede ser común 
para una región como la del SICA, y meto-
dologías específicas acordes con la realidad, 
requerimientos y posibilidades en diversos 
países, las cuales habrá que adecuar o dife-
renciar para distintos territorios cuando así 
lo demanden las condiciones particulares en 
ellos. Pero más que replicar o adaptar meto-

dologías, se requiere de procesos creativos e 
innovadores de gestión social del desarrollo 
territorial que respondan a las condiciones, 
necesidades y potencialidades de cada terri-
torio y al contexto político-institucional de 
cada país. Si bien pueden ser útiles algunas 
orientaciones metodológicas muy flexibles, 
abiertas a la exploración de maneras distin-
tas de proceder, lo fundamental es que los 
actores sociales, privados e institucionales, 
gobiernos locales, redes y grupos relevantes 
consideren y definan la pertinencia y viabi-
lidad de distintas modalidades a partir de 
su propia experiencia, de lo que se proponen 
hacer y del derrotero que se han trazado 
para ello.

Para Centroamérica, las metodolo-
gías de gestión territorial de otros 
países y regiones, como Europa con 
el programa LEADER y los Grupos 
de Acción Local (GAL) en España, o 
Brasil con sus programas de Territorios 
Rurales o de Identidad y Territorios de 
la Ciudadanía, impulsados respectiva-
mente por la Secretaría de Desarrollo 
Territorial y la Presidencia de la Unión 
Federal durante más de una década, 
fueron muy útiles como puntos de 
partida, pero en el proceso ECADERT 
se decidió tener más de un referente 
metodológico, a fin de contrastar-
los entre sí y valorar su pertinencia 
y aplicabilidad en la región y en los 
países miembros del SICA. Las expe-
riencias centroamericanas sugieren 
se pueden tomar en cuenta aprendi-
zajes derivados de otras experiencias, 
pero es necesario generar estrategias y 
modalidades propias, adecuadas para 
las distintas situaciones nacionales y 
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adaptables de acuerdo con las condi-
ciones de uno u otro territorio. Y si 
bien algunas guías flexibles u orienta-
ciones metodológicas generales pue-
den ser pertinentes para determinados 
propósitos específicos, las organizacio-
nes de gestión territorial deben tener 
la potestad de definir su propia moda-
lidad de gestión social del desarrollo 
de su territorio.

La construcción y validación de un 
abordaje metodológico general y el co-
nocimiento, adaptación, aplicación y 
valoración crítica de un conjunto de 
métodos y técnicas se conjugó con diná-
micas propias de cada territorio, gene-
rando variantes e innovaciones acordes 
con las experiencias organizativas, posi-
bilidades, requerimientos y expectativas 
de las personas y grupos participantes. El 
proceso de gestión social del desarrollo 
territorial va mucho más allá de la mera 
aplicación de determinadas orientacio-
nes o herramientas metodológicas, por 
cuanto involucra motivaciones y valo-
res, relaciones intersubjetivas y aspira-
ciones colectivas. Experiencias como la 
de la Zona Alta de Chalatenango, en El 
Salvador, evidenciaron la relevancia de 
la creatividad e innovación, como tam-
bién de la visión y pasión de los actores 
del territorio.  

Referentes internacionales y elabora-
ción nacional

La cooperación financiera y técnica inter-
nacional puede facilitar la difusión de un 
abordaje metodológico y de políticas para 
el desarrollo de los territorios rurales en 

países específicos o en una región supra-
nacional, pero no puede ni debe sustituir 
la construcción de políticas, programas y 
metodologías de trabajo acordes con las 
condiciones locales, ni las inversiones pú-
blicas correspondientes. La mera transfe-
rencia de políticas o programas de un país 
a otro puede resultar contraproducente, en 
la medida en que se implante por decisión 
gubernamental un marco político-institu-
cional ajeno al desenvolvimiento del marco 
de políticas e institucionalidad en ese país, 
debilitando programas o acciones insti-
tucionales anteriores al introducir un es-
quema foráneo, difícilmente perdurable. 
La cooperación técnica internacional debe 
siempre alinearse con y contribuir al for-
talecimiento de políticas propias de cada 
país o región, y la cooperación financiera 
no puede suplantar ni sustituir la inver-
sión de recursos presupuestarios del país o 
conjunto de países, en función de sus prio-
ridades y orientaciones estratégicas para el 
desarrollo territorial a las escalas corres-
pondientes. 

La experiencia del proceso ECADERT 
en el plano regional y en los distintos 
países subraya la necesidad de compro-
misos político-institucionales y finan-
cieros claros y sostenidos por parte de la 
institucionalidad pública y en las instan-
cias o mecanismos de integración para 
asegurar la continuidad en la ejecución 
de dichas políticas y la eficacia de las ac-
ciones para promover el desarrollo de 
los territorios rurales en la región. 

Por su relevancia especial en esta región, 
la cooperación financiera y técnica in-
ternacional puede incidir fuertemente 
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en políticas y procesos tanto regionales 
como nacionales, pero debe hacerlo en 
forma mesurada y consciente de las par-
ticularidades político-institucionales y 
territoriales. Puede facilitar dinámicas 
al interior de cada territorio y de éste 
con otros territorios, preferible en con-
cierto con la institucionalidad pública 
del país.  Es fundamental que la gente 
tome sus propias decisiones y elija sus 
propios caminos, que defina sus prio-
ridades y las maneras en que se bus-
cará avanzar en la dirección propuesta.  
La solidaridad internacional debe estar 
por encima de las donaciones e inver-
siones, cuidando que la transferencia 
no se transforme en injerencia, que no 
sustituya la iniciativa y toma de deci-
siones locales, y que fortalezca la ins-
titucionalidad pública correspondiente.

Las contribuciones españolas al Sistema 
de la Integración Centroamericana, in-
cluyendo las orientadas al desarrollo 
rural, han sido relevantes y permitie-
ron impulsar determinados procesos en 
forma sostenida y en particular contri-
buyeron a lograr avances importantes 
durante la fase inicial de la ECADERT.  
Los aportes a ésta última de la AECID, 
y posteriormente de la AACID, bus-
caron alinearse lo más posible con di-
cho instrumento de política regional y 
con las políticas públicas de los países 
miembro del SICA, con mayor grado 
de éxito en unos que en otros. 

La colaboración técnica -en sentido 
amplio, con diversos grados de forma-
lidad- de la Secretaría de Desarrollo 

Territorial de Brasil, de la Red de 
Colegiados Territoriales de Brasil y de 
entidades académicas de ese país con 
el proceso ECADERT, sin conllevar 
transferencias de recursos financieros, 
fue invaluable y enriqueció concep-
tual y metodológicamente los procesos 
regionales, nacionales y territoriales, 
a partir de sus dinámicas político-ins-
titucionales y organizacionales. El en-
sayo paralelo, durante un período de 
gobierno en El Salvador, de transferir 
el Programa Territorios de Ciudadanía 
brasileño al de Territorios de Progreso 
en ese país centroamericano, final-
mente resultó fallido e insostenible, y la 
institucionalidad pública salvadoreña 
optó posteriormente por otras moda-
lidades político-institucionales para 
promover el desarrollo de los territo-
rios rurales de ese país. En contraste, la 
asesoría brindada por expertos brasile-
ños y españoles a una institucionalidad 
pública con claro mandato legal para el 
desarrollo rural con enfoque territorial 
en Costa Rica contribuyó a la formula-
ción de políticas de Estado y un marco 
institucional propio, en el cual han ido 
incorporándose elementos derivados 
de aprendizajes internacionales y na-
cionales.

Valoración crítica de opciones metodo-
lógicas y fortalecimiento de capacidades

Un proceso sostenido y amplio de fortale-
cimiento de capacidades asociado a gestión 
del conocimiento, con participantes y facili-
tadores de distintos países, puede contribuir 
a la contrastación y valoración de referentes 
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externos, para extraer lecciones aplicables, 
adaptar herramientas o procedimientos, y 
emprender la construcción de una metodo-
logía ajustada o ajustable a las condiciones 
de los territorios y países involucrados. Las 
acciones formativas han de ser sostenidas 
y estar asociadas a procesos territoriales y 
político-institucionales, en los cuales es in-
dispensable una valoración previa, valida-
ción crítica y reflexión continua acerca de la 
pertinencia y viabilidad de las metodologías 
propuestas.  

En el marco del proceso ECADERT y 
de su Programa Regional de Formación 
fue posible retomar elementos tanto de 
esas experiencias piloto y de los pro-
gramas que las promovieron -y tam-
bién de los GAL españoles- como de los 
Colegiados Territoriales de Brasil y las 
políticas y programas de ese país suda-
mericano, primer gran laboratorio para 
la aplicación y adaptación del enfoque 
territorial en América Latina. El contra-
punteo entre los referentes europeos y 
brasileños facilitó su discusión compa-
rada, en lugar de emular a uno u otro 
como referente único, y contribuyó a 
reflexiones colectivas e institucionales 
acerca de la pertinencia y viabilidad de 
distintos aspectos de los mismos en los 
países y territorios centroamericanos. 
También permitió avanzar en la cons-
trucción de una propuesta metodoló-
gica propia del Programa Regional de 
Formación de Capacidades (PRFC) de 
la ECADERT, basada en aprendizajes 
directos (en territorios centroamerica-
nos) e indirectos (externos a la región). 
Paralelamente, se han generado accio-
nes formativas propias en varios países 

de la región, con mayor continuidad en 
algunos que en otros.

Abordajes nacionales y variantes locales

Las instituciones nacionales responsables 
por el DRT pueden y deben elaborar meto-
dologías propias, a partir de propuestas y 
experiencias anteriores, para promover el 
desarrollo de los territorios rurales en cada 
país. Pueden apoyarse en propuestas meto-
dológicas de índole general o en experiencias 
de otros países, pero es importante que su 
abordaje de la gestión territorial sea acorde 
con el respectivo marco político-institucio-
nal y con las características, necesidades y 
posibilidades de los territorios de cada país. 
Cabe la posibilidad de que esta elaboración 
metodológica se realice progresivamente, 
en función de los requerimientos a lo largo 
del proceso de gestión social del desarrollo 
territorial, y mediante aproximaciones su-
cesivas que permitan ir enriqueciendo y 
mejorando la propuesta metodológica al 
incorporar aprendizajes derivados de expe-
riencias iniciales en territorios priorizados. 
Y las orientaciones metodológicas de la ins-
titucionalidad pública nacional no pueden 
ser rígidas e invariables, sino que deben 
ajustarse a las particularidades de distintos 
territorios, a través de la apropiación crítica 
de la metodología propuesta y de herra-
mientas específicas por parte de los actores 
territoriales.  

En Centroamérica, fue útil contar para 
ello con una base metodológica común 
asociada al PRFC, sustancialmente re-
elaborada y ajustada a lo pertinente y 
viable en cada país y a los distintos te-
rritorios. Las experiencias al respecto 
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en Costa Rica, Guatemala y Honduras, 
especialmente, pero también de ma-
neras distintas y con diversos grados 
de avance en otros países de la región, 
sugieren que es pertinente contar ini-
cialmente con equipos conocedores de 
la metodología base propuesta y con 
algún apoyo técnico internacional, 
pero asimismo es necesario que haya 
una apropiación efectiva del diseño e 
implementación de las acciones forma-
tivas por parte de la institucionalidad 
pública nacional y de los actores terri-
toriales, y que su planteamiento meto-
dológico esté en función de lo que el 
país y los territorios requieren y pue-
den hacer efectivamente. Esto ha de 
ser así, con mayor razón, por cuanto se 
trata de generar procesos endógenos, 
afianzando y enriqueciendo las capaci-
dades locales. 

Cada territorio debe gestionar su desarrollo 
de una manera acorde con sus característi-
cas y con el marco político-institucional co-
rrespondiente, como también de su propia 
experiencia histórica, de las dinámicas terri-
toriales y del tipo de futuro que proyectan 
sus actores sociales, privados e instituciona-
les. Puede ser útil contar con orientaciones 
metodológicas flexibles, pero los equipos de 
trabajo y organizaciones locales deben de-
cidir qué es pertinente y viable o no en su 
territorio, y definir las tareas a realizar y la 
manera de realizarlas. Esto conlleva la ne-
cesidad de que el abordaje metodológico de 
la gestión social del desarrollo tome muy en 
cuenta las particularidades locales, y que los 
actores territoriales se apropien del proceso 
y tomen las decisiones principales sobre lo 
que se hará y cómo se hará, apoyándose en 

aprendizajes derivados de otras experiencias 
y con la asesoría técnica necesaria.

Experiencias iniciales documentadas 
y sistematizadas como la del Centro 
de Gestión Local en Darién, Panamá; 
ADIZAL-GAT en la Zona Alta de 
Chalatenango, en El Salvador; el 
Grupo Gestor de Belén Gualcho en 
Honduras, o los primeros Grupos de 
Acción Territorial en Costa Rica, con-
formaron modalidades de gestión par-
ticipativa del desarrollo territorial con 
algunos denominadores comunes y 
contrastes importantes. A ello contri-
buyó tanto la diversidad de referen-
tes internacionales, por intermedio de 
agencias de cooperación o programas 
institucionales, como la de situaciones 
locales e interacciones entre técnicos y 
actores territoriales. 

Durante la ejecución inicial de la 
ECADERT, las orientaciones metodo-
lógicas sobre gestión social del desarro-
llo territorial incorporadas en acciones 
formativas regionales, nacionales y lo-
cales dieron un sustrato común a una 
serie de experiencias en territorios fo-
cales, transfronterizos y afines en los 
ocho países del SICA, pero la manera 
de aplicarlas varió considerablemente 
de un territorio a otro. Ello se debió, 
en parte, a los distintos marcos norma-
tivos, pero también a los enfoques pro-
pios de los programas institucionales 
de cada país y a la diversidad de situa-
ciones locales. 

Diversas experiencias centroameri-
canas subrayan el hecho de que cada 



177Perspectiva regional y experiencias nacionales: Aprendizajes

territorio es único, y requiere de un 
abordaje metodológico diferenciado, 
aun cuando haya elementos comu-
nes y principios básicos aplicables en 
múltiples territorios. No hay fórmu-
las simples generalizables para to-
dos ellos, sino procesos dinámicos y 
variables en función de objetivos y 
proyectos de futuro propios de cada 
territorio, que demandan creatividad 
e innovación en las maneras de ges-
tionar su desarrollo. 

Principales momentos y tipos de tareas

Los procesos de gestión social del desarro-
llo en territorios rurales suelen incluir al 
menos cuatro momentos fundamentales: 

preparatorio, organizativo, estratégico y 
operativo, asociados a determinados tipos 
de tareas. El momento preparatorio se ca-
racteriza porque induce las actividades bá-
sicas conducentes a que actores importantes 
del territorio tomen la decisión y asuman el 
proceso que conduzca a la gestión del desa-
rrollo territorial. El momento organizativo 
se centra en la configuración de una plata-
forma desde la cual se gestionará el DRT, 
y el momento estratégico en la construcción 
de una visión compartida del territorio que 
a su vez incluye los ejes estratégicos que 
permitirán la concreción de dicha visión 
en sucesivos planes a mediano plazo. El 
momento operativo se refiere a la manera 
en que se llevan a la práctica las construc-
ciones anteriores por medio de recursos 

28.  Las tareas preparatorias, organizativas, estratégicas y operativas aquí identificadas corresponden a una propuesta 
metodológica sustancialmente basada en elaboraciones del Programa Regional de Formación de Capacidades 
de la ECADERT y en experiencias centroamericanas documentadas, sistematizadas y comparadas entre sí, 
como también respecto de otras latinoamericanas. Se encuentra en preparación final la obra colectiva Orient-
aciones y herramientas para el desarrollo de los territorios rurales, y han sido publicadas como fascículos del 
SiGET propuestas específicas para cada tipo principal de tareas de gestión social del desarrollo de los territorios 
rurales (Samper, 2016 y 2017; Samper et al. 2017 a, b y c).

Sobre tareas específicas en la gestión territorial28
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organizados en el tiempo y en el espacio 
territorial. Todo este proceso deberá estar 
acompañado de acciones sistemáticas de se-
guimiento, evaluación, sistematización de 
las experiencias, rendición de cuentas y au-
ditoría social. Suelen realizarse, asimismo, 
determinadas acciones transversales o lon-
gitudinales que guardan relación con los 
distintos tipos de tareas, tanto preparato-
rias u organizativas como estratégicas u 
operativas; algunas acciones de este tipo 
son las de fortalecimiento de capacidades y 
las tendentes a lograr mayor inclusividad, 
así como las de reflexión colectiva sobre la 
experiencia y las de comunicación social, 
entre otras. 

En Centroamérica se ha encontrado 
que la mayor o menor profundiza-
ción en ciertas tareas preparatorias, 
como la conformación de grupos ges-
tores iniciales, y la iniciación tem-
prana o tardía de otras relacionadas, 
como el fortalecimiento de capacida-
des de actores o grupos impulsores de 
un proceso de gestión territorial, ha-
cen una diferencia considerable en el 
desenvolvimiento posterior de éste. 
También hay aprendizajes en cuanto 
a la relación estrecha y sinérgica en-
tre tareas organizativas y estratégicas; 
sobre la importancia de incorporar 
progresivamente a los distintos ac-
tores territoriales, redes y grupos 
relevantes en el territorio a través 
de mecanismos apropiados, y sobre 
la necesidad de dedicar el tiempo, 
esfuerzo y recursos necesarios a la 
construcción participativa de un pro-
yecto de futuro o visión prospectiva y 
estrategia de desarrollo que reflejen 

efectivamente un consenso alcanzado 
entre dichos actores, redes y grupos 
mediante un proceso de negociación, 
concertación y transformación po-
sitiva de conflictos. Se ha logrado, 
asimismo, mayor claridad acerca de 
la importancia de asegurar la rela-
ción entre planes operativos o a corto 
plazo y planes o estrategias a mediano 
o más largo plazo. También se com-
prende mejor, a raíz de experiencias 
documentadas y sistematizadas en la 
región y gracias a su discusión com-
parada respecto de otras, la estrecha 
interrelación entre fortalecimiento 
de capacidades y gestión del conoci-
miento para el desarrollo territorial, 
así como la necesidad de asegurar que 
los procesos organizacionales sean 
efectivamente incluyentes y recono-
cer el riesgo de que la incorporación 
de grupos formalmente organizados y 
con capacidad de incidencia no con-
lleve necesariamente la de otros con 
menor nivel de organización o menor 
posibilidad de incidir directamente 
en la toma de decisiones al interior 
de una plataforma de concertación o 
en la gobernanza territorial. 

Los principales tipos de tareas de gestión 
territorial, cada uno de los cuales incluye 
un conjunto variable de tareas específicas, 
suelen tener una progresión no lineal, con 
realimentación entre ellas, aproximacio-
nes sucesivas, interrelaciones de diversa 
índole y sinergias o reforzamiento mu-
tuo entre algunas tareas de distinto tipo. 
Al realizar actividades preparatorias se 
establecen las bases para tareas subsi-
guientes, y las acciones organizacionales 
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y estratégicas se complementan entre sí, 
se influyen mutuamente y se refuerzan 
continuamente. Aunque las tareas opera-
tivas cobran especial relevancia una vez 
que se ha establecido una plataforma de 
concertación u organización de gestión te-
rritorial y se cuenta con una estrategia de 
desarrollo, hay acciones operativas a todo 
lo largo del proceso de gestión territorial 
y se encuentran imbricadas con diversas 
tareas preparatorias, organizativas y es-
tratégicas. 

Experiencias anteriores a la ECADERT 
y durante la ejecución inicial de esta po-
lítica centroamericana, así como otras 
fuera de la región del SICA, contribu-
yeron a identificar ciertos denomina-
dores comunes en procesos de gestión 
social del desarrollo territorial, con va-
riantes de un país o territorio a otro, y 
a lo largo del tiempo. Su comprensión 
y representación evolucionó desde “fa-
ses” sucesivas hacia tipos principales 
de tareas, con una relación más pro-
gresiva que secuencial, con traslapes y 
sinergias importantes entre ellas, con 
aproximaciones sucesivas a una misma 
tarea en distintos momentos, y con én-
fasis que van cambiando a medida que 
avanza el proceso. 

Seguidamente se presenta un conjunto 
de aprendizajes centroamericanos re-
lacionados con los principales tipos de 
tareas en la gestión social del desarrollo 
territorial: preparatorias, organizativas, 
estratégicas y operativas. Inicialmente 
Estas fueron concebidas como fases suce-
sivas, aunque parcialmente traslapadas, 
con ciclos de realimentación entre ellas, 

pero luego se abordaron como una pro-
gresión no lineal en la cual, si bien es ne-
cesario realizar desde un principio ciertas 
tareas preparatorias, paralelamente se 
emprenden de manera exploratoria 
ciertas otras de índole organizativa, es-
tratégica u operativa, las cuales a su vez 
pueden ejecutarse en forma progresiva, 
paralela y entrelazada. También se ex-
ponen algunos aprendizajes acerca de 
acciones que es necesario realizar a lo 
largo de dicho proceso para que éste sea 
efectivamente incluyente, para fortale-
cer capacidades de los actores territoria-
les, redes y grupos participantes, y para 
aprender a partir de la experiencia.

Tareas preparatorias

Algunas tareas preparatorias, identifica-
das a partir de experiencias y elaboraciones 
centroamericanas contrastadas con otras de 
Brasil, especialmente, son 
· Acuerdos interinstitucionales con autori-

dades locales y organizaciones claves.
· Conformación de un equipo técnico faci-

litador.
· Elaboración de un plan de trabajo inicial.
· Reconocimiento y validación con infor-

mantes claves y actores locales de la deli-
mitación del territorio.

· Valoración preliminar de la situación del 
territorio.

· Identificación de problemáticas y oportu-
nidades que afectan la gestión incluyente 
del desarrollo territorial.

En experiencias centroamericanas, se 
ha encontrado que el proceso subsi-
guiente de gestión territorial puede 
verse afectado positiva o negativa-
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mente por la manera en que se reali-
cen las tareas preparatorias, en mayor 
o menor profundidad y de manera más 
o menos completa. Conviene dedicar a 
ellas el tiempo necesario para estable-
cer bases sólidas para las tareas organi-
zativas y estratégicas. 

Para impulsar un proceso de gestión social 
del desarrollo territorial se requiere de un 
acuerdo inicial entre varias entidades pú-
blicas y de sociedad civil interesadas en él y 
dispuestas a impulsarlo. 

En territorios de la región, se constató 
que es deseable contar con autoridades 
locales, ciertas instituciones guberna-
mentales directamente relacionadas 
con el desarrollo rural, y organizacio-
nes sociales clave. Puede ser útil invo-
lucrar, asimismo, desde el principio, a 
determinada ONG o agencia de coo-
peración, que brinde soporte técnico 
complementario al de la instituciona-
lidad pública u otro tipo de apoyo. La 
elaboración metodológica posterior, en 
el marco del PRFC de la ECADERT y, 
con una mirada más latinoamericana, 
del SiGET, llevó a identificar como 
momentos principales en esta tarea la 
identificación de requerimientos bási-
cos y de posibles socios, y la negocia-
ción y formalización de acuerdos entre 
dichas entidades para el propósito in-
dicado.

Al iniciar un proceso de gestión social del 
desarrollo territorial es necesario constituir, 
desde un principio, un equipo técnico que 
facilite y apoye la realización de las demás 
tareas preparatorias, y posteriormente dé 

acompañamiento, asimismo, en tareas or-
ganizativas, estratégicas y operativas. Este 
equipo interdisciplinario e interinstitucio-
nal debe elaborar un plan de trabajo ini-
cial con las acciones que se realizarán para 
crear condiciones favorables para empren-
der el proceso de gestión social del desarrollo 
del territorio. 

A partir de las experiencias centroame-
ricanas y de su contrastación con otras 
latinoamericanas se concluyó que es 
importante definir claramente el man-
dato, propósito y composición de dicho 
equipo, así como las bases conceptuales 
y metodológicas del trabajo a realizar, y 
fortalecer tanto sus capacidades como 
las de los socios que hayan acordado 
impulsar dicho proceso. Y para elaborar 
el plan es necesario definir su objetivo; 
reflexionar sobre las implicaciones de 
la ubicación del territorio, en sentido 
general; visualizar el proceso inicial; 
identificar y calendarizar las acciones a 
realizar, así como los requerimientos y 
recursos, y especificar las funciones y 
responsabilidades de los involucrados 
en su diseño y ejecución. Conviene vi-
sualizar este proceso en su conjunto, 
de manera preliminar, e identificar las 
tareas principales a realizar a lo largo 
del mismo.  

La delimitación del territorio es un mo-
mento relevante en la gestión social del de-
sarrollo territorial, en el cual convergen, se 
contraponen y deben negociarse distintas 
concepciones o comprensiones del mismo; 
de su naturaleza y elementos definitorios; 
de aquello que le da unidad y lo diferen-
cia de otros; de su grado de homogeneidad 
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o heterogeneidad; de sus alcances y límites 
en cuanto sistema territorial; de las múl-
tiples relaciones, redes e interacciones que 
lo conforman; de su escala, del espacio físi-
co-geográfico que abarca y de los referentes 
espaciales que delimitan dicha cobertura, 
así como de las estructuras de gobierno y go-
bernanza existentes de acuerdo al ordena-
miento territorial institucional del país. La 
delimitación territorial puede contar con in-
sumos técnicos, pero es necesariamente par-
ticipativa, y se fundamenta en los elementos 
ambientarles, económicos, sociales, políticos 
y culturales generadores de identidad, cohe-
sión y sentido de pertenencia. 

Las experiencias centroamericanas al 
respecto, contrastadas entre sí y com-
paradas con otras fuera de esta re-
gión, subrayan la importancia de una 
delimitación apropiada que refleje un 
acuerdo al respecto entre los actores 
territoriales, como también de consi-
derar las relaciones de diversa índole 
entre sus habitantes. Muestran asi-
mismo que se trata siempre de una 
negociación sociopolítica, apoyada en 
orientaciones técnicas pero resultante 
de relaciones de poder y acuerdos en-
tre actores, redes y grupos relevantes 
del territorio. Reafirman lo constatado 
en otras partes de América Latina, en 
el sentido de que la delimitación de los 
territorios no puede decretarse arbitra-
riamente, sino que resulta de procesos 
históricos con facetas ambientales, eco-
nómicas, sociales o referentes al tejido 
social, político-institucionales y cultu-
rales entrelazadas, siendo de primordial 
importancia el sentido de pertenencia 
e identidad de quienes lo conforman. 

Pero también es necesario reconocer 
que los territorios no existen a una sola 
escala ni como meros “recortes espa-
ciales”, sino que son multi-escalares, 
que hay superposiciones entre ellos y 
que cualquier delimitación territorial 
es necesariamente temporal y está su-
jeta a cambios en su estructura, por su 
propia dinámica interna y por cambios 
en las condiciones de su entorno. 

Una opción para facilitar el involucra-
miento de los gobiernos locales y re-
conocer sus potestades en el ámbito 
municipal, en Centroamérica como en 
Brasil, ha sido que la delimitación de 
los territorios corresponda en la medida 
de lo posible a una agregación de mu-
nicipios, respetando sus límites, y que 
éstos tengan un papel significativo en 
la gestión del territorio del cual forman 
parte. Aunque ello no corresponda 
siempre de la mejor manera a los lí-
mites efectivos y actuales de territorios 
funcionales o identitarios, y conlleva 
necesariamente “recortes espaciales” 
en un determinado plano supramuni-
cipal, se ha considerado y constatado 
que ello facilita la asociación entre te-
rritorios y mancomunidades u otras 
entidades intermunicipales, así como la 
participación más activa de los alcaldes 
en plataformas de concertación territo-
rial que cuando su delimitación desco-
noce los límites municipales.

El equipo técnico facilitador, en consulta con 
informantes clave y con representantes de 
las entidades públicas y de sociedad civil ya 
involucradas, debe valorar de manera pre-
liminar la situación del territorio. 
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En el marco del PRFC de la ECADERT 
y el SiGET, se ha considerado conve-
niente que esta valoración incluya sus 
recursos ambientales, económicos, so-
ciales, institucionales y culturales, y 
que se identifiquen las principales di-
námicas territoriales, así como los obs-
táculos para el proceso de gestión social 
propuesto.

Tareas organizativas

Las principales tareas organizativas, de 
acuerdo con la elaboración metodológica 
mencionada, apoyada sustancialmente en 
experiencias centroamericanas y reflexiones 
comparadas respecto de otras latinoameri-
canas, son:
· Conformación del grupo articulador 

inicial.
· Análisis de la institucionalidad del te-

rritorio.
· Análisis de actores.
· Análisis de redes sociales.
· Diseño y construcción de una plataforma 

de concertación territorial.

En América Central, se ha prestado con-
siderable atención al establecimiento 
de consejos de desarrollo territorial, 
grupos de acción territorial u otras 
plataformas de concertación territo-
rial, con grados variables de formaliza-
ción jurídica y reconocimiento oficial, 
usualmente con algún análisis previo 
de actores sociales e institucionales, 
pero prestando menos atención a los 
actores privados y a las redes sociales. 
En la formulación de la ECADERT y en 
el PRFC durante la ejecución de dicha 

política regional se planteó la necesidad 
de considerar de manera explícita y to-
mar en cuenta a todos los actores terri-
toriales, redes formales e informales y 
otros grupos con menor capacidad de 
incidencia. Hubo algunos avances me-
todológicos al respecto y aprendizajes 
derivados de experiencias específicas, 
pero queda aún mucho camino por 
recorrer al respecto. Es necesario, por 
una parte, lograr mayor inclusividad 
en los procesos organizacionales e in-
volucrar activamente en la gestión so-
cial del desarrollo territorial a diversos 
tipos de redes y grupos relevantes, pero 
sin mecanismos formales de represen-
tación. Por otra parte, hay que realizar 
una caracterización diferenciada de 
los distintos tipos de actores privados, 
valorando sus aportes potenciales a 
dicho desarrollo, y establecer modali-
dades apropiadas para su participación 
ya sea en las organizaciones de gestión 
territorial o en la elaboración e imple-
mentación de estrategias, planes e ini-
ciativas de desarrollo.

Para emprender el proceso de construc-
ción de una plataforma de concertación u 
organización de gestión territorial, puede 
ser útil establecer un grupo articulador 
inicial, integrado por personas interesa-
das y dispuestas a impulsar dicho proceso 
y que cuenten con representatividad social 
e institucional, capacidad de liderazgo y 
credibilidad o confianza por parte de or-
ganizaciones e instituciones clave para el 
desarrollo del territorio. Ello no significa 
que sea siempre indispensable crear un 
nuevo grupo para este propósito, pues en 
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algunos territorios es posible que exista ya 
una instancia que pueda cumplir la fun-
ción de movilizar la participación de acto-
res, redes y grupos. De ser así, se trata de 
involucrarlo activamente en el proceso de 
conformación de la plataforma de concer-
tación u organización de gestión territorial.

La reflexión metodológica sobre expe-
riencias centroamericanas documenta-
das o sistematizadas y su contrastación 
con otras tanto latinoamericanas como 
europeas sugiere que dicho grupo 
puede ampliarse gradualmente y dar 
origen de una u otra manera a una 
plataforma de concertación más am-
plia. Ello llevó a proponer, en el marco 
del PRFC y del SiGET, varias acciones 
específicas a realizar cuando se con-
sidere necesario establecer un grupo 
articulador inicial. Estas incluyen la 
elaboración de un acuerdo para dicho 
propósito, la identificación de sus po-
sibles integrantes y la selección de los 
mismos, para luego establecer formal-
mente y poner en funcionamiento a 
dicho grupo.

Múltiples procesos territoriales eviden-
cian la necesidad de conocer, recono-
cer y abordar las relaciones de poder 
existentes al interior de cada territo-
rio, como también en su relación con 
instancias nacionales e internacionales 
que inciden en él. Los conflictos son 
inherentes a la vida social y a la ges-
tión social del desarrollo territorial, y se 
expresan en la conformación y funcio-
namiento de plataformas de concerta-
ción u organizaciones afines. Hay que 
fortalecer las capacidades organizativas 

y de incidencia, propositivas y de ne-
gociación de grupos subalternos, histó-
ricamente excluidos de la gobernanza 
local o territorial, frecuentemente invi-
sibilizados y algunas veces sometidos a 
fuertes presiones y diversas formas de 
violencia y violación de sus derechos.

Los aspectos organizacionales de la gestión 
social del desarrollo territorial requieren de 
un análisis de la institucionalidad tanto en 
el plano nacional (y si fuera del caso inter-
nacional o subnacional) como en el plano 
local (principalmente municipal, y algu-
nas veces intermunicipal). Como aspectos 
relevantes a considerar destacan el marco 
normativo y político correspondiente en los 
distintos planos, el grado de descentraliza-
ción de las políticas públicas, las formas de 
gobernanza y las normas sobre participa-
ción de actores en ellas. 

La propuesta metodológica del PRFC y 
el SiGET, basada en experiencias cen-
troamericanas y de otras latitudes, in-
cluye como momentos principales la 
revisión del contexto de normativas 
atinentes a la institucionalidad de los 
territorios en cada país; la identifica-
ción de las principales instituciones 
formalmente establecidas que operan 
en el territorio, con sus funciones, ca-
pacidades, fortalezas y limitantes, así 
como su credibilidad local; la identi-
ficación de espacios de coordinación 
territorial entre instituciones u orga-
nizaciones del territorios, y la de ini-
ciativas de desarrollo en sus varias 
dimensiones, incluyendo políticas, 
programas proyectos y planes con in-
fluencia en el territorio
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Al realizar el análisis de actores territoriales, 
es importante considerar a los sociales, ins-
titucionales y privados, en sentido amplio, y 
diferenciar al interior de cada tipo de actor 
cuáles pueden -por sus intereses, agendas e 
iniciativas- tener un mayor o menor grado 
de afinidad o convergencia con los objetivos 
de un proceso de gestión social de desarrollo 
en cada territorio. 

En América Central es usual realizar 
un mapeo de actores principalmente 
sociales e institucionales, pero se ha 
llegado a la conclusión de que la meto-
dología de análisis de actores debe apli-
carse también a las empresas a diversa 
escala y con distintas formas de propie-
dad u organización (corporativa, fami-
liar, asociativa, etc.). Las experiencias 
centroamericanas, y su contrastación 
con otras fuera de la región, sugieren 
tres momentos principales en este aná-
lisis. El primero es la identificación y 
caracterización de actores territoriales, 
tomando en cuenta entre otros aspec-
tos el propósito de su actuación, las 
dimensiones o facetas del desarrollo 
territorial en las cuales actúan, las ac-
tividades que realizan, sus ámbitos de 
acción y su membresía. El segundo es 
la clasificación de los actores territoria-
les, con sus grados de convergencia o 
afinidad y de influencia o capacidad de 
incidir en decisiones que los atañen o 
en el proceso de gestión territorial. Y 
el tercero es la elaboración y ejecución 
de una estrategia para involucrar a los 
actores más afines a los objetivos de 
dicho proceso y con mayor influencia 
actual o potencial.

Es de primordial importancia comprender la 
naturaleza, características y funcionamiento 
de las redes sociales relevantes, tanto forma-
les como informales, en cada territorio, por 
su papel fundamental en la articulación y 
movilización de organizaciones e institucio-
nes, voluntades grupales y acciones colectivas. 
Ciertas redes con bajo grado de formalización 
articulan a individuos y grupos histórica-
mente excluidos o en proceso de exclusión, y 
pueden facilitar su participación en iniciati-
vas de desarrollo territorial. Otras enlazan a 
múltiples redes, y tienen una gran capacidad 
de incidencia, sin necesidad de conformar or-
ganizaciones claramente estructuradas y le-
galmente reconocidas. 

Una serie de experiencias documenta-
das o sistematizadas muestran que el 
mapeo de actores del territorio tiende a 
enfocarse en las organizaciones formal-
mente constituidas, sin prestar atención 
suficiente a los distintos tipos de redes 
existentes. Las elaboraciones metodo-
lógicas primero en el PRFC y luego en 
el marco del SiGET subrayan la nece-
sidad de identificar, caracterizar y ana-
lizar a las principales redes sociales del 
territorio, con sus distintos grados de 
formalización. Para ello se sugieren tres 
acciones principales: la identificación de 
quienes participan en ellas; la caracte-
rización de las relaciones entre actores 
territoriales y con grupos excluidos, y la 
identificación de redes temáticas en el 
territorio, con sus ejes articuladores. 

La tarea organizativa de construir una 
plataforma de concertación es crucial para 
cualquier proceso de gestión social del de-
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sarrollo territorial, a fin de que puedan 
participar activamente en ella los distintos 
actores sociales, privados e institucionales, 
redes formales e informales relevantes y 
otros grupos pertinentes del territorio, in-
cluyendo los históricamente excluidos de su 
gobernanza o en proceso de exclusión por 
situaciones adversas. También permite que 
interactúen colectivamente con entidades ex-
ternas al territorio, formulen sus iniciativas 
y demandas en función de un proyecto de 
futuro, ruta estratégica y plan a mediano 
plazo, y promuevan el tipo de inversiones 
públicas y privadas que se requieren para 
impulsar dicho desarrollo. 

Los procesos de gestión territorial en la 
región del SICA generalmente llegaron 
a establecer algún tipo de plataforma de 
concertación u organización de gestión 
territorial, con grados de representa-
tividad, legitimidad social y reconoci-
miento oficial variables, y con mayor o 
menor dinamismo y autonomía en su 
funcionamiento. Un dilema importante 
en los países centroamericanos, como 
en otras partes de América Latina, ha 
sido si dichas plataformas deben tener 
personería jurídica, para recibir fondos 
del Estado o de otras fuentes. Otro rela-
cionado ha sido si conviene que ejecu-
ten directamente proyectos, o canalizar 
más bien los recursos hacia organiza-
ciones, redes y grupos del territorio, 
como también hacia los gobiernos lo-
cales. Como acciones principales, se ha 
propuesto: identificar los roles de las 
diversas organizaciones del territorio; 
establecer la misión y funciones, ór-
ganos y estructura de la organización; 
definir la figura jurídica y normativa de 

la plataforma de concertación, y asegu-
rar el financiamiento requerido para 
su operación. Esta tarea organizativa 
no sólo depende de las políticas públi-
cas existentes y la normativa vigente, 
sino que es un proceso social complejo 
y endógeno que hace parte de las ca-
racterísticas histórico-sociales de cada 
territorio y en consecuencia responde 
a sus propias dinámicas internas. Éstas 
pueden verse favorecidas y estimuladas 
por las políticas públicas y las normas 
existentes, o por acciones de asesoría y 
facilitación, pero estos factores no pue-
den sustituir la dinámica organizativa 
endógena del territorio.

Tareas estratégicas

Las tareas estratégicas fundamentales 
identificadas en la propuesta metodoló-
gica ya mencionada, asociada al Programa 
Regional de Formación de Capacidades de 
la ECADERT, son:
· Articulación de actores y redes para la 

formulación de la estrategia
· Análisis sistémico del territorio
· Prospectiva y proyecto de futuro del te-

rritorio
· Motores de desarrollo y objetivos estra-

tégicos
· Elaboración de planes a mediano 

plazo, programas e ideas de proyectos 
estratégicos

· Construcción de acuerdos y alianzas 
para impulsar la estrategia de desarro-
llo territorial

Múltiples experiencias territoriales 
centroamericanas, como también de 
procesos de acompañamiento técnico 
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a las mismas por parte de instituciones 
nacionales, agencias de cooperación 
u ONG, muestran tanto la necesidad 
e importancia de este tipo de tareas 
como la frecuencia con la cual se reali-
zan en forma excesivamente abreviada 
e incluso apresurada, insuficiente para 
construir en forma plenamente parti-
cipativa, involucrando en ellas a todos 
los actores territoriales, redes relevan-
tes y grupos excluidos o en proceso de 
exclusión, con capacidad propositiva 
y decisoria. Ello limita considerable-
mente los alcances de las visiones de 
futuro propuestas, su capacidad de mo-
vilizar en forma sostenida las volunta-
des colectivas, acciones institucionales 
e inversiones públicas y privadas re-
queridas, y de traducirse efectivamente 
en una clara ruta estratégica y sucesi-
vos planes intermedios para avanzar 
en la dirección propuesta.

Sobre la base de la plataforma de concer-
tación u otra modalidad organizativa, y to-
mando en cuenta los resultados del mapeo 
de actores, redes y otros grupos del territo-
rio, es necesario articular y movilizar a los 
actores sociales, institucionales y privados, 
redes formales e informales y grupos históri-
camente excluidos o en proceso de exclusión 
para concertar la estrategia de desarrollo 
territorial. 

Varias experiencias centroamericanas, 
como en otras partes de América Latina, 
muestran la tendencia a incorporar 
principalmente a organizaciones de so-
ciedad civil formalmente constituidas, 
gobiernos locales y algunas entidades 
públicas presentes en el territorio, pero 

es necesario tomar muy en cuenta e 
incorporar a redes territoriales con di-
versos grados de formalización y a gru-
pos con menor capacidad organizativa 
y de incidencia, como también a otras 
instituciones públicas y al sector pri-
vado en sentido amplio. Esto requiere 
de un esfuerzo sostenido, claramente 
intencionado y adecuadamente dife-
renciado para facilitar la incorporación 
efectiva de dichas redes, grupos, enti-
dades públicas y actores privados. Esto 
es indispensable para que la estrategia 
de desarrollo tenga la legitimidad re-
querida, considere los intereses de los 
distintos actores y sectores, exprese 
acuerdos negociados o consensos lo-
grados entre ellos, y sea efectivamente 
viable y sustentable en el tiempo. 

Como acciones principales para este 
propósito, la propuesta antedicha del 
PRFC y SiGET ha sugerido la identi-
ficación y priorización de actores te-
rritoriales, redes relevantes y grupos 
excluidos que no participan en la pla-
taforma de concertación; la definición 
de acciones para incorporarlos en la 
elaboración de la visión prospectiva y 
estrategia de desarrollo del territorio; 
su ejecución progresiva, y la valoración 
de los resultados logrados en lo refe-
rente a su incorporación y los ajustes 
o acciones adicionales que se requie-
ran para facilitar la de aquellos aún no 
involucrados activamente. Además de 
los aspectos básicos de la inclusión so-
cial, la incorporación de los actores so-
ciales e institucionales (incluyendo los 
actores económicos privados), tiene un 
sentido estratégico fundamental, re-
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lacionado con la construcción de una 
visión compartida de futuro del terri-
torio y la definición de las estrategias 
y planes de desarrollo que de dicha vi-
sión se desprendan. Como producto de 
la interrelación y el diálogo establecido 
entre todos estos actores es que se pue-
den generar los emergentes conceptua-
les y estratégicos para la movilización 
del territorio como un sujeto histórico 
social. La multiplicidad y diversidad de 
los actores traducirán y darán vida a la 
innovación y calidad de las propuestas 
de desarrollo. 

Es importante caracterizar y comprender el 
funcionamiento del territorio como sistema 
complejo, abierto, dinámico y multidimen-
sional, con sus principales subsistemas in-
teractuantes y su organización espacial, 
identificar tendencias fuertes o emergen-
tes y procesos de cambio en el territorio, y 
comprender las dinámicas territoriales re-
sultantes, como punto de partida para la 
elaboración del proyecto de futuro y mapa 
de ruta para el desarrollo del territorio. 

En los procesos de gestión del conoci-
miento y fortalecimiento de capacida-
des para la gestión social del desarrollo 
territorial en América Central fue ela-
borándose gradualmente una aproxi-
mación conceptual y metodológica al 
respecto, enriquecida por reflexiones 
comparadas sobre experiencias en otras 
partes de América Latina y en Europa. 
Así, se transitó desde caracterizaciones 
territoriales que tendían a ser un tanto 
descriptivas y analíticas, en las cuales se 
abordaban distintas facetas o dimensio-
nes, pero no se lograba comprender del 

todo sus entrelazamientos e interac-
ciones ni la dinámica del territorio en 
su conjunto, hacia una comprensión 
más sistémica e integral de su realidad 
actual, sus trayectorias y transforma-
ciones, y su proyección a futuro bajo 
diferentes supuestos. 

Como acciones principales a realizar 
para caracterizar al sistema territorial 
se propuso abordar primero la situa-
ción actual del desarrollo sostenible 
del territorio, incluyendo su contexto 
internacional, nacional y subnacional 
o regional y sus distintos acervos, para 
generar entonces, de manera participa-
tiva, una visión integrada del territorio 
como sistema y valorar sus potenciali-
dades y limitantes.  Seguidamente co-
rresponde identificar e interpretar las 
tendencias históricas pertinentes en los 
planos mundial, regional y nacional 
o subnacional, reconstruir los proce-
sos ambientales, económicos, sociales, 
político-institucionales y culturales re-
levantes en el territorio, e identificar 
barreras y oportunidades para su de-
sarrollo. Finalmente, es necesario inte-
grar y validar los resultados del análisis 
de tendencias y transformaciones terri-
toriales y de la estructuración espacial 
del territorio, construyendo en colecti-
vamente una propuesta interpretativa 
general del funcionamiento y potencial 
de desarrollo del sistema-territorio, y 
realizando un amplio procesos de con-
sulta y enriquecimiento de dicha sínte-
sis interpretativa, tanto con los actores, 
redes y grupos directamente involucra-
dos como con otros interesados en su 
desarrollo.
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La construcción social, pausada y amplia-
mente participativa de una visión pros-
pectiva, impulsada por la plataforma de 
concertación u organización de gestión te-
rritorial, establece el norte para los planes 
intermedios y acciones operativas asociadas 
a su implementación. Su elaboración, par-
tiendo del análisis sistémico del territorio, 
requiere de un proceso de reflexión colec-
tiva, de elaboración y discusión de plantea-
mientos interpretativos y propositivos, de 
producción de un mapa de ruta estratégico, 
de identificación de motores de desarrollo 
actuales y potenciales, para priorizar ini-
ciativas de inversión, movilizar voluntades 
y recursos, orientar los planes intermedios y 
acciones concretas, y valorar los avances en 
función del norte establecido. 

Las experiencias y elaboraciones me-
todológicas centroamericanas al res-
pecto, enriquecidas por los avances en 
prospectiva territorial especialmente 
en Colombia, sugieren la realización 
de varios ejercicios prospectivos a lo 
largo de un período sustancial, usual-
mente de varios meses. Esto conlleva, 
como pasos iniciales, una proyección 
a largo plazo de tendencias históricas 
y análisis de variables claves; cons-
trucción de escenarios, y análisis del 
comportamiento futuro de las tenden-
cias fuertes y emergentes observadas. 
Requiere asimismo de la identificación 
de alternativas (tanto escenarios como 
rutas para llegar al que se propone), y 
toma de decisiones colectivas sobre el 
rumbo a seguir y las acciones que es 
necesario realizar en el corto, mediano 
y más largo plazo. Varias experiencias 
territoriales en distintos países advier-

ten acerca del riesgo de apresurar exce-
sivamente el proceso de construcción 
de la visión prospectiva, reduciéndola 
a un taller corto o incluso a una sesión 
y equiparándola algunas veces a la de-
finición de la Visión tal como se con-
cibe en el denominado “planeamiento 
estratégico”. En tales casos, o cuando 
los resultados de ejercicios prospecti-
vos resultan insuficientes para orien-
tar la estrategia a largo plazo y planes 
intermedios, o la participación limitada 
de actores, redes y otros grupos le resta 
representatividad, legitimidad y viabili-
dad al proyecto de futuro del territorio, 
puede ser necesario volver posterior-
mente sobre esta tarea. 

La identificación y priorización de un con-
junto articulado de motores de desarrollo 
actuales o potenciales y de objetivos estraté-
gicos relacionados con ellos, en función del 
proyecto de futuro del territorio, es de con-
siderable utilidad para traducir la visión 
prospectiva en un mapa de ruta estratégico 
y para orientar los planes a mediano plazo. 
Este tipo de impulsores, definidos de manera 
participativa, pueden facilitar la moviliza-
ción dirigida de acciones colectivas e institu-
cionales y de inversiones públicas y privadas 
para generar nuevas oportunidades de de-
sarrollo integral del territorio, articulando 
sus varias dimensiones o facetas. Aunque 
determinado motor puede enfocarse prin-
cipalmente en una de ellas, o en dos es-
trechamente entrelazadas, es importante 
considerar y comprender sus relaciones con 
otras en el sistema territorial. Asimismo, 
aunque alguno de ellos pueda basarse más 
directamente en determinada zona del te-
rritorio, es necesario valorar cómo afectará 
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al desarrollo del territorio en su conjunto. 
Conviene plantear objetivos estratégicos a 
mediano y largo plazo asociados a los moto-
res de desarrollo priorizados. 

En diversos territorios centroamerica-
nos se establecieron mesas de trabajo 
temáticas al interior de las plataformas 
de concertación, en torno a las cuales 
se aglutinaron redes, grupos, organi-
zaciones y otras entidades interesadas 
en promover determinadas iniciativas 
de desarrollo. Aunque en forma más 
implícita que explícita, se trataba de 
agrupaciones e individuos relacionados 
con determinado impulsor actual o po-
tencial del desarrollo del territorio. En 
la propuesta metodológica generada 
inicialmente en el marco del PRFC y 
enriquecida con los interaprendizajes 
en el SiGET se definieron tres accio-
nes principales por realizar para este 
propósito: Primero, identificar y prio-
rizar participativamente motores de 
desarrollo, partiendo del análisis de los 
acervos territoriales y su relación con 
el funcionamiento del sistema-territo-
rio, tomando en cuenta las tendencias 
observadas y proyectadas, las variables 
que las afectan y los actores, redes o 
grupos involucrados, así como las ba-
rreras y oportunidades para el desarro-
llo del territorio. Segundo, consensuar 
objetivos estratégicos asociados a cada 
uno de ellos, para el horizonte tempo-
ral a largo plazo del ejercicio prospec-
tivo, validándolos con representantes 
de los actores territoriales, redes y gru-
pos participantes. Y tercero, especificar 
criterios de éxito o parámetros especí-
ficos, con metas finales e intermedias, 

para valorar los avances en la conse-
cución de los objetivos estratégicos 
correspondientes a cada motor de de-
sarrollo, ajustar procesos y tomar de-
cisiones sobre otros cambios que sean 
necesarios. 

Sin un proyecto de futuro territorial clara-
mente definido en forma concertada, difícil-
mente se logrará orientar las inversiones, 
proyectos u otras iniciativas en la dirección 
acordada entre los actores territoriales, re-
des y grupos, con una mirada a largo plazo 
y un derrotero estratégico. 

En territorios centroamericanos, como 
ha sucedido también en Brasil y en al-
gunas otras partes de América Latina, 
se ha tendido con cierta frecuencia a 
tratar de completar el planteamiento 
prospectivo y estratégico en forma un 
tanto apresurada, y algunas veces a 
obviar casi por completo el trabajo co-
lectivo de construcción de una visión 
común acerca del futuro del territorio 
y de un mapa de ruta consensuado, 
delegando incluso su elaboración en 
consultores o personal técnico cuya 
función apropiada es apoyar pero 
nunca sustituir a los actores territoria-
les en la toma de decisiones. Es pre-
ferible tener una visión prospectiva y 
estrategia de desarrollo a largo plazo 
con limitaciones técnicas pero basada 
en un amplio acuerdo social, pues 
siempre podrá mejorarse y ajustarse en 
el camino.

La construcción de una visión prospectiva 
y ruta estratégica consensuadas para el de-
sarrollo territorial requiere de una combi-
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nación apropiada del conocimiento experto 
tanto de personas ampliamente conocedoras 
del territorio en sus diversas facetas como de 
un equipo técnico de apoyo, pero las valo-
raciones y decisiones al respecto correspon-
den a representantes de los actores sociales, 
institucionales y privados, redes formales e 
informales, y otros grupos progresivamente 
involucrados en su elaboración. Sólo así 
tendrá legitimidad y pertinencia para ellos, 
así como viabilidad económica, política y 
técnica. 

En países y territorios centroamericanos 
han tendido a reproducirse con cierta 
frecuencia, en las interacciones entre 
entidades gubernamentales y Consejos 
de Desarrollo Territorial u otras orga-
nizaciones análogas determinados, as-
pectos de las relaciones históricamente 
verticales y clientelares entre quienes 
representan a la institucionalidad pú-
blica y los grupos de base. Esto ha suce-
dido a pesar de que se haya incorporado 
en el discurso oficial y en instrumentos 
de política una serie de planteamientos 
acerca de la participación de los actores 
territoriales en la gestión del desarrollo 
y se reconozca en principio que les co-
rresponde decidir acerca del proyecto 
de futuro de su territorio. También se 
ha observado que ante la presión del 
tiempo y de entidades contraloras o 
autoridades político-institucionales, se 
tiende a delegar en consultores o téc-
nicos la elaboración de estrategias y 
planes de desarrollo, con algunos me-
canismos de consulta durante su prepa-
ración y ciertos procedimientos para su 
validación a aprobación por parte de los 
CDT o afines. Es necesario interiorizar 

en la cultura institucional y en la prác-
tica de los equipos técnicos de apoyo un 
respeto real y efectivo al protagonismo 
de los actores territoriales, redes y otros 
grupos en la gestión social del desarrollo 
de su territorio. Estos, a su vez, deben 
demandar y ejercer su capacidad propo-
sitiva y decisoria, con las responsabilida-
des consiguientes.

La planificación a mediano plazo, orien-
tada por una visión prospectiva y una es-
trategia de desarrollo a largo plazo, es una 
tarea fundamental que permite concretizar 
el proyecto de futuro del territorio a través 
de sucesivos planes intermedios con accio-
nes e inversiones que permitan avanzar en 
la dirección propuesta.  No obstante, en la 
práctica suele haber un exceso de diagnós-
ticos y planes con poca ejecución que no re-
flejan adecuadamente acuerdos estratégicos 
entre actores territoriales.  Es necesario re-
conocer los planes existentes y vincularlos a 
la gestión del territorio, y el planeamiento 
debe conducir a la identificación de proyec-
tos estratégicos para el desarrollo del terri-
torio a partir de sus motores de desarrollo, 
pero sin descuidar pequeños y medianos 
proyectos. Hay que articular las propuestas 
estratégicas y planes de cada territorio con 
estrategias e iniciativas de desarrollo de las 
instancias de gobierno nacionales, subna-
cionales y locales. 

En Centroamérica hay con cierta fre-
cuencia ejercicios de planificación deno-
minada estratégica territorial pero que 
no se enmarca en una visión de futuro 
y estrategia de desarrollo construida en 
forma participativa.  Demasiadas veces 
se desconocen o no incorporan clara-
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mente los planes a mediano plazo ya 
existente en el territorio, y las propues-
tas estratégicas están desvinculadas de 
los procesos de planificación guberna-
mentales, lo que les resta operatividad. 
Hay, por otra parte, experiencias que 
muestran el valor y viabilidad de ejer-
cicios prospectivos que involucran a los 
actores sociales, privados e institucio-
nales, generan una ruta estratégica y 
se traducen en sucesivos planes inter-
medios que incorporan orientaciones 
e iniciativas de otros planes locales o 
regionales y que buscan articularse con 
el respectivo sistema nacional de plani-
ficación y presupuestación. 

La propuesta metodológica elaborada 
en el marco del PRFC y del SiGET in-
cluye como acciones principales para el 
propósito indicado elaborar y validar 
participativamente el plan de desarro-
llo territorial a mediano plazo, e im-
plementar, someter a auditoría social y 
revisar periódicamente el plan de desa-
rrollo territorial a mediano plazo. Para 
elaborar dicho plan se detallan accio-
nes más específicas, incluyendo como 
punto de partida el lograr acuerdos ini-
ciales sobre el proceso de elaboración 
del plan, para lo cual hay que definir el 
horizonte a mediano plazo y gestionar y 
formalizar compromisos concretos.  Es 
necesario, asimismo, retomar resulta-
dos pertinentes del análisis de situación 
y visión a largo plazo, como insumos 
para el plan de desarrollo territorial a 
mediano plazo. Hay que identificar ejes 
y acciones estratégicas prioritarias, y 
esbozar programas temáticos y proyec-
tos estratégicos para impulsar los mo-

tores de desarrollo y avanzar hacia el 
logro de los objetivos a largo y mediano 
plazo. También se debe establecer un 
sistema de seguimiento/evaluación y 
la línea base del plan a mediano plazo; 
definir procedimientos de rendición de 
cuentas y auditoría social; preparar y 
validar el documento del plan de de-
sarrollo territorial, y revisarlo periódi-
camente.

A medida que se avanza en la elaboración 
participativa de un proyecto de futuro para 
el territorio, con su visión prospectiva, estra-
tegia a largo plazo y plan inicial a mediano 
plazo, deben irse estableciendo las bases de 
acuerdos -que irán formalizándose y concre-
tizándose progresivamente- entre los actores 
territoriales, redes y otros grupos dispuestos 
a impulsar su realización. 

En América Central, los planes territo-
riales no siempre están acompañados 
por acuerdos claros sobre su financia-
miento y ejecución con las entidades 
responsables por planificación y pre-
supuestación en los planos nacional y 
local, ni con las instituciones públicas 
cuyas acciones en el territorio respec-
tivo es necesario coordinar y alinear 
con la estrategia y plan de desarrollo 
territorial. Cuando se logran algunos 
compromisos de inversión pública o 
acción institucional, suelen ser a plazos 
relativamente cortos, cuando se reque-
riría más bien de una presupuestación 
plurianual. Claramente, es necesario 
prestar más atención a este aspecto 
de la planificación del desarrollo de 
los territorios rurales a fin de que las 
estrategias a largo plazo y los planes 
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intermedios puedan concretizarse en 
planes operativos y de inversión ali-
neados con ellos. 

Como acciones principales para lograr 
dichos acuerdos la propuesta metodo-
lógica del PRFC y SiGET incluye iden-
tificar y priorizar requerimientos para 
impulsar la estrategia y plan de de-
sarrollo territorial en su conjunto, o 
motores de desarrollo específicos. Hay 
que valorar aliados potenciales dentro 
y fuera del territorio para impulsar su 
estrategia de desarrollo como un todo, 
o determinados motores de desarrollo 
y proyectos estratégicos. La comuni-
cación inicial con aliados o socios po-
tenciales permite explorar intereses 
comunes o complementarios, posibles 
acciones concertadas y potenciales con-
tribuciones al desarrollo del territorio. 
Esto, a su vez, contribuye a concertar 
y formalizar alianzas o acuerdos para 
impulsar la estrategia y plan a mediano 
plazo entre actores, redes y grupos del 
territorio y con entidades públicas o 
privadas externas a él, en el marco de 
la estrategia de desarrollo territorial.  
Al hacerlo, conviene especificar sus 
propósitos y objetivos concretos, sus 
alcances, las acciones colaborativas, 
los mecanismos de coordinación, y los 
aportes de cada organización o entidad. 
Por otra parte, habrá que valorar perió-
dicamente los resultados logrados, di-
ficultades enfrentadas y oportunidades 
para fortalecer o ampliar las alianzas 
para impulsar la estrategia de desarro-
llo territorial o determinado proyecto u 
objetivo estratégico asociado a un mo-
tor de desarrollo.

Tareas operativas

Si las estrategias y planes de desarrollo de 
los territorios no se traducen en iniciativas y 
acciones concretas, con inversiones públicas 
y privadas orientadas por la visión prospec-
tiva y estratégica, ésta quedará como letra 
muerta y la carencia de realizaciones tangi-
bles puede resultar desmotivante y desmovi-
lizadora. La función de las tareas operativas 
es, justamente, concretar progresivamente 
las transformaciones acordadas por los ac-
tores territoriales en las plataformas de con-
certación. Aunque las tareas operativas son 
múltiples y muy diversas, en las reflexiones 
al respecto por parte del equipo de trabajo 
asociado al fortalecimiento de capacidades 
y la gestión del conocimiento en el proceso 
ECADERT, enriquecidas por la discusión 
comparada con otras experiencias latinoa-
mericanas en el marco del SiGET, se ha en-
contrado que corresponden usualmente a 
tres categorías principales: 
· las de gestión de la estrategia de desa-

rrollo territorial
· las acciones colectivas para impulsar 

transformaciones e iniciativas de desa-
rrollo aunando esfuerzos de los distin-
tos actores territoriales

· la articulación intersectorial e interins-
titucional y territorialización

Si bien una parte considerable de los 
procesos de gestión territorial en la re-
gión se encuentran aún enfocados en 
tareas preparatorias, organizativas y 
en algunos casos estratégicas, las ta-
reas operativas asociadas a ellas han 
sido importantes para su realización 
exitosa, y está claro que son cruciales 
para la implementación de la estrategia 
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y planes de desarrollo de los territorios, 
para activar los motores de desarrollo 
y proyectos tanto a corto como a me-
diano y más largo plazo, y para mo-
vilizar las acciones colectivas, apoyos 
institucionales e inversiones públicas o 
privadas requeridas.

La gestión de la estrategia de desarrollo te-
rritorial involucra un conjunto variable 
de acciones necesarias para que una pla-
taforma de concertación u organización de 
gestión territorial pueda implementar dicha 
estrategia y sucesivos planes intermedios 
derivados de ella, realizar proyectos y cana-
lizar inversiones que permitan avanzar en 
la dirección acordada entre los actores terri-
toriales, redes y otros grupos participantes 
en su formulación. Es un proceso netamente 
organizacional, que requiere de planifica-
ción, ejecución, coordinación, seguimiento y 
evaluación, todas ellas ampliamente partici-
pativas de manera que dichos actores, redes 
y grupos puedan efectivamente tomar deci-
siones operativas, asumiendo las responsa-
bilidades y compromisos que ello conlleva. 

En el marco del PRFC y del SiGET se 
identificaron varias acciones operativas 
especialmente relevantes para la ges-
tión social del desarrollo territorial, en 
general, y de la estrategia a largo plazo 
y planes intermedios, en particular. 
Estas incluyen las de gestión organi-
zacional, con liderazgo colaborativo de 
procesos e involucramiento directo de 
los diversos actores territoriales, y una 
cultura organizacional innovadora. Se 
requiere asimismo de compromisos 
institucionales y acuerdos interinstitu-
cionales, y movilización de recursos de 

diversa índole en apoyo a dichos pro-
cesos y sustentabilidad operativa de la 
organización. Es necesaria la formula-
ción y ejecución de programas y pro-
yectos estratégicos capaces de impulsar 
el desarrollo integral e incluyente del 
territorio a fin de avanzar en la direc-
ción acordada con una proyección a 
mediano y más largo plazo, fortale-
ciendo capacidades y aprendiendo de 
la experiencia. También es indispen-
sable la elaboración y ejecución de 
planes operativos mediante acciones 
concertadas entre los actores territo-
riales, redes relevantes y otros grupos 
participantes, atendiendo en el corto 
plazo a las condiciones concretas de la 
realidad territorial dentro del marco 
orientador de la visión prospectiva y 
el mapa de ruta para el desarrollo del 
territorio.  Finalmente, se requiere del 
seguimiento y evaluación de planes, 
programas, proyectos y acciones espe-
cíficas, en función de los objetivos pro-
puestos e indicadores y líneas base, así 
como de la rendición de cuentas y au-
ditoría social sobre planes, programas y 
proyectos. 

La movilización de voluntades, esfuerzos 
y recursos mediante acciones colectivas de 
organizaciones, redes y otros grupos para 
impulsar transformaciones e iniciativas de 
desarrollo es una tarea continua indispen-
sable para la realización del proyecto de 
futuro de cualquier territorio a través de su-
cesivos planes concertados a mediano y corto 
plazo. Conviene integrar a los habitantes a 
partir de sus identidades, relacionamien-
tos, afinidades, intereses y compromisos en 
torno a determinadas apuestas estratégicas 
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o motores de desarrollo. Al hacerlo, es im-
portante respetar sus modalidades organi-
zacionales, reconocer las articulaciones en 
redes con diversos grados de formalización, 
y fortalecer las capacidades organizativas y 
de incidencia de grupos históricamente ex-
cluidos o en proceso de exclusión en los terri-
torios rurales. 

Una serie de experiencias centroame-
ricanas muestran tanto la relevancia 
de este tipo de acciones como los retos 
que conlleva movilizar de manera sos-
tenida a múltiples actores territoriales, 
redes formales e informales y otros gru-
pos, en procesos de largo aliento. En la 
propuesta metodológica del PRFC y del 
SiGET se planteó la necesidad de forta-
lecer los liderazgos colaborativos para 
movilizar las capacidades colectivas de 
la población del territorio de manera 
que puedan apropiarse efectivamente 
del proceso de gestión territorial y tener 
mayor incidencia. También se hizo pa-
tente la función crucial de la comunica-
ción para el desarrollo a fin de facilitar 
el acceso a la información, el involucra-
miento activo en la toma de decisiones 
y en la ejecución y auditoría social de 
planes, proyectos e iniciativas. Hay que 
aprender colectivamente, manejar y 
transformar conflictos mediante el diá-
logo constructivo para negociar diferen-
cias, lograr convergencias e impulsar los 
cambios acordados, e incidencia política 
para que los habitantes de los territorios 
puedan involucrarse activamente en la 
toma de decisiones.

La articulación intersectorial e interinstitu-
cional y la territorialización efectiva y coor-

dinada de las políticas públicas y acciones de 
la institucionalidad pública son indispensa-
bles para que ésta pueda dar el apoyo técnico 
requerido por las plataformas de concerta-
ción u organizaciones de gestión territorial y 
programar en forma concertada los recursos 
presupuestarios e inversiones necesarias para 
la implementación sostenida de la estrategia 
de desarrollo de cada territorio y la ejecución 
de sus proyectos estratégicos y planes opera-
tivos. Las modalidades de articulación y te-
rritorialización serán distintas en cada país, 
de acuerdo con el marco político-institucio-
nal correspondiente, y en particular con los 
sistemas de planificación y presupuestación 
nacionales, subnacionales y locales. También 
habrá variaciones importantes según los gra-
dos y tipos de descentralización, la mayor o 
menor autonomía de las distintas entidades 
territoriales, y los avances logrados en la go-
bernanza relacional. 

En los países centroamericanos, con 
limitada delegación de funciones del 
gobierno central en instancias subna-
cionales, la territorialización de las po-
líticas públicas atañe principalmente a 
las regiones de planificación, mientras 
que la descentralización en lo atinente 
a la ejecución del presupuesto nacional 
concierne sobre todo a las corporacio-
nes municipales e, indirectamente, a 
las asociaciones intermunicipales. La 
definición de territorios usualmente 
subregionales y supramunicipales crea 
entidades territoriales a escala interme-
dia, las cuales no son reconocidas nece-
sariamente por los sistemas nacionales 
de planificación y presupuestación ni 
por el conjunto de la institucionalidad 
pública. Es claramente necesario definir 
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las relaciones y complementariedades 
entre dichos territorios y las entidades 
territoriales oficialmente reconocidas, 
incluyendo los municipios, respetando 
el principio de subsidiariedad. Estas 
cuestiones deben considerarse al abor-
dar la articulación y territorialización 
en instrumentos de política y propues-
tas metodológicas para la gestión social 
del desarrollo territorial. 

En el PRFC de la ECADERT y en el 
SiGET, se ha identificado como accio-
nes a realizar para este propósito, en 
primer lugar, el establecimiento de un 
marco institucional que dé legitimidad 
a la convergencia en la formulación de 
políticas y la actuación intersectorial, y 
la definición concertada de los territo-
rios rurales como unidades de gestión. 
Se requiere asimismo del diseño de 
mecanismos para la articulación en-
tre procesos nacionales y territoriales; 
la construcción de un marco temático 
para orientar el desarrollo de los terri-
torios rurales y la coordinación inter-
sectorial e interinstitucional. Hay que 
articular las demandas territoriales y las 
ofertas de la institucionalidad pública, 
y es necesario avanzar en la territoria-
lización de las políticas pertinentes, la 
concertación intersectorial y coordina-
ción interinstitucional, y la convergen-
cia efectiva en el territorio.

Acciones longitudinales

Ciertas tareas o acciones tienen que reali-
zarse a todo lo largo del proceso de gestión 
social del desarrollo territorial, asociándose 
como corresponda con tareas preparatorias, 

organizativas, estratégicas u operativas, y 
adecuándose a las condiciones de cada terri-
torio en distintos momentos. Las principa-
les acciones longitudinales están dirigidas, 
en primer lugar, a facilitar y asegurar la 
participación efectiva de redes y grupos his-
tóricamente excluidos de la gobernanza te-
rritorial; en segundo lugar, a impulsar el 
fortalecimiento de capacidades, el intercam-
bio de conocimientos y el interaprendizaje, 
y en tercer lugar a promover la sistemati-
zación periódica a partir de una práctica 
reflexiva. Sin ser las únicas, son las más re-
levantes y necesarias para asegurar que los 
procesos territoriales sean efectiva y amplia-
mente incluyentes, formar capacidades con-
tinuamente, y aprender de la experiencia.

En las reflexiones y elaboraciones me-
todológicas del PRFC de la ECADERT 
y en los módulos de interaprendizaje 
y foros de discusión comparada del 
SiGET, se propuso especificar las ac-
ciones longitudinales relacionadas, res-
pectivamente, con cada tipo principal 
de tarea en la gestión social del desa-
rrollo territorial:

En su relación con las tareas preparato-
rias, se identificaron las siguientes ac-
ciones longitudinales específicas:

• Identificación de factores de exclu-
sión y acciones afirmativas necesa-
rias para facilitar la participación de 
grupos sociales históricamente ex-
cluidos.

• Sensibilización de autoridades 
locales, representantes de orga-
nizaciones clave y responsables ins-
titucionales. 
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• Fortalecimiento de capacidades del 
equipo de apoyo, entidades impul-
soras y socias, redes y grupos. 

• Consultas y acercamientos iniciales 
con organizaciones de la agricul-
tura familiar

• Valoración de aprendizajes deriva-
dos de experiencias anteriores en el 
territorio y de otros procesos de ges-
tión social del desarrollo territorial. 

 La especificación de acciones longitu-
dinales asociadas a tareas organizativas 
incluyó:
 
• Acciones afirmativas para facili-

tar el involucramiento activo de 
grupos sociales históricamente ex-
cluidos en la plataforma de partici-
pación.

• Sensibilización y motivación de 
actores sociales e institucionales a 
incorporar en la plataforma de par-
ticipación. 

• Fortalecimiento de capacidades or-
ganizativas, de liderazgo, negocia-
ción e incidencia. 

• Vinculación de la agricultura familiar 
en la plataforma de participación.

• Documentación del proceso or-
ganizativo y reflexión colectiva 
acerca del mismo a fin de identi-
ficar aprendizajes para su mejora-
miento continuo. 

Como acciones longitudinales relacio-
nadas específicamente con tareas estra-
tégicas, se propuso:

• Acciones afirmativas para facili-
tar la participación propositiva de 
grupos sociales históricamente ex-
cluidos en proceso prospectivo y 
estratégico.

• Fortalecimiento de capacidades de 
actores para involucrarse activa-
mente en la construcción del pro-
yecto de futuro del territorio. 

Relacionados con la naturaleza del DRT, sus valores y principios, 
y la responsabilidad de actores
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• Valoración del papel actual y po-
tencial de la AF en el desarrollo del 
territorio.

• Sistematización del proceso pros-
pectivo y de diseño estratégico. 

Y para las tareas operativas, se identi-
ficaron las siguientes acciones longitu-
dinales:

• Acciones afirmativas para facilitar 
la participación de grupos sociales 
históricamente excluidos.

• Fortalecimiento de capacidades es-
pecíficas de actores, grupos y redes 
territoriales.

• Planes e iniciativas para el fortaleci-
miento de los STAF y sus contribu-
ciones al desarrollo del territorio. 

• Práctica reflexiva, sistematización y 
aprendizaje continuo. 

En este apartado final se explicitan 
ciertos aprendizajes sobre aspec-
tos sustantivos del desarrollo rural 
con enfoque territorial, a partir de 
la experiencia centroamericana en 
general, y del proceso ECADERT en 
particular. Al hacerlo, se retoman de-
terminadas cuestiones ya menciona-
das, relacionándolas aquí con otras 
que conviene resaltar y abordar de 
manera más integral. Los aprendiza-
jes propuestos seguidamente se refie-
ren a la naturaleza misma del proceso 
de desarrollo rural territorial y sus 
diversos ámbitos; a la cuestión me-
dular de los valores y principios en 
su gestión social; a la responsabilidad 
fundamental de los actores, redes y 
grupos territoriales, y a las funciones 

que corresponden a la institucionali-
dad pública nacional, a otros agentes 
externos al territorio, y a la propia 
cooperación internacional. 

Naturaleza y ámbitos del proceso de de-
sarrollo rural territorial

El proceso de desarrollo rural territorial es 
político, social, y técnico, tanto en el ámbito 
regional como en los planos nacional y sub-
nacional. Esas tres facetas interactúan de 
maneras cambiantes a lo largo del tiempo 
y que varían entre regiones de planifica-
ción, entidades político-administrativas in-
termedias, asociaciones intermunicipales, y 
municipios. Algunos aspectos clave de estas 
facetas son:

• la voluntad política y un marco po-
lítico-institucional apropiado para 
impulsar el desarrollo integral de los 
territorios rurales

• la apropiación por parte de la socie-
dad civil y la gestión social incluyente 
de dicho proceso, así como las compe-
tencias técnicas de la institucionalidad 
pública y 

• el fortalecimiento de capacidades de los 
actores territoriales, redes y grupos de 
cada territorio. 

La gestión del desarrollo territorial 
tiene aspectos políticos, por cuanto 
involucra a autoridades, instituciones 
públicas y gobiernos en los planos lo-
cal, subnacional, nacional y en el caso 
de Centroamérica también regional; 
está asociada, necesariamente, a las re-
laciones de poder y a las maneras en 
que éste es ejercido; requiere de proce-
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sos de concertación y negociación en-
tre actores territoriales y con agentes 
externos al territorio, y promueve mo-
dalidades de gobernanza en las cuales 
interactúan representantes del Estado 
y de la sociedad civil. Los contrastes en-
tre la continuidad de las acciones polí-
tico-institucionales en Costa Rica y las 
dificultades para lograrla en otros paí-
ses ante cambios en el Poder Ejecutivo 
subrayan la importancia de que la vo-
luntad política gubernamental se tra-
duzca en políticas de Estado, normas 
legales, mandatos institucionales y re-
cursos financieros. Por otro lado, la re-
ticencia o desinterés de los gobiernos 
de algunos países centroamericanos en 
la ampliación y profundización de una 
gobernanza democrática con participa-
ción activa, decisoria e independiente 
de actores no vinculados al partido de 
gobierno, señala las dificultades del 
desarrollo rural con enfoque territorial 
en ausencia de una voluntad política 
efectiva.

La gestión del desarrollo territorial es, 
asimismo, un proceso eminentemente 
social, con participación activa de gru-
pos, redes, organizaciones y movi-
mientos sociales, que en la experiencia 
centroamericana ha sido más fuerte y 
continua en los territorios que en las 
instancias nacionales responsables por 
el desarrollo de los territorios rurales, y 
menos relevante en las del Sistema de 
la Integración Centroamericana, a pe-
sar de la existencia de algunos mecanis-
mos de representación de la sociedad 
civil en éste y en la Comisión Regional 
para la Ejecución de la ECADERT. Ante 

la volatilidad de la voluntad política 
gubernamental, las debilidades de los 
mecanismos de integración y las incer-
tidumbres de la cooperación interna-
cional, la apropiación de los procesos 
de gestión social del desarrollo de los 
territorios rurales por parte de coalicio-
nes de actores, redes formales e infor-
males, grupos excluidos o en proceso 
de exclusión, organizaciones de base y 
movimientos sociales, es fundamental 
para la continuidad de dichos procesos, 
como también para la incidencia en 
políticas públicas y acciones institucio-
nales.

Por otra parte, la gestión territorial 
tiene también aspectos técnicos, por la 
naturaleza de los procesos que conlleva 
en las distintas dimensiones del desa-
rrollo, por cuanto involucra a múltiples 
entes sectoriales, y porque requiere de 
una efectiva articulación intersectorial, 
coordinación interinstitucional y con-
vergencia entre acciones para impulsar 
las transformaciones ambientales, eco-
nómicas, sociales, político-instituciona-
les y culturales requeridas o propuestas 
en las estrategias y planes de desarro-
llo. En la región del SICA, diversos 
procesos territoriales han tenido acom-
pañamiento técnico algunas veces de 
la institucionalidad pública, otras veces 
de fundaciones u ONG, y con cierta 
frecuencia de agencias de cooperación 
bilateral o multilateral. Generalmente 
ha sido por decisión de esas entidades, 
de acuerdo con sus propios planes y 
prioridades, por lo demás cambiantes, 
sin que se transfieran recursos a las or-
ganizaciones de gestión territorial para 
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que contraten directamente servicios 
de apoyo técnico. El fortalecimiento 
de capacidades de los actores territo-
riales cobró fuerza durante la fase de 
ejecución inicial de la ECADERT, me-
diante un programa regional que luego 
decayó por falta de financiamiento y 
prioridades institucionales cambiantes, 
pero en algunos países ha continuado 
a través de procesos nacionales o sub-
nacionales, con participación de la 
institucionalidad pública y de universi-
dades, principalmente.  

El desarrollo territorial en general, y el 
de los territorios rurales en particular, 
transcurre a múltiples escalas, desde el 
ámbito local hasta el nacional y algu-
nas veces internacional. Por otra parte, 
se superponen o traslapan diversos tipos 
de territorialidades, así como procesos de 
territorialización, desterritorialización y 
reterritorialización.

En el caso centroamericano dicha plu-
riescalaridad abarca las comunidades 
locales y los ámbitos territoriales co-
rrespondientes a comunidades étni-
cas; los municipios y las asociaciones 
intermunicipales o mancomunida-
des, y territorios conformados por va-
rios municipios con características e 
identidades, problemáticas y poten-
cialidades compartidas, así como re-
giones de planificación y unidades 
político-administrativas subnaciona-
les, el ámbito nacional y el del sis-
tema de integración. Históricamente, 
la colonización agrícola espontánea o 
planificada ha contribuido a la confor-
mación de territorios y comunidades 

en zonas de frontera agrícola, algu-
nas veces por migrantes emparenta-
dos entre sí o vecinos y conocidos en 
su lugar de origen, otras veces por 
demandantes de tierra con distintas 
proveniencias afincados en un mismo 
asentamiento de reforma agraria, 
con implicaciones muy distintas en 
cuanto al tejido social.
  
Por otra parte, hay territorios-zona re-
sultantes de procesos sociohistóricos o 
definidos en el marco de programas de 
la institucionalidad pública, y territo-
rios-red que corresponden a relaciona-
mientos de diversa índole entre grupos 
e individuos, incluyendo los económi-
cos, los de parentesco, los de solidari-
dad y reciprocidad, los sociopolíticos y 
los asociados a identidades colectivas. 
La construcción histórica de estas y 
otras territorialidades, enmarcada en 
las interacciones coevolutivas entre so-
ciedad y naturaleza en distintos planos, 
ha devenido más compleja en el istmo 
por flujos migratorios cada vez más 
fuertes y desplazamientos crecientes 
por la violencia o la falta de oportuni-
dades, por conflictos armados internos 
y por el control territorial del crimen 
organizado, desarraigando y desarti-
culando comunidades y modos de re-
lacionamiento. Paralelamente se han 
conformado nuevas territorialidades, 
tanto rurales como urbanas, dentro de 
la región, en el propio país o en paí-
ses vecinos, y también fuera de ella, en 
ciudades de Norteamérica o Europa, 
manteniendo algunas veces ciertos 
vínculos con las comunidades o luga-
res de origen.  
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Es posible impulsar procesos de gestión so-
cial del desarrollo de los territorios rurales 
en los municipios y localidades, pero tiende 
a ser necesario abordar algunas proble-
máticas u oportunidades a escala supra-
municipal, como también en el ámbito de 
las regiones de planificación o entidades te-
rritoriales subnacionales. A cada escala es 
pertinente un abordaje territorial, y es im-
portante reconocer la complementariedad y 
subsidiariedad entre procesos más locales, 
enfocados en lo que es viable y pertinente 
hacer en el ámbito municipal o de comuni-
dades específicas, y aquellos que requieren 
de esfuerzos mancomunados a una escala 
mayor, como también de la planificación re-
gional o subnacional.

Experiencias como la Belén Gualcho 
en Honduras o Santa Fe de Veraguas 
en Panamá muestran la viabilidad de 
dichos procesos en municipios con una 
clara identidad étnica o un tejido social 
y procesos organizativos que den sus-
tento a una gestión social y una gober-
nanza relacional a escala municipal, a la 
vez que es patente la necesidad de ini-
ciativas a más amplia escala y proyectos 
de mayor envergadura para impulsar el 
desarrollo territorial. En esos mismos 
países, otras experiencias asociadas a 
varias mancomunidades, en el caso de 
Honduras, o al Centro de Gestión Local 
de la provincia de Darién y comarcas in-
dígenas, en Panamá, muestran la perti-
nencia de la escala supramunicipal para 
dichos procesos e iniciativas.

La articulación entre procesos loca-
les o de territorios supramunicipales 
y la planificación regional o subna-

cional ha sido generalmente débil en 
América Central. En El Salvador se ha 
explorado la vía de abordar institucio-
nalmente el desarrollo de los territo-
rios en el Ministerio de Gobernación y 
Desarrollo Territorial, mientras que en 
Costa Rica se ha optado por incorpo-
rar representantes de los CTDR en los 
Consejos Regionales de Desarrollo.   

Las mancomunidades o federaciones de 
municipios, cuando están asociadas efec-
tivamente a territorios con identidades 
pluridimensionales, son una opción para 
impulsar iniciativas de desarrollo territo-
rial, pero es necesario establecer mecanis-
mos de participación de la sociedad civil en 
éstas. Las mancomunidades o asociaciones 
intermunicipales creadas para acceder a re-
cursos en determinado proyecto tienden a 
ser un tanto artificiales y de perdurabilidad 
incierta, mientras que otras constituidas 
en torno a problemáticas o potencialida-
des comunes pueden ser más sustantivas y 
longevas. Pero no basta con asociar varios 
gobiernos locales, sino que debe haber un 
proceso de apropiación e involucramiento 
activo de organizaciones, redes y grupos del 
territorio supramunicipal.  

En Centroamérica, las mancomuni-
dades que agrupan municipios suelen 
ser conducidas colectivamente por los 
alcaldes y gestionadas por gerentes u 
otras personas contratadas para ese pro-
pósito, sin mayor injerencia o involu-
cramiento de las organizaciones, redes 
o grupos de la sociedad civil en ámbito 
supramunicipal. Se requiere, entonces, 
que las mancomunidades evolucionen 
hacia formas de gobernanza más rela-
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cionales y que se exploren modalida-
des apropiadas de representación social 
e interlocución público-privada en los 
territorios en los cuales hay asociacio-
nes intermunicipales. 

El número y cobertura territorial de las 
mancomunidades varía considerable-
mente de un país a otro en el istmo, 
y su relevancia actual para la gestión 
del desarrollo de los territorios rurales 
también difiere entre ellos. Aunque la 
cantidad de mancomunidades es ma-
yor en El Salvador, sólo algunas de 
ellas están asociadas claramente a pro-
cesos de gestión social de dicho desa-
rrollo, mientras que en Guatemala los 
territorios priorizados en el marco de 
la Política Nacional de Desarrollo Rural 
Integral (PNDRI) corresponden a man-
comunidades. En otros países, algunos 
territorios corresponden a asociaciones 
intermunicipales, pero aún es necesa-
rio fortalecer la participación activa de 
la sociedad civil, con capacidad propo-
sitiva, en dichas instancias.

Valores, principios e ideas en la gestión 
social del desarrollo territorial

La apropiación social e institucional de los 
principios básicos del desarrollo rural terri-
torial es indispensable para que el enfoque 
territorial pueda incorporarse efectivamente 
en las iniciativas, políticas y acciones en pro 
del desarrollo. Es necesario que los actores 
públicos y de la sociedad civil interioricen 
efectivamente esos principios y orientacio-
nes, que los apliquen al tomar decisiones 
relacionadas con la gestión territorial, y que 
asuman la responsabilidad que corresponde 

a cada uno en procesos de desarrollo endóge-
nos, participativos e incluyentes, sistémicos e 
integrales, centrados en la persona humana 
y orientados hacia el mejoramiento de la 
calidad de la vida en los territorios rurales. 
En los territorios rurales y en la sociedad 
como un todo, esto conlleva la necesidad de 
ampliar y ahondar formas democráticas de 
gobernanza, con mecanismos funcionales 
de diálogo, negociación y resolución de con-
flictos entre la ciudadanía y las autoridades 
políticas, entre los movimientos sociales y la 
institucionalidad pública, vale decir, entre 
sociedad civil y Estado.   

En el caso centroamericano, la 
ECADERT explicitó un conjunto de 
principios del enfoque territorial del de-
sarrollo, relacionados principalmente 
con la inclusión y la equidad como eje 
principal de la propuesta; pensar y ac-
tuar con una visión a largo plazo que 
oriente las inversiones en los territo-
rios; que el Estado y la sociedad civil 
impulsen conjuntamente el desarrollo 
de los territorios rurales; reconocer la 
función crucial de las redes territoriales 
en dicho desarrollo, y promover la in-
novación institucional. Estos principios 
fueron promovidos por el Programa 
Regional de Formación de Capacidades 
de la ECADERT y fueron incorporán-
dose, en mayor o menor grado y de 
diversas maneras, en acciones forma-
tivas nacionales y territoriales; varios 
de ellos también han estado presentes, 
de uno u otro modo, en el acompaña-
miento técnico a procesos de gestión 
territorial y en instrumentos de polí-
tica pública, programas institucionales 
e iniciativas en los territorios. 
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Por otra parte, la permanencia de prác-
ticas y culturas organizacionales e ins-
titucionales fuertemente arraigadas y 
contrarias a dichos principios, inclu-
yendo el verticalismo y cortoplacismo, 
el clientelismo político y el asistencia-
lismo, dificultan y limitan su incorpo-
ración efectiva en el quehacer de las 
organizaciones e instituciones. Y el 
afán de controlar o acallar las expresio-
nes independientes de voluntad grupal 
y acción colectiva obstruye la apropia-
ción social de los procesos de desarrollo 
territorial, restringe el involucramiento 
activo y propositivo de diversos tipos 
de redes y de grupos sociales excluidos 
o en vías de exclusión, y frena la indis-
pensable profundización de la demo-
cracia, inherente al enfoque territorial 
participativo e incluyente.  

Los valores y principios compartidos son 
tanto o más importantes que las diferentes 
ideas u opiniones que tengan las personas 
acerca del desarrollo de su territorio, las 
cuales pueden debatirse, confrontando pro-
puestas y abordajes. Es posible diferir radi-
calmente acerca de lo que se pretende hacer 
y cómo hacerlo, tener agendas e intereses 
diferentes, pero la construcción de acuerdos 
o consensos se facilitará considerablemente 
si quienes participan, en representación de 
distintos actores territoriales, redes o gru-
pos, comparten un conjunto de valores que 
trascienden las cuestiones inmediatas y los 
criterios contrapuestos sobre asuntos especí-
ficos, y que permitan dialogar para buscar 
soluciones y orientar las acciones a realizar 
en función de un proyecto de futuro con-
certado y, finalmente, del bien común. Ello 
se constata y se reafirma en espacios de in-

terlocución, visitas recíprocas y encuentros 
personales de quienes impulsan iniciativas 
de desarrollo territorial, les dan acompaña-
miento técnico, o formulan e implementan 
políticas públicas y programas instituciona-
les para el desarrollo integral, participativo 
e incluyente de los territorios rurales. 

La ECADERT fue reconocida, al mo-
mento de formularse, como un ins-
trumento de política pública regional 
que asignaba especial relevancia a los 
principios y valores éticos, y se buscó 
incorporarlos en acciones formativas y 
procesos de gestión social del desarrollo 
en los territorios rurales. Varias expe-
riencias centroamericanas e intercam-
bios de diversa índole en la región han 
permitido constatar que la coherencia 
con esos principios y valores, así como 
el compromiso con la sociedad actual y 
con las generaciones venideras, permite 
a personas con ideas muy diferentes co-
laborar en busca del bien común y en 
aras de la solidaridad, para lograr una 
mayor cohesión social y territorial. Por 
otra parte, se ha encontrado que hay 
discordancias considerables entre pos-
turas ideológicas declaradas que afir-
man la importancia de la participación 
e inclusión, y prácticas políticas, insti-
tucionales y organizacionales verticales, 
excluyentes y anti-democráticas. 

Durante la fase de ejecución inicial de 
la ECADERT, múltiples encuentros re-
gionales entre actores sociales e insti-
tucionales, redes y grupos de distintos 
territorios y países, dentro y también 
fuera de la región, facilitaron interac-
ciones y relacionamientos personales, 
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cara a cara, durante los cuales fue pa-
tente la base ética y moral común de los 
esfuerzos por impulsar un desarrollo 
territorial ampliamente participativo 
e incluyente, formas de gobernanza 
democráticas y espacios de solidari-
dad humana, por encima de cualquier 
aparente diferencia político-ideológica. 
El posterior debilitamiento, desarticu-
lación y descontinuación de tales en-
cuentros, por restricciones financieras, 
cambios de personal y redefinición de 
prioridades en instancias regionales y 
bi- o multi-laterales, ha limitado se-
veramente los intercambios directos 
y el enriquecimiento mutuo asociado 
a ellos. Actores locales y responsables 
técnicos institucionales han expresado 
la necesidad de contar con espacios de 
interlocución, han interactuado por 
medios virtuales, y han tomado iniciati-
vas para realizar encuentros presencia-
les, como los de CTDR costarricenses, 
Grupos Gestores de Guatemala y GAT 
hondureños. 

Responsabilidad primordial de los ac-
tores y papel apropiado de los agentes 
externos al territorio

La responsabilidad principal por el desa-
rrollo de cada territorio -cualquiera que 
sea su escala- es de los propios actores so-
ciales, privados e institucionales, redes for-
males e informales y otros grupos dispuestos 
a impulsarlo. Esto supone, por una parte, 
capacidad propositiva y decisoria, en forma 
colegiada y basada en negociaciones y 
acuerdos entre actores territoriales, redes u 
otros grupos, y con entidades externas al te-
rritorio, pero presentes en él o relacionadas 

con su desarrollo. Por otra parte, conlleva el 
compromiso de aunar voluntades y movili-
zar recursos de diversa índole para elaborar 
y concretizar una visión de futuro compar-
tida, una estrategia a largo plazo, planes 
intermedios y operativos, e iniciativas o pro-
yectos que permitan avanzar en la dirección 
acordada. 

La práctica institucionalizada del asis-
tencialismo, las relaciones verticales en-
tre entidades públicas y grupos de base, 
y el clientelismo fuertemente arraigado 
en la cultura política centroamericana 
han dificultado demasiadas veces la ges-
tión realmente participativa del desarro-
llo territorial, la preponderancia de las 
iniciativas endógenas sobre las ofertas 
desde la institucionalidad, las ONG o la 
cooperación internacional, y la apropia-
ción efectiva de los procesos orientados 
a promover ese desarrollo por parte de 
los actores territoriales, redes y grupos 
históricamente excluidos o en proceso 
de exclusión. En la región del SICA ha 
sido necesario contrarrestar sistemática-
mente la tendencia a perpetuar dichas 
prácticas y formas de relacionamiento; 
tomar conciencia de que solamente es 
posible construir un proyecto de futuro 
compartido y convertirlo en realidad 
si esos actores, redes y grupos se com-
prometen claramente con él, aprender 
a declinar ofrecimientos de recursos e 
inversiones públicas o privadas si no 
contribuyen a avanzar en la dirección 
acordada en la estrategia de desarrollo 
del territorio. 

La sociedad como un todo, y la institucio-
nalidad pública nacional en diálogo con la 
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sociedad civil, tienen la responsabilidad de 
velar por el desarrollo territorial del país en 
su conjunto, incluyendo la reducción de las 
disparidades interregionales e interterrito-
riales, y de apoyar las iniciativas de desa-
rrollo endógeno de los distintos territorios, 
en el respectivo marco político-institucional. 

Varios países de la región del SICA 
han incorporado progresivamente ele-
mentos básicos del enfoque territorial, 
así como determinados principios y 
orientaciones de la ECADERT, y han 
buscado territorializar algunas de sus 
políticas y programas o acciones ins-
titucionales. En uno de ellos -Costa 
Rica- se han establecido territorios y 
consejos territoriales de desarrollo ru-
ral en todo el país, salvo en la Gran 
Área Metropolitana, que también po-
dría y debería considerarse como un 
territorio, mayormente urbano pero 
fuertemente vinculado con zonas rura-
les próximas y distintas- y se han dado 
pasos importantes para articular los 
territorios con las respectivas regiones 
de planificación y los correspondientes 
consejos regionales, aunque no se ha 
logrado todavía unificar la regionaliza-
ción y territorialización del conjunto de 
entidades públicas. En otros países hay 
grados variables de avance y de clari-
dad sobre la relevancia del desarrollo 
de los territorios rurales para el de toda 
la sociedad, así como una diversidad de 
situaciones en cuanto a la territoriali-
zación de las políticas públicas y la ar-
ticulación entre territorios y regiones 
de planificación, con sus respectivas 
instancias colegiadas, de concertación 
y de coordinación. En lo atinente al 

Triángulo del Norte, conformado por 
Guatemala, Honduras y El Salvador, 
hay una comprensión más clara, den-
tro y fuera de la región -especialmente 
en México y Estados Unidos- de la 
relación entre problemáticas rurales 
graves e irresueltas, de hondas raíces 
históricas, con sus secuelas de insatis-
facción extrema de necesidades bási-
cas, violencia e inseguridad ciudadana, 
y la problemática más reciente y cada 
vez más aguda de la emigración masiva 
por falta de oportunidades en sus terri-
torios rurales, con la consiguiente ne-
cesidad de políticas e inversiones para 
generarlas.

Corresponde a las instancias regionales, orga-
nismos internacionales y agencias de coopera-
ción complementar y apoyar -nunca sustituir 
ni dictar- las políticas, programas y acciones 
institucionales para promover el desarrollo re-
gional y territorial de los distintos países, así 
como las iniciativas endógenas de desarrollo 
de los territorios rurales. Y la cooperación in-
ternacional debe alinearse claramente con los 
lineamientos generales, estrategias y políticas 
tanto nacionales como de instancias regiona-
les, aportando a su enriquecimiento sin inter-
ferir con las potestades de los Estados y de los 
mecanismos de integración. 

En América Central, está clara la nece-
sidad de que haya un efectivo alinea-
miento de la cooperación internacional 
con las prioridades y directrices de po-
lítica pública de los distintos países, 
pero también es necesario reconocer 
que sus contribuciones y respaldo han 
facilitado el logro de mayor continui-
dad entre sucesivas administraciones 
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de distinto signo en varios países de la 
región. Por otra parte, el peso relativo 
de los aportes de organismos de coo-
peración al SICA en su conjunto y al 
proceso regional ECADERT se ha au-
nado con los aportes relativamente 
modestos de los países al sistema de 
integración y a la operación de los me-
canismos regionales de la Estrategia 
Centroamericana de Desarrollo Rural 
Territorial, para hacer que la continui-
dad de este último como instrumento 
de política pública regional dependa de 
manera importante de las contribucio-
nes financieras y también técnicas de 
los organismos de cooperación. 

El papel relevante de la Secretaría 
Ejecutiva del Consejo Agropecuario 
Centroamericano durante la formula-
ción y ejecución inicial de la ECADERT, 
mientras contó con recursos de la 
Cooperación Española y otros donan-
tes para dicho propósito, así como la 
reciente reducción al mínimo de su 
involucramiento activo en ella, mos-
tró dos facetas contrapuestas: Por una 
parte, demostró que es posible que una 
instancia sectorial del Sistema de la 
Integración Centroamericana cumpla 
una función promotora e impulsora 
de un instrumento de política pública 
regional para promover el desarrollo 
integral de los territorios rurales, lo 
cual claramente requería de articu-
lación intersectorial. Pero, por otra 
parte, evidenció cuán dependiente es 
dicha participación del financiamiento 
externo a la región, a falta de aportes 
sustanciales de los países miembros 
del SICA, y cuán difícil es lograr cabal-

mente, desde una instancia sectorial, 
la intersectorialidad de su implemen-
tación regional. 

El alineamiento de la Cooperación 
Española en general, y de la AECID y 
AACID en particular, a los lineamien-
tos de políticas del SICA, así como su 
contribución relevante y enriquece-
dora a la formulación e implementa-
ción de políticas regionales como la 
ECADERT, evidencian la viabilidad y 
pertinencia de una relación mutua-
mente respetuosa, con intercambio 
franco de ideas y aportes basados en 
la experiencia acumulada por organis-
mos de cooperación, sin imposiciones 
ni injerencias indebidas. Ello contrasta, 
en mayor o menor grado, con esque-
mas de cooperación internacional que 
definen de antemano, en ultramar, los 
lineamientos de los programas a im-
pulsar e incluso los tipos de acciones a 
realizar.  

La experiencia de la Plataforma Regional 
de Apoyo Técnico al Desarrollo Rural 
Territorial, coordinada por el IICA por 
mandato de los Jefes de Estado de la 
Región al aprobar la ECADERT, en re-
conocimiento a su papel en la formu-
lación de la misma, patentizó tanto las 
posibilidades como los límites de un 
mecanismo-red de articulación entre 
agencias de cooperación, centros de 
educación superior y otras organiza-
ciones.  Mostró, de una parte, lo que es 
posible lograr aunando voluntades ins-
titucionales a lo largo de varios años e 
impulsando procesos de cooperación y 
coordinación de esfuerzos e iniciativas 
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regionales, nacionales y territoriales. 
Pero también evidenció la facilidad con 
que puede desarticularse una instancia 
que depende sobremanera del compro-
miso sostenido de una sola entidad a lo 
largo del tiempo, en el transcurso del 
cual hay cambios de administración, 
de directrices y de personal técnico, de 
prioridades e intereses, y de relaciona-
mientos entre las instituciones y orga-
nizaciones participantes. 

La continuidad de los mecanismos y 
procesos de coordinación para im-
pulsar un instrumento de política pú-
blica regional como la ECADERT en el 

marco del SICA debe fundarse princi-
palmente en la apropiación y aportes 
de los países miembro, con una función 
complementaria y coadyuvante de la 
cooperación financiera y técnica inter-
nacional. La voluntad institucional y 
grado de involucramiento de ésta, como 
la de las propias instancias del Sistema 
de la Integración Centroamericana, 
puede resultar volátil o inconstante, y 
sujeta en extremo al acceso a recursos 
financieros cuyo flujo, a su vez, puede 
disminuir o interrumpirse por circuns-
tancias políticas o de otra índole en los 
países donantes.
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Lejos de progresar linealmente en el 
tiempo y de avanzar paralelamente 
en los distintos países y al interior de 
cada uno de ellos, los procesos de ges-
tión social del desarrollo de territorios 
rurales en la región del SICA y de for-
mulación e implementación de polí-
ticas, programas y proyectos u otras 
iniciativas para impulsarlos han tenido 
fuertes altibajos, lapsos de aceleración 
y otros de estancamiento o retroceso, 
e importantes disparidades entre con-
textos o dinámicas nacionales y loca-
les. Para las personas, grupos y redes 
participantes, actores sociales, privados 
e institucionales, en los distintos terri-
torios o países y en instancias regio-
nales o del Sistema de la Integración 
Centroamericana, como también de la 
cooperación internacional, ha habido 
éxitos y fracasos, logros y desencan-
tos; momentos de convergencia o dis-
gregación, de construcción conjunta y 
aprendizaje colectivo, pero también de 
repliegue y desestructuración. 

Desde ahora y desde aquí, una mirada 
retrospectiva permite visualizar un pe-
ríodo de exploración y acumulación de 
experiencias en algunos países y terri-
torios, entre finales del siglo pasado y 
la primera década de éste. Le siguió, a 

partir del 2009, otro de formulación e 
implementación inicial de instrumen-
tos de política pública regionales o 
nacionales; de plataformas de concer-
tación; de espacios de gobernanza más 
relacional, o de esfuerzos por generar 
procesos de gestión territorial partici-
pativa. Un tercer período, iniciado en-
tre fines de 2017 y principios del 2018 
aunque se perfiló con mayor claridad 
posteriormente, se ha visto marcado 
por la desintegración de los mecanis-
mos regionales del proceso ECADERT; 
por una combinación de continuidades 
y rupturas político-institucionales para 
el desarrollo rural con enfoque terri-
torial en diferentes países de América 
Central, y por ritmos dispares en múlti-
ples territorios del istmo y de República 
Dominicana, sin mecanismos de segui-
miento que permitan tener una clara 
visión del conjunto de los procesos te-
rritoriales en la actualidad. 

Las transiciones entre uno y otro pe-
ríodo, tanto en la fase inicial como en 
la más reciente, son momentos de es-
pecial relevancia, plenos de significa-
dos por explorar. Interesa comprender, 
en la medida de lo posible, los factores 
y condiciones, dinámicas y decisiones 
que contribuyeron a la construcción o 

Reflexión final
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desarticulación de la ECADERT como 
proceso regional asociado a un instru-
mento de política pública en el marco 
del SICA.  Algunos de esos factores y 
condiciones, que es importante reco-
nocer y explicitar mediante una re-
flexión autocrítica colectiva, incidieron 
en el impacto inicial y posterior desa-
parición de determinadas instancias o 
programas regionales, en la perdurabi-
lidad de ciertas iniciativas territoriales 
y transformaciones institucionales, y 
en la redefinición de las interrelacio-
nes entre procesos locales, nacionales 
y transfronterizos o plurinacionales. 
Los contrastes o afinidades al respecto 
entre países y entre territorios, como 
también entre esta región y otras par-
tes de América Latina y el Caribe, re-
sultan esclarecedores y nos permiten 
continuar aprendiendo, para compren-
der mejor lo sucedido y para actuar 
con mayor claridad y coherencia en 
el futuro, individual y colectivamente.  
Se trata, sin duda, de una tarea incon-
clusa, y el contrapunteo entre teoría y 
práctica o entre elaboraciones concep-
tuales y metodologías de trabajo, como 
también entre dinámicas regionales y 
locales o procesos generales y especí-
ficos, proseguirá por diversas vías, a 
distintos ritmos y con muy variadas 
implicaciones. 

En cada una de estas fases hay diver-
sos tipos de lecciones aprendidas, sobre 
distintas facetas de dichos procesos, y 
cada persona o grupo, red u organiza-
ción, institución o entidad tendrá su 
propia perspectiva al respecto. La na-

turaleza de los aprendizajes en cada 
período y durante la transición entre 
uno y otro fue variando, aunque al-
gunos han resultado ser de índole ge-
neral, mientras que otros se refieren al 
proceso de gestión social del desarrollo 
territorial en su conjunto, o atañen a 
dinámicas político-institucionales a di-
versas escalas espaciales y temporales. 

Las experiencias pioneras en gestión 
participativa de procesos de desarrollo 
en territorios rurales centroamericanos 
fueron bien diversas entre sí, por sus 
diferentes contextos locales y naciona-
les, como también por sus referentes 
internacionales, relacionados con dis-
tintas agencias de cooperación bilateral 
o multilateral. Esta diversidad permitió 
obtener múltiples aprendizajes concep-
tuales, metodológicos y prácticos, cuya 
contrastación generó valiosos insumos 
para la formulación de un instrumento 
de política pública regional para el de-
sarrollo rural con enfoque territorial. 
También aportó insumos para innova-
ciones político-institucionales, contri-
buyó al intercambio de experiencias y 
aportó elementos a considerar al em-
prender nuevas iniciativas territoriales. 
La heterogeneidad de esas experiencias 
y la pluralidad de tipos de lecciones de-
rivadas de ellas fue enriquecedora en 
muchos sentidos, aunque también fa-
voreció la diversidad de abordajes del 
desarrollo de los territorios rurales en 
la región e hizo más compleja la tarea 
de generar denominadores metodoló-
gicos comunes. 
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Durante la elaboración, aprobación y 
preparativos para la ejecución de la 
ECADERT, se optó por triangular en-
tre experiencias centroamericanas, eu-
ropeas (principalmente españolas) y 
sudamericanas (primordialmente bra-
sileñas), para contrastar sus fortalezas 
y limitaciones, valorar su pertinencia 
en las condiciones de la región del 
SICA, y construir opciones apropiadas 
e innovadoras en los países miembros 
y territorios priorizados. Esto conllevó 
variaciones significativas en el abordaje 
conceptual y metodológico, tanto de un 
país o territorio a otro como respecto de 
las experiencias territoriales y procesos 
político-institucionales de referencia. 

Aunque las instancias responsables por 
el diseño de la ECADERT fueron básica-
mente intergubernamentales, se logró 
consensuar la realización de consultas 
ampliamente participativas, en ma-
yor grado que cualquier instrumento 
anterior del SICA, a lo largo de un 
año. En ello coincidieron la Secretaría 
Ejecutiva del Consejo Agropecuario 
Centroamericano (CAC) y varias agen-
cias de cooperación, así como el Grupo 
Técnico Intergubernamental estable-
cido con representantes de las enti-
dades nacionales responsables por el 
desarrollo rural y el comité interinsti-
tucional encargado de acopiar e inte-
grar propuestas de los distintos sectores 
y actores,  elaborar un texto preliminar 
para su validación crítica en otra ronda 
de consultas, y preparar una nueva 
versión que reflejara lo mejor posible 
las observaciones y recomendaciones 
recibidas. Este proceso de formulación 

y revisión requirió del involucramiento 
activo y propositivo de entidades aca-
démicas, movimientos sociales, ONG 
y organizaciones de gestión territorial, 
grupos de base y redes centroamerica-
nas, como también de representantes 
de entidades públicas. La aprobación 
final correspondería al Consejo de 
Ministros del CAC y -bajo circunstan-
cias particulares por la situación polí-
tica en uno de los países miembro- el 
aval de la Cumbre de Jefes de Estado 
del SICA. Ello le dio a esta estrategia 
regional un carácter híbrido, por la 
confluencia de aportes de la institucio-
nalidad pública y de la sociedad civil. 

Al formular la ECADERT, se optó por 
proponer un conjunto de principios y 
orientaciones generales enmarcados 
en el enfoque territorial del desarro-
llo rural, definir ciertos lineamientos 
generales en torno a los cuales se or-
ganizarían propuestas más específicas. 
Varios centenares de acciones especí-
ficas recomendadas en talleres regio-
nales, nacionales o territoriales, con 
diversos tipos de actores, se agruparon 
en cinco componentes temáticos prin-
cipales y tres ejes transversales, con 
medio centenar de líneas de acción y 
un horizonte temporal a veinte años. 
Ello, aunado al principio de aplicación 
gradual y progresiva de los instrumen-
tos de política del SICA, dio conside-
rable flexibilidad y discrecionalidad a 
los Estados en la implementación de 
la ECADERT. Quedó a criterio de cada 
país cómo y cuándo incorporar en sus 
políticas públicas y programas insti-
tucionales las acciones pertinentes y 
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viables en lo atinente a la institucio-
nalidad para el DRT; al tejido social y 
las redes de cooperación territoriales; 
a la economía rural de los territorios; 
a su identidad cultural, y a la gestión 
ambiental del territorio. Cada país tam-
bién debía definir las acciones a realizar 
en los ejes de equidad e inclusión social 
en los territorios rurales; educación y 
formación de capacidades, y gestión 
del conocimiento. 

Lo antedicho, aunado a las caracterís-
ticas de la institucionalidad del SICA 
-incluyendo la muy limitada cesión 
de soberanía por parte de los Estados 
Nacionales al mecanismo de integra-
ción, y su escaso presupuesto propio- 
permitiría, por una parte, opciones 
diversas e innovadoras en lo atinente 
a las políticas nacionales y programas 
institucionales, en la medida en que 
efectivamente hubiese interés en pro-
mover el desarrollo rural con enfoque 
territorial, y distintas modalidades de 
gestión social del desarrollo territorial, 
acordes con las particularidades de cada 
país o territorio.  Por otra parte, haría 
factible que determinados países se abs-
tuvieran de implementar la ECADERT 
como instrumento de política regional, 
e incluso de incorporar los principios y 
orientaciones del enfoque territorial en 
su propio marco político-institucional, 
y de impulsar, apoyar o dar acompa-
ñamiento técnico a procesos participa-
tivos en territorios rurales o avanzar 
hacia modalidades de gobernanza más 
relacionales. Ello podría solventarse 
sólo en parte, y temporalmente, me-
diante cooperación financiera y técnica 

internacional, puesto que la sustenta-
bilidad de los procesos de desarrollo 
territorial requeriría, necesariamente, 
de voluntad política e inversión pú-
blica nacional, como también de una 
efectiva apropiación de los mismos por 
parte de actores territoriales y de la so-
ciedad civil en cada país.   

Durante la ejecución inicial de la 
ECADERT como política del SICA, en-
tre 2010 y 2016, se establecieron y fun-
cionaron, con mayor o menor eficacia, 
varias instancias, programas y meca-
nismos para facilitar su implementa-
ción en los planos regional, nacional y 
territorial. Algunas de ellas impulsaron 
efectivamente, durante varios años, 
avances sustanciales en la gestión social 
del desarrollo de los territorios rurales 
o en las políticas públicas relacionadas 
con él, mientras que otras fueron de 
alcances más limitados. Por otra parte, 
algunas resultaron transitorias, mien-
tras que otras han sido más perdura-
bles, por razones y con implicaciones 
que resultan aleccionadoras. 

Al respecto, tuvieron cierta relevan-
cia durante algunos años la Comisión 
Regional y las Comisiones Nacionales 
para la Ejecución de la ECADERT, el 
componente del Fondo España-SICA 
en apoyo a la ECADERT, los Planes de 
Acción Regionales, y sucesivas convo-
catorias del Fondo Regional ECADERT.  
El Programa Regional de Formación de 
Capacidades (PRFC) y ciertos equipos 
nacionales de formadores y facilitado-
res contribuyeron a crear una masa 
crítica de responsables técnicos e ins-
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titucionales, autoridades locales y diri-
gentes de organizaciones e integrantes 
de redes u otros grupos, con bases 
conceptuales y metodológicas comu-
nes. La Plataforma Regional de Apoyo 
Técnico al DRT (PRAT) con sus grupos 
de trabajo temáticos interinstituciona-
les, y ciertos mecanismos nacionales 
dieron acompañamiento técnico a pro-
cesos regionales, nacionales o locales. 
Varias redes regionales, como las de 
gestión del conocimiento y de Grupos 
de Acción Territorial (GAT), así como 
algunas redes nacionales, articularon 
entre sí a organizaciones e institucio-
nes, grupos e individuos y facilitaron el 
intercambio de experiencias y aprendi-
zajes. 

Con la disminución progresiva de re-
cursos financieros provenientes princi-
palmente de la Cooperación Española 
y cambios en las prioridades institu-
cionales o en la capacidad efectiva de 
acompañamiento técnico por parte de 
entidades o programas internacionales, 
se debilitaron y finalmente desapare-
cieron las principales instancias regio-
nales del proceso ECADERT. En cada 
país, las dinámicas político-institucio-
nales internas fueron decisivas para la 
mayor o menor solidez y continuidad 
de los procesos de desarrollo rural con 
enfoque territorial. El contraste prin-
cipal en el plano nacional fue entre 
situaciones de cambio legal y trans-
formación institucional, con avances 
y retrocesos, y otras donde ello estuvo 
sujeto a la disposición favorable o no 
de gobiernos específicos. Y en los terri-
torios rurales, si durante algún tiempo 

hubo apoyos nacionales e interna-
cionales a iniciativas de desarrollo, la 
perdurabilidad de éstas dependió fun-
damentalmente de los actores sociales, 
privados e institucionales, redes y otros 
grupos. Todo esto ha generado múl-
tiples aprendizajes de diversa índole, 
que es importante discutir, compartir 
y tener presentes al emprender nuevas 
iniciativas territoriales e impulsar polí-
ticas públicas y cambios institucionales. 

La documentación, sistematización 
participativa y contrastación de expe-
riencias territoriales en los países miem-
bros del SICA durante la ejecución de 
la ECADERT ha permitido comprender 
mejor diversos aspectos de la gestión 
social del desarrollo territorial y acu-
mular experiencia práctica al respecto 
bajo diversas condiciones nacionales y 
locales. Ello contribuyó muy significa-
tivamente a la elaboración y posterior 
validación de la propuesta metodo-
lógica asociada al PRFC y al proceso 
ECADERT. También ha aportado insu-
mos valiosos para acciones formativas 
nacionales y para el acompañamiento 
técnico por parte de instituciones pú-
blicas, ONG y otras organizaciones de 
la sociedad civil. Algunos de ellos han 
sido retomados por agencias de coo-
peración al elaborar propuestas me-
todológicas, se han confrontado con 
otras experiencias latinoamericanas, y 
han contribuido a la identificación de 
aprendizajes de índole más general. 

La sistematización de procesos políti-
co-institucionales, con participación 
de los actores directamente involucra-
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dos y otros interesados en las políticas 
públicas o programas para el DRT, pre-
senta retos particulares. La naturaleza 
de esos procesos, así como su sensibi-
lidad política obligan a realizar ajustes 
e innovaciones metodológicas respecto 
de las maneras usuales de sistematizar 
experiencias. Puede ser necesario recu-
rrir a un mayor número de entrevistas 
individuales o a grupos focales en lu-
gar de sesiones abiertas con todos los 
participantes en experiencias locales 
o con organizaciones de base. Puede 
haber, asimismo, diferencias en lo ati-
nente a la devolución y validación, 
uso y socialización de los resultados y 
aprendizajes, aunque es deseable que 
haya al respecto la mayor transparen-
cia posible. Los primeros esfuerzos para 
sistematizar procesos nacionales en lo 
referente a las políticas públicas y pro-
gramas de desarrollo rural con enfoque 
territorial, en países de la región, mos-
traron tanto su pertinencia como la 
necesidad de ahondar en las especifi-
cidades metodológicas e implicaciones 
de este tipo de sistematización. Un as-
pecto a considerar especialmente es la 
existencia de traslapes potenciales con 
la evaluación de las políticas públicas, 
que obliga a diferenciar claramente en-
tre ellas. También puede haber cierta 
reticencia de algunos actores políticos 
e institucionales a los balances valora-
tivos acerca de dichos procesos, con su 
elemento de criticidad y exposición de 
posibles limitaciones u oportunidades 
para mejorar.
 
La tarea inevitablemente inconclusa 
de sistematizar el proceso ECADERT 

como ejercicio de formulación e im-
plementación de una política pública 
regional con expresiones o articu-
laciones nacionales y territoriales, 
abarcó diversas facetas interrelacio-
nadas y distintos planos. También 
conllevó diferentes modalidades, mé-
todos y resultados. Con apoyo de una 
entidad académica externa se realizó 
un esfuerzo inicial por acopiar y or-
ganizar información sobre las acti-
vidades realizadas por componente 
o eje, así como diversas acciones es-
pecíficas para la implementación de 
la ECADERT, durante sus primeros 
años, en cada uno de esos planos, 
combinando elementos de sistema-
tización y de evaluación. Paralela y 
posteriormente se documentó y siste-
matizó, con modalidades de reflexión 
grupal flexibles, ciertos procesos re-
gionales, especialmente los relaciona-
dos con el PRFC, la PRAT, el Fondo 
Regional ECADERT y la Comisión 
Regional.  Se realizaron, asimismo, 
talleres nacionales de sistematización 
con algunas Comisiones Nacionales 
para la Ejecución de la ECADERT, y 
un taller regional con representantes 
de organizaciones de gestión territo-
rial de los países miembros del SICA, 
para compartir aprendizajes deriva-
dos de cada una de ellas e identifi-
car otros más generales sobre gestión 
social del desarrollo territorial.  Este 
proceso de sistematización, truncado 
por el debilitamiento y posterior des-
aparición de instancias y programas 
regionales del proceso ECADERT, por 
cambios de prioridades y de personal, 
generó múltiples reflexiones colec-
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tivas, incorporó elementos de siste-
matización en las culturas y prácticas 
organizacionales e institucionales, y 
aportó buena parte de los insumos 
para los aprendizajes aquí propues-
tos, con miras a su discusión y enri-
quecimiento mediante la crítica y el 
debate.

Al mirar hacia delante, desde el mo-
mento actual y a la luz de las experien-
cias y aprendizajes tanto territoriales 
como político-institucionales en la 
región, es importante tomar en con-
sideración tanto las fortalezas como 
las debilidades de los procesos de DRT 
a distintas escalas y en diferentes lu-
gares, sus aciertos o errores, logros y 
limitaciones, o aspectos positivos y ne-
gativos. Para ello son invaluables las 
capacidades adquiridas y las lecciones 
derivadas de la práctica reflexiva en 
organizaciones e instituciones, redes 
y grupos de diversa índole en cada 
territorio y país, como también en el 

ámbito regional. Se avizoran incer-
tidumbres, nuevos retos y oportuni-
dades para el desarrollo de nuestros 
territorios rurales y sociedades nacio-
nales, como también para la integra-
ción centroamericana.  Es necesario 
prepararnos para enfrentar y aprove-
charlos, con claridad conceptual nu-
trida por la experiencia; con valores 
y principios acordes con el enfoque 
territorial sistémico y participativo; 
con herramientas metodológicas flexi-
bles e innovadoras; con instrumentos 
de política pública apropiados y con-
cordantes con las características y po-
sibilidades del SICA y de sus Estados 
miembro, e instituciones y organiza-
ciones capaces de aprender continua-
mente. Pero también se requiere de 
compromisos sólidos y sostenidos, de 
solidaridad humana traducida en ac-
ciones concretas, y de una voluntad 
común de construir proyectos de fu-
turo con mayor equidad e inclusión, 
bienestar y felicidad.   
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